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cepto 484.01, será el límite que establezca la dotación máxima en los pre-
supuestos generales del Consejo Superior de Deportes para el año 2002
en dicha aplicación presupuestaria.

Séptimo.—La concesión de subvenciones se regulará de acuerdo con
lo previsto en la base sexta, apartado 1.o de la Orden de 23 de enero
de 1998 («Boletín Oficial del Estado» del 29) por la que se establecen
las bases para la concesión de ayudas y subvenciones del Consejo Superior
de Deportes, así como por el Real Decreto 2225/93 de 17 de diciembre
de 1993 («Boletín Oficial del Estado» del 30) por la que se aprueba el
Reglamento del procedimiento para la concesión de subvenciones públicas,
así como por cualquier normativa que elabore el Consejo Superior de Depor-
tes sobre esta materia y haya comunicado a las Federaciones Deportivas
Españolas.

Octavo.—Las Federaciones Deportivas perceptoras de este tipo de sub-
venciones, estarán obligadas por lo que se refiere a la justificación, a lo
estipulado en la base 5.o, 2.1 de la Orden de 23 de enero 1998 («Boletín
Oficial del Estado» del 29), reguladora de concesión de ayudas y subven-
ciones con cargo a los créditos presupuestarios del Consejo Superior de
Deportes, y asimismo al Real Decreto 2225/1993 de 17 de diciembre de 1993
(«Boletín Oficial del Estado» del 30) por la que se aprueba el Reglamento
del procedimiento para la concesión de subvenciones públicas a tenor
del cumplimiento del Proyecto y de la correcta aplicación del gasto, dentro
de los noventa días siguientes a la finalización de la actividad, sin perjuicio
del sometimiento a la verificación contable que fuera pertinente. Dichas
Federaciones peticionarias deberán acreditar estar al corriente de sus obli-
gaciones tributarias y de la Seguridad Social.

Noveno.—La concesión de subvenciones a las que se refiere la presente
Resolución se efectuará en régimen de concurrencia competitiva.

Décimo.—El órgano instructor del procedimiento es la Subdirección
General de Cooperación Deportiva y Deporte Paralímpico, de la Dirección
General de Deportes, conforme a lo dispuesto en el artículo 6.2.b) del
Real Decreto 286/1999, de 22 de febrero, sobre estructura orgánica y fun-
ciones del Consejo Superior de Deportes y de adecuación del Organismo
a la Ley 6/1997 , de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de
la Administración General del Estado.

Undécimo.—El órgano instructor procederá a la valoración de las soli-
citudes presentadas conforme a los siguientes criterios y sobre un total
de 40 puntos como valoración máxima final:

Establecimiento de los objetivos técnicos anuales, a medio y largo plazo,
en el plan general de la Federación. Se valorará positivamente la concreción
de objetivos cuantificables y medibles. (2 puntos).

Establecimiento del proyecto dentro de una planificación de actua-
ciones plurianual, que recoja la filosofía, objetivos y medios de la Fede-
ración en relación al Programa de tecnificación deportiva, y dentro del
Proyecto Deportivo de la Federación. (4 puntos).

Explicación y distribución del proyecto en fases de actuación, espe-
cificando el objetivo y los medios para su desarrollo. (4p.)

Sistema seguido por la Federación para llevar a cabo la selección de
los participantes. Se valorará positivamente el establecimiento de criterios
objetivos y su argumentación para cada tipo de actuación. (2p.)

Implicación económica de la federación y/o otras instituciones en el
programa (cofinanciación). Sólo se admitirán aquellos proyectos que
demuestren que financian al menos un 20% de las actuaciones específicas
de este Programa. (2p.)

Número de deportistas totales a los que va dirigido el Programa, dife-
renciados por sexo. (2p.)

Designación de un técnico federativo responsable del Programa, valo-
rándose positivamente su exclusividad, el cual realizará el control y segui-
miento de los deportistas implicados en el Proyecto. (4p.)

Explicación detallada sobre el grado de coordinación del Programa
propuesto con los existentes a nivel autonómico en su caso y específi-
camente con los programas de los Centros de Tecnificación y Especia-
lización Deportiva reconocidos por este Consejo Superior de Deportes. (4p.)

Explicación detallada de la labor y participación de las Federaciones
Autonómicas implicadas en el proyecto. (4p.)

Relación nominal, cuando sea posible, de los participantes en cada
actuación, con expresión de su año de nacimiento, especialidad deportiva,
años de permanencia en el programa, asociación deportiva de pertenencia
y Comunidad Autónoma. (2p.)

Ubicación de las instalaciones residenciales y deportivas a utilizar. (2p.)
Desarrollo de los criterios de selección de las instalaciones residenciales

y deportivas a utilizar. (2p.)
Actuaciones a realizar, calendario y número de participantes en cada

una, diferenciado por sexo. (2p.)
Nombre y apellidos del cuadro técnico de cada actuación, edad, titu-

lación, y función dentro de la Federación cuando proceda . (2p.)
Encuentros deportivos y otras actividades a realizar. (2p.)

Duodécimo.—El trámite de Audiencia se evacuará de conformidad con
lo previsto en el artículo 84 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Admi-
nistrativo Común. La iniciación del trámite se notificará a los interesados,
concediéndoles un plazo de quince días para que efectúen las alegaciones
y presenten los documentos y justificantes pertinentes.

Decimotercero.—La propuesta de Resolución deberá expresar el soli-
citante o la relación de solicitantes para los que se propone la concesión
de la subvención, y su cuantía, especificando su evaluación y los criterios
de valoración seguidos para efectuarla.

Decimocuarto.—La concesión o denegación de estas subvenciones será
adoptada por Resolución del Secretario de Estado-Presidente del Consejo
Superior de Deportes, de conformidad con lo dispuesto en la base quinta,
apartado 5 de la Orden Ministerial de 23 de enero de 1999, y se notificará,
de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Admi-
nistrativo Común, por el Director General de Deportes del Consejo Superior
de Deportes a los Presidentes de las Federaciones implicadas.

Decimoquinto.—El plazo máximo para la Resolución del Procedimiento
será de cinco meses computados a partir del día siguiente al de la publi-
cación de esta Resolución en el «Boletín Oficial del Estado», entendiéndose
desestimada una vez transcurrido el plazo para resolver si no hubiese
recaído Resolución expresa, de conformidad con lo previsto en el artícu-
lo 6.4 del Real Decreto 2225/1993, de 17 de diciembre.

Decimosexto.—La Resolución que ponga fin al procedimiento será defi-
nitiva y contra la misma cabrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo ante los Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administrativo, con-
forme a lo establecido en el artículo 9.c) de la Ley 29/1998, de 13 de
julio, reguladora de la Jurisdicción Contenciosa-Administrativa, y artícu-
lo 90.4 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, en
la redacción dada por la Ley Orgánica 6/1998, de 13 de julio, en el plazo
de dos meses a contar desde el día siguiente a la fecha de su notificación,
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la citada Ley 29/1998.
Asimismo, podrá ser recurrida potestativamente en reposición, en el plazo
de un mes y ante el mismo organismo que la ha dictado.

La presente Resolución podrá ser recurrida potestativamente en repo-
sición, en el plazo de un mes y ante el mismo órgano que la ha dictado,
de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 116 y 117 de la Ley 30/92,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y Procedimiento Administrativo Común, en la redacción dada por la
Ley 4/1999, de 13 de enero, y cabrá interponer recurso contencioso-ad-
ministrativo ante los Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administrativo,
conforme a lo establecido en el artículo 9.c) de la Ley 29/1998, de 13
de julio, reguladora de la Jurisdicción Contenciosa-Administrativa, y artícu-
lo 90.4 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, en
la redacción dada por la Ley Orgánica 6/1998, de 13 de julio, en el plazo
de dos meses a contar desde el día siguiente a la fecha de su notificación,
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la citada Ley 29/1998.

Lo que se hace público para general conocimiento.
Madrid, 19 de diciembre de 2001.—El Secretario de Estado-Presidente

del Consejo Superior de Deportes, Juan Antonio Gómez-Angulo Rodríguez.

MINISTERIO DE TRABAJO
Y ASUNTOS SOCIALES

1024 RESOLUCIÓN de 26 de diciembre de 2001, de la Dirección
General de Trabajo, por la que se dispone la inscripción
en el Registro y publicación del Acuerdo Interconfederal
para la Negociación Colectiva 2002 (ANC-2002).

Visto el texto del Acuerdo Interconfederal para la Negociación Colecti-
va 2002 (ANC-2002), suscrito el día 20 de diciembre de 2001, de una parte,
por la Confederación Española de Organizaciones Empresariales (CEOE)
y la Confederación Española de la Pequeña y Mediana Empresa (CEPYME)
y, de otra, por la Confederación Sindical de Comisiones Obreras (CCOO)
y la Unión General de Trabajadores (UGT), y de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 83.2 en relación con el artículo 90, apartados 2
y 3, del Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, por el que se
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aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores,
y en el Real Decreto 1040/1981, de 22 de mayo, sobre registro y depósito
de Convenios Colectivos de trabajo,

Esta Dirección General de Trabajo resuelve:

Primero.—Ordenar la inscripción del Acuerdo Interconfederal para la
Negociación Colectiva 2002 en el correspondiente Registro de este centro
directivo.

Segundo.—Disponer su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 26 de diciembre de 2001.—La Directora general, Soledad Cór-
dova Garrido.

ACTA DE FIRMA DEL ACUERDO INTERCONFEDERAL
PARA LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA 2002 (ANC-2002)

En Madrid, siendo las once horas del día 20 de diciembre de 2001,
reunidas, en la sede del Consejo Económico y Social, las representaciones
de la Confederación Española de Organizaciones Empresariales (CEOE),
la Confederación Española de la Pequeña y Mediana Empresa (CEPYME),
la Confederación Sindical de Comisiones Obreras (CCOO) y la Unión Gene-
ral de Trabajadores (UGT),

MANIFIESTAN

Primero.—Que, dada la situación económica y social actual y las reper-
cusiones desfavorables que pudiera tener sobre el empleo, consideran opor-
tuno dar conjuntamente una señal de confianza que contribuya a alargar
el ciclo de crecimiento económico, generar mayor empleo y promover la
igualdad de oportunidades, así como la competitividad de las empresas.

Segundo.—Que la negociación colectiva del 2002 constituye un instru-
mento de primera magnitud para la consecución de tales objetivos, com-
prometiéndose a afrontar la misma teniendo en cuenta el contexto eco-
nómico y del empleo, para lo cual formulan una serie de criterios, orien-
taciones y recomendaciones.

En virtud de lo anterior,

ACUERDAN

Primero.—Que examinado el texto del Acuerdo Interconfederal para
la Negociación Colectiva 2002 (ANC-2002), que se adjunta a la presente
Acta, las representaciones signatarias consideran el mismo totalmente con-
forme con lo convenido en las negociaciones llevadas a cabo y, en con-
secuencia, aprueban el referido texto en toda su integridad.

Segundo.—Que, en prueba de conformidad, firman cinco ejemplares
de la presente Acta y del texto del Acuerdo Interconfederal para la Nego-
ciación Colectiva 2002 (ANC-2002) que se adjunta.

Tercero.—Que se remite un ejemplar del texto a la Autoridad Laboral
para su depósito, registro y publicación en el «Boletín Oficial del Estado»
para conocimiento de terceros e interesados, y por la relevancia inherente
al propio Acuerdo.

ACUERDO INTERCONFEDERAL PARA LA NEGOCIACIÓN
COLECTIVA 2002 (ANC-2002)

CAPÍTULO I

1. Naturaleza jurídica y ámbito funcional

Los criterios, orientaciones y recomendaciones para afrontar la nego-
ciación colectiva del año 2002 que integran el presente documento revisten
jurídicamente carácter obligacional.

Las organizaciones signatarias son las que asumen directamente los
compromisos del presente Acuerdo y se obligan, por tanto, a ajustar su
comportamiento y acciones a lo previsto, pudiendo cada una de ellas soli-
citar de la otra llevar a cabo las tareas o cometidos deducidos del Acuerdo.

A tenor de lo previsto en los párrafos anteriores, serán las Confe-
deraciones firmantes, que tienen la condición de más representativas a
nivel estatal, las que deberán dirigirse a sus respectivas organizaciones
en los sectores o ramas de actividad para establecer con ellas, sin menos-
cabo de la autonomía colectiva de las partes, los mecanismos y cauces
más adecuados que les permitan asumir lo aquí pactado y ajustar sus
comportamientos a los criterios previstos en este Acuerdo.

2. Ámbito temporal

El Acuerdo estará vigente entre el 1 de enero y el 31 de diciembre
del año 2002.

Transcurridos nueve meses de vigencia del Acuerdo, las partes sig-
natarias evaluarán la aplicación efectiva del mismo en orden a su posible
renovación o prórroga.

3. Comisión de Seguimiento

Se constituye una Comisión de Seguimiento integrada por tres repre-
sentantes de cada una de las organizaciones signatarias de este Acuerdo.

Dicha Comisión tendrá encomendada la interpretación, aplicación y
seguimiento de lo pactado. A requerimiento de parte, formulado a través
de alguna de las organizaciones signatarias, esta Comisión podrá inter-
poner sus buenos oficios a fin de resolver cuantas discrepancias se mani-
fiesten, en la interpretación y aplicación de lo aquí previsto, en la nego-
ciación de los convenios colectivos.

Durante la vigencia del Acuerdo, la Comisión de Seguimiento realizará
un estudio para analizar los posibles factores que dificultan la igualdad
de oportunidades entre hombres y mujeres, incluso los previos al momento
del acceso al empleo, identificar los obstáculos y destacar cuáles pueden
ser las prácticas adecuadas para fomentarla, haciendo hincapié en el papel
de los interlocutores sociales.

Coincidiendo la negociación de este Acuerdo con modificaciones del
actual marco regulador de la previsión social complementaria, las orga-
nizaciones firmantes se comprometen a analizar en el seno de la Comisión
de Seguimiento de este Acuerdo, una vez que esté en vigor la nueva nor-
mativa, sus efectos.

Las nuevas tecnologías de la información y la comunicación han pro-
ducido cambios sustantivos en las formas de trabajo y en las costumbres
y prácticas sociales, especialmente con la introducción del correo elec-
trónico, internet e intranet como instrumentos de trabajo, comunicación
e información. La Comisión de Seguimiento del Acuerdo analizará la inci-
dencia de este fenómeno en las relaciones laborales, con especial referencia
a los derechos individuales y colectivos de los trabajadores.

La Comisión de Seguimiento elaborará sus normas de funcionamiento
en la primera reunión que celebre.

CAPÍTULO II

1. Consideraciones sobre la competitividad y el empleo en 2002

Las organizaciones empresariales y sindicales hemos afrontado en las
últimas décadas, mediante el diálogo social libre y autónomo, momentos
delicados en el devenir político, económico y social de la España con-
temporánea.

El diálogo social es el cauce más adecuado para resolver conflictos
y afrontar en mejores condiciones los cambios y las diferentes coyunturas
por las que atraviesa la economía y el empleo, tanto para aprovechar
los momentos de bonanza como para paliar los efectos que sobre los puestos
de trabajo y la competitividad de las empresas tienen situaciones eco-
nómicas negativas.

Por eso, hemos considerado oportuno, ante las incertidumbres eco-
nómicas y los primeros síntomas de declive, dar conjuntamente una señal
de confianza que contribuya a alargar el ciclo de crecimiento económico,
generando un mayor nivel de empleo, mejorando su calidad y promoviendo
la igualdad de oportunidades.

Es por ello por lo que manifestamos la voluntad de afrontar la nego-
ciación colectiva del año 2002 teniendo en cuenta la situación económica
por la que atraviesa la economía mundial.

La situación económica internacional y el deterioro de las expectativas:

Hemos venido observando con preocupación el deterioro de las expec-
tativas de crecimiento y empleo para la economía mundial, agravadas por
los últimos acontecimientos.

España es ya una economía abierta al exterior (ha pasado de una
tasa de apertura de 22,7 por 100 en 1965 a 62,3 por 100 en 2000) y sigue,
básicamente, las fases del ciclo económico que afectan a la economía inter-
nacional. Este hecho hace a la economía española más sensible a los cam-
bios en la economía internacional y contribuye a poner en cuestión las
perspectivas de crecimiento y creación de empleo para el año 2002. La
introducción física de monedas y billetes de euro a partir del 1 de enero
del próximo año vendrá a acelerar ese proceso de internacionalización
de la economía española, situando a las empresas y a los trabajadores
ante una mayor competencia internacional.
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Los organismos estatales e internacionales, tanto de carácter público
como privado, vienen corrigiendo a la baja las previsiones de crecimiento,
tanto para 2001 como para el año próximo. La Organización Mundial del
Comercio, el Fondo Monetario Internacional y la Comisión Europea indican
que el crecimiento del comercio mundial ha descendido al 2 por 100, frente
al 12 por 100 que se registró en 2000. Dicha tasa significa que no habrá
un crecimiento significativo del comercio y la producción mundial.

El proceso de desaceleración ha llevado a una situación que se puede
calificar ya como de crisis en las economías más significativas de las tres
principales zonas del mundo. Así, Estados Unidos y Japón se encuentran
en recesión y es muy posible que los bajos crecimientos que se registran
para Alemania apunten en la misma dirección. Además, hay que destacar
las dificultades por las que atraviesan las economías de América Lati-
na en donde las empresas españolas han hecho un importante esfuerzo
inversor.

Los sucesos del pasado 11 de septiembre han tenido un doble efecto
sobre las proyecciones de las variables fundamentales macroeconómicas:
De una parte, se han revisado a la baja unas perspectivas que ya eran
de desaceleración; de otra, la opinión pública y la sociedad, en su conjunto,
han asumido el deterioro de la situación y la necesidad de adoptar medidas
que permitan paliarlo.

Por su parte, en Europa la creación de empleo se está debilitando
y todo apunta a que puede entrarse en una fase de caída del mismo en
caso de que no se adopten medidas. En este sentido, la Comisión Europea
advierte que el desempleo en Europa aumentará por primera vez des-
de 1997.

La situación en España:

La situación en España no es ajena a estos elementos de incertidumbre
mundial y, aunque el crecimiento es mayor que la media de la Unión
Europea, el ritmo de la actividad económica disminuye, pasando del 4,1
por 100 en el año 2000 a una previsión, según el Gobierno, del 3
por 100 para este año y del 2,4 por 100 para el 2002 (la Comisión Europea
prevé un crecimiento para España en el año 2002 de sólo un 2 por 100).

Un motivo de preocupación es la fuerte desaceleración en el crecimiento
del consumo privado que está, a su vez, teniendo importantes efectos nega-
tivos sobre la inversión como consecuencia de la crisis de confianza y
el empeoramiento de las expectativas empresariales.

En términos de contabilidad nacional el empleo creció en el año 2000
un 3,1 por 100. En el año 2001 se estima el crecimiento en un 2,1
por 100 y la previsión se reduce al 1,1 por 100 en el año 2002, según
el Gobierno, similar a las previsiones de la Comisión Europea (1 por 100).

La tasa de paro, en cualquier caso, cae del 14,1 por 100 del pasado
año a una previsión próxima al 12,6 por 100 en éste y del 12,4 por 100
para el 2002, una reducción explicada, en parte, por un aumento menos
intenso de la población activa.

Por otro lado, la tasa de temporalidad se sitúa ligeramente por debajo
del 32 por 100 y ha mostrado una suave tendencia a la baja desde 1997,
gracias al Acuerdo Interconfederal para la Estabilidad en el Empleo (AIEE).

A pesar del intenso crecimiento del empleo de los últimos años, que
ha permitido reducir la significativa brecha existente en la tasa de ocu-
pación general con los países europeos de nuestro entorno, aún persisten
problemas de empleo entre las mujeres y los jóvenes. Tales problemas
se refieren a sus bajos niveles de ocupación, elevadas tasas de paro y
temporalidad y a las diferencias del salario medio entre hombres y mujeres.

Algunas medidas para afrontar la situación:

Pese al deterioro que presenta la situación descrita, hay elementos
que permiten pensar que se están superando desequilibrios y se vislumbra
una salida a la actual situación.

En particular, los precios y costes que soportan las economías domés-
ticas y el aparato productivo se están reduciendo. Las autoridades mone-
tarias a ambos lados del Atlántico han reaccionado de forma intensa y
coordinada reduciendo los tipos de interés y, por tanto, los costes finan-
cieros. Por su parte, el petróleo se mantiene en la franja moderada de
la banda de precios en la que ha fluctuado en los últimos tiempos. La
previsible caída de la inflación, además, coadyuvará a la recuperación
del poder adquisitivo de las rentas.

En resumen, las medidas adoptadas y la reducción de costes tendrán
efectos positivos sobre la actividad y el comercio mundial, beneficiando
la recuperación de Europa, que se hará sobre unas bases más equilibradas.

A su vez, la Europa del euro debe perseguir el aprovechamiento de
su autonomía económica, a través de una cada vez mayor integración
de sus mercados y la coordinación de sus políticas. Esta actitud es par-
ticularmente importante ahora que aumenta la incertidumbre y empeoran
las expectativas sobre el crecimiento económico.

En lo que se refiere a España, su posición actual es mucho más favorable
que en el pasado para afrontar la desaceleración económica. Los tipos
de interés se encuentran en unos niveles históricamente bajos, las cuentas
públicas están saneadas, los salarios se han adecuado a la evolución de
la productividad, lo que repercute en el volumen de empleo creado y en
una mayor estabilidad. Incluso, la inflación empieza a remitir a la baja,
gracias a la caída del precio de los productos energéticos.

Un compromiso interconfederal:

A la vista de todo lo anterior, las organizaciones empresariales y sin-
dicales consideramos que el país afronta una situación económica que,
aunque difícil, puede ser superada si se toman las medidas adecuadas
para amortiguar las consecuencias de la crisis económica internacional
sobre el empleo y la competitividad, y contribuir a recuperar las expec-
tativas y las bases del crecimiento económico.

La autoridad monetaria central de la Unión Europea está practicando
una política monetaria que ayudará a la recuperación económica y que
consiste en la bajada de tipos de interés, que da a entender que no peligra
la estabilidad de precios, definida como objetivo a medio plazo del Banco
Central Europeo en el límite del 2 por 100, y que ayudará a la reducción
de costes financieros y, por tanto, a la recomposición de las rentas de
todo tipo.

Las políticas monetaria y fiscales deben apoyar la recuperación de
las tasas de crecimiento económico y de estabilidad de precios.

Los agentes sociales entendemos que debemos asumir nuestra respon-
sabilidad social ofreciendo una señal de confianza a trabajadores, empre-
sarios y consumidores en lo que se refiere a competitividad y empleo.

El bienestar que está alcanzando nuestro país en los últimos años es
fruto de la creación de empleo, propiciada, también, por el diálogo social.
Las organizaciones empresariales y sindicales consideramos que el empleo
es motor del crecimiento y de la calidad de vida, y la estabilidad de costes
y precios condición necesaria para asegurar la competitividad de las em-
presas.

Las reformas estructurales derivadas de los acuerdos alcanzados entre
las organizaciones empresariales y sindicales permiten afrontar la situa-
ción actual con mejores perspectivas, lo que se plasmará, pese a las difi-
cultades, en una tasa de crecimiento para el 2002 que superará a la media
de la Unión Europea. No obstante, hay que recordar la dificultad de la
economía para crear empleo con tasas moderadas de crecimiento, una
dificultad históricamente mayor en el caso de la economía española.

Dado el proceso de globalización en el comercio mundial y la inserción
de la economía española en el mismo, el aparato productivo debe ser
competitivo en su vertiente exportadora y en su mercado interno. No se
puede olvidar que la introducción física de las monedas y billetes de euro
va a suponer, debido a la transparencia de los mercados, un nuevo factor
de competencia. Respecto a las consecuencias de la entrada del euro, que-
remos recordar la necesidad de mantener la estabilidad de precios.

Existen dos clases de condicionantes que afectan a la competitividad
empresarial, a la capacidad de crecimiento y a la creación de empleo.
Por un lado, los costes directos y la organización de factores. En este
sentido, la moderación de costes salariales y la flexibilidad interna de
las empresas resultan de efectiva aplicación, en especial ante situaciones
de dificultades de las empresas que pudieran dañar el empleo.

Por otro, los referidos a la cualificación profesional, la formación, la
inversión en nuevas tecnologías, así como la mejora en la calidad de pro-
ductos y servicios. Éstos deben ser objeto de un esfuerzo permanente
para acortar la diferencia que aún nos separa de la Unión Europea.

Una adecuada aplicación de unos y otros favorecerá la competitividad,
la capacidad de crecimiento y la creación de empleo en nuestro país.

La negociación colectiva del próximo año 2002 cobra una especial rele-
vancia a la vista de las previsiones económicas, de su posible impacto
en el empleo y de la nueva situación generada con la moneda única para
doce Estados de la Unión Europea (UE).

Como bien sabemos, la negociación colectiva no es ajena a la situación
económica. Las condiciones de trabajo, la jornada, el salario, los sistemas
de clasificación profesional, la formación requerida, etc., dependen de fac-
tores sociales y económicos que se ven afectados por las condiciones del
ciclo económico.

Por ello, las organizaciones empresariales y sindicales, para superar
las expectativas negativas del actual momento, consideramos conveniente
que los convenios colectivos, a la hora de abordar el tratamiento salarial
para el 2002, conjuguen el empleo con el poder adquisitivo de los salarios
en la medida en que lo permitan las ganancias de productividad, de forma
tal que se consiga el mejor resultado en términos de creación de empleo.

En todo caso, las menores expectativas de crecimiento o la incerti-
dumbre general no afectan por igual, ni se presentan con la misma inten-
sidad en todas las actividades productivas, y es la negociación colectiva
la que permite la adaptación a las diversas situaciones.
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2. Criterios en materia salarial

Las organizaciones empresariales y sindicales consideramos que la
situación económica y social que afronta España y las negativas reper-
cusiones que puede tener para el empleo, exigen contribuir a minimizar
estos efectos, favoreciendo, en lo posible, el crecimiento económico y las
condiciones del aparato productivo para amortiguar las consecuencias de
la crisis económica internacional y coadyuvar al despegue de la actividad
económica.

En este sentido, la negociación colectiva del año 2002 constituye un
instrumento de primera magnitud para favorecer el crecimiento, el empleo
y la competitividad de las empresas, y dar conjuntamente una señal de
confianza en un contexto económico de las características del que se ha
descrito en páginas anteriores.

Las organizaciones firmantes declaramos nuestra intención de llevar
a cabo en el año 2002 una política de moderado crecimiento de los salarios.

Mediante el esfuerzo colectivo queremos contribuir al control de la
inflación y al mantenimiento y creación de empleo. La experiencia de
los últimos años ha puesto de manifiesto que esta política ha tenido una
repercusión positiva sobre el descenso de la inflación, la mejora de la
competitividad, el aumento de la inversión productiva y el crecimiento
del empleo.

CCOO, UGT, CEOE y CEPYME consideramos que la negociación salarial
debe tomar como primera referencia la inflación prevista, fijada por el
Gobierno para el año 2002.

En segundo lugar, puede haber incrementos superiores a la inflación
prevista dentro de los límites derivados del incremento de la productividad.
La negociación salarial debe tener en cuenta los criterios propuestos para
apoyar el mantenimiento o, en su caso, el crecimiento del empleo en las
empresas a través de la mejora de su competitividad, favoreciendo las
inversiones productivas de las empresas, y para sostener la mejora del
poder adquisitivo de los salarios sobre el que, en buena medida, se soporta
el crecimiento económico y del empleo a través del aumento del consumo.

Los convenios colectivos así negociados incorporarán una cláusula de
revisión salarial, sin que ello trunque el objetivo de moderación salarial.

La determinación de los salarios en la negociación colectiva, tomando
como referencia los elementos anteriores, constituye el modelo apropiado
para evitar espirales inflacionistas nada deseables.

Asimismo, consideramos oportuno recomendar que no deben utilizarse
otras previsiones de inflación distintas de las oficiales, desaconsejándose,
en consecuencia, la identificación de otros parámetros ya sea en un ámbito
sectorial específico, ya sea en un ámbito territorial.

A este respecto debe tenerse en cuenta que el crecimiento de los salarios
en Convenio debería también tener como referencia los costes laborales
unitarios, de forma tal que la cifra resultante permita a las empresas,
en particular las abiertas a la competencia internacional, mantener, al
menos, el grado de competitividad actual y no verse perjudicadas con
respecto a sus competidores.

La negociación colectiva constituye un instrumento adecuado para esta-
blecer la definición y criterios de una estructura salarial (conceptos fijos
y variables) adecuada a la realidad sectorial y empresarial, teniendo en
cuenta su directa relación con los nuevos sistemas de organización del
trabajo y los incentivos a la producción, la calidad o los resultados, entre
otros. A tal fin, en la definición de los conceptos variables deberían tenerse
en cuenta criterios de objetividad y claridad en su implantación; la deli-
mitación de porcentajes de retribución variable sobre la retribución total;
los derechos de información y participación en la empresa de los repre-
sentantes de los trabajadores y la consideración de las realidades espe-
cíficas de cada sector o empresa.

La diversidad de situaciones no puede tratarse de manera uniforme,
por lo que los negociadores deberán en cada caso tener en cuenta las
circunstancias específicas dentro de su ámbito para fijar las condiciones
salariales, todo ello dentro de los objetivos señalados anteriormente.

La exigencia de responsabilidad en la fijación de los precios para faci-
litar la reducción de la inflación aumenta su importancia ante la conversión
de pesetas a euros de los precios de los bienes y servicios, que se realizará
a comienzos del próximo año y que, a juicio de las Confederaciones Empre-
sariales y Sindicales firmantes, debe realizarse de la forma más estricta,
rigurosa y prudente para evitar cualquier indeseable e injustificado incre-
mento de la inflación derivado de ese proceso de conversión.

La inclusión de la llamada cláusula de inaplicación del régimen salarial
forma parte del contenido mínimo de los convenios colectivos de ámbito
superior al de empresa.

En tal sentido las organizaciones empresariales y sindicales conside-
ramos necesario que en tales convenios se establezcan las condiciones
y procedimientos por los que podría no aplicarse el régimen salarial a
las empresas cuya estabilidad económica pudiera verse dañada como con-
secuencia de tal aplicación.

3. Criterios en materia de empleo

El empleo es la resultante de múltiples variables, entre ellas una política
económica que lo potencie, así como un marco adecuado de relaciones
laborales que posibilite una mayor flexibilidad al tiempo que una mayor
permanencia en el empleo de los trabajadores y trabajadoras, contribu-
yendo así a mejorar la competitividad y el buen funcionamiento de las
empresas.

Los riesgos derivados de la situación de incertidumbre general, y sus
consecuencias sobre el empleo, son los que es necesario considerar, pre-
venir y, hasta donde sea posible, evitar. La sociedad española no debería
permitirse quebrar una dinámica de crecimiento sostenido que ha con-
seguido reducir la desigual posición de España respecto a sus socios
europeos en relación con el nivel de renta per cápita, las tasas de empleo
y desempleo, y la capacidad de competir de las empresas.

Desde esta perspectiva consideramos como objetivos:

Mantener el empleo, contribuyendo a evitar ajustes traumáticos, así
como incrementarlo.

Fomentar la estabilidad en el empleo.
Impulsar la cualificación de los trabajadores y trabajadoras, clave para

su empleabilidad y desarrollo profesional y la competitividad de las empre-
sas.

Promover la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres y
contribuir a la eliminación de discriminaciones y al cumplimiento de la
igualdad de trato en el empleo y la ocupación.

1.o Mantener e incrementar el empleo, fomentar su estabilidad y con-
tribuir a evitar ajustes traumáticos.—Para conseguir este objetivo, además
del criterio de moderación salarial, se deberá considerar el sistema de
contratación en su conjunto y su utilización adecuada, así como los dis-
tintos mecanismos de flexibilidad interna. La negociación en el ámbito
correspondiente en torno a estos aspectos permitirá adecuar la organi-
zación del trabajo, las modalidades de contratación y el empleo a las nece-
sidades productivas de la empresas.

Contratación:

La estabilidad del empleo, en la medida en que el capital humano
constituye un activo fundamental de las empresas, debe ser un elemento
a tener presente como garantía de competitividad para las mismas y de
seguridad para los trabajadores y trabajadoras, especialmente en situa-
ciones de ralentización económica.

En tal sentido, las políticas activas de empleo existentes se dirigen
a favorecer la estabilidad de los contratos, bien por la vía de la contratación
indefinida inicial o de la conversión de contratos temporales en indefinidos.

En este objetivo de estabilidad, la negociación colectiva constituye un
instrumento adecuado para establecer compromisos de conversión de con-
tratos temporales en indefinidos.

Ante la necesidad de nuevas contrataciones, sería conveniente con-
siderar que existen determinados colectivos cuyo nivel de desempleo supe-
ra la media general y que hay medidas públicas de fomento de empleo
para favorecer su contratación por parte de las empresas. Es el caso de
los jóvenes, de las mujeres, de los mayores de cuarenta y cinco años,
de quienes lleven al menos seis meses en situación de desempleo o de
las personas discapacitadas.

El objetivo de una mayor estabilidad en la contratación no es óbice
para el mantenimiento de un marco de contratación temporal que permita
a las empresas responder con agilidad a las necesidades coyunturales de
la producción y los servicios.

En este sentido, la legislación laboral contempla un abanico de posi-
bilidades en materia de contratación, permitiendo a la negociación colec-
tiva adaptar las diferentes modalidades contractuales a las necesidades,
actuales y previstas, que se plantean en las empresas, atendiendo a la
adecuada utilización de las mismas conforme a su regulación.

Resulta, por tanto, conveniente que los convenios colectivos asuman
un papel protagonista en este sentido, fomentando el uso adecuado de
las diferentes modalidades de contratación de forma tal que las necesidades
permanentes de la empresa se atiendan a través de contrataciones de
carácter indefinido, las necesidades coyunturales, cuando éstas existan,
se cubran mediante modalidades de contratación temporal, y las nece-
sidades formativas o de inserción laboral, mediante aquellas modalidades
contractuales que tengan este carácter. Así:

Contrato de obra o servicio: Identificando los trabajos que puedan
cubrirse con este contrato.

Contrato eventual: Determinando las actividades en las que pueden
contratarse trabajadores eventuales, así como fijando criterios generales
relativos a la adecuada relación entre el volumen de esta modalidad con-
tractual y la plantilla total de la empresa.
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Contratos formativos: Fomentando la utilización de estos contratos
de forma que, a la vez que se satisface el objetivo de una adecuada for-
mación, contribuya a la inserción profesional de los jóvenes y al apro-
vechamiento de la formación y experiencia de los trabajadores formados
en las empresas si se incorporan definitivamente a las mismas.

Contratos fijos discontinuos: Determinando el orden y la forma de
llamamiento para esta modalidad contractual, así como, en su caso, los
requisitos y especialidades para la conversión de contratos temporales
en contratos fijos-discontinuos.

Contrato de relevo: Como instrumento útil de inserción laboral de tra-
bajadores desempleados y de relevo generacional en el empleo y, espe-
cialmente, para abordar posibles reestructuraciones y renovaciones de
plantillas que permitan estabilizar el empleo.

Contrato a tiempo parcial: Fomentando su uso adecuado, especialmente
el indefinido, en cuanto permite adaptar las plantillas de las empresas
a las necesidades de éstas y que posibilite la conciliación de la vida laboral
y personal de los trabajadores y trabajadoras.

En relación a la contratación temporal, la negociación colectiva debería
aprovechar las competencias que establece la normativa laboral para adop-
tar fórmulas que eviten el encadenamiento injustificado de sucesivos con-
tratos temporales.

Asimismo, la negociación colectiva debería asegurar también el cum-
plimiento y desarrollo del principio, legalmente establecido, de igualdad
de trato de las personas contratadas a tiempo parcial o bajo alguna forma
de contratación temporal, que habrán de disfrutar de los mismos derechos
que las contratadas por tiempo indefinido.

Equilibrio entre flexibilidad y seguridad para defender el empleo y
evitar ajustes traumáticos del mismo:

Las necesidades de las empresas de responder a un entorno que se
modifica con rapidez exigen el desarrollo de su capacidad de adaptación,
al que deben contribuir también las relaciones laborales mediante la apli-
cación de los mecanismos de flexibilidad interna.

Desde este punto de vista la flexibilidad interna es claramente preferible
a la externa, siempre que sea posible, equilibrando flexibilidad con segu-
ridad de los trabajadores, de su empleo y de sus condiciones de trabajo.

Los convenios colectivos tienen la capacidad de tratar un conjunto
de elementos que permiten avanzar en esta dirección, como son la cla-
sificación profesional, la gestión del tiempo de trabajo, la formación con-
tinua y la movilidad funcional. El desarrollo adecuado de estos instru-
mentos se verá favorecido por la utilización de mecanismos de información
y consulta a la representación de los trabajadores, y especialmente ante
la búsqueda de alternativas a los ajustes de empleo.

En esta línea, a continuación se formulan un conjunto de orientaciones
sobre estructuras profesionales y movilidad funcional, gestión del tiempo
de trabajo y otros acuerdos alternativos a los ajustes de empleo.

En materia de estructura profesional y movilidad funcional hay que
destacar que una estructura profesional basada en grupos profesionales
favorece la mayor empleabilidad, formación y desarrollo profesional de
los trabajadores y trabajadoras, así como la competitividad de las empresas.

Por ello, aunque son numerosos los convenios que ya establecen su
clasificación en grupos profesionales, conviene seguir avanzando en la
generalización de las estructuras profesionales mediante grupos, definien-
do éstos en función de diversos criterios, tales como: Autonomía, forma-
ción, iniciativa, dirección, responsabilidad, complejidad, etc.

Asimismo, podrían establecerse, dentro de los nuevos grupos profe-
sionales, divisiones en áreas funcionales, a fin de ajustar la adscripción de
los trabajadores a las mismas, previa la idoneidad exigible. La plantilla
de la empresa estará adscrita a los distintos grupos y, si las hubiere dentro
de ellos, a las referidas áreas funcionales.

Los convenios colectivos deberán precisar el procedimiento a seguir
para la adaptación en la empresa de las categorías a los nuevos grupos
profesionales.

La movilidad funcional, en su caso, se producirá dentro del grupo
con el límite de la idoneidad antes referida, y aptitud necesaria para el
desempeño de las tareas que se encomienden al trabajador en cada puesto
de trabajo, previa realización, si ello fuera necesario, de procesos simples
de formación y adaptación.

Contar con adecuadas estructuras profesionales y con mecanismos ági-
les de movilidad funcional puede constituir una alternativa real a los ajustes
de plantilla.

Considerando que estas decisiones empresariales pueden afectar, plu-
ral o colectivamente, a los trabajadores, debemos recordar la existencia
de instrumentos de información y consulta, legal o convencionalmente
establecidos, para tales supuestos. A estos efectos, alentamos el recurso

a lo previsto en los diferentes sistemas de solución extrajudicial de con-
flictos para resolver las discrepancias surgidas en períodos de consulta.

La gestión del tiempo de trabajo, la duración y redistribución de la
jornada son elementos fundamentales para contribuir a una mejor evo-
lución del empleo, aumentar la productividad de las empresas e incre-
mentar, en cuanto sea posible, el grado de utilización del equipamiento
productivo.

Las fórmulas que desde los convenios colectivos pueden promoverse
para la introducción de esquemas más adaptables son variadas. Como
criterio general debería realizarse un esfuerzo más intenso con el fin de
establecer una mejor gestión del tiempo de trabajo, duración y reordenación
de la jornada para conseguir el objetivo compartido de conciliar las nece-
sidades de los trabajadores y trabajadoras y de las empresas.

Cuando entre las fórmulas utilizadas se consideren el cómputo anual
de la jornada y la distribución flexible, sistemas que favorecen la capacidad
de adaptación de las empresas, su negociación debe ir acompañada de
las condiciones para su realización.

Igualmente, implica limitar las horas extraordinarias que no sean estric-
tamente necesarias, dado que perjudican la creación y el mantenimiento
del empleo.

Además de los mecanismos descritos anteriormente, la normativa vigen-
te permite anticiparse y adaptarse a los cambios que se producen en los
mercados ante situaciones de dificultad coyuntural por las que pueden
atravesar las empresas, mediante otros acuerdos alternativos a los ajustes
de empleo.

Desde esta perspectiva se puede incentivar el uso adecuado, mediante
la negociación, de instrumentos de adaptabilidad que permitan la viabilidad
de las empresas y, por consiguiente, del empleo, siendo preferibles las
medidas de carácter coyuntural, siempre que sean posibles, que permitan
superar la situación crítica, a las puramente extintivas. Entre estos ins-
trumentos podemos citar la suspensión del contrato y la modificación
sustancial de condiciones de trabajo.

Ello implica compartir la información suficiente acerca de las causas
que originan las medidas, así como su posible evolución.

Información:

La evolución de las relaciones laborales en los últimos años a través
de la negociación colectiva ha permitido establecer cauces para la solución
de los conflictos. En este marco las empresas y los trabajadores deberían
compartir niveles adecuados, estables y periódicos de información que
permitan analizar la situación de las empresas y los trabajadores y anti-
ciparse a los cambios.

La adopción de medidas correctoras, cuando fueran inevitables, reque-
rirá, en su caso, la oportuna información y consulta a los representantes
de los trabajadores en materias tales como:

Situación económica en el sector o ámbito negocial correspondiente.
Previsiones sobre volumen y tipo de empleo y evolución que se prevé

sobre las mismas en el más inmediato futuro.
Modalidades de contratación.
Subcontratación.
Contratos de puesta a disposición y motivo de su utilización.
Procesos de reconversión y reestructuraciones del empleo.
Despidos objetivos y, en su caso, de las medidas alternativas en el

ámbito correspondiente.

Las organizaciones empresariales y sindicales sectoriales constituyen
interlocutores apropiados, en el ámbito estatal, para abordar análisis sobre
la competitividad y el empleo en los distintos sectores de actividad más
allá del contenido propio de la negociación colectiva.

Por ello, con el fin de contribuir eficazmente a mejorar la capacidad
de gestionar anticipadamente el cambio, podría resultar adecuada la crea-
ción de instrumentos estables como son los observatorios sectoriales de
ámbito estatal para el empleo y la competitividad.

Dichos observatorios podrían realizar análisis periódicos teniendo en
cuenta la información existente relativa a las tendencias y perspectivas
económicas de los sectores, así como sobre la situación y estructura del
empleo, que permitan contribuir eficazmente a la mejora de la actividad
productiva, de la competitividad de las empresas y del empleo y, en la
medida de lo posible, predecir la evolución y los cambios en los sectores.

2.o Favorecer la cualificación de los trabajadores.—La estrategia euro-
pea para el empleo ha apostado claramente por el aprendizaje permanente
a lo largo de la vida. Aumentar el nivel de formación y cualificación es
también un factor decisivo para el desarrollo de una economía basada
en el conocimiento y en la sociedad de la información.

En esa dirección, la formación continua es un instrumento útil, dado
que favorece la capacidad de adaptación de trabajadores y empresas, con-
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tribuye al mantenimiento y mejora del empleo y responde conjuntamente
a las necesidades de ambos.

Así, por un lado, la cualificación profesional de los trabajadores y tra-
bajadoras favorece su desarrollo personal y profesional y asegura su
empleabilidad al mejorar su capacidad de respuesta ante las nuevas nece-
sidades productivas y facilitar la asunción de nuevas responsabilidades.

Y, por otro lado, es un elemento clave de la capacidad de adaptación
de las empresas a los cambios tecnológicos, económicos y productivos,
esencial para dar respuesta a la demanda y mantenerse en un mercado
donde la posibilidad de elección es cada vez mayor.

Por otra parte, la identificación de las cualificaciones profesionales
requeridas en el sistema productivo mejora la transparencia del mercado
de trabajo y facilita la determinación de las necesidades formativas.
A tal efecto, el establecimiento de un Sistema Nacional de Cualificaciones
contribuye a atender, también, dichos requerimientos de formación.

Partiendo de estos objetivos generales, la cualificación de los recursos
humanos, clave para la competitividad de las empresas, debería fomentarse
mediante:

La realización de estudios de detección de necesidades formativas y
la elaboración de herramientas aplicables a la formación en los ámbitos
sectoriales.

La participación de las organizaciones empresariales y sindicales en
la configuración de un Sistema Nacional de Cualificaciones permanen-
temente actualizado.

El establecimiento de criterios para la elaboración de planes de for-
mación, en sus respectivos ámbitos, en materias tales como iniciativas
y colectivos prioritarios; acceso de las pequeñas y medianas empresas
a la formación; acciones formativas en los contratos para la formación;
referencias formativas en relación con la clasificación profesional y la
movilidad funcional, y mejora de la calidad de las acciones formativas.

3.o Fomentar la igualdad de oportunidades y contribuir a la elimi-
nación de discriminaciones en el empleo y la ocupación por razón de
género.—España aún registra bajas tasas de actividad de las mujeres y
un elevado nivel de desempleo. Asimismo, se constatan diferencias sala-
riales entre hombres y mujeres carentes de justificación, todo ello unido
al mantenimiento de un modelo familiar que sigue sustentándose sobre
la asunción mayoritaria de las responsabilidades familiares por las mujeres,
lo que comporta dificultades adicionales para el desarrollo de su carrera
profesional.

Si bien en los contenidos de la negociación colectiva no suelen aparecer
diferencias formales por razón de género, la realidad pone de manifiesto
que operan desequilibrios en el ámbito de su aplicación práctica sin que
exista ninguna justificación para ello. Algunos de estos desequilibrios se
constatan mediante las diferencias salariales entre hombres y mujeres
reflejadas en las estadísticas.

Partiendo de la obligación de pagar el mismo salario por la prestación
de un trabajo de igual valor, sería preciso promocionar en los convenios
colectivos actuaciones encaminadas a eliminar discriminaciones salariales,
directas o indirectas, motivadas por razones de género, así como no incluir
en los mismos medidas, estipulaciones o compromisos que pudieran impli-
car discriminaciones. En los distintos sectores y empresas habría que pro-
ceder a examinar las causas que originan las posibles diferencias.

A tal fin, la negociación colectiva resulta un instrumento adecuado
de las relaciones laborales para favorecer la igualdad de oportunidades
entre hombres y mujeres en el empleo y la contratación, mediante medidas
que promocionen la diversidad profesional de las mujeres y su acceso
a la formación, prácticas y contratación en ocupaciones y puestos tra-
dicionalmente desempeñados por hombres; promoviendo contratos de inte-
rinidad para cubrir ausencias por maternidad/paternidad, cuidados a fami-
liares y riesgo durante el embarazo.

Señaladamente, en materia de conciliación de la vida familiar y laboral,
dada la modificación legislativa introducida por Ley 39/1999, los convenios
deberían actualizar sus previsiones sobre permisos parentales y protección
de la maternidad.

4. Criterios en materia de seguridad y salud en el trabajo

Las organizaciones sindicales y empresariales compartimos la preo-
cupación por la situación de la siniestralidad laboral en España y mani-
festamos nuestro compromiso y disposición para contribuir con mayor
eficacia a la prevención de riesgos laborales.

En esa línea entendemos que se debería fomentar la cultura preventiva
y el cumplimiento de las normas como elementos centrales de una estra-
tegia a corto, medio y largo plazo, para una constante mejora de la seguridad
y la salud en el trabajo.

El objetivo, por tanto, debería ser facilitar su aplicación concreta, espe-
cialmente, en las pequeñas y medianas empresas.

En alternancia con lo anterior, creemos que los sujetos colectivos públi-
cos y privados deberían colaborar entre sí, de acuerdo con sus capacidades
y potencialidades, en la transmisión de las actitudes preventivas, incluso
más allá del centro de trabajo en donde son exigibles, es decir, en el
conjunto de la sociedad.

En el contexto de la negociación colectiva, el tratamiento de la seguridad
y salud laboral corresponderá a un ámbito de negociación más amplio,
o más concreto, según el aspecto específico a abordar. Así, entre los prin-
cipales contenidos pueden señalarse los siguientes:

El deber empresarial de garantizar la vigilancia de la salud, en función
de los riesgos evaluados y no eliminados: Éstos podrían ser tratados en
los ámbitos territoriales y sectoriales más amplios. A tal fin podrían uti-
lizarse como referencia protocolos, criterios y guías técnicas de aplicación.

El crédito horario de los Delegados de Prevención y la constitución
en los convenios colectivos de Comisiones Paritarias que tengan como
fin primordial el análisis, estudio y propuesta de soluciones en materia
de prevención de riesgos laborales en el marco sectorial podrían ser inclui-
dos en este ámbito de negociación.

Resulta de utilidad que, desde el ámbito sectorial, se identifiquen los
déficit y necesidades en materia de prevención de riesgos laborales, a
partir de un diagnóstico de la situación, de la definición de objetivos gene-
rales y específicos y, eventualmente, de programas de actuación y segui-
miento.

Lo anterior puede facilitar y orientar la actuación preventiva de las
empresas mediante la elaboración de sus correspondientes planes de actua-
ción.

Igualmente, la formación que debe ser impartida a los trabajadores
y trabajadoras podría ser objeto de negociación en el ámbito sectorial,
si éste existiese.

También podrían negociarse en ámbitos sectoriales las formas de desig-
nación de los Delegados de Prevención y los criterios de cooperación en
la aplicación y fomento de las medidas de prevención y de protección
adoptadas en las empresas.

Respecto a las evaluaciones de riesgos, pieza clave de la actuación
preventiva, en los convenios sectoriales podrían abordarse cuestiones como
los procedimientos de consulta para llevarlos a cabo, así como los supuestos
objetivos de reelaboración y actualización de la evaluación de riesgos en
función de circunstancias como la siniestralidad, la introducción de nuevas
tecnologías o procesos productivos, los riesgos durante el embarazo, etc.

5. Criterios generales del procedimiento negociador

Las Confederaciones Empresariales y Sindicales estimamos que el pre-
sente Acuerdo debe contribuir a facilitar la negociación de los convenios
colectivos, para lo cual consideramos necesario impulsar el deber de nego-
ciación en los términos legalmente previstos, así como la utilización de
los diferentes procedimientos de autocomposición de conflictos.

A la vez manifestamos nuestra voluntad de favorecer una aplicación
y administración de los convenios lo más fluida posible.

En relación con lo anterior, deben ser tenidas en cuenta determinadas
recomendaciones, enmarcadas en el principio de buena fe, tales como:

Iniciar de inmediato los procesos de negociación una vez producida
la denuncia de los convenios.

Mantener la negociación abierta por ambas partes hasta el límite de
lo razonable.

Formular propuestas y alternativas por escrito, en especial ante situa-
ciones de dificultad en la negociación.

De acuerdo con lo previsto en los sistemas de autocomposición de
los conflictos de carácter estatal (segundo Acuerdo sobre solución extra-
judicial de conflictos laborales) o de Comunidad Autónoma, acudir a ellos
sin dilación cuando existan diferencias sustanciales, debidamente cons-
tatadas, que conlleven el bloqueo de la negociación correspondiente.

Impulsar fórmulas y procedimientos que posibiliten un funcionamiento
más eficaz de las Comisiones Paritarias o Mixtas de los convenios y una
mejor y más completa regulación de las mismas con vistas al efectivo
seguimiento y cumplimiento de los compromisos adquiridos.

Fomentar la adhesión de sectores y empresas a los acuerdos sobre
solución extrajudicial de conflictos, para conseguir una mayor eficacia
y utilización de los instrumentos de mediación y arbitraje y para reforzar
la autonomía colectiva.
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todos los trabajadores. Las com peten cias de dicho comité serán las 
siguientes:

a) Denunciar, iniciar, negociar, concluir los convenios colec tivos que 
afecten a sus representados, como el único órgano representativo de los 
trabajadores de la compañía, afectados por el ámbito de aplicación del 
presente convenio.

b) Recibir información, que le será facilitada trimes               tral mente al 
menos, sobre la evolución general del sector económico a que pertenece 
la empresa, sobre la situa ción de la produc ción y ventas de la entidad, 
so bre los programas de produc ción y evolución probable del empleo de la 
empresa. Emitir informes con carácter previo a la ejecución por parte de 
la empresa de las decisiones adoptadas por ésta sobre las si guientes cues-
tiones:

b.1) Reestructuración de plantilla y ceses totales o par ciales definiti-
vos o temporales de aquella.

b.2) Reducción de jornada, así como traslado total o parcial de las 
instalaciones a poblaciones dis tintas.

b.3) Planes de formación profesional de la empresa.
b.4) Implantación o revisión del sistema de organiza ción y control de 

trabajo.
b.5) Conocer el balance, la cuenta de resultados, me moria y demás 

documentos que se den a conocer a los socios y en las mismas condicio-
nes que a és tos.

Cualquier otra competencia que les sea otorgada por la ley.

Artículo 44. Horas sindicales.

El crédito de horas para los representantes de los trabaja dores a utili-
zar en las funciones propias de su cargo será de 40 (cuarenta) horas men-
suales.

El crédito de horas de cualquiera de los delegados podrá ser acumu-
lado en uno de ellos con un máximo de 80 horas mensua les.

Artículo 45. Espacios tablón de anuncios y locales.

Los representantes de los trabajadores tienen derecho a uti lizar espa-
cios reservados en el tablón de anuncios para in formar y comentar a sus 
compañeros asuntos relacio na dos con la actividad laboral y sindical, así 
como derecho a disponer en cada centro de trabajo de un local que la 
em presa habilite para sus reuniones. Tendrán derecho a convo car asam-
bleas en los locales que la empresa designe para ello, en cualquier 
momento, fuera de las horas de tra bajo.

Artículo 46. Reuniones de afiliados a centrales sindicales.

Los trabajadores afiliados a centrales sindicales legalmente constitui-
das, podrán reunirse en los locales de la empresa, fuera de las horas de 
trabajo, procurando la empresa pro porcionarles el lugar adecuado, y 
siempre que como indica el art. 8.1.b) de la ley orgánica de libertad sindi-
cal, no se perturbe la normal actividad. A tales efectos se conviene que tal 
perturbación se produce, cuando la reunión afecte a centros de trabajo 
cuya plantilla no supere los 20 trabaja dores.

Artículo 47. Cuota sindical y para gastos del comité intercentros.

La empresa deducirá en nómina la cuota sindical de todo trabajador 
que voluntariamente lo solicite.

Artículo 48. Amonestaciones, sanciones y despidos.

Será preceptiva la comunicación de los mismos con antelación al 
comité de empresa. 

 1023 RESOLUCIÓN de 28 de diciembre de 2006, de la Dirección 
General de Trabajo, por la que se dispone la inscripción 
en el registro y publicación del Laudo Arbitral, dictado en 
el procedimiento de arbitraje seguido en el servicio inter-
confederal de mediación y arbitraje relativo al Pacto 
extraestatutario suscrito en 2001, en la empresa Globe 
Ground Ibérica, S. A.

Visto el contenido del Laudo Arbitral de fecha 4 de diciembre de 2006, 
dictado por don Ricardo Escudero Rodríguez en el procedimiento de 
arbitraje seguido en el Servicio Interconfederal de Mediación y Arbitraje 
relativo al Pacto extraestatutario suscrito en 2001 en la empresa Globe 
Ground Ibérica, S. A., sobre existencia o no de deliberaciones para rene-
gociar dicho acuerdo y para determinar si éste está o no vigente y proce-
den, en su caso, las progresiones salariales previstas en el mismo, y del 

que han sido parte, de un lado, los designados por la Dirección de la 
empresa en su representación y la Delegada de personal en representa-
ción de los trabajadores, y de conformidad con lo establecido en el artí-
culo 93 en relación con el artículo 90, apartados 2 y 3, del Real Decreto 
Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, por el que se aprueba el texto refun-
dido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, artículo 22.1 del III 
Acuerdo sobre Solución Extrajudicial de Conflictos Laborales (ASEC-III) 
y en el Real Decreto 1040/1981, de 22 de mayo, sobre registro y depósito 
de Convenios Colectivos de trabajo,

Esta Dirección General de Trabajo, resuelve:

Primero.–Ordenar la inscripción del citado Laudo Arbitral en el 
correspondiente Registro de este Centro Directivo.

Segundo.–Disponer su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 28 de diciembre de 2006.–El Director General de Trabajo, Raúl 
Riesco Roche.

LAUDO ARBITRAL

En Madrid, a 4 de diciembre de 2006, Ricardo Escudero Rodríguez, 
Catedrático de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social de la Univer-
sidad de Alcalá, actuando como árbitro nombrado por las partes con-
forme al acuerdo arbitral por ellas suscrito, el día 4 de octubre de dicho 
año, y a la solicitud de procedimiento de arbitraje presentada ante el Ser-
vicio Interconfederal de Mediación y Arbitraje (SIMA), número de expe-
diente A/2/2006/I, de acuerdo con las previsiones enunciadas en los artí-
culos 18 y siguientes del Tercer Acuerdo sobre Solución Extrajudicial de 
Conflictos Laborales (ASEC III), publicado en el «Boletín Oficial del 
Estado» de 29 de enero de 2005, ha dictado el siguiente: Laudo Arbitral:

Conflicto promovido por la dirección de empresa Globe Ground Ibé-
rica, S. A., representada por María Victoria Gómez Pérez de Zabalza, y la 
delegada de personal de los trabajadores de la misma, representados por 
Ester Monpeán Silva, en relación al Pacto extraestatutario suscrito en 
2001 sobre existencia o no de deliberaciones para renegociar dicho 
acuerdo y para determinar si éste está o no vigente y proceden, en su 
caso, las progresiones salariales previstas en el mismo.

I. Antecedentes de hecho

Primero.–El 1 de enero de 2002 la representación de la empresa y la de 
los trabajadores suscribieron un denominado «Pacto extraestatutario 
entre Globe Ground Ibérica, S. A. y sus trabajadores» a fin de regular las 
relaciones laborales entre dicha empresa y los empleados incluidos en su 
ámbito de aplicación. Dicho Pacto tenía ámbito nacional, conforme a su 
art. 2, y su vigencia se extendía, según su art. 5, desde dicha fecha hasta 
31 de diciembre de 2004.

Las condiciones salariales reguladas en dicho Pacto se especifican en 
sus art. 25 a 28 y, por remisión, en su anexo II, sobre «Tabla salarial y 
descripción de funciones genéricas por grupos». Además, su anexo III 
detallaba las «Directrices y normativas para la aplicación de las tablas 
salariales y la progresión salarial de los empleados de Globe Ground Ibé-
rica S. A.». Y, en particular, dentro de este último anexo, se establece que 
las llamadas progresiones salariales de un empleado «siempre serán 
lineales dentro del grupo de categoría profesional» y se llevarán a cabo, 
de un modo automático, en un período máximo de dos años, salvo que el 
trabajador se hiciese merecedor de una progresión con anterioridad por 
motivo de una evaluación positiva efectuada por la dirección de la 
empresa conforme a una serie de variables especificadas en el referido 
anexo.

En suma, tal progresión equivale, como regla general, a una subida 
automática cada dos años según las cuantías previstas en los ocho tramos 
de las tablas salariales y especificadas, para cada uno de los cinco grupos 
profesionales, en el anexo II del Pacto. En fin, el art. 5 del Pacto precisa 
que se han de revisar «todos los conceptos económicos en el IPC de cada 
año de vigencia» del mismo.

Segundo.–La actual representación de los trabajadores sostiene que, 
en los meses precedentes a la expiración del Pacto, es decir, antes de 
finales de 2004, y en los primeros de 2005 existieron deliberaciones ten-
dentes a la eventual renegociación del contenido del mismo que se parali-
zaron por los cambios accionariales que comenzaban a presagiarse y que 
se materializaron dos meses más tarde. Tales deliberaciones, según tal 
versión, fueron llevadas a cabo entre la representación de la dirección de 
la empresa, en aquél momento ostentada por G. Vacas y J. Rivas, y la 
representación de los trabajadores, en concreto por A. Peláez, que enton-
ces era delegado de personal en el centro de trabajo de Málaga. Ahora 
bien, tales deliberaciones son negadas, de forma categórica, por la actual 
dirección de la empresa.

Tercero.–A mediados de 2005, se producen importantes cambios en la 
titularidad de las acciones de la empresa,  que estuvieron en la base de 
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que, en julio de ese año, se extinguiera el contrato de trabajo de G. Vacas 
por medio de un despido que la empresa reconoció como improcedente, 
abonándole la correspondiente indemnización por tal motivo. Y, a finales 
de marzo de 2006, se produjo la extinción del contrato de J. Rivas, con lo 
cual se renovó, aunque no de forma brusca sino escalonada y algo diferida 
en el tiempo, el equipo de dirección de la empresa. Además, A. Peláez, 
delegado de personal, también deja de trabajar en el empresa a finales de 
julio de 2005, produciéndose nuevas elecciones en el centro de Málaga en 
octubre de ese año las que resulta elegido J. López Segura.

Cuarto.–Con efectos de 1 de enero de 2006, la dirección de la empresa 
decide incrementar los salarios de los trabajadores de la empresa Globe 
Ground Ibérica SA en un 3,7%, como consecuencia de aplicar el IPC 
correspondiente al año anterior. Tal decisión se adopta de conformidad 
con lo dispuesto en el primer convenio colectivo de sector de handling, 
que había sido publicado en el BOE el 18 de julio de 2005.

Cuando los trabajadores comprueban en sus nóminas que la empresa 
no ha aplicado las progresiones salariales, J. López, delegado de personal, 
dirige sendas cartas a la dirección de la misma, fechadas el día 5 de 
febrero de 2006, en las que solicita que se incrementen los salarios de los 
trabajadores conforme a lo previsto en el anexo III del Pacto y que aclare 
sus posiciones acerca de la vigencia del mismo. Copias de dichas cartas 
figuran en la llamada documental n.º 2, presentada por la representación 
de los trabajadores.

La referida dirección consideraba, en carta de 9 de febrero de 2006
–como consta en la documental n.º 3 aportada por tal representación–, 
que esta norma convencional era de aplicación a la empresa, ya que el 
Pacto había perdido vigencia al no haber sido denunciado por ninguna de 
las partes con una antelación de, al menos tres meses, por lo que se enten-
día prorrogado durante un año, esto es, hasta finales de 2005, según lo 
previsto expresamente en su art. 6. En consecuencia, a su juicio, ya no 
procedían las progresiones salariales previstas en los anexo II y III del 
reiterado Pacto. Y, además, el nuevo equipo directivo consideraba que el 
convenio de Handling “en cómputo global supera las condiciones conteni-
das en el Pacto extraestatutario al que se hace referencia, con el que 
quedan cubiertas, al menos en sus bases mínimas, las necesidades de los 
trabajadores”. Y, por último, concluye afirmando que «no obstante, están 
abiertas las puertas a nuevas negociaciones de pactos de empresa que 
mejoren lo establecido en el mencionado Convenio». 

Quinto.–Es pacífico que, desde mediados de 2005, no ha habido inicia-
tivas de negociación dirigidas a renovar el Pacto extraestatutario, ya que, 
sobre todo, el cambio de dirección supuso una paralización total de cual-
quier actividad en tal sentido. Y, desde enero de este año, ha habido cier-
tas reuniones entre los representantes de la empresa y de los trabajadores 
que se han polarizado en torno a la discusión de si el Pacto está o no 
vigente, sin que se produzca acuerdo de ningún tipo al respecto lo que 
determina el sometimiento de la cuestión controvertida primero al proce-
dimiento de conciliación y después, ante el resultado fallido de la misma, 
al de arbitraje.

Con todo, significativamente, hay una coincidencia entre las posicio-
nes mantenidas por la antigua y la nueva dirección de la empresa en orden 
a la conveniencia de mantener la unidad negocial en el concreto ámbito 
funcional de la empresa. En efecto, también el nuevo equipo directivo de 
la misma pretende conservar un marco específico de regulación de sus 
condiciones laborales y no diluirla en el convenio sectorial publicado en 
julio de 2005, dadas las especificidades de la empresa en cuestión. Pero, 
en cualquier caso, las posiciones discrepan abiertamente respecto de la 
existencia o no de deliberaciones previas y de la vigencia o no del Pacto 
de 2001.

II. Fundamentos de Derecho

Primero. Precisiones sobre el alcance del objeto del arbitraje.–El 
compromiso arbitral suscrito en el SIMA el día 4 de octubre de 2006 entre 
las partes enfrentadas en el conflicto dice lo siguiente: «Determinar si han 
existido deliberaciones para la renovación del Pacto Extraestatutario de 
Globe Ground Ibérica S. A. y, de conformidad con los artículos 6 y 7 del 
mismo, si se entiende prorrogado a todos los efectos y, por tanto, también 
en relación con el incremento salarial».

La lectura de tal compromiso pone de relieve que han de abordarse 
dos tipos de cuestiones: de un lado, la existencia o no de tales deliberacio-
nes y, de otro, si, según lo establecido en los referidos preceptos del 
Pacto, éste se considera o no vigente en todo su articulado y, en especial 
en materia de progresiones retributivas. Hay, pues, en primer lugar, una 
premisa fáctica y, en segundo, una interpretación de la misma a la luz de 
los aludidos artículos.

Ambas cuestiones son interdependientes entre sí y deben de abor-
darse complementariamente, pero conviene diferenciarlas en el análisis 
a fin de respetar, fielmente, el objeto del mencionado compromiso y, 
también, de adoptar un criterio lógico y un orden secuencial que permi-
tan, primero, fijar la base fáctica que constituye el soporte del conflicto 
y, después, la aplicación a tales hechos –la existencia o no de delibera-

ciones para sustituir el Pacto– de sus art. 6 y 7. En suma, tal circunstan-
cia fáctica actúa como premisa que se enlaza con la interpretación de 
tales preceptos.

En el fondo, lo que constituye la pretensión de las partes es saber si, 
realmente, dicho Pacto está o no vigente, especialmente en materia sala-
rial, aunque la formulación del objeto del arbitraje sea un poco elíptica y 
evidencie los equilibrios para definir la cuestión sometida a este arbitraje 
y, al menos en principio, pudiera dar lugar a una cierta confusión. Pero, 
con todo, es claro que es preciso averiguar si se dan o no los presupuestos 
de hecho que pueden ser decisivos a la hora de llegar a una conclusión o 
a la contraria a la luz de los requisitos establecidos en el Pacto para la 
prórroga o no del mismo. Con todo, la inequívoca alusión del objeto del 
compromiso arbitral a tales preceptos obliga, necesariamente –y más aún 
en un arbitraje que ha de dictarse en Derecho–, a tomarlos en considera-
ción y a determinar su alcance y su aplicación al caso que nos ocupa.

Segundo. Existencia o no de deliberaciones para renegociar un 
nuevo Pacto y valoración de los testimonios recogidos por el árbitro.–
La determinación de si han existido deliberaciones para la renovación 
del Pacto plantea, en este conflicto, un cúmulo de problemas, ya se han 
de tomar en consideración unos hechos acaecidos, aproximadamente, 
entre agosto de 2004 y mediados de 2005. Pero tal reconstrucción fác-
tica ha supuesto una cierta complejidad, pues las personas que repre-
sentan actualmente a la empresa y que se han personado en este proce-
dimiento arbitral no formaban parte de ella en tales fechas, ya que se 
incorporaron a ella con posterioridad a las mismas. Por otra parte, el 
actual representante de los trabajadores que interviene en dicho proce-
dimiento fue elegido en octubre de 2005, por lo que no coincide con el 
que actuó como tal en aquél lapso de tiempo y, además, tampoco está en 
estos momentos en activo en la empresa, ya que solicitó una excedencia 
a finales de julio de 2005. 

Se produce, de este modo, un cambio en la representación de ambas  
partes, lo que implica una cierta ruptura de la memoria histórica acerca 
de las eventuales actividades negociales desarrolladas, supuestamente, a 
lo largo del mencionado período de tiempo. Muy en particular, por lo que 
respecta a la nueva dirección de la empresa que niega, con rotundidad, 
tener constancia de cualquier tipo de deliberaciones dirigidas a renovar el 
Pacto. En el origen de tal ruptura, están los importantes cambios habidos 
en la propiedad de las acciones de la empresa 

Y, en fin, hay que tener en cuenta que, también en julio de 2005, se 
produce un dato nuevo, en este caso de alcance jurídico, cual es la publi-
cación en el BOE del día 18 de tal mes del primer Convenio Colectivo 
General del Servicio de Asistencia en Tierra en aeropuertos (handling). 
Esta norma convencional también se proyecta sobre el conflicto, pues 
está en la base de ciertos cambios en las condiciones laborales, como más 
adelante se analizará. En definitiva, coinciden, en un arco temporal muy 
reducido, varios datos que han de ser traídos a colación para la resolución 
del conflicto. 

Pues bien, este árbitro valoró las especiales circunstancias que concu-
rrían en el mismo y, muy en especial, las ya aludidas incógnitas e inconve-
nientes relativas a la reconstrucción de unos hechos previos a la salida de 
una parte del anterior equipo directivo y a la incorporación del nuevo. Y, 
precisamente por ello, aquél entendió que era absolutamente necesario 
para dictar el laudo valorando todos los elementos en juego, requerir el 
testimonio, en primer lugar, de quienes reúnen, en la actualidad, la respec-
tiva condición de representantes de la empresa –en concreto, de J. Gandía 
y de María V. Gómez– y de los trabajadores –esto es, de J. López y de E. 
Monpeán–. Y, en segundo término, también consideró oportuno solicitar 
la versión de los hechos de determinadas personas que representaron a la 
empresa durante la gestación y aplicación del Pacto extraestatutario de 
2001-2004 y que permanecieron en la misma durante los primeros meses 
de 2005 –caso de G. Vaca, hasta entonces director gerente de la empresa- 
o que estuvieron en ella hasta finales de marzo de 2006, caso de J. Rivas, 
responsable de recursos humanos–. Y, asimismo, de A. Peláez, quien fuera 
delegado de personal de la empresa hasta que se solicitó una  excedencia 
en la misma con efectos de 31 de julio de 2005.

En tal sentido, el árbitro realizó una primera comparecencia conjunta 
el día 20 de octubre de 2006 con los actuales representantes de la empresa 
y de los trabajadores, cuyo contenido quedó reflejado en el acta deposi-
tada en el SIMA. Y, asimismo, con posterioridad, efectuó otra compare-
cencia el día 24 de noviembre de dicho año con J. Gandía y de María V. 
Gómez que, como queda expuesto, actúan en el momento presente en 
representación de la empresa. En el curso de la misma, el árbitro propuso 
a ambos convocarles de nuevo junto con los antiguos directivos de la 
empresa, G. Vaca y J. Rivas, a fin de que aquellos tuvieran la oportunidad 
de conocer directamente sus testimonios y la posibilidad de garantizar 
plenamente la transparencia y la contradicción respecto de ellos, pero los 
actuales representantes de la empresa declinaron tal sugerencia. Por ello, 
el árbitro decidió requerir, de manera individualizada, los testimonios de 
estos últimos a fin de que contribuyeran a reconstruir, con el mayor rigor 
posible, si hubo o no, cuando ellos estaban en la empresa, deliberaciones 
cara a renegociar el Pacto de 2001. Y, al respecto, cabe afirmar que este 
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árbitro no ha apreciado animadversión en los testimonios de quienes fue-
ron en su momento representantes de la empresa que pudiera invalidar 
los datos aportados por ellos.

Obtenidos, de manera individualizada y pormenorizada, tales testimo-
nios tanto de cada uno de los dos antiguos representantes de la empresa 
como del ex delegado de personal y contrastadas, detenidamente, sus 
respectivas versiones, este árbitro ha llegado a la convicción de que los 
datos aportados por unos y otro coinciden, de un modo sustancial, entre 
sí y son concluyentes de que existieron deliberaciones tendentes para 
renegociar el Pacto de 2001. En efecto, unos y otro dieron suficientes 
detalles del modo de llevarlas a cabo, de su cadencia y de las materias que 
fueron objeto de negociación. 

Esto es, de los testimonios requeridos se deduce, claramente, que 
hubo una clara voluntad por ambas partes de renegociar el Pacto y que las 
actuaciones realizadas con tal propósito tuvieron una entidad suficiente 
desde una doble perspectiva: una, temporal, si se tiene en cuenta la dura-
ción de las mismas y la celebración de reuniones y contactos no mera-
mente puntuales o aislados que se extendieron a lo largo de los últimos 
meses del año 2004 y los tres primeros de 2005, momento en el que la 
inminencia de un cambio en la propiedad de las acciones de la empresa 
afectó a tales deliberaciones hasta tal punto que produjo el efecto de 
paralizarlas a la espera de que tal hipótesis se concretara o se aclarara.

Y, dos, de las declaraciones de las indicadas personas se deduce que 
también hubo una clara consistencia material en la actividad negocial, 
a la vista de los temas tratados que respondían a cuestiones que habían 
suscitado problemas en relación con el Pacto suscrito en 2001 y a otros 
necesitados de regulación. Es más, según los testimonios aportados 
con detalle por los dos integrantes de la antigua representación empre-
sarial –y plenamente coincidentes entre sí–, estuvo a punto de alcan-
zarse un acuerdo que, incluso, llegó a ser consultado con el responsa-
ble de la sociedad en París, del que dependía G. Vaca, pero que no llegó 
a materializarse por el inicio de los cambios en la titularidad de la 
empresa y por la consiguiente reorganización que comenzó a fraguarse 
en ese preciso momento. 

De todo ello, se infiere que hubo no sólo meros contactos, más o 
menos informales y esporádicos, sino una verdadera negociación entre la 
entonces representación de la empresa y la de los trabajadores que fue 
llevada a cabo de buena fe por ambas partes y sin formalizarlas en exceso 
dada la reducida dimensión de la empresa, la informalidad del marco 
jurídico que, nuevamente, se pretendía negociar, ya que tampoco esa vez 
se quería alcanzar un pacto estatutario y el buen clima que había presi-
dido en el pasado y que aún entonces caracterizaba las relaciones entre su 
dirección y los trabajadores.

Asimismo, es cierto que los negociadores no cumplimentaron tam-
poco, en tiempo y forma, las actas de las supuestas negociaciones que 
pudieran facilitar la prueba de la existencia de las mismas. Pero, con todo, 
los indicios que se desprenden de los testimonios ya descritos y de los 
documentos ya analizados van en la misma dirección y evidencian la rea-
lidad de tales deliberaciones.

Tercero. Valor indiciario de los documentos presentados por la 
representación de los trabajadores.–La conclusión expuesta, relativa a la 
existencia de deliberaciones en el período comprendido entre los últimos 
meses de 2004 y los primeros de 2005, se ve reforzada por algunos de los 
documentos aportados por la representación de los trabajadores en este 
procedimiento arbitral que figuran en el expediente instruido por el SIMA. 
Ciertamente, tales documentos tienen un valor muy desigual y algunos 
muy endeble, pues responden a meras comunicaciones internas de la 
representación de los trabajadores. Por lo que conviene individualizarlos 
y realizar una serie de precisiones y matizaciones para extraer datos o 
indicios que pueden confirmar o no tales hipótesis.

Así, de todos los documentos presentados, interesa destacar aquí, a 
los efectos que nos interesan, una serie de ellos, pues los demás o bien se 
refieren a extremos ya aludidos o bien nada aportan a la clarificación del 
tema debatido. En concreto, la llamada documental 4 B, que reproduce un 
correo electrónico de A. Peláez, ex delegado de personal, dirigido a G. 
Vaca y J. Rivas, representantes de la dirección de la empresa, el 25 de 
agosto de 2004. El contenido de dicho correo hace referencia a la decisión 
de los trabajadores, acordada en una reunión de la plantilla de Málaga, de 
«negociar un nuevo pacto no extraestatutario o convenio laboral», con-
forme a seis puntos reivindicativos que se detallan a continuación que 
deben de añadirse a lo ya existente. Además, se expresa que «estas nego-
ciaciones, deberán empezar a mediados de septiembre y finalizar no más 
tarde de finales de octubre». Ciertamente, no se trata de una denuncia 
formal del Pacto de 2002, sino de una comunicación en la que se explicita 
la voluntad de los trabajadores, canalizada a través de su representante y 
transmitida a la dirección de la empresa, de renegociar el Pacto de 2001 
conforme a determinadas peticiones que se relacionan.

Por otra parte, la llamada documental 4 C) contiene copia de otro 
correo electrónico de 1 de noviembre de 2004 enviado por el entonces 
delegado de personal a ciertos trabajadores de la empresa, sobre la 
reunión con G. Vaca, representante de la misma, en el que se adjunta el 

denominado «protocolo de la reunión de Madrid». Y, en ese mismo correo 
se reproduce otro de 29 de octubre de dicho año, con idéntico remitente 
y destinatarios que el anterior, convocando una asamblea para el día 2 de 
noviembre con el objeto de «comentar la reunión mantenida con Gustavo 
(Vaca) y Juani (Rivas) el día 27 de octubre de 2004» y para tratar de la 
«negociación nuevo Pacto extraestatutario».

La documental n.º 5 incorpora el contenido de lo que se denomina 
«Protocolo de la reunión de Madrid de 27 de octubre de 2004, que no es un 
acta de la reunión suscrita por las dos partes participantes en ella, sino un 
texto redactado, de manera unilateral, por el entonces delegado de perso-
nal, A. Peláez. Se afirma que asistieron a ella J. Rivas y G. Vaca, en repre-
sentación de la dirección y el mencionado representante de los trabajado-
res, se desglosan los supuestos contenidos de la misma –que se 
corresponden con los puntos reivindicativos planteados por los trabaja-
dores en el correo de 25 de agosto– y se detallan ciertos extremos, como 
que el Pacto vigente hasta finales de 2004 «ha sido denunciado con la 
debida antelación, estipulada en sus artículos». Con todo, es evidente que 
se está ante una manifestación de una parte que, en aquél momento, no 
fue corroborada, de modo fehaciente, por la representación empresarial. 

No obstante, el documento n.º 6 contiene un correo electrónico de 20 
de abril de 2006 remitido por G. Vaca, en representación de la dirección, 
dirigido a J. López, actual representante de los trabajadores, con copia a 
J. Rivas, en el que aquél confirma que “«el protocolo corresponde a la 
reunión que tuvimos en su día y que su contenido es correcto». Sin duda, 
se trata de un correo que reconoce tales extremos en una fecha muy pos-
terior a la de celebración de tal reunión, pero, en cualquier caso, ha de 
tenerse en cuenta como otro dato indiciario, que, además, el referido G. 
Vaca reiteró, con claridad, en su testimonio ante este árbitro. 

Por su parte el documento n.º 7 incorpora un correo electrónico de 17 
de octubre de 2006 enviado por el aquél momento representante de los 
trabajadores, A. Peláez, en el que declara que es cierto que en la reunión 
del 27 de octubre de 2004 «formalmente denunciamos el llamado Pacto 
extraestatutario acorde a lo estipulado en el Art. 7 del mismo». Y, asi-
mismo, afirma «que con posterioridad siguieron contactos y negociacio-
nes tendentes a la consecución de un nuevo Pacto, que no se vieron 
materializadas en la firma de un nuevo convenio por problemas internos 
de gestión y reorganización interna de la empresa». Y, en fin certifica que 
el contenido del acta es correcto.

Y, por último, la llamada documental n.º 8 contiene dos tipos de mate-
riales diferentes, pero interrelacionados entre sí: de un lado, el 8 A que 
lleva el anagrama de «Servisair Globe Ground» y en el que, bajo la rúbrica 
«Descripción de funciones» se detallan, de modo muy minucioso, las 
funciones y tareas, perfil requerido y conocimientos y formación tanto del 
«Agente de Supervisión de Operaciones» como del «Agente de Billetaje». 
En ambos documentos, consta la referencia a «Versión: FEB2005/MADZO», 
que según la representación de los trabajadores, corresponde a la clave de 
G. Vaca, entonces director gerente de la empresa, quién también corro-
bora tal afirmación. 

Y, de otro lado, el documento n.º 8 B es un correo electrónico de 10 de 
marzo de 2005, remitido por el entonces delegado de personal, A. Peláez, 
a G. Vaca y J. Rivas y con copia a los trabajadores C. Porstmann y J. López, 
en el que adjunta «un correcta versión de la descripción de funciones de 
carga» con tres archivos relativos a Agente, Supervisor y Administrativo 
de Handling de mercancías, si bien no se adjuntan los correspondientes 
contenidos de los mismos. Y, además, hay copia de otro correo anterior, 
de 4 de marzo de dicho año, enviado por el mismo remitente a idénticos 
destinatarios, en el que aquél precisa que adjunta «la descripción de fun-
ciones de carga» con los consiguientes archivos.

Ciertamente, surge la duda de determinar si los textos contenidos en 
la documental n.º 8 obedecían, sin más, al intento de objetivar los cometi-
dos de determinados trabajadores de la empresa o si, realmente, se inscri-
bían en el contexto de la negociación en curso e iban dirigidos a su even-
tual inclusión en el nuevo pacto a fin de perfilar mejor las funciones 
realizadas por los distintos grupos de trabajadores y clarificar, de este 
modo, sus consecuencias retributivas. Y ello, porque ni en el documen-
to 8 A ni en el B se precisa nada al respecto.

La actual dirección empresarial sostiene que tales documentos 
podrían formar parte, en su caso, de un intento de establecer unos crite-
rios objetivos que podrían ser incluidos en las normas internas de la 
empresa a fin de clarificar el alcance de tales funciones, pero, en ningún 
caso, de una negociación. Y, según la versión tanto de los antiguos direc-
tivos de la empresa como del anterior y del actual representante de los 
trabajadores –al que consta que se le envía copia del correo que figura en 
el documento 8 B–, era indudable que tales descripciones iban dirigidas a 
su eventual incorporación a un nuevo Pacto y tendían a dar una mayor 
seguridad y objetividad a las funciones desarrolladas por ciertos colecti-
vos de la empresa con las consiguientes repercusiones salariales que ello 
implica. 

Pues bien, en mi opinión, tanto por la fecha en que tales documentos 
se elaboran como por el contenido de los mismos puede afirmarse que es 
de todo punto creíble que respondan a una actividad negocial y se encua-
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dren, plenamente, dentro de la dinámica originada por las deliberaciones 
entonces desarrolladas. Además, al final de las descripciones recogidas 
en el documento 8 A, se especifica que las funciones de cada uno de los 
dos tipos de Agentes se enmarcan en ciertas categorías profesionales 
según el sistema de categorías salariales de la empresa y, asimismo, que 
«sus condicionantes de progresión profesional y salarial están regidas por 
las “descripciones genéricas” de Globe Ground Ibérica S. A.». Y no puede 
pasar desapercibido que estas concretas referencias guardan una relación 
directa con lo regulado por el anexo II del Pacto de 2001, por lo que bien 
podría entenderse que se trataba de un detallado cruce de propuestas 
cuya finalidad era ser incorporadas, en su caso, al nuevo acuerdo que se 
estaba negociando en aquellos momentos.  

En fin, como reflexión general y aún reconociendo que hay elementos 
de duda y de complejidad en este caso, una valoración conjunta de los 
documentos aportados, permite afirmar que son indiciarios de que, en los 
meses en que ellos se confeccionaron, existieron deliberaciones tenden-
tes a la renegociación del reiterado Pacto. Se trata de materiales que dan 
credibilidad a tal hipótesis y que no son elaborados ficticiamente a fin de 
inventar o de falsear una realidad anterior. En síntesis, una interpretación 
razonable y secuencial de los mismos conduce a tal convicción. 

Además, si se contrastan los documentos mencionados con los testi-
monios aportados por los antiguos representantes de la dirección de 
empresa y también de los trabajadores, se refuerza la conclusión de que 
hubo en el período comprendido entre los últimos meses de 2004 y los 
primeros de 2005 una serie de hechos que pueden ser considerados como 
sobradamente indiciarios de la existencia de una actividad negociadora 
de suficiente entidad o de deliberaciones tendentes a concluir un nuevo 
Pacto extraestatutario que sustituyera al suscrito en 2001. Es decir, las 
versiones expresadas por quienes tenían entonces la representación 
empresarial y de los trabajadores, de un lado, y el contenido de los docu-
mentos que han sido analizados, de otro, concuerdan plenamente entre sí 
y encajan como piezas de un conjunto que confirma la realidad de las 
negociaciones.

Cuarto. Naturaleza jurídica del pacto extraestatutario e interpre-
tación del alcance de los art. 6 y 7 del Pacto sobre su prórroga y resci-
sión.–Una cuestión previa que conviene clarificar antes de entrar en el 
análisis de los preceptos del Pacto de 2001 relativos a la materia que nos 
ocupa es la relativa a su naturaleza jurídica, pues de ella dependen las 
normas que constituyan el marco legal aplicable al supuesto controver-
tido. Pues bien, la respuesta a tal interrogante es sencilla, ya que ambas 
partes quisieron darle, voluntariamente, el carácter de extraestatutario, 
pese a que tanto por los sujetos pactantes del mismo como por su conte-
nido podrían cumplir los requisitos para ser estatutario. Pero, con todo, la 
voluntad de no formalizarlo como un convenio colectivo de esta última 
modalidad es inequívoca, como lo evidencia, sin ningún género de dudas, 
la mención a su carácter extraestatutario en la propia denominación dada 
por las partes al Pacto. 

Y, así, las partes prefirieron, por las razones de oportunidad y de cau-
tela que, en su día, estimaron oportunas, suscribir un acuerdo al margen 
del título III del Estatuto de los Trabajadores. Tal opción es lícita en Dere-
cho, pues no se opone a ninguna norma legal y supone dar prioridad a las 
decisiones adoptadas libremente, en el ámbito de su autonomía colectiva, 
por los sujetos que suscribieron el mencionado Pacto.

Ciertamente, desde el punto de vista subjetivo y de contenido, dicho 
Pacto pudiera parecer, un verdadero convenio colectivo estatutario. En 
concreto, regula muy distintas condiciones laborales y tiene una estruc-
tura similar a éste, lo que le diferencia de un pacto ad hoc limitado a 
regular una determinada materia, como, por ejemplo, el tiempo de trabajo 
o las retribuciones. Pero esta apariencia se destruye cuando se toma en 
consideración que las partes han querido suscribir un acuerdo de empresa 
de naturaleza extraestatutaria.

Es claro que, para entenderlo, hay que establecer una relación directa 
entre el tipo de pacto alcanzado y la fluidez en las relaciones entre la 
dirección de la empresa y la representación de los trabajadores existente 
cuando aquél se firmó e, incluso, durante los años posteriores. La preten-
sión de no formalizar en exceso este primer acuerdo alcanzado en la 
empresa Globe Ground Ibérica S.A. explica que no se le diera la natura-
leza estatutaria y que, en consecuencia, no se cumplieran los requisitos 
formales de publicidad y de registro previstos en el art. 90 del ET.

Además, la opción adoptada por las partes firmantes del Pacto implica 
que no son de aplicación al caso que nos ocupa los preceptos previstos en 
el referido Título III del ET. Y, en particular y a los efectos que interesan al 
caso sometido a este arbitraje, los que regulan la vigencia, duración y 
denuncia de los convenios colectivos estatutarios –art. 86-, actuación de 
la comisión negociadora –art. 88– y los relativos a la tramitación de los 
mismos –art. 89.

En fin, el resultado de la decisión libremente adoptada por las partes 
del Pacto es que será preciso acudir a las normas legales y a los principios 
relativos al derecho común de los contratos, establecidos en el Código 
Civil, tal y como la jurisprudencia establece, de manera reiterada, cuando 
se trata de convenios colectivos o acuerdos no estatutarios (entre muchas 

otras, STS, 6ª, 14-12-1996, Ar. 9462).  Pues bien, sentada esta premisa de 
que estamos ante un Pacto de naturaleza extraestatutaria, son de aplica-
ción, las reglas contenidas en sus art. 6 y 7, sin que quepa la invocación 
subsidiaria de lo previsto en el título III del ET, sino, en su caso, de lo 
establecido en el Código Civil. Y ello, sin prejuzgar aquí la eficacia norma-
tiva o meramente contractual –o real- del controvertido Pacto extraesta-
tutario, pues ello es cuestión accidental a este arbitraje.

Por ello, conviene preciar el contenido de tales preceptos. Así, de un 
lado, el mencionado art. 6 regula la «Prórroga» y dice lo siguiente: «Al 
cumplir la fecha de su vencimiento, y en el caso de que no mediara denun-
cia alguna por cualquiera de las partes con, al menos, tres meses de ante-
lación a su extinción, este pacto se considerará prorrogado por un año 
incrementándose todos los conceptos económicos en el IPC correspon-
diente a ese año».

Y, por su parte, su art. 7 trata de la «Rescisión» y establece que «La 
denuncia del pacto se realizará por escrito, en el plazo determinado por el 
art. 6 del presente pacto y de acuerdo con el procedimiento legalmente 
establecido.

Si las deliberaciones se prolongan por un tiempo que excediera de la 
vigencia del pacto, se entenderá este prorrogado provisionalmente hasta 
finalizar la negociación.

Sin perjuicio de ello, el nuevo pacto habrá de tener efectos retroacti-
vos en el caso de que las negociaciones mencionadas sobrepasen los pla-
zos previstos».

Pues bien, la interpretación de tales preceptos y su aplicación a los 
hechos del supuesto conflictivo que nos ocupa conduce a las siguientes 
consideraciones. En primer lugar, pese a que el citado art. 7 prevé, de 
modo expreso, que la denuncia del pacto se realizará por escrito, es indis-
cutible que no hay constancia formal de la misma. Esto es, no existe un 
documento escrito que acredite la existencia de tal requisito, pues ni la 
anterior ni la actual dirección de la empresa lo tiene ni los representantes 
de los trabajadores conservan una copia de tal denuncia, porque, sencilla-
mente, ésta no se produjo de manera fehaciente. Y tampoco hay evidencia 
alguna de que ella se haya efectuado “de acuerdo con el procedimiento 
legalmente establecido”, como equívocamente afirma el aludido pre-
cepto, pues no deja de sorprender que, tratándose de un Pacto extraesta-
tutario, aquél parezca referirse, al menos implícitamente, a lo dispuesto 
en el título III del ET. 

Y tal constatación no deja de ser problemática, pues no hay prueba 
formal y contundente de que la denuncia se haya producido. En efecto, 
ella no está documentada, porque parece innegable que ella no se efectuó 
formalmente. Sin embargo, hay suficientes elementos de juicio para sos-
tener que ella se llevó a cabo de una manera implícita, que pudo ser verbal 
o tácita, desde el momento en que, como queda argumentado, ambas par-
tes aceptaron iniciar unas deliberaciones dirigidas a renegociar el Pacto, 
antes de que éste expirara y en los meses inmediatamente posteriores al 
fin de su período natural de vigencia, esto es, a diciembre de 2004. Y es 
evidente que, pese a que las partes ignoraron las formalidades requeridas 
por dicho precepto, al aceptar, voluntariamente y de común acuerdo, la 
iniciación y el desarrollo de las deliberaciones cara a un nuevo Pacto, tal 
y como se ha expuesto, se ha de entender que tales partes subsanaron con 
su conducta posterior el incumplimiento de la exigencia establecida en el 
acuerdo de empresa.

Además, considero que, en este caso, no cabe efectuar una interpreta-
ción del art. 7 del Pacto que implique que la forma sea, de modo absoluto 
e incontestable, un requisito «ad solemnitatem». Y ello, porque la ausen-
cia de la formalidad relativa a la denuncia en él prevista puede ser conva-
lidada por medio de actos si se verifica que tales exigencias se dieron, 
implícitamente, por sobreentendidas y, por tanto, por ya realizadas. En 
suma, debe de prevalecer la sustancia y la realidad de los hechos sobre la 
forma, sin que una interpretación rigorista de ésta pueda neutralizar lo 
que se deriva de los comportamientos de las partes posteriores al 
momento y a la forma en el que ella se debió de realizar. Para reforzar tal 
conclusión, pueden traerse a colación, de un lado, lo establecido en el 
párrafo segundo art. 1281 del Código Civil, que dispone que “Si las pala-
bras parecieren contrarias a la intención evidente de los contratantes, 
prevalecerá ésta sobre aquéllas”. Y, en este caso, la actuación de las partes 
en los momentos señalados deja poco margen a la duda, más allá del 
requisito formal exigido por el reiterado Pacto.

Y, por otro lado, hay que recordar lo previsto en el art. 1282 de dicha 
norma que prevé que «Para juzgar la intención de los contratantes, deberá 
atenderse principalmente a los actos de éstos, coetáneos y posteriores al 
contrato». Y, en esa línea, se impone poner en relación el citado Pacto con 
el contexto, los antecedentes históricos y la realidad empresarial de los 
momentos en que se produjeron las eventuales deliberaciones. Es decir, 
hay que contextualizar la trayectoria anterior del Pacto, el tipo de relacio-
nes entre la dirección de la empresa y la representación de los trabajado-
res que predominaban y la manera de llevar a cabo las deliberaciones cara 
a un eventual acuerdo. Y, desde esta perspectiva, cabe afirmar que las 
relaciones laborales existentes en la empresa Globe Ground Ibérica S. A., 
se caracterizaban, tanto en el pasado como hasta, aproximadamente, 
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marzo de 2005, por un alto grado de informalidad. Y ello, porque se trata 
de una empresa de una dimensión relativamente pequeña, donde el clima 
laboral era bueno y la relación entre la representación empresarial y la de 
los trabajadores transcurría por unos cauces fluidos y distendidos. Y, 
además,  al haber en ella contados delegados de personal, las negociacio-
nes se llevaban a cabo entre muy pocas personas en representación de la 
empresa –normalmente, dos- y un delegado por parte de los trabajadores. 
Además, es claro que las partes no pretendían atenerse a las formalidades 
previstas en el ET, ya que no querían, tampoco en esa ocasión, alcanzar un 
acuerdo que tuviera carácter estatutario.

Pues bien, al relativizarse la ausencia de la denuncia formal y dar un 
valor determinante a la realidad de los hechos sucedidos en los últimos 
meses de 2004 y en los primeros de 2005, no sería de aplicación lo esta-
blecido en el art. 6 del Pacto. En concreto, lo relativo a que los efectos 
de la inexistencia de denuncia implicarían la prórroga del mismo, si bien 
reducida únicamente a un año, esto es, hasta finales de 2005. Y, por el 
contrario, entiendo que prevalecería lo dispuesto en el segundo párrafo 
del art. 7 del Pacto, cuando afirma que «Si las deliberaciones se prolon-
gan por un tiempo que excediera de la vigencia del pacto, se entenderá 
éste prorrogado provisionalmente hasta finalizar la negociación».

Y ello, porque la negociación ya había sido iniciada y estaba trabada 
de un modo articulado y había continuado incluso algunos meses des-
pués de la vigencia natural del Pacto –que, según el art. 5 del mismo, era 
el 31 de diciembre de 2004–. En suma, la existencia de tales deliberacio-
nes, que tuvieron la entidad temporal y material ya analizada, traen 
como consecuencia inevitable la ultraactividad provisional del acuerdo 
hasta que finalice la negociación, conforme establece tal precepto. De 
ahí que el referido Pacto haya de entenderse prorrogado hasta que se 
negocie otro que lo sustituya que, obviamente, puede estar basado en 
unos presupuestos muy diferentes a los que aquél contenía tanto en lo 
relativo a su cuantía como al concreto sistema de progresiones o incre-
mentos retributivos. 

En fin, refuerza tal conclusión lo dispuesto en el art. 1284 del Código 
Civil al afirmar que «si una cláusula de los contratos admitiere diversos 
sentidos, deberá entenderse el más adecuado para que se produzca el 
efecto». En efecto, el art. 7 del reiterado Pacto contiene dos previsiones 
que, en el caso que se somete al arbitraje, llevarían a soluciones muy dis-
pares: una, la exigencia de forma escrita de la denuncia, aquí no obser-
vada, y, dos, la prórroga provisional de aquél, si realmente hubieren exis-
tido deliberaciones. En este supuesto, las partes querían, realmente, 
negociar y así lo hicieron, orillando las formalidades requeridas por tal 
precepto, por lo que, de acuerdo con el referido artículo del Código Civil, 
ha de estarse al efecto útil de sus actuaciones.

Además, tal interpretación se corresponde, de modo más intenso, con 
la plena efectividad del derecho a la negociación colectiva, reconocido, 
genéricamente, en el art. 37.1 de la Constitución, que incluye, según el 
sentir jurisprudencial y doctrinal prácticamente unánime, a los convenios 
colectivos extraestatutarios. Así, los negociadores desarrollaron una 
serie de actividades dirigidas a alcanzar un acuerdo y lo hicieron de buena 
fe, lo que es indicativo de que se trató de una actividad claramente nego-
cial que ha de tenerse en cuenta, pues guarda relación con el ejercicio del 
referido derecho.

Quinto. Principio de la buena fe y de los actos propios y vincula-
ción del nuevo equipo directivo por los actos del anterior.–El Tribunal 
Supremo ha tenido ocasión de reiterar en múltiples sentencias que «el 
principio de la buena fe, a partir de su introducción en nuestra normativa 
jurídica general, a través del artículo 7.1 del Código Civil, tiene un carác-
ter impregnador que debe alcanzar a todo el Ordenamiento......., puesto 
que las normas referidas a dicho principio son imperativas y no están a 
disposición de las partes» (STS, sala 1.ª, 24-5-2000, Ar. 3494).

En el conflicto que se somete a este arbitraje, ha quedado acreditado 
que el principio de buena fe y de confianza mutua entre las partes nego-
ciadoras estuvieron en la base de las deliberaciones acometidas durante 
varios meses y la actuación de una y otra se produjo en uso legítimo –y, en 
ningún caso, abusivo– de las facultades de ambas partes en la materia. 
Pues bien, tal premisa produce el efecto de obligar a los representantes 
ulteriores de la empresa que no puede desligarse de tales actuaciones ni 
ignorar sus consecuencias jurídicas. Es decir, ello supone la vinculación 
no sólo de los anteriores representantes de la empresa sino también de 
los nuevos respecto de las decisiones adoptadas por quienes, lícitamente, 
ostentaron tal condición en un momento precedente. 

Para avalar tal consideración, cabe acudir a la jurisprudencia, ya que 
ésta reitera, con claridad y rigor, el alcance de tales principios. Así, el 
propio Tribunal Constitucional, quien, en su sentencia 198/1988, de 24 de 
octubre, fund. jur. 2.º,  ha recordado que «el de la buena fe en el ejercicio 
de los derechos» es un principio general de nuestro ordenamiento jurí-
dico, recogido en el título preliminar del Código Civil (art. 7.1). Y, además, 
ha sostenido, a continuación, que  «hay que señalar que la llamada doc-

trina de los actos propios o regla que decreta la inadmisibilidad de «venire 
contra factum proprium», surgida originariamente en el ámbito del Dere-
cho privado, significa la vinculación del autor de una declaración de 
voluntad generalmente de carácter tácito al sentido objetivo de la misma 
y la imposibilidad de adoptar después un comportamiento contradictorio, 
lo que encuentra su fundamento último en la protección que objetiva-
mente requiere la confianza que fundadamente se puede haber deposi-
tado en el comportamiento ajeno y la regla de la buena fe que impone el 
deber de coherencia en el comportamiento y limita por ello el ejercicio de 
los derechos subjetivos» (y, en idéntico sentido, entre otras, sentencia 
TCo 73/1988, de 21 de abril, fun. jur. 5.º). 

Por su parte, el Tribunal Supremo ha afirma, con reiteración, que «la 
doctrina de los actos propios proclama que el principio general de dere-
cho que afirma la inadmisibilidad de venir contra los propios actos, cons-
tituye un límite del ejercicio de un derecho subjetivo o de una facultad, 
como consecuencia del principio de buena fe y, particularmente, de la 
exigencia de observar, dentro del tráfico jurídico, un comportamiento 
coherente, siempre que concurran los requisitos o presupuestos que tal 
doctrina exige para su aplicación, cuales son que los actos propios sean 
inequívocos, en el sentido de crear, definir, fijar, modificar, extinguir o 
esclarecer sin ninguna duda una determinada situación jurídica afectante 
a su autor, y que entre la conducta anterior y la pretensión actual exista 
una incompatibilidad o una contradicción según el sentido que, de buena 
fe, hubiera de atribuirse a la conducta anterior» (Entre otras muchas, 
STS, sala 1ª, 16-2-1998, Ar. 868, y 14-10-2005, Ar. 7231). Y, también, consi-
dera que la doctrina de los actos propios impone un deber de coherencia 
y autolimita la libertad de actuación cuando se han creado expectativas 
razonables». (STS, 1ª, 24 de mayo de 2001, Ar. 3376). 

Y, por otra parte, el citado Tribunal considera que la sociedad es
una persona jurídica, independiente de la de cada uno de sus asociados 
(art. 35.2 y 36 del Código Civil) y como consecuencia puede, entre otras 
cosas, contraer obligaciones conforme a las leyes y reglas de su constitu-
ción (artículo 38 del mismo Código, párrafo 1). Normativa que confirma, 
también como legislación básica, el Código de Comercio al decir que 
constituida la Compañía mercantil tendrá personalidad jurídica en todos 
sus actos y contratos (artículo 116, párrafo 2), añadiendo el artículo 118 
que «serán válidos y eficaces los contratos entre compañías mercantiles y 
cualesquiera personas capaces de obligarse, siempre que fueran lícitos y 
honestos y aparecieren cumplidos los requisitos que expresa el artículo 
siguiente». Esta legislación básica, después desarrollada por las leyes de 
sociedades anónimas y de responsabilidad limitada, es, a su vez, reflejo de 
la obligatoriedad de los contratos (artículos 1091 y 1255 y 1278 del Código 
Civil) y revela sin duda que no puede negarse validez y eficacia al contrato 
concertado por la sociedad ahora recurrida, pues, efectivamente, consta 
su consentimiento por medio de los representantes de la misma, única 
forma en que podría actuar (STS, 1ª, 31-1-1991, Ar. 521).  

En fin, el Tribunal Supremo ha establecido, en relación con el princi-
pio de que nadie puede ir válidamente contra sus propios actos, que para 
que éste tenga virtualidad «es esencial el que exige para que pueda esti-
marse que los actos realizados sean jurídicamente eficaces» y que sean 
válidos en derecho y suficientes para producir un efecto jurídico (STS, 1.ª, 
31-10-1984, Ar. 5158). Esto es, la virtualidad vinculante de los actos pro-
pios requiere que éstos hayan sido realizados en un ambiente de plena y 
absoluta libertad de actuación (STS, 1.ª, 8-3-1997, Ar. 1912). 

Pues bien, la aplicación de todos esos criterios interpretativos al caso 
que nos ocupa, nos lleva a la conclusiones siguientes. Es evidente que la 
actual representación de la empresa manifiesta que, por el cambio en la 
gestión de la misma, ella no tiene constancia alguna ni documental ni de 
otro tipo de la actuación de los anteriores directivos de la misma dirigida 
a la renegociación de un nuevo Pacto, por lo que niega que ésta se haya 
producido. Con todo, hay un elemento de duda respecto de esa asevera-
ción, ya que J. Rivas ostentó la dirección de los recursos humanos de la 
empresa a lo largo de 2004 y 2025 y continuó en ella hasta finales de marzo 
2006, por lo que, previsiblemente, constituyó un eslabón que transmitiera 
la información sobre lo sucedido con anterioridad en las iniciativas adop-
tadas antes de mediados de 2005 tendentes a alcanzar un nuevo acuerdo 
de empresa. Por ello, es importante remarcar que no se produjo un corte 
tan drástico con respecto a la situación anterior y ello induce a presumir 
que el actual equipo directivo podía conocer las deliberaciones llevadas a 
cabo con anterioridad en el seno de la empresa.

No obstante, tanto si se aceptara tal presunción como si se admitiera, 
aún como mera hipótesis, que la falta de constancia de unos hechos ante-
riores fuera cierta, en ambas situaciones es plenamente aplicable al 
supuesto que nos ocupa la ya aludida construcción jurídica del principio 
de los propios actos que se deriva del principio de buena fe recogido, de 
manera expresa, en el art. 7.1 del Código Civil, que afirma que «Los dere-
chos deberán ejercitarse conforme a las exigencias de la buena fe». Y, 
asimismo, del art. 1258 de dicha norma, que establece que los contratos 
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obligan también «a todas las consecuencias que, según su naturaleza, 
sean conformes a la buena fe, al uso y a la ley».

Así, hay identidad en la empresa, aunque la propiedad de las acciones 
y la dirección lleguen a ser distintas con el paso del tiempo. Es decir, hay 
continuidad en la personalidad jurídica de la sociedad que sirve de 
soporte a la actividad empresarial, independientemente de las concretas 
personas físicas que la representen en diferentes momentos. Y es claro 
que la personalidad jurídica es única y proyecta sus efectos en el tiempo 
mientras aquella perdure y no se ve afectada por los específicos avatares 
que puedan acaecer en la trayectoria de la sociedad de que se trate, como 
corrobora el ya mencionado art. 35.2.º del Código Civil. Esto es, es obvio 
que la aludida personalidad es una y las concretas personas físicas que 
representen a la sociedad dotada de tal condición jurídica pueden variar 
con el transcurso del tiempo, sin que haya que romper con los derechos, 
obligaciones y expectativas legítimamente adquiridas cada vez que una 
alteración de esta índole se produce. 

Y, por ello, el actual equipo de dirección de la empresa no puede des-
conocer las consecuencias de lo pactado por los anteriores gestores de la 
misma ni sus actuaciones en orden a intentar establecer un nuevo marco 
regulador de las condiciones laborales de los empleados de Globe Ground 
Ibérica S. A. Máxime, cuando ellos actuaron en el ejercicio regular de los 
poderes que, entonces, tenían encomendados y ejercitaron, en la práctica, 
funciones que se encuadraban, de modo pleno, dentro de ellos. Sin duda, 
ha de reconocerse continuidad en la actuación y efectos a los actos efec-
tuados por la precedente dirección, ya que los antiguos directivos de la 
empresa actuaban en nombre y representación de la empresa con plenas 
facultades para ello y, en concreto, para tomar decisiones relativas a la 
eventual renegociación del Pacto de 2001. 

Las alteraciones producidas a mediados de 2005 en la composición 
accionarial de la empresa –que son normales y cada vez más frecuentes 
en el tráfico mercantil– tendrán –o podrán tener– múltiples consecuen-
cias a otros efectos, pero no a los de poder ignorar lo que ha sucedido con 
anterioridad en relación a las deliberaciones llevadas a cabo en la propia 
empresa tendentes a sustituir el Pacto suscrito en 2001 por otro más 
acorde con las nuevas necesidades de la misma y del entorno productivo 
y laboral en el que aquella se situaba. En suma, los actuales gestores están 
vinculados por las iniciativas adoptadas por los anteriores, pues los cam-
bios que han afectado a la propiedad de la empresa, por importantes que 
pudieran ser desde un punto de vista mercantil y de la propia representa-
ción empresarial, son adjetivos desde la perspectiva que interesa al con-
flicto que está en la base de  este arbitraje.

Por otra parte, es absolutamente legítimo –y, obvio es, lícito– que la 
nueva dirección de la empresa tenga unos planteamientos en materia 
salarial que, por ejemplo, sean radicalmente contrarios al automatismo en 
las subidas retributivas, como se efectuaba en el Pacto de 2001, y prefiera 
relacionarlas, de modo directo, con los resultados y la productividad de la 
empresa o con cualquier otra variable que estime conveniente. Es decir, el 
actual equipo directivo de la empresa puede estar en disconformidad con 
los criterios y principios que se recogieron con anterioridad en el mencio-
nado Pacto y puede pretender sustituirlos por otros, radicalmente distin-
tos, que estime más adecuados a la nueva cultura de empresa que pre-
tende implantar.

Pero, con todo, es innegable que, para conseguirlo, ha de actuar respe-
tando los compromisos previamente adquiridos por la anterior dirección 
y las actuaciones por las que, sean o no de su agrado, ésta desarrolló cara 
a la renegociación del reiterado Pacto. Esto es, es claro que una altera-
ción del sistema pactado en su día requiere que ello se haga respetando 
los precedentes y los efectos de las decisiones anteriores que produjeron 
unos determinados efectos jurídicos.

Por último, hay que valorar el posible impacto de dos elementos cons-
tatados en los antecedentes de hecho de este laudo a fin de analizarlos y 
evaluar sus eventuales efectos sobre la construcción que se acaba de 
realizar. Así, de un lado, es evidente que se produce una paralización de 
las negociaciones desde, aproximadamente, marzo de 2005, cuando 
comienza a presagiarse la posibilidad de un cambio en la titularidad en la 
propiedad de las acciones de la empresa. Inactividad que se convierte en 
absoluta a partir del cambio de dirección que se materializa dos meses 
más tarde. Es decir, se interrumpen, de manera súbita, las negociaciones 
por la concurrencia de unas circunstancias nuevas, pero ello no puede 
suponer una ruptura de la relación de causalidad y de continuidad con la 
situación creada con anterioridad. Ciertamente, hay un hecho objetivo 
determinante, el cambio en la titularidad accionarial de la sociedad, que 
va a afectar, de modo directo e inmediato, a la composición del equipo 
directivo. Pero, con todo, el precedente fáctico tendente a la negociación 
de un nuevo Pacto ya había sido sentado y tenía la suficiente consistencia 
para que éste se entendiera prorrogado por la conducta inequívoca de las 
partes que entonces ostentaban la representación empresarial y de los 
trabajadores. 

Y, por otra parte, como se describió en el antecedente de hecho cuarto, 
la dirección de la empresa incrementó, con efectos de 1 de enero de 2006, 
los salarios de los trabajadores de la empresa Globe Ground Ibérica S. A. 
en un 3,7%, resultado de aplicar el IPC correspondiente al año anterior. 
Decisión que fue adoptada, según sostiene tal dirección, conforme a lo 
dispuesto en el primer convenio colectivo de sector de handling, que 
entró en vigor el día 19 de julio de 2005, al entender que éste le obligaba a 
actuar de ese modo y al haber finalizado la duración del Pacto extraesta-
tutario de 2001. Y, asimismo, dicha dirección procede a reducir, tras la 
publicación de dicho convenio, la jornada anual ordinaria, que pasa de las 
1800 horas previstas en el art. 18 del Pacto extraestatutario a las 1776 
horas recogidas en el art. 26 del referido convenio sectorial de handling.

La cuestión es saber si se trata de hechos nuevos con suficiente tras-
cendencia jurídica para evidenciar la finalización de la vigencia del citado 
Pacto de empresa y que sitúe la regulación de las condiciones de trabajo 
de la reiterada empresa dentro de un nuevo escenario normativo que ha 
sustituido, plenamente, al anterior. O si, por el contrario, la aplicación de 
tal incremento conforme al convenio sectorial pudo suponer un intento 
interesado de la dirección de la empresa de desvitalizar la aplicación del 
pacto y de dejar constancia que éste había perdido, definitivamente, su 
vigencia.

Pues bien, al respecto, pueden efectuarse las siguientes consideracio-
nes. De un lado, parece que son las dos únicas cuestiones que se aplican 
a las condiciones laborales de los trabajadores de la empresa que tienen 
su origen en el convenio. Es decir, parece que, de hecho, se respeta el 
resto del contenido del Pacto, que conservaría su vigencia respecto del 
resto de su contenido no sólo durante el año 2005 sino también en los 
meses transcurridos de 2006. Y, al tratarse de un contrato oneroso, la 
duda se resolverá, conforme al art. 1289 del Código Civil, a favor de la 
mayor reciprocidad de intereses, que era, en este caso la constituida por 
el Pacto extraestatutario de 2001. Además, el Pacto es, en conjunto, más 
favorable que el convenio, desde luego en materia de cuantía de las retri-
buciones, pero no sólo en ella, dejando al margen, claro es, determinadas 
cuestiones, como, por ejemplo la subrogación empresarial, que, por su 
alcance interempresarial, es materia de un convenio sectorial y no de uno 
de empresa. Aunque, es obvio que, en materia de duración de la jornada 
máxima, el convenio de sector es más favorable. 

Con todo, pudiera ser discutible que la dirección de la empresa estu-
viera obligada a incrementar los salarios de los trabajadores en aplicación 
de lo dispuesto en el convenio de sector. En efecto, su art. 26 regula las 
«percepciones económicas mínimas/año» para cada uno de los grupos 
laborales referidos en su art. 18 y, en concreto, prevé la revisión de 
«dichas cantidades, conforme al IPC real, en cada uno de los años de 
vigencia del Convenio de Sector, a partir del 1 de enero de 2006». Asi-
mismo, el párrafo final de dicho precepto prevé que los trabajadores 
afectados por un convenio colectivo de ámbito inferior serán retribuidos 
en la forma y condiciones establecidos en sus respectivos convenios, lo 
que bien puede ser aplicado al caso que nos ocupa. 

Y respecto de la jornada, cabe decir que, según se establece, de modo 
expreso, en el art. 10 del convenio sectorial, éste tendrá carácter de 
norma mínima «exclusiva y excluyente en aquellas materias en que así se 
establezca expresamente», y en todo caso, «tienen la consideración de 
materias no negociables en ámbitos inferiores», entre otras, la «jornada 
máxima».  Previsión que hay que conectar con su art. 31, que al regular la 
jornada máxima anual precisa que «en ningún caso la jornada anual ordi-
naria de los Convenios Colectivos o Acuerdos de Empresa podrá ser 
superior a la indicada en el párrafo anterior», esto es, a 1776 horas 
durante el primer año de vigencia del referido convenio de handling. La 
conclusión es que, visto su tenor claramente imperativo, se deduce de tal 
previsión un efecto automático y directo, contenido en una norma con-
vencional vinculante, que ha de ser aplicación por parte de la empresa, 
aún cuando el Pacto extraestatutario estuviera vigente. 

En suma, estos elementos no desvirtúa la construcción efectuada en el 
resto de los fundamentos jurídicos de este laudo y, en particular, en el 
último de ellos, por lo que han de mantenerse las conclusiones antes 
expuestas.

Fallo

1. Este árbitro ha llegado a la convicción de que, entre los últimos 
meses del año 2004 y los primeros de 2005, existieron deliberaciones con 
suficiente entidad temporal y material para ser consideradas como instru-
mentos destinados a renegociar el Pacto extraestatutario suscrito entre la 
empresa Globe Ground Ibérica S. A. y sus trabajadores en 2001.

2. En consecuencia y de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 
segundo de su art. 7, dicho Pacto ha de entenderse prorrogado hasta que 
no se alcance otro que lo sustituya. La indicada vigencia ha de producir 
las consecuencias retributivas que se derivan de lo establecido en los 
anexos II y II del mismo. 
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marzo del ejercicio siguiente para dar cumplimiento a la cláusula quinta 
sobre justificación.

Novena.–En el supuesto de incumplimiento total o parcial del pro-
yecto que fundamenta la concesión de la subvención se procederá al 
reintegro de las cantidades percibidas y la exigencia del interés de 
demora correspondiente desde el momento del pago de la subvención 
hasta la fecha en que se acuerde la procedencia del reintegro.

Cuando el cumplimiento por la Comunidad Autónoma se aproxime de 
modo significativo al cumplimiento total y se acredite por ésta una actua-
ción inequívocamente tendente a la satisfacción de sus compromisos, la 
cantidad a reintegrar vendrá determinada por la aplicación de los crite-
rios enunciados en el párrafo n) del apartado 3 del artículo 17 de la Ley 
General de Subvenciones.

Procederá asimismo la devolución voluntaria a iniciativa de la Comu-
nidad Autónoma de acuerdo con lo establecido en el artículo 90 del Regla-
mento de la Ley General de Subvenciones.

Décima.–El presente convenio de colaboración se halla excluido del 
ámbito del Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones 
Públicas, por analogía de lo establecido en el artículo 3.1.c) de dicho texto 
legal.

Undécima.–Dada la naturaleza administrativa de este convenio de 
colaboración, ambas partes pactan el sometimiento a los juzgados y tribu-
nales del orden jurisdiccional contencioso-administrativo para resolver 
las cuestiones litigiosas que pudieran suscitarse durante la ejecución del 
mismo.

En lo no previsto en este convenio será de aplicación lo dispuesto en la 
Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, salvo en lo que 
afecte a los principios de publicidad y concurrencia, en el Real Decreto 887/
2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley General de 
Subvenciones y en el Real Decreto 972/2007, de 13 de julio, por el que se 
regula la concesión directa de subvenciones a determinadas comunidades 

autónomas y entidades locales para el desarrollo de proyectos innovadores 
que garanticen el derecho a la asistencia social integral a las mujeres víctimas 
de violencia de género, así como por lo establecido en las demás normas de 
Derecho Administrativo que resulten de aplicación.

Diligencia: Para hacer constar que este Convenio se ajusta al modelo 
informado por la Abogacía del Estado en el Ministerio de Trabajo y Asuntos 
Sociales, con fecha de 20 de septiembre de 2007 y por el Servicio Jurídico 
de la Comunidad Autónoma de Galicia, con fecha 7 de noviembre de 2007.

Y, en prueba de conformidad, firman el presente Convenio de Colabora-
ción en duplicado ejemplar, quedándose uno en poder de cada parte, en el 
lugar y fecha arriba indicados.–Por delegación de firma (Orden comuni-
cada de 24 de septiembre de 2007, del Ministro de Trabajo y Asuntos Socia-
les), la Secretaria General de Políticas de Igualdad, Soledad Murillo de la 
Vega.–El Vicepresidente da Igualdade e do Benestar, Anxo Manuel Quin-
tana González.

ANEXO AL CONVENIO DE COLABORACIÓN ENTRE EL MINISTERIO DE 
TRABAJO Y ASUNTOS SOCIALES Y LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE 
GALICIA PARA LA REALIZACIÓN DE PROYECTOS INNOVADORES, 
AUTONÓMICOS Y LOCALES, QUE GARANTICEN EL DERECHO A LA 
ASISTENCIA SOCIAL INTEGRAL DE LAS MUJERES VÍCTIMAS 

DE VIOLENCIA DE GÉNERO 

Presupuesto total fi nanciación MTAS
Presupuesto total 

fi nanciación Comunidad 
Autónoma

–
Euros

Presupuesto total 
proyecto

–
Euros

Coste total 
actuaciones

–
Euros

Coste total 
evaluación

–
Euros

    
490.000 30.000 * 105.000 625.000

Actuación* Eje en que se inserta Calendario de realización 
(aproximado)

Localización 
territorial

Gestión **
–

Euros

Coste total***
–

Euros

Financiación 
MTAS

–
Euros

Financiación 
Comunidad 
Autónoma

–
Euros

        
Red Gallega de volunta-

riado de acompaña-
miento de víctimas de 
violencia.

Eje 1: Actuaciones 
relacionadas con la 
articulación de una 
estructura en red.

Septiembre/diciembre 2007. Galicia. Asociaciones sin 
ánimo de lucro/
Universidades.

190.000 175.000 15.000

Proporcionar materiales 
formativos y procesos de 
formación y teleforma-
ción para las y los profe-
sionales que intervienen 
directa o indirectamente 
en la atención a mujeres 
víctimas de violencia de 
género.

Eje 2: Actuaciones 
relacionadas con el 
desarrollo e imple-
mentación de meto-
dologías de inter-
vención de carácter 
integral.

Septiembre/diciembre 2007. Galicia. Contratación y 
ejecución directa.

265.000 195.000 70.000

Homologar protocolos de 
intervención integral en 
los recursos de acogida.

Eje 1: Actuaciones 
relacionadas con la 
articulación de una 
estructura en red.

Septiembre/diciembre 2007. Galicia. Contratación y 
ejecución directa.

140.000 120.000 20.000

Evaluación  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . – 30.000* –
   Totales  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 625.000 520.000 105.000

* Denominación de la actuación.
**  Indicar si la gestión del servicio se va a realizar directamente por la Comunidad Autónoma o Municipio, por otras entidades o concertada con otras organizaciones (ONGs, etc.) y, en su caso, 

indicar cuáles y el instrumento a través del que se va a articular dicha colaboración.
*** Indicar el coste total de cada actuación.

 627 RESOLUCIÓN de 21 de diciembre de 2007, de la Dirección 
General de Trabajo, por la que se registra y publica el Acta 
de prórroga para el año 2008, del Acuerdo Interconfederal 
para la negociación colectiva 2007 (ANC 2007) y sus 
anexos.

Visto el contenido del Acta de prórroga para el año 2008 del Acuerdo 
Interconfederal para la negociación colectiva 2007 (ANC 2007) y sus 
anexos, que fue suscrito con fecha 18 de diciembre de 2007, de una parte 
por la Confederación Española de Organizaciones Empresariales (CEOE) 
y la Confederación Española de la Pequeña y Mediana Empresa 

(CEPYME), y de otra por la Confederación Sindical de Comisiones Obre-
ras (CC.OO) y la Unión General de Trabajadores (UGT), y de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 83.2 en relación con el artículo 90, aparta-
dos 2 y 3, del Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, por el que 
se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores y 
en el Real Decreto 1040/1981, de 22 de mayo, sobre registro y depósito de 
Convenios Colectivos de trabajo,

Esta Dirección General de Trabajo resuelve:

Primero.–Ordenar la inscripción del Acta de prórroga para el año 2008 
del Acuerdo Interconfederal para la negociación colectiva del 2007 y sus 
anexos en el correspondiente Registro de este Centro Directivo.
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materias, en los términos en que se recogen en el ANC 2007 y en esta 
prórroga para el año 2008, en cuanto constituyen elementos interrelacio-
nados que pueden favorecer la actividad empresarial y el empleo.

Quinto.–Las representaciones signatarias consideran este Acta y sus 
anexos conforme con lo convenido en las negociaciones llevadas a cabo 
y, en consecuencia, en prueba de conformidad firman cinco ejemplares 
del mismo.

Sexto.–Se remite un ejemplar del texto a la Autoridad Laboral para su 
depósito, registro y publicación en el Boletín Oficial del Estado para 
conocimiento de terceros e interesados, y por la relevancia inherente al 
mismo.

Por CEOE, el Presidente, Gerardo Díaz Ferrán.–Por CEPYME, el Pre-
sidente, Jesús Bárcenas López.–Por CC.OO., el Secretario General, José 
María Fidalgo Velilla.–Por UGT, el Secretario General, Cándido Méndez 
Rodríguez.

ANEXOS DEL ACTA DE PRÓRROGA PARA EL AÑO 2008 DEL ACUERDO 
INTERCONFEDERAL PARA LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA 2007 (ANC 2007)

ANEXO I

Contexto económico de la prórroga para el año 2008 del Acuerdo 
Interconfederal para la negociación colectiva 2007 (capítulo III 

del ANC 2007)

Tras una década de crecimiento económico sostenido, que ha dado 
una serie de importantes frutos en términos de bienestar y empleo, la 
economía española se enfrenta a una nueva fase del ciclo caracterizada 
por una desaceleración. La madurez del ciclo económico, que alcanzó 
tasas de crecimiento del 4%; el endurecimiento de las condiciones mone-
tarias y su efecto en el gasto de consumo e inversión de las familias; y los 
altos precios de las materias primas, sobre todo el petróleo, de algunos 
activos, como la vivienda, y de los alimentos básicos, han acabado por 
erosionar la renta de los consumidores y la fortaleza de aquellos sectores 
productivos que más se habían favorecido de las holgadas condiciones 
financieras que ha registrado la economía española desde nuestra entrada 
en la UEM.

A todo ello hay que añadir las posibles consecuencias que sobre la 
economía mundial pueden tener las turbulencias que han vivido los mer-
cados financieros desde el verano de 2007. Los principales organismos 
internacionales han rebajado sus previsiones de crecimiento económico, 
sobre todo, para 2008, siendo el escenario más probable un aumento del 
PIB mundial por debajo del 5% que se registró en el periodo 2004-2007.

Aunque en Estados Unidos el efecto de la crisis financiera es mayor (el 
sector residencial registra una notable caída en su componente de inver-
sión en 2007), existe riesgo de contagio en la economía europea y, por 
ende, en la española. No obstante, el impacto en el crecimiento dependerá 
de cuánto tiempo tarden los inversores en recuperar la confianza en los 
mercados financieros y del impacto del endurecimiento de las condicio-
nes monetarias en el gasto e inversión de las familias y empresas.

En el caso de la economía española, tras un primer semestre de 2007 
muy favorable, las perspectivas para la segunda parte de este año y para 
2008 apuntan a una pérdida de dinamismo de la actividad que indica que 
no va a alcanzar los altos ritmos de crecimiento de ejercicios anteriores. 
Así, las previsiones de los analistas apuntan a un aumento del PIB del 3,7% 
en 2007 mientras que en 2008 dicha tasa se encuentra en el entorno del 3%. 
Todo ello influirá en la creación de empleo, que no superará los excepcio-
nales resultados de años precedentes. En cualquier caso, la economía 
española seguirá registrando una fortaleza superior al de resto de países 
europeos, puesto que las perspectivas de aumento del PIB en la UEM se 
sitúan en el entorno del 2% para 2008, al igual que para EE.UU.

Un aspecto que cabe destacar es el cambio de composición en los 
factores impulsores del crecimiento de nuestro producto interior que se 
caracteriza por un mayor equilibrio. Así, esta tendencia hacia un creci-
miento más equilibrado no sólo se observa desde la óptica de la demanda, 
al conjugarse una moderación de la demanda interna con una aportación 
menos negativa del sector exterior, sino también desde la oferta, en 
donde la industria tiene un protagonismo algo más destacado que la cons-
trucción. De este modo, industria y servicios serán los sectores que absor-
berán, al menos parcialmente, el ajuste del sector de la construcción. Este 
patrón de comportamiento, que comenzó a vislumbrarse a finales de 2006, 
se ha prolongado a lo largo de 2007 y continuará en 2008.

El aspecto más reseñable en 2008 es que la inversión residencial práctica-
mente va a dejar de aportar crecimiento al PIB. En este sentido, la previsible 
bajada en la edificación de viviendas podría verse compensada, en parte, con 
el incremento de las inversiones en infraestructuras tan necesarias para la 
mejora de la competitividad de nuestro aparato productivo.

En el mismo sentido, el gasto de las familias en 2008 tampoco va a 
lograr el dinamismo de años anteriores. La subida de los tipos de interés 

Segundo.–Disponer su publicación en el Boletín Oficial del 
Estado.

Madrid, 21 de diciembre de 2007.–El Director General de Trabajo, Raúl 
Riesco Roche.

ACTA DE PRÓRROGA PARA EL AÑO 2008 DEL ACUERDO 
INTERCONFEDERAL PARA LA NEGOCIACIÓN

COLECTIVA 2007 (ANC 2007)

En Madrid, siendo las 11 horas del día 18 de diciembre de 2007, reuni-
das, en la sede del Consejo Económico y Social de España, las represen-
taciones de la Confederación Española de Organizaciones Empresariales 
(CEOE), la Confederación Española de la Pequeña y Mediana Empresa 
(CEPYME), la Confederación Sindical de Comisiones Obreras (CCOO) y 
la Unión General de Trabajadores (UGT).

ACUERDAN

Primero.–Prorrogar para el año 2008 el Acuerdo Interconfederal para 
la Negociación Colectiva 2007 (ANC 2007), publicado en el Boletín Oficial 
del Estado de 24 de febrero de 2007.

En virtud de lo anterior serán de aplicación a la negociación colectiva 
del año 2008 los criterios, orientaciones y recomendaciones del Acuerdo 
Interconfederal para la Negociación Colectiva 2007, que se dan aquí por 
reproducidos, teniendo en cuenta que las referencias a 2007 en el cuerpo 
del Acuerdo deben entenderse hechas a 2008.

Segundo.–Modificar de forma expresa los siguientes apartados del 
ANC 2007:

1. En el capítulo II, «Naturaleza jurídica y ámbitos del Acuerdo Inter-
confederal», se modifica el apartado «Ámbito temporal» en los siguientes 
términos:

«El Acuerdo estará vigente durante el año 2008.
Las Organizaciones firmantes se reunirán tres meses antes de la finali-

zación del año 2008, al objeto de valorar la posible renovación o prórroga 
del Acuerdo».

2. El capítulo III, «Consideraciones sobre la competitividad y el 
empleo», ha sido reelaborado con el fin de ofrecer un análisis actualizado 
de las variables económicas que vienen a contextualizar la firma de esta 
prórroga, debiendo sustituirse dicho capítulo por el texto que se acom-
paña a este Acta como  anexo I.

3. El capítulo VI «Igualdad de trato y oportunidades» mantiene plena 
vigencia, si bien, por un lado, debe sustituirse la referencia al Proyecto de 
Ley Orgánica para la igualdad efectiva de mujeres y hombres por la alu-
sión a la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de 
mujeres y hombres.

Por otro lado, en cumplimiento del compromiso asumido en el ANC 2007, 
se adiciona al contenido de este capítulo lo acordado por los firmantes en 
relación con la aplicación en el marco de la negociación colectiva de los 
contenidos de la citada Ley Orgánica, que se incorpora a este Acta como 
anexo II.

4. El capítulo VII «Seguridad y salud en el trabajo» se mantiene en 
sus propios términos debiendo, no obstante, señalar que el último inciso 
del apartado «En materia de vigilancia de la salud» hace referencia a la 
nueva regulación de la tarifa de primas para la cotización a la Seguridad 
Social por accidentes de trabajo y enfermedades profesionales llevada a 
cabo por la Ley 42/2006, de 28 de diciembre, de Presupuestos General del 
Estado para el año 2007, y que dicha regulación ha sido modificada por la 
disposición final undécima del Proyecto de Ley de Presupuestos Genera-
les del Estado para el año 2008 (Senado, BOCG, Serie III, Núm. 136 (a)).

Además se añaden a este capítulo los acuerdos alcanzados por los fir-
mantes en relación con el Objetivo 3 de la Estrategia Española de Seguri-
dad y Salud en el Trabajo, que se incorporan a este Acta como anexo III.

Tercero.–Las Organizaciones firmantes, al igual que hicimos en el 
ANC 2003 con el Acuerdo Marco Europeo sobre teletrabajo y en el ANC 2005 
con el Marco Europeo sobre estrés ligado al trabajo, compartimos el 
Acuerdo Marco Europeo sobre acoso y violencia en el lugar de trabajo 
suscrito por Business Europe, UEAPME, CEEP y la Confederación 
Europea de Sindicatos (incluyendo representantes del Comité de Enlace 
CEC/Eurocuadros), el 26 de abril de este año, cuyo texto se incorpora 
como anexo IV a este Acta.

En aplicación del Acuerdo Europeo, transmitimos a los negociadores 
y a los distintos representantes empresariales y sindicales su contenido, 
adaptándolo de esta manera a la realidad española, de forma que sirva 
para favorecer la mejora de las condiciones de trabajo y el buen funciona-
miento de las empresas.

Cuarto.–Las partes firmantes hacemos un llamamiento a los negocia-
dores de los convenios colectivos para el tratamiento de las distintas 
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de referencia para las hipotecas, el aumento de los precios de los alimen-
tos y de la energía, unido a un menor crecimiento del empleo en 2008 va a 
mermar la capacidad de compra de los hogares españoles.

La creación de empleo en España en los últimos años ha servido para 
resolver parte de las diferencias en actividad y paro que nos separan del 
mercado europeo y que se concentran fundamentalmente entre las muje-
res. La importante creación de empleo ha servido también de incentivo 
para atraer un importante volumen de trabajadores extranjeros. Hoy día, 
hay más personas dispuestas a trabajar y también más personas traba-
jando que hace seis años. Más de 20 millones de trabajadores están 
empleados actualmente y la tasa de empleo ahora asciende al 67%, frente 
a 16 millones de ocupados en 2001 y una tasa de empleo del 58,7%. Por 
otro lado, la tasa de desempleo ha bajado desde el 10,5% de media regis-
trada en 2001, hasta el 8% actual, siendo nuevamente las mujeres las 
principales beneficiarias.

Paralelamente, la tasa de temporalidad en la contratación ha flexio-
nado a la baja desde el Acuerdo para la Mejora del Crecimiento y del 
Empleo (AMCE), suscrito a mediados de 2006, gracias al recorte del 
empleo temporal y al incremento, en paralelo, del empleo indefinido, 
sobre todo en el sector privado, con una caída de la tasa de temporalidad 
de 3 puntos porcentuales, mientras que en el sector público la reducción 
es inferior a 1 punto porcentual.

Por concurrencia de una serie de factores tanto internos como exter-
nos de nuestra economía, las previsiones de consenso coinciden en seña-
lar signos de desaceleración del ritmo de nuestra actividad durante 2007 
y 2008. Así es probable que el PIB crezca este año a un ritmo algo inferior 
al de 2006 y que en 2008 se produzca una ligera desaceleración adicional 
de la actividad económica, en un entorno de condiciones monetarias 
menos holgadas, como consecuencia de la subida de los tipos de interés.

Por lo tanto, la fase expansiva del ciclo económico que ha vivido 
España hasta ahora, con el consiguiente incremento de la renta y del 
empleo, puede invertirse en el futuro, en especial teniendo en cuenta la 
incertidumbre derivada de las turbulencias financieras de Estados Unidos 
y que acecha hoy día a toda la economía mundial. En España, si no logra-
mos aumentar la productividad, las consecuencias, a medio plazo, 
podrían ser negativas para la economía y el empleo. Por ello es conve-
niente tender hacia un modelo productivo en el que se refuerce la inver-
sión en capital físico, tecnológico y humano.

De este modo, la inversión pública y la inversión privada seguirán 
siendo los componentes con mayor fortaleza del PIB, aunque el aumento 
de la carga financiera de las empresas y la moderación de la actividad 
económica a escala global pueden frenar, en parte, la puesta en marcha de 
nuevos proyectos.

La pérdida de vigor de nuestra demanda interna, en un escenario de 
intercambios internacionales que van a sufrir alguna desaceleración en 
los próximos años, obligará a aumentar las exportaciones españolas para 
asegurar la creación de empleo en nuestro país. Y en este ámbito, hay que 
recordar que el 90% de las exportaciones de bienes está sostenido por el 
sector industrial.

En este contexto, la economía española se enfrenta a retos importan-
tes. Por un lado, aquellos derivados de la desaceleración económica, y por 
otro, aquellos orientados a reducir los desequilibrios que el modelo de 
crecimiento ha podido generar desde hace unos años.

Ante esta situación, el Acuerdo Interconfederal de Negociación Colec-
tiva (ANC) vuelve a configurarse como un instrumento necesario para 
afrontar con éxito estos retos de futuro. El ANC, suscrito por primera vez 
en 2002, ha ido consolidándose por los buenos resultados derivados de su 
aplicación, tanto para el conjunto de la economía como para trabajadores 
y empresas. Esto ha sido así porque el modelo parte de la base de un diag-
nóstico compartido y mediante criterios, recomendaciones y orientacio-
nes, los sucesivos acuerdos que se han ido firmando desde el año 2002, 
han ido dando respuesta a los problemas económicos y sociales de traba-
jadores y empresas, a la vez que han ido dotándose de más y mejores 
contenidos, que posteriormente se han trasladado a los convenios colec-
tivos.

ANEXO II

Igualdad de trato y oportunidades en la prórroga para el año 2008 
del Acuerdo Interconfederal para la negociación colectiva 2007 

(capítuloVI del ANC07)

IGUALDAD DE OPORTUNIDADES ENTRE MUJERES Y HOMBRES

I. Diálogo Social en materia de igualdad de oportunidades entre 
hombres y mujeres

La igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres ha venido 
siendo incluida desde el año 2002, en los sucesivos Acuerdos de Negocia-
ción Colectiva, como materia a tratar en los convenios colectivos, a través 

de una serie de criterios generales, que en el ANC 2007 eran los siguien-
tes:

La inclusión de cláusulas de acción positiva para fomentar el acceso 
de las mujeres, en igualdad de condiciones, a sectores y ocupaciones en 
los que se encuentren subrepresentadas.

La fijación de criterios de conversión de contratos temporales a fijos 
que favorezcan a las mujeres cuando, en igualdad de condiciones y méri-
tos, se encuentren afectadas en mayor medida que los hombres por el 
nivel de temporalidad.

El estudio y, en su caso, el establecimiento de sistemas de selección, 
clasificación, promoción y formación, sobre la base de criterios técnicos, 
objetivos y neutros por razón de género.

La eliminación de denominaciones sexistas en la clasificación profe-
sional (categorías, funciones, tareas).

La subsanación de las diferencias retributivas que pudieran existir por 
una inadecuada aplicación del principio de igualdad de retribución por 
trabajos de igual valor.

A estos efectos, resultaría de utilidad el análisis y aplicación, en su 
caso, de sistemas de valoración de los puestos de trabajo que permitan 
evaluar periódicamente el encuadramiento profesional.

Un tratamiento de la jornada laboral, vacaciones, programación de la 
formación, etc. que permita conciliar las necesidades productivas y las de 
índole personal o familiar.

La evaluación de la aplicación del convenio desde la perspectiva de 
género, a través del seguimiento realizado por la Comisión Paritaria que 
se dotará, en su caso, del correspondiente asesoramiento. Si se considera 
oportuno, tal tarea se delegará en comisiones de trabajo específicas.

Estos criterios mantienen su vigencia y actualidad y se adecuan a los 
contenidos previstos para la negociación colectiva en la Ley Orgánica 
para la igualdad efectiva de mujeres y hombres.

A estas iniciativas hay que añadir también las que han surgido a instan-
cia de los interlocutores sociales en el ámbito europeo, mediante la firma 
en el año 2005 por UNICE, CES UEAPME y CEEP del «Marco de Acción 
para la igualdad entre mujeres y hombres», acuerdo que otorga un papel 
especial a la autonomía colectiva en su implementación.

En el mismo sentido es necesario destacar la importancia que otorga 
la Directiva 2002/73/CE, que reforma la Directiva 76/207/CEE1, a la nego-
ciación colectiva y al diálogo social en la promoción de la igualdad entre 
hombres y mujeres. El Art. 8 ter invita a los Estados miembros a alentar a 
los interlocutores sociales para que, sin perjuicio de su autonomía, pro-
muevan la igualdad entre hombres y mujeres y celebren, en el nivel ade-
cuado, convenios que establezcan normas antidiscriminatorias.

II. Ley Orgánica para la igualdad efectiva de mujeres y hombres

La Ley Orgánica 3/2007 de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de 
mujeres y hombres (LOIEMH) aborda la igualdad desde una perspectiva 
general, transpone a nuestro ordenamiento jurídico definiciones recogi-
das en la Directiva Comunitaria antes mencionada e introduce en su 
Título IV un conjunto de recomendaciones y medidas dirigidas específica-
mente al ámbito laboral, encaminadas a evitar la discriminación laboral 
entre mujeres y hombres y a hacer efectivo el derecho al trabajo en igual-
dad de oportunidades. Por tanto, las relaciones laborales, en las que la 
contribución de empresarios y trabajadores resulta esencial, deberán 
estar informadas por el principio de igualdad de trato y oportunidades.

Así, la Ley Orgánica establece en su Art. 45 que «las empresas están 
obligadas a respetar la igualdad de trato y de oportunidades en el ámbito 
laboral y con esta finalidad, deberán adoptar medidas dirigidas a evitar 
cualquier tipo de discriminación laboral entre mujeres y hombres, medi-
das que deberán negociar, y en su caso acordar, con los representantes 
legales de los trabajadores en la forma que se determine en la legislación 
laboral».

También la Ley recoge una serie de referencias, unas de aplicación 
directa y otras que remiten a la negociación colectiva. Así, dentro de estas 
últimas, los convenios colectivos podrán:

Establecer medidas de acción positiva para favorecer el acceso de las 
mujeres a todas las profesiones en las que se encuentren subrepresenta-
das (Art. 17.4 ET [modificado por la LOIEMH]).

Establecer medidas de acción positiva en las condiciones de clasifica-
ción profesional, promoción y formación, de modo que en igualdad de 
condiciones de idoneidad tengan preferencia las personas del sexo menos 
representado en el grupo, categoría profesional o puesto de trabajo de 
que se trate (Art. 17.4 ET [modificado por la LOIEMH]).
    

1 Directiva 76/207/CEE, relativa a la aplicación del principio de igualdad de trato entre 
hombres y mujeres en lo que se refiere al acceso al empleo, a la formación y a la promoción 
profesionales, y a las condiciones de trabajo.
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Ha venido siendo práctica habitual el que los convenios colectivos 
incluyeran definiciones sobre discriminación directa, indirecta, acoso 
sexual y acoso por razón de sexo, y discriminación por embarazo o mater-
nidad. Debe advertirse que desde la entrada en vigor de la Ley Orgánica 
para la igualdad efectiva de mujeres y hombres tales definiciones deberán 
ser acordes con las recogidas en la misma (Arts. 6, 7 y 8 LOIEMH).

1. Los planes de igualdad de las empresas.

La Ley establece para las empresas de más de 250 trabajadores la obli-
gación de elaborar y aplicar un plan de igualdad que deberá ser objeto de 
negociación, y en su caso, acuerdo con los representantes legales de los 
trabajadores (Art. 45 LOIEMH).

La articulación del deber de negociar planes de igualdad se realizará 
en el marco de los convenios colectivos que se hayan denunciado a partir 
del 24 de marzo de 2007, fecha de entrada en vigor de la Ley.

El deber de negociar los planes de igualdad se contempla en la Ley en 
dos planos:

Cuando el convenio colectivo de aplicación sea de ámbito superior al 
de empresa éste podrá establecer los términos y las condiciones y fijar las 
reglas de complementariedad para que la negociación del plan se desarro-
lle en la empresa que esté obligada a ello, con orientaciones sobre aque-
llas materias susceptibles de tratamiento en la elaboración de los planes 
de igualdad por las empresas obligadas.

A este respecto, los «términos» y las «condiciones» deberían permitir 
ajustar la elaboración del plan a las circunstancias de la empresa y a las 
características del sector. De otra parte, las «reglas de complementarie-
dad» deberían preservar la homogeneidad de las condiciones de trabajo 
que el convenio colectivo regula para el conjunto de las empresas de ese 
sector.

Cuando un convenio colectivo no fije los términos, las condiciones ni 
las reglas de complementariedad, las empresas de más de 250 trabajado-
res afectadas por el mismo no quedan por este hecho eximidas de la 
obligación de elaborar un plan de igualdad y de negociarlo.

En los convenios de empresa de más de 250 trabajadores el deber de 
negociar se formalizará en el marco de la negociación de dichos conve-
nios (Art. 85.2.a) ET y 45 LOIEMH).

La Ley define los planes de igualdad como un conjunto ordenado de 
medidas, adoptadas después de realizar un diagnóstico de situación, ten-
dentes a alcanzar en la empresa la igualdad de trato y de oportunidades 
entre mujeres y hombres y a eliminar la discriminación por razón de sexo 
(Art. 46 LOIEMH).

Los planes de igualdad fijarán los objetivos concretos de igualdad a 
alcanzar, estrategias y prácticas, así como los sistemas de seguimiento y 
evaluación de los mismos (Art. 46 LOIEMH).

Los planes de igualdad podrán contemplar, entre otras, las siguientes 
materias: acceso al empleo, clasificación profesional, promoción y forma-
ción, retribuciones, ordenación del tiempo de trabajo para favorecer, en 
términos de igualdad entre mujeres y hombres, la conciliación laboral, 
personal y familiar, y prevención del acoso sexual y del acoso por razón 
de sexo (Art. 46 LOIEMH).

Los planes de igualdad incluirán la totalidad de una empresa sin perjui-
cio de que se puedan establecer acciones especiales adecuadas respecto 
a determinados centros de trabajo (Art. 46.3 LOIEMH).

Se garantiza el acceso de la representación legal de los trabajadores, o 
en su defecto, de los trabajadores, a la información sobre el contenido de 
los planes de igualdad. Sin perjuicio de lo anterior, los convenios colecti-
vos podrán atribuir a sus comisiones paritarias el seguimiento de la evo-
lución de los acuerdos sobre planes de igualdad (Art. 47 LOIEMH).

A la vista de lo anterior, se puede concluir que la Ley establece crite-
rios orientadores para la elaboración del plan de igualdad, sin que se 
determine, por tanto, un modelo uniforme de plan, ya que, cada empresa 
obligada deberá elaborar el suyo a la vista de su situación. La Ley permite 
a los negociadores:

Definir los contenidos del plan de igualdad.
Determinar el conjunto de materias a contemplar.
Fijar los objetivos de igualdad a alcanzar.
Establecer la planificación temporal de las estrategias y prácticas para 

conseguir dichos objetivos.
Señalar los sistemas de seguimiento y evaluación del plan de igual-

dad.

2. Medidas que faciliten la conciliación de la vida personal, familiar y 
laboral.–La Ley remite a la negociación colectiva o al acuerdo con el 
empresario:

El establecimiento de los términos en que el trabajador ejercitará el 
derecho a adaptar la duración y distribución de la jornada de trabajo para 
hacer efectivo el derecho a la conciliación de la vida personal, familiar y 
laboral.

«El trabajador tendrá derecho a adaptar la duración y distribución de 
la jornada de trabajo para hacer efectivo su derecho a la conciliación de 
la vida personal, familiar y laboral en los términos que se establezcan en 
la negociación colectiva o en el acuerdo a que llegue con el empresario 
respetando, en su caso, lo previsto en aquella» (Art. 34.8 ET).

El establecimiento de los términos en los que el trabajador ejercitará 
el derecho a acumular las horas de lactancia en jornadas completas.

«Las trabajadoras, por lactancia de un hijo menor de nueve meses, 
tendrán derecho a una hora de ausencia del trabajo, que podrán dividir en 
dos fracciones. La duración del permiso se incrementará proporcional-
mente en los casos de parto múltiple.

La mujer, por su voluntad, podrá sustituir este derecho por una reduc-
ción de jornada en media hora con la misma finalidad o acumularlo en 
jornadas completas en los términos previstos en la negociación colectiva 
o en el acuerdo a que llegue con el empresario respetando, en su caso, lo 
establecido en aquélla.

Este permiso podrá ser disfrutado indistintamente por la madre o el 
padre en caso de que ambos trabajen» (Art. 37.4 ET).

Por otra parte, la ley reenvía a los convenios colectivos en general la 
regulación de los términos en que el trabajador deberá comunicar al 
empresario la suspensión del contrato de trabajo por paternidad.

«El trabajador deberá comunicar al empresario, con la debida antela-
ción, el ejercicio de este derecho en los términos establecidos, en su caso, 
en los convenios colectivos.» (Art 48 bis ET, último párrafo).

3. Medidas para la prevención del acoso sexual y acoso por razón de 
sexo.

«Las empresas deberán promover condiciones de trabajo que eviten el 
acoso sexual y el acoso por razón de sexo y arbitrar procedimientos espe-
cíficos para su prevención y para dar cauce a las denuncias o reclamacio-
nes que puedan formular quienes hayan sido objeto del mismo.

Con esta finalidad se podrán establecer medidas que deberán nego-
ciarse con los representantes de los trabajadores, tales como la elabora-
ción y difusión de códigos de buenas prácticas, la realización de campa-
ñas informativas o acciones de formación» (Art. 48.1 LOIEMH).

«Los representantes de los trabajadores deberán contribuir a prevenir 
el acoso sexual y el acoso por razón de sexo en el trabajo mediante la 
sensibilización de los trabajadores y trabajadoras frente al mismo 
debiendo informar a la dirección de la empresa de las conductas o com-
portamientos de que tuvieran conocimiento y que pudieran propiciarlo» 
(Art. 48.2 LOIEMH).

ANEXO III

Seguridad y salud en el trabajo en la prórroga para el año 2008 
del acuerdo interconfederal para la negociación colectiva 2007 

(capítulo VII del ANC 2007)

ESTRATEGIA ESPAÑOLA DE SEGURIDAD Y SALUD EN EL TRABAJO Y NEGOCIACIÓN 
COLECTIVA

La Comisión Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo aprobó el 
pasado mes de Junio la Estrategia Española de Seguridad y Salud en el 
Trabajo 2007-2012, a partir de una iniciativa de la mesa de diálogo social 
que fue compartida por las Comunidades Autónomas.

La Estrategia constituye el instrumento para establecer el marco gene-
ral de las políticas de prevención de riesgos laborales a corto, medio y 
largo plazo, abarcando los próximos cinco años.

A partir de un diagnóstico de situación, identifica una serie de objeti-
vos y señala unas líneas de actuación, dotando de coherencia y racionali-
dad a las actuaciones a desarrollar por todos los actores relevantes en la 
prevención de riesgos laborales.

Se fijan, asimismo, unos objetivos operativos que contemplan las dis-
tintas áreas que tienen incidencia en la seguridad y salud de los trabajado-
res: política educativa, organización de la prevención en la empresa, vigi-
lancia y cumplimiento de la normativa, política I+D+I, implicación de 
empresarios y trabajadores en la prevención, coordinación de las políti-
cas públicas, reforzar las instituciones dedicadas a la prevención de ries-
gos laborales, etc,…

Especial relación con el ámbito de la negociación colectiva, y con el 
papel de las Organizaciones Empresariales y Sindicales guarda el Obje-
tivo 3: Fortalecer el papel de los interlocutores sociales y la implicación 
de los empresarios y de los trabajadores en la mejora de la seguridad y 
salud en el trabajo.

En este Capítulo de la Estrategia existen materias cuyo tratamiento 
corresponde a las Organizaciones Sindicales y Empresariales a través de 
la negociación colectiva sectorial.
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Otros supuestos habrán de ser abordados, con carácter subsidiario al 
anterior, en el marco del diálogo social tripartito de ámbito territorial 
(Órganos competentes de las Comunidades Autónomas).

Por último, otras materias están a resultas de una iniciativa de los 
poderes públicos para su articulación.

A la vista de lo anterior, las materias enumeradas habrán de ser trata-
das en función de la siguiente distribución competencial:

1.º Criterios y orientaciones para la negociación colectiva sectorial.

a) En cada ámbito sectorial estatal, por medio de la negociación 
colectiva se negociará el establecimiento de un órgano u órganos especí-
ficos sectoriales para la promoción de la salud y seguridad en el trabajo 
de carácter paritario que desarrollarán programas con el objetivo de 
divulgar e informar de los riesgos profesionales existentes en el sector, así 
como sobre los derechos y las obligaciones preventivas del empresario y 
de los trabajadores, y la promoción de actuaciones preventivas.

Los integrantes de estos órganos paritarios deberán tener formación 
específica sobre el sector y capacidad técnica adecuada en materia pre-
ventiva.

Los contenidos concretos de los programas y actuaciones deberán ser 
determinados de manera expresa y recogidos en el convenio colectivo de 
aplicación.

b) El ámbito de actuación de estos órganos y programas será el de 
empresas cuyas plantillas se sitúen entre 6 y 50 trabajadores y carezcan 
de representación de los trabajadores. Se aplicarán criterios de prioridad 
tales como tasas de siniestralidad, mayores dificultades para la acción 
preventiva, u otros criterios objetivos que por acuerdo se estimen conve-
nientes.

Las actividades o tareas a desarrollar no deben interferir en las actua-
ciones de los servicios de prevención (propios o ajenos), ni en las de otras 
entidades preventivas que presten apoyo a las empresas.

c) La realización de visitas a las empresas será planificada bajo el 
principio de paridad. Deberán ser previamente comunicadas por el 
órgano paritario y aceptadas por aquéllas. La realización de las mismas se 
efectuará de manera conjunta o por cada una de las partes, a considera-
ción del órganos paritario.

Dichas visitas se llevarán a cabo por personas especializadas con for-
mación específica sobre el sector y capacidad técnica adecuada en mate-
ria preventiva, y cuya denominación concreta, bajo fórmulas tales como 
agentes sectoriales de prevención u otras similares, permita identificarlos 
como instrumentos para la consecución de los objetivos acordados en los 
programas o en la negociación colectiva de referencia.

Los resultados e informes sobre dichas actuaciones se trasladarán a la 
empresa y al órgano específico sectorial correspondiente.

Las actuaciones e informes estarán sometidos al principio de confi-
dencialidad y sigilo establecido en el Artículo 37.3 de la LPRL.

d) La negociación colectiva acordará la vigencia de los programas de 
actuación que se lleven a cabo. El órgano específico sectorial realizará 
una evaluación anual para analizar los efectos preventivos de los progra-
mas, que someterá a las Organizaciones firmantes del Convenio Colectivo 
o Acuerdo Sectorial.

Las Organizaciones firmantes concretarán, en el marco de la Funda-
ción para la Prevención de Riesgos Laborales, los requisitos para acceder 
a la convocatoria de ayudas para estos programas, de forma que puedan 
acogerse tanto los convenios colectivos vigentes como aquéllos que sean 
objeto de revisión o bien incorporen tales programas mediante las fórmu-
las previstas en este apartado.

Asimismo, en el marco de la negociación colectiva se promoverá la 
implicación de los trabajadores en el cumplimiento responsable de sus 
obligaciones preventivas de manera que:

Se fortalezca el compromiso del trabajador con el cumplimiento del 
plan de prevención de riesgos laborales de la empresa, las actividades 
preventivas que se desarrollan en la empresa y con sus propias obligacio-
nes preventivas.

Se precisen las competencias de los Delegados de Prevención y de los 
Comités de Seguridad y Salud para promover de forma activa el cumpli-
miento de la normativa de prevención de riesgos laborales por parte de 
los trabajadores.

Se establezcan pautas para la concreción en los Convenios Colectivos 
del cuadro básico de incumplimientos de las obligaciones de los trabaja-
dores fijado en el Estatuto de los Trabajadores.

2.º Supuesto en los que la negociación colectiva sectorial estatal no 
contemple actuaciones de las anteriormente señaladas.–La Estrategia 
contiene líneas de actuación en el marco del Diálogo Social tripartito 
territorial (Órganos tripartitos de las Comunidades Autónomas), cuyo 
contenido se reproduce en el Documento adjunto, Apartado (1).

3.º Financiación de los programas.–La Estrategia contempla la arti-
culación por el Gobierno en el plazo correspondiente de una línea de 
financiación adicional de los programas sectoriales por parte de la Funda-

ción para la Prevención de Riesgos Laborales, con carácter excluyente de 
las demás ayudas de dicha Fundación.

4.º Otras líneas de actuación.–La Estrategia (Apartado 3.3) contem-
pla otras líneas de actuación.

De un lado las dirigidas a promover la implicación de los representan-
tes de los trabajadores en la organización y desarrollo de la prevención de 
los riesgos laborales en la empresa, en las cuestiones relacionadas con la 
modalidad organizativa preventiva de la empresa, y en su caso, de la ges-
tión realizada por el servicio de prevención ajeno cuyo contenido se 
reproduce en el Documento adjunto, Apartado (3).

De otro, se incorporan las Actuaciones dirigidas a microempresas, 
contenidas en la Estrategia Española de Seguridad y salud en el Trabajo, 
reflejadas en el Documento adjunto, Apartado (2).

Documento adjunto al anexo III

Líneas de actuación para el desarrollo del objetivo 3 de la estrategia 
española de seguridad y salud en el trabajo que no se remiten a la negocia-
ción colectiva:

1. Actuaciones en el Ámbito Territorial.

a) Con carácter subsidiario respecto a lo establecido para la Nego-
ciación Colectiva Estatal se promoverán en el ámbito territorial Acuerdos 
análogos entre las Organizaciones Empresariales y Sindicales y las Comu-
nidades Autónomas, cuyos contenidos serán acordes con los criterios y 
principios de paridad y confidencialidad expresados para el ámbito secto-
rial estatal.

Se evitará la concurrencia sobre una misma empresa de estos progra-
mas sectoriales y territoriales. Asimismo se procurará que, en el marco de 
estos programas, no queden ámbitos ni necesidades sin atender.

b) Los programas de actuación irán dirigidos a empresas del ámbito 
territorial de que se trate con plantillas de 6 a 50 trabajadores y que carez-
can de representación de los trabajadores.

c) Deberán establecerse plazos y procedimientos para la evaluación 
de los resultados preventivos de las actuaciones desarrolladas.

d) La financiación de estos programas será análoga a los previstos 
en el apartado 3.1 del Objetivo 3 (negociación colectiva sectorial), sin 
perjuicio de las fórmulas de complementariedad de las distintas Adminis-
traciones en estos programas territoriales.

2. Actuaciones dirigidas a microempresas.–En las empresas a las que 
por su tamaño no afecten los programas previstos en los ámbitos secto-
rial y territorial, la Comisión Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo 
articulará un programa especial de actuación sobre la base de los crite-
rios siguientes:

El programa tendrá como objetivo favorecer la implicación de los tra-
bajadores y los empresarios en la mejora de la seguridad y salud laboral, 
y promover el cumplimiento de las obligaciones y derechos establecidos 
en la normativa preventiva.

Los contenidos del programa, así como la evaluación de las actuacio-
nes de desarrollo de los mismos se realizarán en el seno de la Comisión 
Nacional de Seguridad y Salud. A tal efecto, se tendrán en cuenta los 
siguientes criterios:

Establecimiento de incentivos para facilitar el cumplimiento de las 
obligaciones preventivas por las microempresas, sea cual sea la modali-
dad organizativa preventiva adoptada.

Estos incentivos se implementarán cuando las funciones del Artículo 
30 de la Ley de Prevención de Riesgos laborales se asuman personal-
mente por el empresario o a través de la figura del personal designado 
(trabajador designado).

Asesoramiento y apoyo técnico preventivo de carácter básico que 
podrá tener carácter presencial en el centro de trabajo o externo al 
mismo.

Estos programas contarán con la financiación pública según sus con-
tenidos y características.

3. Otras líneas de actuación del Objetivo 3 (Apartado 3.3): Se promo-
verá la implicación de los representantes de los trabajadores en la organi-
zación y desarrollo de la prevención de los riesgos laborales en la 
empresa. Para ello, en las empresas de más de 50 trabajadores se impul-
sarán las facultades que la Ley de Prevención de Riesgos Laborales esta-
blece para los trabajadores y sus representantes en sus artículos 18.2 y 
36.2f).

A tal efecto, en el seno del Comité de Seguridad y Salud se tratarán las 
cuestiones relacionadas con la modalidad organizativa preventiva de la 
empresa y, en su caso, de la gestión realizada por el Servicio de Preven-
ción ajeno. A estos efectos se facilitará a los representantes de los traba-
jadores la memoria anual sobre las actividades del Servicio de Prevención 
ajeno. Los representantes de los trabajadores en dicho Comité podrán 
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presentar un informe razonado sobre estos aspectos que deberá ser con-
testado por el empresario.

Los delegados de prevención podrán dirigirse a la Autoridad Laboral 
para poner en conocimiento de la misma cualquier cuestión relacionada 
con el funcionamiento y la calidad de las actuaciones desarrolladas por el 
Servicio de Prevención ajeno, la cual, en su caso, vista la cuestión plan-
teada por dichos delegados, dará traslado a las partes implicadas a efec-
tos de las actuaciones que procedan.

La renovación del concierto del Servicio de Prevención ajeno se nego-
ciará, y en su caso, se acordará en el seno del Comité de Seguridad y 
Salud. En caso de desacuerdo el empresario presentará un informe moti-
vando su decisión. En función de su viabilidad jurídica, se podrá acudir de 
mutuo acuerdo a órganos de solución extrajudicial de conflictos.

Cuando la modalidad de organización preventiva de la empresa (traba-
jadores designados, constitución de servicio de prevención propio, con-
cierto con servicio de prevención ajeno) y la elección del servicio de pre-
vención ajeno fueran acordadas en el Comité de Seguridad y Salud:

Las empresas serán tenidas en cuenta en los programas de incentiva-
ción económica a que se refiere el artículo 5.3 LPRL.

La Inspección de Trabajo y Seguridad Social podrá incluir a estas 
empresas, con entre 50 y 500 trabajadores (250 si se trata de empresas que 
desarrollan actividades del anexo I del Reglamento de los Servicios de 
Prevención), en los eventuales programas que puedan seguir al proyecto 
PREVEA tal y como se señala en la medida 1.1.

Se ampliará el plazo legal de realización de la auditoría en las empre-
sas que tengan esa obligación legal.

ANEXO IV

Acuerdo marco europeo sobre acoso y violencia en el lugar
de trabajo2, 26 de abril de 2007

1. Introducción

El respeto mutuo por la dignidad de los demás a todos los niveles den-
tro del lugar de trabajo es una de las características dominantes de las 
organizaciones con éxito. Por eso el acoso y la violencia son inaceptables. 
UNICE, UEAPME, CEEP y ETUC (y el comité de enlace EUROCADRES/
CEC) los condenan en todas sus formas. Consideran que es de interés 
mutuo de empleadores y trabajadores ocuparse de esta cuestión, que 
puede tener serias consecuencias sociales y económicas.

La Unión Europea3 y las leyes nacionales definen el deber de los 
empleadores de proteger a los trabajadores contra el acoso y la violencia 
en el lugar de trabajo.

Diversas formas de acoso y de violencia pueden afectar a los puestos 
de trabajo. Pueden:

Ser físicas, psicológicas y/o sexuales,
Ser un solo incidente o patrones más sistemáticos de comporta-

miento,
Ser entre compañeros, entre superiores y subordinados o por terceros 

tales como clientes, pacientes, alumnos, etc.,
Variar desde casos de menor importancia de comportamiento irrespe-

tuoso a actos más serios, incluyendo las ofensas penales, que requieren la 
intervención de las autoridades.

Los interlocutores sociales europeos reconocen que el acoso y la vio-
lencia pueden potencialmente afectar a cualquier puesto de trabajo y a 
cualquier trabajador, con independencia del tamaño de la compañía, del 
campo de actividad o del tipo de contrato o de la relación de empleo. Sin 
embargo, ciertos grupos y sectores pueden tener más riesgo. En la prác-
tica no todos los puestos de trabajo y no todos los trabajadores se ven 
afectados.

El presente Acuerdo se refiere a aquellas formas de acoso y de violen-
cia que estén dentro de la competencia de los interlocutores sociales y 
correspondan a la descripción que se hace en la sección 3 de más abajo.
    

2 Traducción no oficial. La versión oficial de este Acuerdo está en lengua inglesa.
3 Esto incluye entre otras las siguientes Directivas:

Directiva 2000/43/CE, del Consejo, de 29 de junio, relativa al principio de igualdad de trato 
de las personas independientemente de su origen racial o étnico.

Directiva 2000/78/CE, del Consejo de 27 de noviembre, relativa al establecimiento de un 
marco general para la igualdad de trato en el empleo y la ocupación.

Directiva 2002/73/CE de 23 de septiembre, que modifica la Directiva 76/207/CEE, del Con-
sejo, relativa a la aplicación del principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres en lo que 
se refiere al acceso al empleo, a la formación y a la promoción profesionales y a las condiciones 
de trabajo.

Directiva 89/391/CEE del Consejo, relativa a la aplicación de medidas para promover la 
mejora de la seguridad y salud de los trabajadores en el trabajo.

2. Objetivo

El objetivo del presente Acuerdo es:

Aumentar el conocimiento y la comprensión de empleadores, trabaja-
dores y de sus representantes sobre el acoso y la violencia en el puesto de 
trabajo,

Proporcionar a los empleadores, trabajadores y sus representantes a 
todos los niveles un marco de acción para identificar, prevenir y manejar 
problemas de acoso y de violencia en el trabajo.

3. Descripción

El acoso y la violencia se deben al comportamiento inaceptable de uno 
o más individuos y pueden adoptar diversas formas, algunas de las cuales 
se pueden identificar más fácilmente que otras. El ambiente del trabajo 
puede influir en la exposición de las personas al acoso y a la violencia.

Existe acoso cuando de uno o más trabajadores o directivos, repetida 
y deliberadamente, se abusa, se les amenaza y/o se les humilla en circuns-
tancias relacionadas con el trabajo.

Existe violencia cuando uno o más trabajadores o directivos son agre-
didos en circunstancias relacionadas con el trabajo.

El acoso y la violencia pueden ser realizadas por unos o más directivos 
o trabajadores, con el propósito o el efecto de violar la dignidad del jefe o 
trabajador, afectando a su salud y/o creando un ambiente hostil en el tra-
bajo.

4. Prevención, identificación y gestión de los problemas de acoso y 
violencia

Concienciar y formar adecuadamente a jefes y de trabajadores puede 
reducir la probabilidad del acoso y la violencia en el trabajo.

Las empresas deben tener una declaración clara e inequívoca de que el 
acoso y la violencia no serán tolerados. Esta declaración especificará los 
procedimientos que se seguirán cuando se presenten los casos. Los pro-
cedimientos pueden incluir una etapa informal en la cual una persona de 
confianza del empresario y de los trabajadores esté disponible para dar 
consejo y ayuda. Los procedimientos ya existentes pueden ser apropiados 
para abordar los problemas del acoso y de la violencia.

Un procedimiento adecuado se apoyara, de manera no limitativa, en lo 
siguiente:

Interesa a todas las partes proceder con la discreción necesaria para 
proteger la dignidad y la confidencialidad de todos.

No se debe divulgar ninguna información a partes no implicadas en el 
caso.

Las quejas deben ser investigadas y tratadas sin demoras indebidas.
Todas las partes implicadas deben conseguir una audiencia imparcial 

y un tratamiento justo.
Las quejas deben estar apoyadas por información detallada.
Las acusaciones falsas no deben ser toleradas y pueden dar lugar a 

acciones disciplinarias.
La ayuda externa puede ayudar.

Si se comprueba que ha ocurrido acoso y violencia, se tomarán medi-
das apropiadas con relación a los autores. Esto puede significar acciones 
disciplinarias, incluso llegar al despido.

La(s) víctima(s) recibirá(n) apoyo y, en caso de necesidad, ayuda para 
su reintegración.

Los empleadores, consultando con los trabajadores y/o sus represen-
tantes, establecerán, repasarán y supervisarán estos procedimientos para 
asegurarse que son eficaces tanto en la prevención de problemas como en 
tratarlos cuando se presenten.

Cuando proceda, las previsiones de este capítulo se pueden aplicar 
para tratar de casos de violencia externa.

5. Puesta en práctica y seguimiento

En el contexto del artículo 139 del Tratado, este Acuerdo Marco Euro-
peo delega en los miembros de BUSINESSEUROPE, CEEP y ETUC (y el 
comité de enlace EUROCADRES/CEC) para implementarlo de acuerdo 
con los procedimientos y las prácticas específicas que rigen en los Esta-
dos Miembros y en los países del Área Económica Europea.

Las partes signatarias también invitan a sus Organizaciones miembros 
en países candidatos que implementen este Acuerdo.

La puesta en práctica de este Acuerdo será realizada en el plazo de tres 
años después de la fecha de su firma.

Las Organizaciones miembros informarán sobre la puesta en práctica 
de este Acuerdo al Comité del Diálogo Social. Durante los primeros tres 
años después de la fecha de su firma, el Comité de Diálogo Social prepa-
rará y adoptará una tabla anual que resuma la puesta en práctica del 
Acuerdo. Un informe detallado sobre la implementación de las acciones 
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tomadas será preparado por el Comité del Diálogo Social durante el 
cuarto año.

En el supuesto de preguntas sobre el contenido de este Acuerdo, las 
Organizaciones miembros implicadas pueden referirse conjunta o separa-
damente a las partes signatarias, que responderán conjunta o separada-
mente.

En la aplicación de este Acuerdo, los miembros de las Organizaciones 
signatarias evitarán cargas inútiles a las PYME.

La aplicación de este Acuerdo no constituye una razón válida para redu-
cir el nivel general de protección otorgada a los trabajadores en el campo 
del presente Acuerdo.

El presente Acuerdo no perjudica el derecho de los interlocutores 
sociales a concluir, al nivel adecuado, incluido a escala Europea, acuer-
dos que adapten y/o que completen el presente Acuerdo de manera que 
tengan en cuenta las necesidades específicas de los interlocutores socia-
les concernidos. 

MINISTERIO DE AGRICULTURA, 
PESCA Y ALIMENTACIÓN

 628 ORDEN APA/4029/2007, de 19 de diciembre, por la que se 
definen las producciones y los rendimientos asegurables, 
las condiciones técnicas mínimas de cultivo, el ámbito de 
aplicación, los periodos de garantía, las fechas de suscrip-
ción y los precios unitarios del seguro combinado y de 
daños excepciones en hortalizas de primavera-verano, 
comprendido en el Plan 2008 de Seguros Agrarios Combi-
nados.

De conformidad con la Ley 87/1978, de 28 de diciembre, de seguros 
agrarios combinados, con el Real Decreto 2329/1979, de 14 de septiembre, 
que la desarrolla, con el Plan Anual de Seguros Agrarios Combinados para 
el Plan 2008, aprobado mediante el Acuerdo del Consejo de Ministros 
de 7 de diciembre de 2007, y a propuesta de la Entidad Estatal de Seguros 
Agrarios (ENESA), por la presente orden se definen las producciones y 
rendimientos asegurables, las condiciones técnicas mínimas de cultivo, el 
ámbito de aplicación, los periodos de garantía, las fechas de suscripción 
y, por último, los precios unitarios del seguro combinado y de daños 
excepcionales en hortalizas de primavera-verano.

En su virtud, dispongo:

Artículo 1. Producciones asegurables y definiciones.

1. Son asegurables, con cobertura de los riesgos de helada, pedrisco, 
inundación-lluvia torrencial y garantía de daños excepcionales las pro-
ducciones correspondientes a las distintas variedades de las siguientes 
hortalizas: acelga, achicoria (raíz y hoja verde), apio, berenjena, berza 
(col, repollo), borraja, bróculi, calabacín, calabaza, calçot, cebolla, cebo-
lleta, coles (Bruselas), coliflor, chirivía, chufa, espinaca, hinojo, hortalizas 
orientales, judía verde, melón, nabo, pepino, pepinillo, pimiento, puerro, 
remolacha de mesa, rábano, romanesco, sandía, y zanahoria y cuya pro-
ducción sea susceptible de recolección dentro del periodo de garantía 
establecido para cada provincia y opción, y cuyo cultivo se realice al aire 
libre, admitiéndose la utilización de túneles u otros sistemas de protec-
ción durante las primeras fases de desarrollo de la planta.

En la suscripción de este seguro, y para acogerse a sus beneficios, se 
tendrá en cuenta que se consideran clases distintas cada uno de los culti-
vos y las distintas opciones dentro de cada cultivo.

Los requisitos que deben cumplir los distintos tipos de variedades 
asegurables de pimiento, en cuanto a aprovechamiento y color de comer-
cialización son: 

Tipo de variedad Aprovechamiento Color
de comercialización

   
Toledo, Grande Plaza, 

Largo de Reus, Morro de 
Vaca, Najerano y otros.

Fresco. Verde o Rojo.

Lamuyo, California y 
otros.

Fresco. Verde o en su color de 
maduración (rojo, amari-
llo, naranja, violeta, etc.).

Dulce italiano, Cuerno, 
Cristal, Padrón y otros.

Fresco. Verde.

Morrón o Bola, Pico y 
Piquillo, Pimiento del 
Bierzo y otros.

Industria. Rojo.

Bola o Ñora, Choriceros, 
Guindillas y otros.

Pimenton, Condi-
mento o colo-
rante.

Rojo.

Tipo de variedad Aprovechamiento Color
de comercialización

   

 En consecuencia, el agricultor que lo suscriba deberá asegurar la tota-
lidad de las producciones que posea de la misma clase en una única decla-
ración de seguro. Así mismo, la parcelas objeto de aseguramiento cultiva-
das por un mismo agricultor, o explotadas en común por entidades 
asociativas agrarias, sociedades mercantiles o comunidades de bienes, 
deberán incluirse obligatoriamente en una única declaración de seguro.

2. No son asegurables, y por tanto quedan excluidas de la cobertura 
de este seguro, aun cuando por error hayan podido ser incluidas por el 
tomador o asegurado en la declaración del seguro, las siguientes produc-
ciones:

a) Las de parcelas destinadas a experimentación o ensayo, tanto de 
material vegetal como de técnicas o prácticas culturales.

b) Las de parcelas que se encuentren en estado de abandono.
c) Las destinadas a autoconsumo situadas en huertos familiares.
d) Los semilleros

3. A efectos de definir determinados elementos comprendidos en el 
seguro regulado en esta orden, se entiende por:

a) Parcela: La porción de terreno cuyas lindes pueden ser identifica-
das por cualquier sistema de los habituales en la zona (paredes, cercas, 
zanjas, setos vivos o muertos, accidentes geográficos, caminos, etc.), o 
por cultivos, variedades diferentes. Si sobre una parcela hubiera cesiones 
en cualquier régimen de tenencia de las tierras todas y cada una de ellas 
serán reconocidas como parcelas diferentes.

b) Recolección: Cuando la producción es separada de la planta o del 
suelo. Para el cultivo de cebolla cuando se ha superado el proceso de oreo 
o secado, teniendo como límite máximo para la realización de dicho pro-
ceso quince días a contar desde el momento en que la planta es arrancada 
del suelo.

Artículo 2. Condiciones técnicas mínimas de cultivo.

1. En las producciones objeto de este seguro deberán cumplirse las 
condiciones técnicas mínimas de cultivo que se relacionan a continua-
ción.

a) las prácticas culturales consideradas como imprescindibles son 
las siguientes:

1.º Preparación adecuada del terreno antes de efectuar el trasplante 
o la siembra.

2.º Abonado de acuerdo con las características del terreno y las 
necesidades del cultivo.

3.º Realización adecuada de la siembra o trasplante, atendiendo a la 
oportunidad de la misma, idoneidad de la variedad y densidad de siembra 
o plantación. La semilla o planta utilizada deberá reunir las condiciones 
sanitarias convenientes para el buen desarrollo del cultivo.

4.º Control de malas hierbas con el procedimiento y en el momento 
en que se consideren oportunos.

5.º Tratamientos fitosanitarios en forma y número necesarios para el 
mantenimiento del cultivo en un estado sanitario aceptable.

6.º Riegos oportunos y suficientes en las plantaciones de regadío, 
salvo causa de fuerza mayor.

7.º Cumplimiento de cuantas normas sean dictadas, tanto sobre 
lucha antiparasitaria y tratamientos integrales, como sobre medidas cul-
turales o preventivas de carácter fitosanitario.

Asimismo, y con carácter general, cualquier otra práctica cultural uti-
lizada deberá realizarse de acuerdo con las buenas prácticas agrarias, 
todo ello en concordancia con la producción fijada en la declaración del 
seguro.

2. En todo caso, el asegurado deberá atenerse a lo dispuesto en las 
normas que se dicten sobre lucha antiparasitaria, tratamientos integrales 
y medidas culturales o preventivas de carácter fitosanitario.

3. En caso de deficiencia en el cumplimiento de estas condiciones 
técnicas mínimas de cultivo el asegurador podrá reducir la indemnización 
en proporción a la importancia de los daños derivados de la misma y el 
grado de culpa del asegurado.
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 2286 RESOLUCIÓN de 24 de enero de 2005, de la Dirección 
General de Trabajo, por la que se dispone la inscripción 
en el registro y publicación del Acuerdo para la valoración 
energética en la Industria Española del Cemento.

Visto el texto del Acuerdo para la Valoración Energética en la Industria 
Española del Cemento que ha suscrito con fecha 11 de noviembre de 2004 
de una parte por la Agrupación de Fabricantes de Cementos de España 
(OFICEMEN) y de otra por las Centrales Sindicales CC.OO. y UGT y de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 83.3 en relación con el ar-
tículo 90, apartado 2 y 3, del Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de 
marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de 
los Trabajadores, y en el Real Decreto 1040/1981, de 22 de mayo, sobre 
registro y depósito de Convenios Colectivos de trabajo,

Esta Dirección General de Trabajo resuelve:

Primero.–Ordenar la inscripción del citado Acuerdo en el correspon-
diente Registro de este Centro Directivo.

Segundo.–Disponer su publicación en el Boletín Oficial del Estado.

Madrid, 24 de enero de 2005.–El Director general, Esteban Rodríguez 
Vera.

ACUERDO PARA LA VALORIZACIÓN ENERGÉTICA 
EN LA INDUSTRIA ESPAÑOLA DEL CEMENTO

EXPONEN

1. Las partes firmantes consideran prioritario hacer compatible el 
progreso económico y social con el respeto al medio ambiente y a los 
recursos naturales y con la garantía de la salud de los trabajadores para 
una mejora de la calidad de vida, tanto para las generaciones presentes 
como para las futuras.

2. Las empresas cementeras son conscientes de su responsabilidad 
en la gestión racional de los recursos, en las necesidades de protección 
del Medio Ambiente y en la mejora de la calidad de vida de las personas, 
por lo que están dispuestas a dedicar recursos económicos, técnicos y 
humanos a la prevención y control de las emisiones de sus instalaciones 
industriales.

3. La industria cementera de España aporta un gran potencial en 
cuanto a las posibilidades de implantación en sus centros de nuevas vías 
energéticas y procesos alternativos, para la consecución de sus produc-
tos, capaces de contribuir a la mejora del Medio Ambiente, en cuanto a 
gestión de residuos y ahorro energético se refiere. Siempre con absoluto 
respeto de la legislación ambiental aplicable y con garantías de que no se 
perjudica en modo alguno el comportamiento ambiental de las fábricas, la 
salud y la calidad de vida de las personas ni la calidad de los productos 
derivados del cemento.

4. Las partes firmantes consideran que los acuerdos sectoriales son 
un instrumento adecuado para abordar materias de interés común para 
las empresas del sector y las centrales sindicales y muestran su voluntad 
de continuar promoviendo este tipo de acuerdos.

5. Por su parte la representación Sindical, como agente social y 
directamente implicado en todos los aspectos Medioambientales y de 
Salud Pública que puedan generar estas instalaciones, se considera igual-
mente implicada en la búsqueda de esas posibles soluciones que creen 
una adecuada gestión medioambiental.

6. España es parte signataria del Convenio de Ginebra sobre conta-
minación atmosférica transfronteriza, adoptado el 13 de noviembre de 
1979, para cuya aplicación se aprobó un Protocolo por el que se estable-
cen unos techos de emisión para los óxidos de nitrógeno y de azufre, el 
amoniaco y los compuestos orgánicos volátiles, que fue ratificado por 
España en septiembre de 1999.

7. La Directiva 2000/76/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
4 de diciembre de 2000, relativa a la incineración de residuos, contempla 
en su ámbito de aplicación la valorización energética de residuos en hor-
nos de cemento, que se utilizan como combustibles no convencionales en 
sustitución de los combustibles fósiles convencionales en la cocción de 
materias primas, así como los valores límites de emisión.

8. España es parte signataria del Convenio de Estocolmo sobre con-
taminantes orgánicos persistentes, adoptado el 22-23 de mayo de 2001, 
para la aplicación de medidas encaminadas a eliminar la producción y uso 
de estas sustancias. Como quiera que, al menos, dos de estos contaminan-
tes –las dioxinas y furanos– se generan y emiten de forma no intencio-
nada, el convenio insta a prevenir su generación en origen, y al uso y 
aplicación de las mejores tecnologías disponibles en todas aquellas activi-
dades industriales que las puedan generar para reducir y si fuera posible 
evitar su emisión.

9. Uno de los aspectos básicos para encarar la adaptación de las 
fábricas de cemento a la Ley 16/2002 relativa a la Prevención y al Control 

Integrados de la Contaminación es el adecuado conocimiento del com-
portamiento ambiental de las instalaciones de fabricación, tanto en lo que 
se refiere a las emisiones globales de los contaminantes principales como 
a la evolución de dichas emisiones a lo largo del tiempo.

10. El Real decreto 653/2003, de 30 de mayo de 2003 sobre incinera-
ción de residuos, adapta la legislación española a la Directiva 2000/76/CE 
del parlamento Europeo y del Consejo, de 4 de diciembre de 2000, relativa 
a la incineración de residuos, en lo que puede afectar a las políticas de 
valorización energética de este Sector Cementero.

11. Los trabajos legislativos en la Unión Europea para el desarrollo 
de las herramientas de las que dispondrá cada Estado miembro para el 
cumplimiento de sus compromisos dentro de la «burbuja comunitaria» en 
el marco del Protocolo de Kyoto han avanzado significativamente en los 
últimos meses.

Kyoto es un reto de ámbito nacional. El compromiso de emisiones 
adquirido por España durante la década de los 90 ha resultado ser un 
objetivo per cápita de los más bajos de la Unión Europea. En 2001, las 
emisiones per cápita en España fueron inferiores a la media de la Unión 
Europea y al objetivo global de Kyoto.

En España, el importante desarrollo económico de los últimos años ha 
impulsado el fuerte incremento de la demanda de los productos fabrica-
dos por la industria básica española. Este efecto es deseable para cual-
quier economía y es el vértice clave del desarrollo sostenible.

Los sectores que componen la industria básica española, entre los que 
se encuentra el sector cementero, son los sectores incluidos en la Direc-
tiva 2003/87/CE por la que se establece un régimen para el Comercio de 
Derechos de Emisión de Gases de Efecto Invernadero.

Estos sectores están comprometidos y dimensionados para producir 
lo que les demandan sus mercados y lo hacen de forma eficiente porque 
son competitivos dentro y fuera de nuestras fronteras, ya que los merca-
dos de los productos básicos suelen estar globalizados, como es el caso 
del cemento.

Es Manifiesto el riesgo existente de deslocalización industrial en 
caso de que la industria del cemento española sea penalizada debido a 
su gran crecimiento productivo desde el año 1990, fecha de referencia 
del Protocolo.

El compromiso de cualquier sector industrial en toda la Unión Euro-
pea se debe basar en los procesos de producción eficientes, de tal manera 
que se pueda armonizar por unidad de producto. La vía de los compromi-
sos sectoriales mediante Acuerdo Voluntarios con objetivos por unidad 
de producto es la única opción válida que garantiza la no distorsión de la 
competencia dentro del Mercado Único Europeo.

12. El sector cementero ha realizado esfuerzos desde la primera cri-
sis del petróleo para reducir su consumo energético específico por tone-
lada de cemento y, por tanto, las emisiones de CO

2
. Así se ha conseguido 

una importante reducción de emisiones de CO
2
 por tonelada de cemento 

producido desde 1975 hasta estos momentos. La evolución demuestra que 
se está en la parte asintótica de la tendencia, en la que los márgenes de 
reducción ya son mínimos y donde se requieren fuertes inversiones para 
continuar reduciendo la cantidad de CO

2
 por tonelada de cemento.

A pesar de ello y debido al importante crecimiento del consumo de 
cemento, el sector cementero español ha incrementado sus emisiones 
absolutas desde 1990 a 2003 debido a una mayor producción de cemento 
(y por tanto de clínker) para abastecer las crecientes demandas del sector 
de la construcción.

13. El sector cementero trabaja en la línea de continuar reduciendo 
sus emisiones específicas por tonelada de cemento. Para ello es total-
mente indispensable que exista una estabilidad que permita al sector 
realizar las inversiones necesarias para alcanzar estos objetivos. Esta 
estabilidad se basa en la garantía de que el Plan Nacional de Asignación 
de derechos de la Directiva de Comercio de Emisiones, asigne unos dere-
chos iguales al producto de los objetivos específicos por la producción 
real de cada año de cada periodo. Estos derechos deben ser totalmente 
gratuitos.

14. Las vías para lograr las reducciones específicas son: investiga-
ción sobre el uso de nuevas materias primas que reduzcan el ratio de 
emisión por la relación química de descarbonatación, mejora de la efi-
ciencia energética de algunas instalaciones (hornos, enfriadores, precal-
cinadores, combustión por etapas, torres de intercambio de calor.), opti-
mización de las adiciones y fomento de cementos tipo II, III, IV para usos 
comunes, optimización del mix de combustibles fósiles, potenciación del 
uso de residuos como combustibles alternativos. Esta es la principal vía 
de desarrollo pendiente del sector cementero español y que está siendo la 
base de los Acuerdos Voluntarios en los países de nuestro entorno 
europeo. Los residuos aportan Gases de Efecto Invernadero al inventario 
Nacional debido a que muchos de ellos tienen poder calorífico aprovecha-
ble, fermentan en los vertederos emitiendo metano o son objeto de com-
bustiones incontroladas.

15. Por lo anterior, se establece como objetivo principal de este Con-
venio la colaboración conjunta en el desarrollo de proyectos coherentes 
y racionales tanto para el medio ambiente como para la repercusión de 
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estos en una mejora continua de la competitividad del sector cementero, 
acuerdan.

CAPÍTULO I

Objetivos de mejora del comportamiento ambiental 
de las fábricas de cemento

Artículo 1. Objetivos de mejora de las fábricas de cemento.

En el marco del cumplimiento estricto de la legalidad vigente en 
España, las empresas con fábricas en el territorio español, a las que repre-
senta Oficemen en este acto, se comprometen a alcanzar los objetivos de 
prevención, reducción y control de la contaminación, que contempla el 
«Acuerdo Voluntario para la Prevención y el Control de la Contaminación 
de la Industria Española del Cemento». Dicho acuerdo ha sido firmado 
entre la Asociación Española de Fabricantes de Cemento Oficemen y el 
Ministerio de Medio Ambiente y ratificado en documento firmado por los 
fabricantes de cemento y la Consejerías de Medio Ambiente de las 
siguientes Comunidades Autónomas: 

Comunidad Autónoma Fecha de fi rma

Comunidad Autonóma de Cataluña. 1 de marzo de 2002.
Comunidad Autonóma de Cantabria. 28 de mayo de 2002.
Comunidad Autonóma de Las Islas Baleares. 13 de junio de 2002.
Comunidad Autonóma del Principado de Asturias. 26 de julio de 2002.
Comunidad Autonóma de Castilla-la Mancha. 21 de febrero de 2003.
Comunidad Autonóma de Valencia. 8 de mayo de 2003.
Comunidad Autonóma de Madrid. 16 de mayo de 2003.
Comunidad Autónoma del País Vasco . 22 de mayo de 2003.
Comunidad Autonóma de Navarra. 8 de enero de 2004.
Comunidad Autonóma de Andalucía. 2 de febrero de 2004.

 Los objetivos a lograr para la consecución de los mismos se relacionan 
en el anexo 1.

En el caso de que los valores contemplados en el anexo 1 sean revisa-
dos a la baja por acción de la administración competente, se considerarán 
como objetivos ambientales los nuevos valores.

Con especial interés, las empresas del sector cementero informarán 
con la ayuda y coordinación de la Administración Autonómica en cada 
caso de la contribución de las empresas al Registro Nacional de Emisio-
nes Contaminantes (EPER) y de las Mejores Técnicas Disponibles 
(MTDs) para el sector y su nivel de implementación.

CAPÍTULO II

Política de eficiencia energética y sustitución de combustibles 
fósiles por combustibles alternativos

Artículo 2.

La puesta en práctica de estas políticas medioambientales, lleva la 
necesidad de desarrollarlas y concretarlas en proyectos bien definidos, 
por lo que el presente Acuerdo fomentará la investigación e implantación 
de estos.

De entre los supuestos proyectos, sin ser exhaustivos y teniendo en 
cuenta la constante innovación científica, la incorporación de nuevas vías 
y procesos de mejora que puedan suponer mejoras sustanciosas, se 
fomentarán líneas de actuación como son:

Proyectos de Ahorro y Sustitución. Con el objeto de mejorar la eficien-
cia energética en los procesos de producción de cemento y derivados, 
contribuyendo al aumento de la competitividad de los centros y a la 
reducción de emisiones.

Proyectos de Cogeneración. Con el objeto de mejorar la eficiencia 
energética en la generación y suministro de energía a los procesos pro-
ductivos.

Proyectos de Energías Renovables. En toda su amplia gama y con 
especial interés en biomasa y biocarburantes, bioetanol y biodiesel. Siem-
pre se pueden contemplar ayudas de la administración que los hagan via-
bles económicamente.

Proyectos de Aprovechamiento Energético de Residuos. De acuerdo 
con el Real Decreto 653/2003 de incineración de residuos, en el que se 
contempla la posibilidad de valorización energética de residuos en hor-
nos de cemento. Con respeto siempre a los principios de prioridad en la 

política de gestión de residuos (reducción, reutilización, reciclaje, apro-
vechamiento material y aprovechamiento energético) que se disponga en 
cada Comunidad Autónoma.

Artículo 3.

Se considerarán prioritarios aquellos proyectos que impliquen un 
mayor reconocimiento en los valores ambientales y que mejor se ajusten 
a las características del Sector. Las Partes, a través de los instrumentos 
participativos de que se dota, elaborarán el orden de prioridades de pro-
yectos a impulsar, con la coordinación de las Administraciones compe-
tentes y sin perjuicio de sus debidas autorizaciones.

Artículo 4.

Cada proyecto deberá contar con un Informe propio, en el que se refle-
jarán las características y condiciones del producto, los objetivos preten-
didos, el establecimiento de límites en cada momento de acuerdo a la 
legislación vigente y el establecimiento de programas de vigilancia y con-
trol de las emisiones atmosféricas.

Artículo 5.

El proyecto desde su comienzo deberá ser conocido por la representa-
ción de los trabajadores, para lo que se establecerá un mecanismo de inter-
cambio de información que contemplará los aspectos más significativos del 
proyecto relacionados en el artículo anterior y las medidas específicas y con-
troles tomados sobre los nuevos riesgos laborales específicos si los hubiera.

Artículo 6.

Las partes firmantes del presente acuerdo estiman que, en materia de 
residuos, se proceda por este orden a: reducir, reutilizar, reciclar y por 
último, en su caso, a valorizar. En el supuesto de que se proceda a valori-
zar residuos, se estará a lo dispuesto en el anexo 2.

Artículo 7

Uno de los aspectos básicos para encarar la adaptación de las fábricas 
de cemento a la Ley 16/2002 relativa a la prevención y al Control Integra-
dos de la Contaminación es el adecuado conocimiento del comporta-
miento ambiental de las instalaciones de fabricación, tanto en lo que se 
refiere a las emisiones globales de los contaminantes principales como a 
la evolución de dichas emisiones a lo largo del tiempo.

CAPÍTULO III

Contribución al cumplimiento del Protocolo de Kioto

Artículo 8.

Las partes se comprometen a llevar a cabo proyectos del capítulo II 
para contribuir a la disminución de los gases de efecto invernadero:

El ahorro y eficiencia energética en la fábrica da lugar a una disminu-
ción de las emisiones directas en la instalación.

La sustitución de combustibles fósiles por residuos en plantas de 
cemento genera una disminución global de las emisiones, según los estu-
dios e informes técnicos y científicos disponibles, puesto que se evita la 
explotación de los recursos fósiles y la gestión de los residuos en otra 
instalación dedicada específicamente a ello.

Las partes se comprometen a llevar a cabo actuaciones de concienciación 
de la Administración y sectores sociales sobre la necesidad de que el sector 
cementero español sea tratado de forma no discriminatoria en la puesta en 
práctica del mercado europeo de emisiones de gases de efecto invernadero.

CAPÍTULO IV

Prevención de Riesgos Laborales

Artículo 9.

Todo nuevo proyecto que implique el uso de residuos como combusti-
ble alternativo requerirá la necesaria revisión y actualización de la activi-
dad preventiva, que incluirá como mínimo:

1. Evaluación de riesgos específicos.
2. Programa de Vigilancia específica de la salud.
3. Instrucciones técnicas de seguridad:
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Las empresas cementeras elaborarán o revisarán los procedimientos e 
instrucciones técnicas de seguridad en relación con el almacenamiento 
y/o manipulación de cada residuo y de las instalaciones destinadas a los 
nuevos proyectos, con el objetivo de garantizar la protección de la seguri-
dad y la salud de los ocupantes de los puestos de trabajo implicados.

4. Diseño de módulos específicos en materia de formación preven-
tiva.

5. Protocolos de procedimientos de coordinación de actividades 
empresariales, con atención especial a los contenidos en materias de 
información y formación, adecuados para los trabajadores presentes en el 
Centro de Trabajo.

Será necesaria la actualización de la actividad preventiva, de acuerdo 
con el procedimiento establecido anteriormente, cuando se produzcan 
cambios en el tipo de residuos o mezclas en los mismos.

La actividad preventiva regulada en los apartados anteriores será 
objeto de consulta previa a los Delegados de Prevención, según lo estable-
cido en el Capítulo V de este Acuerdo. Igualmente serán informados de las 
conclusiones generales que se deriven del programa específico de vigilan-
cia de la salud.

CAPÍTULO V

Participación de los trabajadores

Artículo 10.

Para llevar a cabo los proyectos mencionados en el presente Acuerdo 
y dado el grado de implicación de los trabajadores, se hace necesario 
establecer un procedimiento de trabajo que permita a la parte sindical 
firmante del presente Acuerdo conocer y estar informados constante-
mente de todas las actuaciones, modificaciones técnicas y mediciones, 
que permitan identificar y valorar los efectos que sobre el medio ambiente 
se deriven de la actividad de la empresa.

Artículo 11.

Para alcanzar los objetivos de participación anteriormente manifesta-
dos, se establecen los siguientes mecanismos de participación:

A. De ámbito interno centro de trabajo.

1. Delegados de medioambiente.

B. De ámbito estatal Sectorial.

1. Comisión de seguimiento del acuerdo.
2. Constitución de la Fundación Laboral del Cemento de ámbito 

estatal.

C. De ámbito autonómico sectorial. Podrá crearse una Comisión de 
seguimiento del Acuerdo, que será el órgano de interlocución en el ámbito 
autonómico.

Artículo 12. Delegados de Medio Ambiente.

Los Delegados de Medio Ambiente, a efectos del presente Acuerdo, 
son los representantes de los trabajadores en cada fábrica con funciones 
específicas en materia de prevención de riesgos medioambientales.

Los Delegados de Medio Ambiente serán elegidos por las centrales 
sindicales firmantes, con un máximo de dos por fábrica, preferentemente 
de entre los representantes de los trabajadores de dichas centrales.

Artículo 13. Competencias.

Son competencias de los Delegados de Medio Ambiente:

A. Colaborar con la Dirección de la empresa en la mejora de la 
acción medioambiental.

B. Conocer y estar informado en primera instancia de todos los ele-
mentos que componen el control y seguimiento según el presente 
Acuerdo, de proyectos medioambientales realizados en la fabrica.

C. Promover y fomentar la cooperación de los trabajadores en la 
ejecución de la normativa medioambiental.

D. Ejercer una labor de vigilancia y control sobre el cumplimiento de 
la normativa de medio ambiente y del presente acuerdo.

E. Todas aquellas que le sean encomendadas por el Comité mixto o 
acuerdos internos en cada empresa.

Artículo 14. Crédito horario de los Delegados de Medio Ambiente.

El tiempo utilizado por los Delegados de Medio Ambiente para el des-
empeño de las competencias asignadas será considerado como de ejerci-

cio de funciones de representación a efectos de la utilización del crédito 
de horas mensuales retribuidas previsto en la letra e) del artículo 68 del 
Estatuto de los Trabajadores.

Los Delegados de Medio Ambiente dispondrán de un crédito horario 
de 10 horas mensuales, que no podrán acumularse en otros miembros. En 
el supuesto de que sea miembro del Comité de Empresa, estas serán adi-
cionadas a las que tuviera como Representante de los Trabajadores.

No obstante lo anterior, será considerado en todo caso como tiempo 
de trabajo efectivo, sin imputación al citado crédito horario, el correspon-
diente a las reuniones convocadas por la empresa en materia de Medio 
Ambiente.

Artículo 15. Medios y formación.

La empresa proporcionará a los Delegados de Medio Ambiente los 
medios y la formación en materia de medio ambiente que resulten necesa-
rios para el ejercicio de sus funciones.

La formación se deberá facilitar por la empresa por sus propios 
medios o mediante concierto con organismos o entidades especializadas 
en la materia.

El tiempo dedicado a la formación será considerado como tiempo de 
trabajo a todos los efectos y su coste no podrá recaer en ningún caso 
sobre los Delegados de Medio Ambiente.

Artículo 16. Sigilo profesional.

A los Delegados de Medio Ambiente le será de aplicación lo dispuesto 
en el apartado 2 del artículo 65 del Estatuto de los Trabajadores en cuanto 
al sigilo profesional debido respecto de las informaciones a que tuviesen 
acceso como consecuencia de su actuación en la empresa.

Artículo 17. Comisión de Seguimiento.

Con el objeto de facilitar el seguimiento de los acuerdos y su aplica-
ción en las factorías cementeras del ámbito estatal, las partes acuerdan la 
constitución de un órgano paritario denominado Comisión de Segui-
miento.

La composición de la Comisión será paritaria y estará formada por:

4 representantes de OFICEMEN.
2 representantes de FECOMA-CC.OO.
2 representantes de MCA-UGT.

Los representantes serán elegidos en la forma que determinen cada 
una de las partes y preferentemente de entre los miembros de la Comisión 
Negociadora de este Acuerdo.

De entre sus miembros se elegirá a un presidente y a un secretario, 
correspondiendo la presidencia y la secretaría alternativamente a una y 
otra parte por períodos de un año, dividiéndose en períodos de seis meses 
entre las representaciones sindicales.

Los acuerdos se tomarán por unanimidad.
Esta Comisión se reunirá al menos una vez al año de forma ordinaria, 

sin perjuicio que, por iniciativa del presidente o a petición de cualquiera 
de las partes, puedan convocarse otras de carácter extraordinario.

Artículo 18. Funciones.

Las funciones de la Comisión, serán:

a) Seguimiento del Presente Acuerdos y vigilancia de su cumpli-
miento.

b) Conocimiento de la información relativa a la valorización energé-
tica realizada por el sector cada año.

c) Proponer Planes de Formación orientados a las materias tratadas 
en el Acuerdo, Salud Laboral y Medio Ambiente.

d) Proponer proyectos o iniciativas relacionadas con el Acuerdo.
e) Actuar como órgano consultivo de la industria cementera espa-

ñola y de los representantes de los trabajadores de las factorías en mate-
ria Medioambiental y de Prevención de Riesgos Laborales.

f) La actualización del contenido del Acuerdo en función a que se 
modifiquen las premisas de las que hoy se parte y/o las mismas aconsejen 
su revisión.

g) Representar a las empresas y sindicatos firmantes del Acuerdo 
ante las Administraciones en relación con el Acuerdo alcanzado.

h) Cualquier otra materia que las partes estimen.

Artículo 19. Fundación Laboral del Cemento.

Se constituirá en un plazo no superior a seis meses desde la entrada en 
vigor del presente acuerdo, una Fundación Laboral sin ánimo de lucro y 
de carácter paritario, entre las empresas y los sindicatos firmantes del 
presente acuerdo, con los fines, órganos de gobierno y financiación que 
se establece en los puntos siguientes.
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19.1 Fines de la Fundación.

En sentido amplio, el fin de esta Fundación será realizar actuaciones 
tendentes a concienciar y crear una cultura que haga compatible el pro-
greso económico y social con el respeto al medio ambiente y a los recur-
sos naturales, con la garantía de la salud de los trabajadores y ciudadanos 
para una mejora de la calidad de vida, tanto para las generaciones presen-
tes como para las futuras.

Así, esta Fundación dará a conocer a la sociedad española, las actua-
ciones de mejora ambiental y energética, así como los proyectos de susti-
tución de combustibles que realice la industria cementera.

Serán fines prioritarios de la Fundación:

1. Fomento de la investigación, desarrollo y promoción en materia 
de medio ambiente vinculada con el sector del cemento y, en general, con 
la industria.

2. Fomento de la investigación, desarrollo y promoción sobre la evo-
lución del sector del cemento en relación con los temas objeto del título 
del presente acuerdo.

3. Fomento de la investigación, desarrollo y promoción sobre salud 
y prevención de riesgos laborales vinculados con los temas objeto del 
título del presente acuerdo.

4. Fomento de la Formación Profesional y de acciones formativas y 
de sensibilización en materia medioambiental y de prevención de riesgos 
laborales destinadas a los trabajadores de la industria del cemento y, en 
general, a toda la sociedad

5. Intervención y colaboración con las políticas ambientales impul-
sadas desde las Administraciones públicas, mediante la ejecución de ini-
ciativas y servicios adecuados a las mismas.

6. Cualquier otra materia que su órgano rector determine para el 
desarrollo de sus fines.

19.2 Órganos de Gobierno.

El gobierno y representación de la Fundación corresponderá a un 
Patronato. La mitad de los miembros de este patronato representará a la 
organización empresarial y la otra mitad representará a las organizacio-
nes sindicales firmantes.

En el seno del Patronato de constituirá una Comisión ejecutiva parita-
ria, con funciones de dirección y administración, en los términos que los 
Estatutos de la Fundación determinen.

De entre los miembros de la Comisión Ejecutiva se elegirá a un Presi-
dente y a un Secretario, correspondiendo la presidencia y la Secretaría 
alternativamente a una y otra parte por períodos de un año, dividiéndose 
en períodos de seis meses entre las representaciones sindicales.

Asimismo, se definirá en los Estatutos la figura del Director Gerente 
para que asuma la estructura de la gerencia de administración y gestión 
de la institución.

19.3 Financiación.

Esta fundación se crea con una aportación inicial de 28.000 €, reali-
zada por las empresas cementeras firmantes del presente acuerdo, una 
vez sea aprobado por las organizaciones firmantes.

Las empresas cementeras que representan a las 28 fábricas existentes 
en el territorio nacional a excepción de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía, realizarán aportaciones económicas anuales durante los años 2005 
a 2008 de 588.000 €, En ningún caso se exigirán aportaciones adicionales 
para entidades de similar naturaleza nacidas de la negociación colectiva 
diferentes a las aquí reflejadas. Estas aportaciones servirán para garanti-
zar que la Fundación dispone de recursos, dotación de personal y medios 
económicos necesarios para la consecución de los fines que se le asignan 
en el presente acuerdo, completando los recursos económicos que 
pudiera generar la propia Institución o a los que tuviera acceso via sub-
venciones.

Las subvenciones que la Fundación Laboral pudiera obtener en los 
ámbitos autonómicos serán destinadas por aquélla a la realización de 
actuaciones en ese concreto ámbito territorial. Asimismo, la Fundación 
Laboral procurará utilizar los recursos territorialmente en función de la 
ubicación de las fábricas cementeras que los han aportado.

CAPÍTULO VI

Aplicación del acuerdo en las Comunidades Autónomas 
y en las fábricas

Artículo 20.

Las organizaciones firmantes del presente acuerdo podrán concretar 
en el ámbito de cada Comunidad Autónoma aquellos criterios específicos 
sobre aspectos medioambientales a los que se refiere este mismo acuerdo 

tendente a posibilitar la eficacia práctica del mismo en las diferentes 
fábricas cementeras.

En cada fábrica se pondrán los mecanismos para la aplicación del 
contenido del presente acuerdo, así como los aspectos relacionados con 
los posibles beneficios contractuales que la utilización de combustibles 
alternativos pueda generar.

Las direcciones de las fábricas informarán a sus respectivos represen-
tantes de los trabajadores sobre las actuaciones llevadas a cabo como 
consecuencia de este Acuerdo, facilitando su participación en las cuestio-
nes relacionadas con la prevención de riesgos laborales y medio 
ambiente.

Asimismo, los acuerdos que estuvieran aplicándose en la actua-
lidad en los ámbitos autonómicos mantendrán su vigencia y no 
financiarán la Fundación Laboral del Cemento en tanto se man-
tenga vigente el acuerdo de financiación de una Fundación similar 
de carácter autonómico. Podrán pasar a formar parte de ésta en el 
momento de la fecha de su finalización, o bien con anterioridad por 
acuerdo de las partes.

CAPÍTULO VII

Vigencia del acuerdo

Artículo 21.

El presente Acuerdo tendrá vigencia desde la fecha de su aprobación 
por las organizaciones firmantes hasta el 31 de diciembre del 2008.

ANEXO 1

Objetivos de mejora del comportamiento ambiental 
de las fábricas de cemento

1.1 Con el fin de conocer la evolución de las emisiones del horno de 
cemento se establecen como objetivos de control en continuo de conta-
minantes emitidos por el horno de cemento los siguientes:

a) Instalación de sistemas de medición de partículas en todos los 
hornos antes del 31 de diciembre de 2004.

b) Instalación de sistemas de medición NO
x
 en los hornos:

b.1) Antes del 31 de diciembre del año 2004: Hornos que emitan más 
de 150 kg/hora de NO

x
 (expresados como NO

2
) (1).

b.2) Antes del 31 de diciembre del año 2005: Hornos que emitan entre 
75 y 150 kg/hora de NO

x
 (expresados como NO

2
) (1).

c) Instalación de sistemas de medición SO
2
 en los hornos:

c.1) Antes del 31 de diciembre del año 2004: Hornos que emitan más 
de 150 kg/hora de SO

2
 (1).

c.2) Antes del 31 de diciembre del año 2005: Hornos que emitan entre 
75 y 150 kg/hora de SO

2
 (1).

(1) Mediciones realizadas en condiciones de operación normal de las instala-
ciones.

1.2 Valores de emisión de partículas por fuentes localizadas (chime-
neas) (1).

Se establecen los siguientes objetivos para todas las fábricas de 
cemento:

a) Hornos de cemento y enfriadores.

a.1) Líneas integrales de fabricación de clínker de nueva construc-
ción: menos de 30 mg/m3N (2).

a.2) Líneas existentes de fabricación de clínker que sustituyan total-
mente los equipos de desempolvamiento: menos de 50 mg/m3N (2).

a.3) Líneas existentes: menos de 75 mg/m3N (2).

b) Otras fuentes localizadas.

b.1) Plantas nuevas: menos de 30 mg/m3N (2).
b.2) Plantas existentes: menos de 50 mg/m3N (2).
1.3 Valores de emisión a la atmósfera de óxidos de nitrógeno (NO

x
) y 

de azufre (SO
2
).

(1) Mediciones realizadas en condiciones de operación normal de las 
instalaciones.

(2) Concentración en condiciones normales de presión y temperatura (101,3 
kPa, 273.º K) en base seca. Para gases de combustión normalizados al 10% de O2.
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Se establecen los siguientes objetivos para todas las fábricas de 
cemento:

a) Emisiones de NO
x
:

a.1) Plantas nuevas:

Hornos de vía seca: menos de 500 mg/m3N (2).
Otros hornos: menos de 800 mg/m3N (2).

a.2) Plantas existentes:

Hornos de vía seca. menos de 1200 mg/m3N (2).

b) Emisiones de SO
2
:

b.1) Hornos de vía seca: menos de 600 mg/m3N (2) (3).

(2) Concentración en condiciones normales de presión y temperatura (101,3 
kPa, 273.º K) en base seca. Para gases de combustión normalizados al 10% de O

2
.

(3) En los casos en el que el contenido de compuestos sulfurosos volátiles en 
la materia prima imposibilite la consecución del objetivo, esta imposibilidad 
deberá ser justificada técnicamente.

ANEXO 2

Condiciones medioambientales para fábricas de cemento 
valorizando residuos energéticamente

Los límites de emisión aplicable para los gases de escape procedentes 
del horno cementero, previo paso por el sistema depurador, mientras no 
sean obligatorios las del R. D. 653/2003 (hasta finales de 2005), no supera-
rán los siguientes valores límite:

a) Valores medios diarios.

Partículas totales: 50 mg/Nm3.
SO2: 500(1) mg/Nm3.
NOx: 1.200 mg/Nm3.
ClH: 20 mg/Nm3.
FH: 2(2) mg/Nm3.
COT (sustancias orgánicas en estado gaseoso y de vapor): 100 (1) 

mg/Nm3.

Estos límites podrán ser modificados por la autoridad ambiental en 
aquellos casos en que la naturaleza de la materia prima así lo justifique.

b) Valores medios obtenidos durante un periodo de muestreo de 
treinta minutos como mínimo y ocho horas como máximo:

Mercurio (gases y partículas): 0,05mg/Nm3.
Cadmio + Talio: 0,1 mg/Nm3.
Antimonio + Arsénico + Plomo + Cromo + Cobalto + Cobre + Manga-

neso + Níquel + Vanadio: 1 mg/Nm3.

c) Valores medios durante un periodo de muestreo de seis horas 
como mínimo y ocho como máximo:

Dioxinas y furanos:  0,1 ng I-eq/Nm3.

Estos valores límite estarán referidos a las siguientes condiciones:

Temperatura 273.ºK, presión 101,3 Kpa, 10% de oxígeno, gas seco. 

(1) Se podrán acordar valores superiores en los casos en los que se justifique 
técnicamente que el COT y el SO

2
 no proceden de la incineración de residuos.

(2) En el caso del FH se podrán utilizar mediciones puntuales tal y como 
refleja el RD653/2003.

 2287 RESOLUCIÓN de 24 de enero de 2005, de la Dirección 
General de Trabajo, por la que se dispone la inscripción 
en el registro y publicación del laudo arbitral en el proce-
dimiento seguido en el Servicio Interconfederal de Media-
ción y Arbitraje sobre la naturaleza absorbible o no, 
durante los periodos de desempeño de trabajos de superior 
categoría, del complemento personal de transposición del 
Convenio colectivo de la empresa Logista, S.A.

Visto el contenido del laudo arbitral de fecha 10 de diciembre de 2004 
dictado por D. Fernando Valdés Dal-Ré en el procedimiento de arbitraje 
seguido en el Servicio Interconfederal de Mediación y Arbitraje que se 
refiere a la interpretación sobre la naturaleza absorbible o no, durante los 
períodos de desempeño de trabajos de superior categoría, del comple-

mento personal de transposición del Convenio Colectivo de la empresa 
Logista, S.A. (RDGT de 5-9-2002, BOE 24-9) y del que ha sido parte, de un 
lado, la Sección Sindical de CC.OO en la empresa y la Federación Estatal 
de Alimentación de UGT y la Confederación de Trabajadores Indepen-
dientes (CTI) y, de otro, la empresa Logista, S.A., y de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 91 en relación con el artículo 90, apartado 2 y 3, 
del Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, por el que se aprueba 
el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, artículo 11.7 
del II Acuerdo sobre Solución Extrajudicial de Conflictos Laborales 
(ASEC-II) y en el Real Decreto 1040/1981, de 22 de mayo, sobre registro y 
depósito de Convenios Colectivos de trabajo,

Esta Dirección General de Trabajo resuelve:

Primero.–Ordenar la inscripción del citado Laudo Arbitral en el 
correspondiente Registro de este Centro Directivo, con notificación a la 
Comisión Negociadora.

Segundo.–Disponer su publicación en el Boletín Oficial del Estado.

Madrid, 24 de enero de 2005.–El Director General, Esteban Rodríguez 
Vera.

En la ciudad de Madrid a diez de diciembre de dos mil cuatro, Fer-
nando Valdés Dal-Ré, Catedrático de Derecho del Trabajo y de la Seguri-
dad Social de la Universidad Complutense de Madrid, actuando como 
Árbitro nombrado por las partes conforme al convenio arbitral por ellas 
suscrito en fecha doce de noviembre de ese mismo año en el marco de las 
previsiones enunciadas en los artículos 6.º y 11.1 del Acuerdo sobre Solu-
ción Extrajudicial de Conflictos Laborales (ASEC) así como en los artícu-
los 6.º y 18.1 de su Reglamento de aplicación (RASEC), ha dictado el 
siguiente

LAUDO ARBITRAL

En el conflicto colectivo de interpretación sobre la naturaleza absor-
bible o no, durante los períodos de desempeño de trabajos de superior 
categoría, del complemento personal de transposición. Han sido partes, 
de un lado, la Sección Sindical de CC.OO de la entidad mercantil 
Logista SA, representada por el Delegado Sindical Don Julio Ruiz Pru-
dencio, así como la Federación Estatal de Alimentación de UGT, repre-
sentada por el Delegado Nacional Sindical Don Eduardo García Bilbao, 
y la Confederación de Trabajadores Independientes (CTI), represen-
tada por el Secretario General Nacional Don Manuel de la Fuente Cas-
tro, y, de otro, la empresa Logista SA, representada por Don José 
Manuel Arribas Vargas.

Antecedentes de hecho

Primero.–Mediante escrito que tuvo su entrada en el registro de la 
Fundación del Servicio Interconfederal de Mediación y Arbitraje (SIMA) 
en fecha 8 de octubre de 2004, Don Julio Ruiz Prudencio, en su calidad de 
delegado sindical de la entidad mercantil Logista SA, insta el procedi-
miento de mediación en materia de conflicto colectivo frente a la empresa 
en la que ejerce funciones de representación sindical.

En su escrito, la parte promovente de la mediación expone que el con-
flicto colectivo versa sobre la interpretación del art. 14.2.1.2 del Convenio 
Colectivo de la empresa Logista, Sociedad Anónima (RDGT de 5-9-2002, 
BOE 24-9) (CC Logista, en adelante), que dispone, en relación con el com-
plemento de transposición y bajo la rúbrica naturaleza jurídica, que:

«Se configura como una condición más beneficiosa ad personam, de 
carácter salarial, no compensable ni absorbible salvo lo establecido a tal 
efecto para los procesos de promoción, no disponible en negociación 
colectiva, que se incrementará anualmente en el mismo porcentaje que se 
aplique al salario base conforme a los sucesivos convenios colectivos de 
aplicación.»

En el referido escrito, se manifiesta que, como consecuencia de la 
instauración de un mecanismo de doble escala salarial, el CC Logista SA 
introdujo un concepto salarial, denominado complemento de transposi-
ción, integrado por la diferencia entre las retribuciones del personal de 
nuevo ingreso según tablas del convenio y del personal procedente de 
Tabacalera SA y de Midesa SA. En definitiva, el citado complemento no 
otra finalidad persiguió que respetar la mayor retribución de los trabaja-
dores incorporados a Logista SA, que hubieren venido prestando servi-
cios con anterioridad en estas otras entidades.

En el decir de la organización sindical que promueve el presente con-
flicto, la interpretación del art. 14.2.1.2 del CC Logista SA no deja lugar a 
dudas sobre el carácter no absorbible ni compensable, regla esta que 
solamente se excepciona en los supuestos de promoción. No obstante 
ello y en reunión de la Comisión Paritaria del convenio colectivo, la 
empresa defendió el criterio de que el referido complemento personal de 
transposición también es absorbible y compensable cuando se realicen 
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3826 RESOLUCIÓN de 31 de enero de 2003, de la Dirección Gene-
ral de Trabajo, por la que se dispone la inscripción en
el Registro y publicación del Acuerdo Interconfederal para
la Negociación Colectiva 2003 (ANC 2003).

Visto el texto del Acuerdo Interconfederal para la Negociación Colecti-
va 2003 (ANCE 2003), que fue suscrito con fecha 30 de enero de 2003,
de una parte, por la Confederación Española de Organizaciones Empre-
sariales (CEOE) y la Confederación Española de la Pequeña y Mediana
Empresa (CEPYME), y de otra parte, por la Confederación Sindical de
Comisiones Obreras (CC. OO) y la Unión General de Trabajadores (UGT),
y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 83.2, en relación con
el artículo 90, apartados 2 y 3, del Real Decreto Legislativo 1/1995, de
24 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto
de los Trabajadores, y en el Real Decreto 1040/1981, de 22 de mayo, sobre
registro y depósito de Convenios Colectivos de trabajo,

Esta Dirección General de Trabajo, resuelve:

Primero.—Ordenar la inscripción del citado Acuerdo Interconfederal
para la Negociación Colectiva 2003 en el correspondiente Registro de este
centro directivo, con notificación a la Comisión Negociadora.

Segundo.—Disponer su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 31 de enero de 2003.—La Directora general, Soledad Córdova
Garrido.

ACTA DE FIRMA DEL ACUERDO INTERCONFEDERAL
PARA LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA 2003 (ANC 2003)

En Madrid, siendo las doce treinta horas del día 30 de enero de 2003,
reunidas en la sede del Consejo Económico y Social de España las res-
presentaciones de la Confederación Española de Organizaciones Empre-
sariales (CEOE), la Confederación Española de la Pequeña y Mediana
Empresa (CEPYME), la Confederación Sindical de Comisiones Obreras (CC.
OO) y la Unión General de Trabajadores (UGT),

MANIFIESTAN

Primero.—Que dada la situación económica y social actual y las reper-
cusiones desfavorables que pudiera tener sobre el empleo, consideran opor-
tuno dar conjuntamente una señal de confianza que contribuya a alargar
el ciclo de crecimiento económico, mantener y crear empleo y promover
la igualdad de oportunidades y de trato, así como la competitividad de
las empresas.

Segundo.—Que la negociación colectivo del 2003 constituye un instru-
mento de primera magnitud para la consecución de tales objetivos, com-
prometiéndose a afrontar la misma teniendo en cuenta el contexto eco-
nómico y del empleo, para lo cual formulan una serie de criterios, orien-
taciones y recomendaciones.

En virtud de lo anterior,

ACUERDAN

Primero.—Que, examinado el texto del Acuerdo Interconfederal para
la Negociación Colectiva 2003 (ANC 2003), que se adjunta a la presente
acta, las representaciones signatarias consideran el mismo totalmente con-
forme con lo convenido en las negociaciones llevadas a cabo y, en con-
secuencia, aprueban el referido texto en su integridad.

Segundo.—Que, en prueba de conformidad, firman cinco ejemplares
de la presente acta y del texto del Acuerdo Interconfederal para la Nego-
ciación Colectiva 2003 (ANC 2003), que se adjunta.

Tercero.—Que se remite un ejemplar del texto a la autoridad laboral
para su depósito, registro y publicación en el «Boletín Oficial del Estado»,
para conocimiento de terceros e interesados, y por la relevancia inherente
al propio acuerdo.

ACUERDO INTERCONFEDERAL PARA LA NEGOCIACIÓN
COLECTIVA 2003 (ANC 2003)

CAPÍTULO I

Balance y consideraciones generales

La suscripción del Acuerdo Interconfederal para la Negociación Colec-
tiva de 2002 (ANC 2002), por parte de las organizaciones empresariales,
CEOE y CEPYME, y sindicales, UGT y CC. OO, supuso una novedad respecto

a los acuerdos suscritos en años anteriores, al abordar el diálogo y la
concertación social sobre criterios y contenidos aplicables en los diferentes
niveles de negociación colectiva. Negociado y firmado en un momento
de incertidumbre económica, el reto planteado era utilizar el diálogo social
para paliar los efectos que este cambio de ciclo pudiera tener sobre la
economía española, particularmente sobre el mantenimiento y la gene-
ración de empleo.

Esas características nuevas y específicas respondían a la convicción
sobre la pertinencia tanto del contenido como del carácter obligacional
del acuerdo, ya que nuestra voluntad era incidir sobre las materias que,
en muchos casos, ya configuraban la negociación colectiva para conseguir
afrontar en mejores condiciones los cambios y las diferentes coyunturas
de la economía y el empleo. Dicho de otro modo, el objetivo principal
era orientar la dirección que debía prevalecer en la negociación de los
Convenios Colectivos del año 2002, reconociendo la madurez alcanzada
por las negociaciones en los ámbitos sectoriales y en las empresas, la
complejidad a la que tiene que dar respuesta la negociación colectiva,
y la necesidad de adaptación de empresas y trabajadores a un marco
cambiante.

Asimismo, la culminación de la unión monetaria, al provocar un cambio
de marco para el desenvolvimiento económico, exigía también un nuevo
método de trabajo, más continuo, duradero y estable, en las relaciones
entre los interlocutores sociales que reforzara el papel de los mismos,
y expresara su voluntad de abordar de forma autónoma y preferente todas
las cuestiones que les competen.

La situación y perspectivas de la economía y la evolución del empleo
a finales del 2001, nos llevó a concluir que era necesario dar una «señal
de confianza» que contribuyera a prolongar el ciclo de crecimiento eco-
nómico y a mantener y, en su caso, mejorar el empleo, procediendo, en
ese sentido, a orientar la negociación colectiva de 2002 con propuestas
que permitiesen conjugar el empleo con el poder adquisitivo de los salarios,
de tal forma que se consiguiera el mejor resultado en términos de creación
de empleo.

No cabe duda de que esa generación de confianza que supuso la asun-
ción de responsabilidad contenida en el acuerdo ha colaborado en la mayor
resistencia a la desaceleración mostrada hasta la fecha por la economía
española.

Fruto de estas reflexiones y del diálogo social libre y autónomo, se
suscribió el Acuerdo para la Negociación Colectiva de 2002 como una
respuesta preventiva y comprometida de los agentes sociales ante un cam-
bio en las condiciones económicas.

Las partes signatarias del ANC 2002 nos comprometimos a evaluar
la aplicación efectiva del mismo. En general, puede afirmarse que una
buena parte de la negociación colectiva ha seguido los parámetros seña-
lados en el ANC. Este análisis debe ser matizado atendiendo a tres aspectos:
el carácter obligacional del acuerdo, basado en el respeto de los firmantes
a la autonomía de los interlocutores en el ámbito sectorial y de empresa;
la propia dinámica general de la negociación colectiva de 2002, en la que
sólo una parte de los Convenios se sometía a procesos completos de nego-
ciación, la otra correspondía a Convenios cuyos contenidos habían sido
pactados en años anteriores; y, en fin, el hecho consciente para las orga-
nizaciones firmantes de que el acuerdo requería para su plena aplicación
un mayor período de maduración, pues cualquier reforma o cambio es
de lenta recepción por parte de la negociación colectiva.

En cuanto a la evolución del empleo, con el ANC se pretendía contribuir
a su mantenimiento y creación. El menor crecimiento económico ha influido
durante el año 2002 en la reducción del ritmo de creación de empleo,
especialmente en el sector de la industria, así como en el incremento
del paro. El ajuste del empleo está afectando sobre todo al empleo temporal
y, en especial, a los jóvenes. No obstante, el año 2002 ha finalizado con
una ligera creación de empleo a la que pueden haber contribuido los cri-
terios y orientaciones establecidos en el ANC.

Durante su vigencia se ha conseguido un moderado crecimiento de
los salarios, a la vez que han ido ganando peso específico en los Convenios
Colectivos las materias de empleo y contratación, con presencia signi-
ficativa en los mismos de regulaciones de las distintas modalidades con-
tractuales y se ha agilizado la negociación colectiva. Asimismo puede dedu-
cirse una mayor receptividad hacia los temas relacionados con clasificación
profesional, jornada, contratación, igualdad de oportunidades, etc. y, por
el contrario, una menor receptividad respecto a la orientación de crear
instrumentos estables, para mejorar la capacidad de gestionar anticipa-
damente los cambios, como los observatorios sectoriales de ámbito estatal
para el empleo y la competitividad.

Por otro lado, se ha puesto de manifiesto que la negociación colectiva
es un instrumento idóneo para regular los cambios de las relaciones labo-
rales y para dar respuesta a la heterogeneidad de los sectores, a la diver-
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sidad productiva y de la organización del trabajo, así como para abordar
materias que no hace muchos años eran ajenas a la negociación colectiva.

Precisamente estos elementos, así como otros que a continuación se
ponen de manifiesto, junto a la persistencia de la situación económica,
justifican la conveniencia de suscribir un Acuerdo Interconfederal para
la Negociación Colectiva en el año 2003.

Las previsiones económicas formuladas para el año 2003 reflejan aún
incertidumbres respecto al momento en que puede producirse la recu-
peración de la situación de debilidad económica que se ha puesto de mani-
fiesto a lo largo del año 2002.

El pasado año, la actividad económica en nuestro país ha resistido
mejor que en los países de nuestro entorno el proceso de desaceleración,
sin perjuicio de que esa fortaleza pueda reflejar un retraso en el ciclo
respecto a las economías centrales de Europa. Lo anterior no debe ocultar
la negativa evolución de la inflación, sobre todo en comparación con otras
economías europeas, ni los primeros ajustes del empleo en el sector indus-
trial, así como la caída de la inversión. De persistir, tales factores acabarán
afectando a la capacidad de competir de las empresas y al empleo.

Con el objetivo de minimizar estos efectos negativos y dar de nuevo
una señal de confianza, las confederaciones firmantes hemos establecido
unos criterios en materia salarial que contribuyen al control de la inflación,
al crecimiento del empleo, al aumento de las inversiones productivas, y
a la mejora de la situación de las empresas y de la capacidad adquisitiva
de los salarios.

El mantenimiento y la creación de empleo, así como la estabilidad
del mismo; el desarrollo de mecanismos de flexibilidad interna, siempre
preferibles a la externa y a los ajustes de empleo; la formación permanente
y la mejora de las competencias y cualificaciones; el uso adecuado de
la contratación; la información y consulta a la representación de los tra-
bajadores; y el fomento de la igualdad de trato y de oportunidades cons-
tituyen elementos de respuesta a los requerimientos del cambio a tener
en cuenta en la negociación colectiva.

Asimismo, consideramos que a través de la negociación colectiva y
el diálogo social podemos contribuir a modificar el actual escenario y
avanzar en el objetivo de corregir las desigualdades que existen en las
condiciones laborales de hombres y mujeres.

Igualmente, el desarrollo de la sociedad de la información resulta
imprescindible, y debemos aprovechar las ventajas que ofrecen las tec-
nologías de la información y la comunicación. Una manifestación de este
fenómeno en el ámbito organizativo de las empresas y la ejecución de
la prestación laboral lo constituye el teletrabajo que, además, permite con-
ciliar la vida profesional y personal.

Una vez más, las Organizaciones firmantes expresamos nuestra preo-
cupación por la situación de la siniestralidad laboral en España, al tiempo
que manifestamos nuestro compromiso para corregirla en el marco de
la negociación colectiva, fomentando la cultura preventiva y el cumpli-
miento de las normas y llamando a la colaboración de todos los sujetos
implicados en su ámbito de responsabilidad.

El desarrollo y aplicación de los compromisos y objetivos que acaban
de señalarse no sería posible sin la articulación de un procedimiento ágil
de negociación de los Convenios y de resolución de las posibles discre-
pancias.

Finalmente, ante la finalización de la vigencia del acuerdo Intercon-
federal sobre Cobertura de Vacíos consideramos que se deben analizar
las situaciones derivadas de la caducidad de dicho Acuerdo con el fin
de adoptar las medidas que se estimen oportunas (fomento de la nego-
ciación o extensión).

El Acuerdo para la Negociación Colectiva del 2003 aborda el tratamiento
de este conjunto de materias con el objetivo de orientar la negociación
de los Convenios Colectivos en este ejercicio. El tratamiento de los salarios,
de la contratación, de la flexibilidad interna, de la formación profesional,
de la prevención de riesgos laborales y de la igualdad de trato y de opor-
tunidades, entre otros, en los términos en que se recogen, constituyen
elementos interrelacionados en este acuerdo que pueden favorecer la acti-
vidad empresarial y el empleo.

CAPÍTULO II

Naturaleza jurídica y ámbitos del Acuerdo Interconfederal

1. Naturaleza jurídica y ámbito funcional.—Las organizaciones signa-
tarias asumen directamente los compromisos del presente Acuerdo y se
obligan, por tanto, a ajustar su comportamiento y acciones a lo pactado,
pudiendo cada una de ellas reclamar de la otra el cumplimiento de las
tareas o cometidos acordados.

Las confederaciones firmantes, que tienen la condición de más repre-
sentativas a nivel estatal, deberán dirigirse a sus respectivas organizaciones

en los sectores o ramas de actividad para establecer con ellas, sin menos-
cabo de la autonomía colectiva de las partes, los mecanismos y cauces
más adecuados que les permitan asumir y ajustar sus comportamientos
a los criterios, orientaciones y recomendaciones previstas en este acuerdo
cuya naturaleza es obligacional.

2. Ámbito temporal.—El acuerdo estará vigente desde la fecha de su
firma hasta el 31 de diciembre del año 2003.

En el último trimestre del año, las partes signatarias valorarán la posible
renovación o prórroga del acuerdo.

3. Comisión de Seguimiento.—Se constituye una Comisión de Segui-
miento integrada por tres representantes de cada una de las organizaciones
signatarias de este acuerdo.

Dicha Comisión tendrá encomendada la interpretación, aplicación y
seguimiento de lo pactado. A requerimiento de parte, formulado a través
de alguna de las organizaciones signatarias, esta Comisión podrá inter-
poner sus buenos oficios a fin de resolver cuantas discrepancias se mani-
fiesten en la interpretación y aplicación de lo aquí previsto en la nego-
ciación de los Convenios Colectivos.

Durante la vigencia del acuerdo la Comisión de Seguimiento tendrá
encomendadas las siguientes tareas:

1. En materia de empleo de las personas con discapacidad: Analizar
aquellos factores externos al lugar de trabajo (entorno físico y cultural)
que influyen en las oportunidades de las personas con discapacidad de
obtener un empleo, así como el estudio de medidas que podrían contribuir
a eliminar los obstáculos identificados.

Instar al Gobierno para que impulse el diálogo en esta materia con
las organizaciones empresariales y sindicales por considerarlo esencial
e indispensable para la eficacia de cualquier política de desarrollo de
recursos humanos, cuyo éxito depende en gran medida de la participación
efectiva de los interlocutores sociales.

Recopilar y difundir las buenas prácticas ya existentes.
Analizar y, en su caso, formular las propuestas oportunas sobre el

papel que puede jugar la negociación colectiva para modular el cómputo
de la cuota de reserva, en función de las características específicas de
los sectores y los requerimientos concretos de determinadas ocupaciones
o tareas.

2. En materia de teletrabajo: Difundir el Acuerdo Marco Europeo sobre
Teletrabajo a través de debates, seminarios, etc.

Promover la adaptación y el desarrollo del contenido del citado acuerdo
a la realidad española, teniendo especialmente en cuenta aquellos ámbitos
en los que puede existir más interés, de manera que se impulse una mayor
y adecuada utilización del teletrabajo, favorable tanto a las empresas como
a los trabajadores.

3. En materia de nuevas tecnologías de la información y la comu-
nicación, proseguir el análisis de la incidencia de este fenómeno en las
relaciones laborales, con especial referencia a los derechos individuales
y colectivos de los trabajadores.

4. En materia de cobertura de vacíos, analizar las diferentes situa-
ciones derivadas de la caducidad del Acuerdo Interconfederal con el objeto
de tomar, en los supuestos de vacíos que todavía persistan, las medidas
oportunas en orden a favorecer la negociación o acudir al procedimiento
de extensión de Convenios.

5. Elaborar, con carácter prioritario, una relación de buenas prácticas
de igualdad de oportunidades que puedan servir de orientación a la nego-
ciación colectiva. Dicha información será difundida entre las organiza-
ciones firmantes.

6. Favorecer la promoción de observatorios sectoriales estatales,
según lo previsto en el capítulo V, apartado 2.2 de este acuerdo.

La Comisión de Seguimiento elaborará sus normas de funcionamiento
en la primera reunión que celebre.

CAPÍTULO III

Consideraciones sobre la competitividad y el empleo en 2003

1. Debilidad económica internacional.—La situación económica inter-
nacional se ha ido deteriorando a lo largo del año 2002 en las principales
áreas económicas del planeta. Adicionalmente, las previsiones de los prin-
cipales organismos internacionales para 2003 indican que existen incer-
tidumbres a la hora de predecir la superación de la situación de débil
crecimiento en la que se encuentra inmersa la actividad económica.

En lo que se refiere a los Estados Unidos, cuya recuperación tendría
la capacidad de impulsar al resto de la economía mundial, los favorables
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resultados registrados a principios de 2002, que parecían anunciar el final
de la desaceleración, aún no se han consolidado.

La respuesta de los poderes públicos a la hora de combatir la desa-
celeración económica y limitar sus repercusiones en el tiempo ha sido
muy activa en Estados Unidos. A la agresiva política de reducción del
precio del dinero llevada a cabo por la Reserva Federal, se ha sumado
una política fiscal expansiva en su doble vertiente de reducción de impues-
tos y aumento del gasto que está determinando un déficit de las cuentas
públicas del Gobierno federal.

La incipiente recuperación de esa economía se apoya fundamental-
mente en el consumo privado, que está aprovechando el abaratamiento
del precio del dinero y que, no obstante, se ve todavía lastrada por el
pinchazo de la burbuja bursátil ampliado por los escándalos financieros
y el elevado endeudamiento de los hogares.

Como el aspecto más positivo de los datos recientes de la economía
estadounidense destaca el crecimiento de la inversión en bienes de equipo
y software que podría mantenerse dadas las favorables condiciones de
financiación. Esta recuperación de la inversión, junto con la recomposición
de los inventarios, pueden situarse como origen del aumento de las impor-
taciones norteamericanas.

En Europa, la dificultad de elevar los ritmos de crecimiento real y
potencial viene haciendo patente la necesidad de mayores y mejores inver-
siones en capital físico y humano, y en tecnologías de la información y
telecomunicaciones. Su recuperación podría ser más suave en 2003 que
la de EE. UU, no alcanzando su potencial de crecimiento hasta al menos
el año 2004.

Ante la debilidad de la demanda interna de la Unión, las autoridades
monetarias han empezado a actuar con bajadas de tipos de interés, y
los gobiernos europeos están intentando impulsar la economía mediante
dos combinaciones distintas de política fiscal. Algunos países, como Ale-
mania, han declarado ya su intención de elevar los impuestos, en tanto
otros, como Inglaterra y Francia, parecen apostar por la reactivación de
la demanda interna mediante la reducción de impuestos, acompañada de
programas de liberalización.

Sería deseable que Europa aprovechara con mayor intensidad las ven-
tajas que le ofrece la unión económica y monetaria.

2. La economía española.—La apertura de la economía española al
comercio internacional provoca su sintonía con la situación de crecimiento
débil que atraviesa la economía mundial. No obstante, la actividad nacional
ha dado muestras hasta la fecha de una mayor resistencia a la desace-
leración que la de los principales países de la Unión Europea, sin perjuicio
de que esa fortaleza pueda reflejar un retraso en el ciclo respecto a las
economías centrales de Europa.

Aunque ciertamente la recuperación internacional tendrá una inciden-
cia importante en la reactivación de nuestra economía, la actitud de los
agentes económicos y, muy en particular, el diseño de la política económica
deben jugar un papel central en el apoyo de la demanda interna, tanto
por el lado de la inversión como del consumo familiar, así como de la
competitividad de las empresas.

De ahí que, junto a la adopción de este nuevo Acuerdo para la Nego-
ciación Colectiva —como hicimos en su edición precedente—, consideramos
necesario el desarrollo de unas políticas monetaria y fiscal que sitúen
la prioridad en la recuperación del crecimiento económico y la estabilidad
de precios.

A este respecto, la negativa evolución de la inflación, junto con los
primeros ajustes del empleo localizados en el sector industrial, y la caída
de la inversión han sido los tres principales problemas registrados por
la economía española en 2002.

3. Inflación y competitividad.—El fuerte repunte de los precios en
2002 ha supuesto uno de los principales obstáculos para el buen desarrollo
del ANC 2002. La previsión de inflación del 2 por 100 para diciembre
de 2002, efectuada por el Gobierno, quedó pronto superada y la progresiva
aceleración de los precios ha provocado que el ejercicio finalice con una
tasa del 4 por 100.

Los precios han subido en España a pesar del debilitamiento de la
demanda de consumo, del menor crecimiento respecto al año anterior
de los costes laborales, y de los bajos costes financieros. Al tiempo, la
inflación se ha reducido en las principales economías europeas, lo que
ha aumentado nuestro diferencial con ellas. Este hecho es preocupante
puesto que, de persistir, acabará afectando a las posibilidades de competir
de las empresas españolas y, en consecuencia, a las inversiones y al ritmo
de creación de empleo.

Las causas de este repunte de la inflación en 2002 se encuentran en
el aumento de precios de los productos energéticos y de los alimentos
no elaborados, en la subida de una serie de impuestos indirectos, tasas

y precios públicos a primeros de año, y en la puesta en circulación del
euro, con el correspondiente proceso de conversión de precios. En este
sentido, el ANC 2002 recomendó que dicha conversión se realizase de
forma estricta, rigurosa y prudente para evitar cualquier indeseable incre-
mento de la inflación derivado de ese proceso.

La insuficiencia de resultados positivos en 2002 no debilita, sin embar-
go, el compromiso por parte de las confederaciones firmantes de lucha
contra la inflación, para lo cual reiteramos, en primer lugar, el llamamiento
a la máxima prudencia a la hora de fijar y revisar precios, y reafirmamos
además la voluntad de mantener el diseño de política salarial antiinfla-
cionista que suscribimos en el pasado ANC.

La previsión de inflación del Gobierno para 2003 contenida en los
Presupuestos Generales del Estado se cifra en el 2 por 100, debiendo
realizarse un esfuerzo para homologar el crecimiento de los precios con
el de nuestros socios comunitarios. Esta previsión constituye uno de los
elementos de la política salarial que hemos acordado. Esto es necesario
para la competitividad de las empresas y también para la mejora del poder
adquisitivo de los asalariados. El comportamiento de los precios en 2002
debe ser considerado como extraordinario y, en este sentido, existen fac-
tores que apuntan hacia una mejor evolución de la inflación en 2003.

En efecto, algunos elementos que han presionado al alza los precios
en 2002, pueden perder intensidad en 2003. En este sentido apuntan las
perspectivas más optimistas del sector agrícola, la deseable desaparición
de los efectos inflacionistas generados este año por la puesta en circulación
del euro, la evolución de los costes laborales derivada de la política salarial
plasmada en el presente acuerdo, y la bajada de precio de los recursos
financieros que requieren las empresas. Queda por comprobar, como ele-
mento exógeno, la evolución de los precios del petróleo.

Todos ellos son factores que presionan hacia abajo la inflación y que,
en opinión de los firmantes, exigen un comportamiento extremadamente
cuidadoso por parte de todos los agentes que tienen capacidad para influir
en la fijación de precios y de las autoridades responsables de la política
económica, lo que debe corresponderse con una decidida flexión de las
tensiones inflacionistas.

En todo caso consideramos necesario insistir, una vez más, en la impor-
tancia de contribuir desde los sectores público y privado a lograr la esta-
bilidad de precios, eliminando comportamientos que aprovechen en cual-
quier forma la moderación general de costes para obtener aumentos de
ingresos a través de la elevación de los precios, lo que provocaría un
grave deterioro a empresas, a trabajadores y al conjunto del país.

4. Empleo y estabilidad.—El ajuste del empleo ya se ha dejado sentir
durante el primer semestre de 2002 en el sector industrial, el más expuesto
al cambio en las condiciones de los mercados internacionales. Aunque
el conjunto del año ha cerrado con una ligera creación de empleo.

En el sector de la construcción parece haberse desinflado el auge que
ha vivido el sector y con él las altas tasas de creación de empleo. Por
otro lado, el sector servicios ha ido rebajando progresivamente su tasa
de crecimiento.

Como consecuencia de que el ajuste está siendo —por el momento—
industrial, se concentra, sobre todo, entre los hombres. Asimismo, el recorte
se está produciendo fundamentalmente entre los contratados temporales,
por lo que, a su vez, afecta más a los jóvenes. De hecho, se puede esperar
un «ajuste pasivo» de la tasa de temporalidad en los próximos trimestres,
si se extiende el recorte del empleo al sector de la construcción y al de
servicios.

Paralelamente a estas primeras reducciones del empleo, se está pro-
duciendo un aumento del desempleo que afecta en mayor medida al colec-
tivo de mujeres. Éstas, junto a los jóvenes, siguen registrando una superior
tasa de desempleo.

Las perspectivas para el año en curso no son halagüeñas, a pesar del
optimismo que se desprende del cuadro macroeconómico del Gobierno,
que espera un crecimiento real de la actividad del 3 por 100 para el año
2003 y del 1,8 por 100 del empleo (frente al 1,1 por 100 de 2002), medido
en términos de puestos de trabajo equivalentes a tiempo completo.

Este escenario corre tras los pasos de Europa, donde la ralentización
y caída de la inversión ya se ha producido y las pobres perspectivas de
crecimiento de la productividad podrían generar ajustes en el mercado
de trabajo. Aunque la destrucción de empleo no se manifiesta de forma
generalizada en Europa, las tasas de creación de empleo son ya nulas.
Para este año, los organismos internacionales esperan tenues tasas de
crecimiento, que dado el perfil temporal de la recuperación pueden implicar
destrucción de empleo en los primeros trimestres de 2003.

A este respecto, y a pesar de la mejor situación comparada en nuestro
país, pretendemos con este acuerdo establecer, a través de la negociación
colectiva, unas condiciones que contribuyan también a mejorar el pano-
rama del empleo, y hacer una llamada a las empresas para que prioricen
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en todo lo posible otras formas de ajuste distintas de la destrucción de
empleo, evitando que la adaptación a una desaceleración transitoria del
ciclo de negocios pueda traducirse en una caída permanente del nivel
de empleo.

5. Inversión y productividad.—La inversión en España ha ido debi-
litándose progresivamente a lo largo de 2002. Ha mantenido cierto tono
gracias a la construcción en obra civil generada desde las Administraciones
Públicas y a la construcción residencial, donde se ha producido un fuerte
aumento de la demanda.

En cambio, la inversión en bienes de equipo ha registrado importantes
reducciones a lo largo de todo el año, lo que resulta especialmente preo-
cupante, pues es el principal impulsor de la renovación y el cambio tec-
nológico y, en consecuencia, de la mejora de la productividad y situación
competitiva de las empresas.

La ampliación de la Unión Europea hace más necesario que nuestro
aparato productivo se inscriba dentro de un modelo de competencia moder-
no, esto es, capaz de competir sobre la base de la mejora del valor añadido
y no exclusivamente a través del ajuste constante de los costes.

Debemos recordar, como ya hicimos en el ANC 2002, que tal modelo
debe contemplar los costes salariales y la flexibilidad interna, en especial
ante situaciones de dificultades de las empresas que pudieran dañar el
empleo, junto al esfuerzo permanente para acortar la diferencia que aún
nos separa de la Unión Europea en las cuestiones relativas a la cualificación
profesional, la formación, la inversión en nuevas tecnologías y la mejora
continua en la calidad de productos y servicios.

Dada la coyuntura actual, pero también con la mirada puesta en el
nuevo marco derivado de la ampliación de la Unión Europea, es preciso
que tales consideraciones sean tomadas en cuenta por empresas y tra-
bajadores.

La evolución de los costes tiene que corresponderse con las mejoras
en la productividad, pero ello no puede hacer olvidar que los productos
españoles deben ser capaces de diferenciarse en el mercado nacional e
internacional, al objeto de ser atractivos para el consumidor europeo.

Una pieza clave para ello es mejorar la capacidad de innovación tec-
nológica del aparato productivo, para lo cual es necesario impulsar la
inversión pública y privada en investigación, desarrollo e innovación.

España tiene un retraso histórico en el desarrollo de un Sistema Nacio-
nal de Ciencia y Tecnología que esté a la altura de los estándares europeos
y del lugar que ocupa en el mundo. El gasto en investigación y desarrollo
español no alcanza el 1 por 100 del producto interior bruto y se sitúa
un punto por debajo de la media de la Unión Europea, muy lejos del
objetivo del 3 por 100 establecido en la Cumbre de Barcelona para 2010.
A la escasez de recursos económicos se suma la falta de investigadores
y personal cualificado. Asimismo, la presencia del sector privado en estas
actividades es menor que en Europa y persiste todavía una importante
desconexión y descoordinación entre los centros de investigación básica
y el mundo de la empresa.

Las organizaciones empresariales y sindicales queremos hacer una lla-
mada de atención a los poderes públicos y a la sociedad española sobre
la necesidad de redoblar el esfuerzo en actividades de investigación,
desarrollo e innovación. Igualmente sería deseable la generalización de
las nuevas tecnologías como instrumento para mejorar la capacidad pro-
ductiva.

CAPÍTULO IV

Criterios en materia salarial

En el Acuerdo para la Negociación Colectiva para el año 2002, las
organizaciones empresariales y sindicales establecimos unos criterios en
materia salarial que permiten combinar la mejora moderada de la capa-
cidad adquisitiva de los salarios, el crecimiento del empleo, la mejora
de la competitividad de las empresas, el aumento de las inversiones pro-
ductivas y la contención de precios. Con ello quisimos contribuir a mini-
mizar los efectos negativos que una situación económica incierta pudiera
tener para el empleo y el crecimiento económico, dando conjuntamente
una señal de confianza.

Conscientes de que en 2003 la realidad económica y social que afron-
tamos, marcada por la situación económica internacional de crisis de expec-
tativas y persistencia de elementos de incertidumbre ante el futuro, puede
incidir negativamente en el empleo consideramos necesario reiterar los
mismos criterios en materia salarial, de forma que sigamos contribuyendo
a minimizar los efectos negativos sobre el empleo y favorezcamos el for-
talecimiento del tejido productivo.

Con tal propósito las organizaciones firmantes declaramos la intención
de llevar a cabo en el año 2003 una política de moderado crecimiento

de los salarios que permita adaptarse al contexto económico, apoyar el
descenso de la inflación y la mejora de la competitividad, potenciar las
inversiones productivas y favorecer el empleo estable y seguro.

La negociación salarial debe tomar como primera referencia la inflación
prevista, fijada por el Gobierno para el año 2003.

La credibilidad de la previsión de inflación es una base necesaria para
el modelo de negociación salarial, evitando que éste se vea sometido a
tensiones derivadas de una sustancial desviación entre el dato previsto
y el dato real registrado, lo que perjudica a las rentas y genera también
incertidumbre de costes para las empresas, como ha sucedido el pasa-
do año.

En segundo lugar, puede haber incrementos superiores a la inflación
prevista dentro de los límites derivados del incremento de la productividad.
La negociación salarial debe tener en cuenta los criterios propuestos para
apoyar el mantenimiento o, en su caso, el crecimiento del empleo en las
empresas, favoreciendo sus inversiones productivas, y para sostener la
mejora del poder adquisitivo de los salarios sobre el que, en buena medida,
se soporta el crecimiento económico y del empleo a través del aumento
del consumo.

Los Convenios Colectivos así negociados incorporarán una cláusula
de revisión salarial, sin que ello trunque el objetivo de moderación salarial.

La determinación de los salarios en la negociación colectiva basada
en esta política de moderado crecimiento de los salarios, tomando como
referencia la inflación prevista, la productividad y la cláusula de revisión
salarial, constituye un modelo apropiado para evitar espirales inflacio-
nistas nada deseables.

Asimismo, consideramos oportuno recomendar que no deben utilizarse
otras previsiones de inflación distintas de las oficiales, desaconsejándose,
en consecuencia, la identificación de otros parámetros ya sea en un ámbito
sectorial específico, ya sea en un ámbito territorial.

Debe tenerse en cuenta que el crecimiento de los salarios en Convenio
debería también tener como referencia los costes laborales unitarios, de
forma tal que la cifra resultante permita a las empresas, en particular
las abiertas a la competencia internacional, mantener, al menos, su posición
actual y no verse perjudicadas respecto a sus competidores.

La diversidad de situaciones no puede tratarse de manera uniforme,
por lo que los negociadores deberán, en cada caso, tener en cuenta las
circunstancias específicas de su ámbito para fijar las condiciones salariales,
todo ello dentro de los objetivos señalados anteriormente.

La negociación colectiva constituye un instrumento adecuado para esta-
blecer la definición y criterios de una estructura salarial (conceptos fijos
y variables) adecuada a la realidad sectorial y empresarial, teniendo en
cuenta su directa relación con los nuevos sistemas de organización del
trabajo y los incentivos a la producción, la calidad o los resultados, entre
otros.

A tal fin, en la definición de los conceptos variables deberían tomarse
en consideración criterios de objetividad y claridad en su implantación;
la delimitación de porcentajes de retribución variable sobre la retribución
total; los derechos de información y participación en la empresa de los
representantes de los trabajadores y la consideración de las realidades
específicas de cada sector o empresa.

La inclusión de la llamada cláusula de inaplicación del régimen salarial
forma parte del contenido mínimo de los Convenios Colectivos de ámbito
superior al de empresa.

En tal sentido consideramos necesario que en tales Convenios se esta-
blezcan las condiciones y procedimientos por los que podría no aplicarse
el régimen salarial a las empresas cuya estabilidad económica pudiera
verse dañada como consecuencia de tal aplicación.

CAPÍTULO V

Criterios en materia de empleo, flexibilidad interna, cualificación
profesional e igualdad de trato en el empleo

1. Criterios generales.—El mantenimiento del empleo y su creación
son objetivos generales compartidos por CEOE, CEPYME, CC.OO y UGT
a los que puede contribuir la negociación colectiva, particularmente en
la actual coyuntura económica en la que se evidencian los riesgos e incer-
tidumbres que es necesario afrontar.

La estabilidad del empleo favorece la capacidad de planificación de
las empresas, la seguridad de los trabajadores y trabajadoras, así como
su cualificación. El objetivo de estabilidad debe seguir presente en la nego-
ciación colectiva, sin perjuicio de mantener un marco de contratación
temporal que permita responder a las necesidades coyunturales de pro-
ducción de bienes y servicios.

España todavía mantiene diferencias respecto a la media de los países
de la Unión Europea en tasas de actividad, ocupación, paro y temporalidad,
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que se concentran particularmente en las mujeres y los jóvenes. Esta dife-
rente situación de partida de ambos colectivos, que ha mejorado signi-
ficativamente en los últimos años, también se ve afectada por la coyuntura
actual económica y del empleo, por lo que la promoción del empleo de
estos colectivos, la igualdad de trato y la no discriminación, deberán ser
aspectos relevantes para la negociación colectiva en 2003.

El sistema productivo español, como corresponde a una economía abier-
ta, está sometido a cambios organizativos permanentes que le obligan a
adaptarse más deprisa si quiere seguir siendo competitivo.

Ello exige articular mecanismos de flexibilidad, entre ellos las nuevas
formas de organización del trabajo, y tener en cuenta que los mecanismos
de adaptación internos son preferibles a los externos y a los ajustes de
empleo. En este contexto debe seguir siendo un objetivo conseguir el ade-
cuado equilibrio entre flexibilidad para las empresas y seguridad para
los trabajadores.

La formación permanente y el desarrollo de las competencias y de
las cualificaciones de los trabajadores constituyen, también, un instru-
mento básico para aumentar la productividad del trabajo, favorecer una
mayor extensión en el uso de las nuevas tecnologías, así como para que
los trabajadores y trabajadoras estén en mejores condiciones de preservar
el empleo y prevenir el desempleo de larga duración.

Para contribuir al mejor tratamiento de todos estos aspectos desde
la negociación colectiva consideramos que los Convenios Colectivos en
2003 deben tener en cuenta los siguientes criterios generales:

a) El mantenimiento del empleo y la promoción del mismo, espe-
cialmente entre los colectivos de trabajadores y trabajadoras con mayores
niveles de desempleo.

b) El fomento de la estabilidad del empleo como garantía de com-
petitividad para las empresas y de seguridad para los trabajadores.

c) El desarrollo permanente de las competencias y la cualificación
profesional de los trabajadores y trabajadoras.

d) El cumplimiento del principio de igualdad de trato y no discri-
minación en el empleo y en las condiciones de trabajo, así como la pro-
moción de la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres.

e) El adecuado equilibrio entre flexibilidad y seguridad, estableciendo
marcos que permitan a las empresas adaptarse internamente ante cir-
cunstancias cambiantes.

f) La incidencia de las tecnologías de la información y de la comu-
nicación en el desarrollo productivo general y en las relaciones laborales.

g) El desarrollo de instrumentos de información y de análisis para
favorecer la adecuada adaptación a los cambios productivos, así como
para el seguimiento de lo pactado en la negociación colectiva.

De otra parte, compartimos los contenidos de la Declaración Europea
sobre el Empleo de las Personas con Discapacidad (1). En el contexto
de este acuerdo expresamos nuestro deseo de contribuir a la promoción
de la integración laboral del colectivo de personas con discapacidad, a
través de las posibilidades que otorga la negociación colectiva.

Tal contribución puede resultar especialmente oportuna en un año
como el presente declarado por el Consejo de la Unión Europea «Año
europeo de las personas con discapacidad».

Durante ese período las partes firmantes se comprometen a:

Analizar aquellos factores externos al lugar de trabajo (entorno físico
y cultural) que influyen en las oportunidades de las personas con dis-
capacidad de obtener un empleo, así como al estudio de medidas que
podrían contribuir a eliminar los obstáculos identificados.

Instar al Gobierno para que impulse el diálogo en esta materia con
las organizaciones empresariales y sindicales por considerarlo esencial
e indispensable para la eficacia de cualquier política de desarrollo de
recursos humanos, cuyo éxito depende en gran medida de la participación
efectiva de los interlocutores sociales.

Recopilar y difundir las buenas prácticas ya existentes.
Analizar y, en su caso, formular las propuestas oportunas sobre el

papel que puede jugar la negociación colectiva, para modular el cómputo
de la cuota de reserva, en función de las características específicas de
los sectores y los requerimientos concretos de determinadas ocupaciones
o tareas.

2. El empleo.—El empleo es la resultante de múltiples variables, entre
ellas una política económica que lo potencie, así como un marco adecuado
de relaciones laborales que posibilite una mayor flexibilidad al tiempo
que una mayor permanencia en el empleo de los trabajadores y traba-

1 Suscrito en Bruselas, el 19 de mayo de 1999 por UNICE, CES y CEEP.

jadoras, contribuyendo así a mejorar la competitividad y el buen funcio-
namiento de las empresas.

2.1 Empleo y contratación.—El mantenimiento y la creación de empleo
es un objetivo de primera magnitud. A ello deben contribuir las orien-
taciones para la negociación colectiva, estableciendo condiciones que favo-
rezcan el desarrollo de las empresas como requisito necesario para el
crecimiento económico y para la generación de empleo.

La estabilidad del empleo es también un factor de competitividad para
las empresas así como de seguridad para los trabajadores y trabajadoras,
especialmente en situaciones de menor crecimiento de la economía. El
objetivo de estabilidad debe seguir presente en la negociación colectiva,
sin perjuicio de mantener un marco de contratación temporal que permita
responder a las necesidades coyunturales de la producción.

La legislación laboral contempla un abanico de posibilidades en materia
de contratación, y traslada competencias a la negociación colectiva para
concretar y adaptar determinados aspectos de las distintas modalidades
de contratos a las circunstancias de las empresas. De hecho se constata
el dato positivo de un tratamiento creciente en los Convenios Colectivos
de algunos de los aspectos relativos al empleo y a la contratación.

Los Convenios Colectivos, por tanto, deberán seguir avanzando en esa
dirección y asumir un papel protagonista:

De un lado, contemplando elementos como la promoción de la con-
tratación indefinida, la conversión de contratos temporales en contratos
fijos, así como la adopción de fórmulas que eviten el encadenamiento
injustificado de sucesivos contratos temporales, todo ello con el objetivo
de reducir la contratación temporal injustificada.

De otro, fomentando el uso adecuado de las modalidades contractuales
de forma tal que las necesidades permanentes de la empresa se atiendan
con contratos indefinidos y las necesidades coyunturales, cuando existan,
puedan atenderse con contratos temporales, al tiempo que se fomenta
el uso de los contratos formativos como vía de inserción laboral y cua-
lificación de trabajadores y trabajadoras.

En cuanto a las modalidades de contratación temporal y de duración
determinada, los Convenios Colectivos deberán tener en cuenta:

Los contratos de duración determinada, obra o servicio y eventual
por circunstancias de la producción deberán utilizarse cuando existan
las causas establecidas en la legislación laboral. Los Convenios podrán
identificar los trabajos y actividades objeto de este tipo de contratación.
Igualmente establecerán, cuando corresponda, criterios generales relativos
a la adecuada relación entre el volumen de la contratación eventual por
circunstancias de la producción y la plantilla total de la empresa.

La vertiente formativa y de adquisición de experiencia profesional de
los contratos para la formación y en prácticas deberá potenciarse, iden-
tificando las actividades y ocupaciones, así como las características de
la formación, de manera que se favorezca el uso de este tipo de contratos
como mecanismo de inserción laboral y cualificación profesional de los
jóvenes. La incorporación definitiva en la empresa de estos trabajadores,
una vez finalizado el contrato formativo, contribuye a la estabilidad del
empleo.

Los contratos de relevo permiten la inserción laboral y son un ins-
trumento útil para abordar renovaciones de plantilla y posibles reestruc-
turaciones.

Los contratos a tiempo parcial indefinidos permiten conjugar la esta-
bilidad del empleo con necesidades productivas variables de las empresas,
por lo que fomentar su utilización adecuada a través de la negociación
colectiva puede ser una alternativa a la contratación temporal o a la rea-
lización de horas extraordinarias en determinados supuestos. Lo mismo
cabe decir de los contratos fijos discontinuos y su utilización para las
actividades discontinuas o estacionales muy importantes en la economía
española.

La importancia y extensión de nuevas formas de organización pro-
ductiva en un contexto de externalización creciente de las actividades
por parte de las empresas ha dado lugar a regulaciones legales que esta-
blecen derechos de información para la representación legal de los tra-
bajadores. Tal es el caso de las empresas de trabajo temporal en cuanto
a la información sobre contratos de puesta a disposición, copia básica
del contrato o la orden de servicio del trabajador, o de la subcontratación
de obras y servicios regulada en el artículo 42 ET en cuanto a la información
por parte de la empresa principal y de la contratista a sus trabajadores
y a su representación legal sobre los contratos y las medidas de coor-
dinación para la prevención de riesgos laborales, aspectos todos ellos que
deberán tener en cuenta los Convenios Colectivos.
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A su vez esta organización productiva, que en ocasiones reviste una
notable complejidad, no debe suponer la inaplicación de la regulación
convencional correspondiente.

2.2 Flexibilidad y seguridad en el empleo.—La coyuntura económica
actual, tanto en España como en el contexto internacional, así como la
próxima incorporación de nuevos países a la Unión Europea -que signi-
ficará sin duda para las empresas una mayor apertura a la competencia-,
son aspectos que están ya influyendo en la evolución de los sectores pro-
ductivos, de las empresas y del empleo.

La mejora de las competencias y cualificaciones de los trabajadores,
el desarrollo de mecanismos de flexibilidad interna de la empresa, cla-
ramente preferible a los ajustes externos, así como la identificación de
instrumentos y dispositivos de análisis y diálogo pasan a ser elementos
esenciales para responder a los requerimientos del cambio.

Los Convenios Colectivos permiten tratar un conjunto de aspectos que
avanzan en dicha dirección, como son:

a) La clasificación profesional y un mayor desarrollo de las estruc-
turas profesionales basadas en grupos y, cuando proceda dentro de éstos,
en áreas funcionales. Los Convenios Colectivos deberán precisar los pro-
cedimientos para adaptar las categorías a los nuevos grupos profesionales.

b) Vinculada a la clasificación profesional, la movilidad funcional,
como instrumento de adaptación interna, debe articularse con el límite
de la idoneidad y aptitud necesaria para el desempeño de las tareas enco-
mendadas, previa realización, si ello fuera necesario, de procesos simples
formativos y de adaptación.

c) La gestión del tiempo de trabajo, la duración y redistribución de
la jornada, incluso su cómputo anual y su distribución flexible, son ele-
mentos que pueden contribuir a una mejor evolución del empleo, y a incre-
mentar la productividad del trabajo y el grado de utilización del equi-
pamiento productivo. La limitación de las horas extraordinarias que no
sean estrictamente necesarias también contribuye a la creación y man-
tenimiento del empleo. La utilización de sistemas flexibles de jornada debe
ir acompañada, en los correspondientes procesos de negociación, de las
condiciones para su realización, con el objetivo compartido de conciliar
las necesidades de las empresas con las de los trabajadores y trabajadoras,
haciendo compatible su vida laboral con la personal y familiar.

d) El desarrollo de la formación continua de los trabajadores y tra-
bajadoras como mecanismo para hacer frente a los mayores requerimientos
de cualificación y polivalencia.

El tratamiento adecuado de todas estas materias en los Convenios
Colectivos constituye una alternativa real a los ajustes de plantilla y permite
afrontar en mejores condiciones las situaciones de dificultad coyuntural
por las que puedan atravesar las empresas.

Éstas deberán ser abordadas teniendo en cuenta, cuando sea posible,
la anticipación y valoración de las consecuencias sociales. La búsqueda
de soluciones alternativas como la recolocación, la movilidad, la formación
y reciclaje, la implantación de medidas previstas en la legislación como
la suspensión del contrato o la modificación de condiciones de trabajo,
la reorganización del trabajo, incluido el tiempo de trabajo, son condiciones
a analizar frente a la utilización de recursos y medidas más drásticas.

La información y consulta a la representación de los trabajadores per-
mite su mayor corresponsabilidad en la adaptación a los cambios y en
la prevención de sus efectos y consecuencias, especialmente en los procesos
de reestructuración empresarial.

La regulación legal actual, y su concreción y desarrollo a través de
la negociación colectiva, establecen un conjunto de materias que deben
ser objeto de información y, en su caso, de consulta, a los representantes
de los trabajadores. Son las relativas a la situación económica del sector
o ámbito negocial correspondiente; las previsiones sobre el volumen y
tipo de empleo, así como la evolución prevista en el inmediato futuro;
las modalidades de contratación, los contratos de puesta a disposición
y los supuestos de subcontratación; los procesos de reconversión y rees-
tructuración de empleo; los despidos objetivos y, en su caso, las medidas
alternativas a los mismos.

De manera más específica, y al objeto de profundizar en los instru-
mentos que favorecen la cooperación entre empresas y trabajadores, duran-
te la vigencia del presente acuerdo, las organizaciones sindicales y empre-
sariales, en su ámbito de negociación, deberían:

a) Reflexionar y adoptar las decisiones que correspondan respecto
al ámbito apropiado para el tratamiento de las materias que integran el
Convenio Colectivo, de forma tal que una posible articulación de las mismas
incida en una mejor aplicación y eficacia de lo pactado. Asimismo, poten-

ciar la función de administración del Convenio por parte de las Comisiones
Paritarias.

b) Específicamente en el ámbito sectorial estatal impulsar la creación
de observatorios. La mayor apertura a la competencia internacional de
las empresas en nuestro país y su repercusión en el empleo y en las nece-
sidades de cualificación requiere capacidad de adaptación para hacer fren-
te a los requerimientos del mercado, a los cambios productivos y a los
derivados de la innovación tecnológica.

El diálogo social es un instrumento que permite a empresas y tra-
bajadores abordar estos nuevos retos en mejores condiciones.

La creación de observatorios de ámbito sectorial estatal por parte de
organizaciones empresariales y sindicales puede permitir el análisis con-
junto de las perspectivas futuras en materias tales como la posición de
las empresas en el mercado, la ampliación de la Unión Europea, el desarro-
llo tecnológico, las cuestiones medioambientales, el empleo, las necesidades
formativas, etc., con especial atención a las PYMES.

Estas tareas deberían realizarse en los ámbitos correspondientes en
estrecha asociación con los instrumentos existentes, cuando así se requiera,
entre ellos los servicios públicos de empleo, los ligados al Instituto Nacional
de Cualificaciones, o los observatorios europeos del cambio y las relaciones
industriales.

2.3 La formación permanente y el desarrollo de las competencias y
cualificaciones profesionales.—Con ocasión de la Cumbre Europea de Bar-
celona, en marzo de 2002, los interlocutores sociales europeos presentamos,
de forma conjunta, un «Marco de acción para el desarrollo permanente
de las competencias y cualificaciones» (2).

Mediante el mismo las organizaciones empresariales y sindicales euro-
peas hemos querido poner de manifiesto el interés compartido que supone
el desarrollo de competencias y la adquisición de cualificaciones.

Abordar el tratamiento de estas materias supone contar no sólo con
la participación de empresas, trabajadores y sus respectivas organizaciones
a través de la negociación colectiva, sino también con la de los poderes
públicos en los órganos pertinentes, afrontándolo en torno a cuatro prio-
ridades:

La identificación y anticipación a las necesidades de competencias
y cualificaciones.

El reconocimiento y validación de las competencias y cualificaciones.
La necesidad de informar, apoyar y orientar a empleados y empresas

en todo el proceso de desarrollo de sus competencias.
La movilización de los recursos a este fin.

Siendo todas ellas importantes son las referidas a la identificación
y anticipación de las necesidades de competencias y cualificaciones, así
como su reconocimiento y validación las que revisten mayor relevancia
ya sea en el ámbito de la empresa, ya sea en un nivel sectorial, en coo-
peración con las instituciones de educación, formación y empleo.

En el primero de los casos, en el de la empresa, la identificación y
anticipación de competencias constituye uno de los ejes de la política
de recursos humanos.

En el nivel sectorial, en su caso en colaboración con las instituciones
públicas, resulta adecuado promover la realización de estudios de nece-
sidades que permitan anticipar o identificar los cambios, así como las
necesidades que la evolución del sistema productivo impone a empresas
y trabajadores.

En todo caso, el reconocimiento y la validación debe contemplarse,
desde una perspectiva general en el marco del Sistema Nacional de Cua-
lificaciones previsto en la actual Ley Orgánica de Cualificaciones y For-
mación Profesional, que deberá basarse en contribuciones sectoriales.

La formación continua es un instrumento de gran utilidad para el
desarrollo de las competencias profesionales, que favorece la capacidad
de adaptación de trabajadores y empresas, contribuye al mantenimiento
y mejora del empleo y responde conjuntamente a las necesidades de ambos.

En este sentido, la negociación colectiva puede contribuir a estos obje-
tivos en el nivel que corresponda, sector o empresa, mediante el esta-
blecimiento de criterios respecto a las acciones formativas, en lo relativo
a iniciativas y colectivos prioritarios, desarrollo de la formación teórica
en los contratos para la formación, referencias formativas en relación con
la clasificación y movilidad, o mejora de la calidad de las acciones for-
mativas, entre otras cuestiones. Preferentemente en el ámbito sectorial
debería abordarse la realización de estudios de detección de necesidades

2 Suscrito por UNICE/UEAPME, CEEP y CES (incluyendo representantes del
Comité de Enlace CEC/Eurocuadros).
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formativas así como la promoción de herramientas aplicables a la for-
mación.

2.4 La igualdad de trato en el empleo.—La situación en el empleo
y en el desempleo no es homogénea. Determinados colectivos de traba-
jadores y trabajadoras tienen mayores dificultades en el acceso al empleo,
bien por condicionantes o prejuicios socioculturales, bien por condicio-
nantes del mercado de trabajo.

Respecto a los segundos, la negociación colectiva debe contribuir a
corregir los posibles fenómenos de desigualdad mediante el cumplimiento
del principio de igualdad de trato establecido de manera expresa en la
legislación laboral, así como a través de la promoción de actuaciones con-
cretas encaminadas a eliminar las discriminaciones directas e indirectas.
Las cláusulas generales de igualdad de trato en los Convenios Colectivos
son instrumentos adecuados para contribuir a corregir las posibles dis-
criminaciones.

Estas actuaciones pueden verse materializadas, con carácter general
en algunos colectivos, como es el caso de las mujeres, mediante su acceso
al empleo y su diversificación y promoción profesional; en el supuesto
de los jóvenes, mediante la promoción de su estabilidad laboral; en el
caso de los trabajadores inmigrantes mediante la aplicación de las mismas
condiciones que al resto de los trabajadores; y respecto a los trabajadores
con discapacidad, favoreciendo su incorporación al empleo.

Asimismo, los trabajadores y trabajadoras contratados a tiempo parcial
y con contratos temporales tendrán los mismos derechos que quienes son
contratados a jornada completa o con contratos indefinidos, respectiva-
mente, sin perjuicio de que cuando corresponda y en atención a su natu-
raleza, tales derechos sean reconocidos según lo legalmente previsto.

CAPÍTULO VI

La igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres

Durante la vigencia del ANC 2002, CEOE, CEPYME, CC. OO y UGT
hemos realizado un estudio para analizar los posibles factores que difi-
cultan la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres, incluso
los previos al momento del acceso al empleo, identificar los obstáculos
y destacar cuáles pueden ser las prácticas adecuada para fomentarla, eva-
luando también la operatividad de la negociación colectiva a estos efectos.

Fruto de ese estudio hemos identificado como los principales problemas
que tienen hoy las mujeres en el mercado de trabajo, los altos niveles
de segregación laboral por sexos, la mayor temporalidad y la insuficiencia
de servicios sociales de calidad y asequibles para la atención de los hijos
o de las personas dependientes, junto con la persistencia de factores socio-
culturales y familiares que condicionan sus opciones formativas, de ocu-
pación y de vida, dificultando su acceso al empleo, permanencia y desarro-
llo profesional.

Aunque algunos de estos factores proceden y trascienden el ámbito
de las relaciones laborales, consideramos que a través de la negociación
colectiva y el diálogo social, podemos realizar una importante contribución
para modificar el actual escenario y avanzar en el objetivo de corregir
las desigualdades que existen en las condiciones laborales de hombres
y mujeres.

La negociación colectiva debe contribuir al establecimiento de un marco
equitativo para el desarrollo de las condiciones de trabajo de hombres
y mujeres, propiciando aquellas actuaciones que eliminen los obstáculos
para tal equidad y, en su caso, acudiendo a la inclusión de acciones positivas
cuando se constate la existencia de situaciones desiguales de partida vin-
culadas a las condiciones laborales.

Del trabajo realizado se extraen las siguientes observaciones.
Las formas directas de discriminación laboral hacia las mujeres suelen

ser residuales en los textos de los Convenios. Sin embargo, en el marco
de los Convenios Colectivos hay discriminaciones de carácter indirecto
y comporta especial dificultad constatar su existencia, dado que exigiría
evaluar si de la aplicación de las medidas convenidas se derivan efectos
negativamente desiguales para el colectivo femenino con respecto al mas-
culino.

Las consideraciones generales junto con las buenas prácticas que se
compromete a difundir la Comisión de Seguimiento tienen por objeto orien-
tar sobre aquellos aspectos que pueden incidir positivamente en materia
de acceso y permanencia de las mujeres en el empleo, en condiciones
de igualdad con los hombres y corregir aquellas prácticas que puedan
estar siendo un obstáculo para el derecho a la igualdad de oportunidades
que establecen las normales legales nacionales y comunitarias.

A esos efectos se da la consideración de «buena práctica» a aquellas
cláusulas que contribuyen al avance de la igualdad entre hombres y mujeres
en un determinado contexto. Las cláusulas generales de igualdad de trato
en los Convenios son instrumentos adecuados para contribuir a corregir
las posibles discriminaciones.

Ese conjunto de buenas prácticas va a permitir mostrar un abanico
de posibilidades en el tratamiento dado en los Convenios a distintas mate-
rias, que pueden favorecer la eliminación de discriminaciones directas
o indirectas, e impulsar medidas positivas que ayuden a la integración
laboral de las mujeres en todas las ocupaciones y sectores de actividad.

Las organizaciones firmantes consideramos adecuados para su trata-
miento por la negociación colectiva, los siguientes criterios generales:

La adopción de cláusulas declarativas antidiscriminatorias, que pueden
incluirse como principio general o reproducirse en apartados concretos
del Convenio.

La adecuación del contenido de los Convenios Colectivos a la normativa
vigente o, en su caso, la mejora de la misma, eliminando aquellas cláusulas
que estén superadas por modificaciones normativas. Esta adecuación se
extiende también a los contenidos en materia de prevención de riesgos
laborales para la maternidad, la lactancia y la reproducción, así como
el tratamiento del acoso sexual.

La inclusión de cláusulas de acción positiva para fomentar el acceso
de las mujeres, en igualdad de condiciones, a sectores y ocupaciones en
los que se encuentren subrepresentadas.

El estudio y, en su caso, el establecimiento de sistemas de selección,
clasificación, promoción y formación, sobre la base de criterios técnicos,
objetivos y neutros por razón de género.

La eliminación de denominaciones sexistas en la clasificación profe-
sional (categorías, funciones, tareas).

La reciente modificación del artículo 28 del Estatuto de los Traba-
jadores, debería conllevar la revisión y, en su caso, subsanación de las
diferencias retributivas que pudieran existir por una inadecuada aplicación
del principio de igualdad de retribución por trabajos de igual valor.

A efectos de lo anterior, resultaría de utilidad el análisis y aplicación,
en su caso, de sistemas de valoración de los puestos de trabajo, que per-
mitan evaluar periódicamente el encuadramiento profesional.

La incorporación de medidas sobre jornada laboral, vacaciones, pro-
gramación de la formación, que permitan conciliar las necesidades pro-
ductivas y las de índole personal o familiar.

La evaluación de la aplicación del Convenio desde la perspectiva de
la igualdad de oportunidades, a través del seguimiento realizado por la
Comisión Paritaria, que se dotará, en su caso, del correspondiente ase-
soramiento. Si se considera oportuno, tal tarea se delegará en Comisiones
de trabajo específicas.

CAPÍTULO VII

El teletrabajo: Acuerdo Marco Europeo sobre Teletrabajo

La progresiva transformación de la sociedad tradicional en una socie-
dad de la información incide en los hábitos de las personas, en su forma
de trabajar, en el ocio, en las relaciones interpersonales y en las comu-
nicaciones, al mismo tiempo que introduce un determinante factor de com-
petitividad en el mundo empresarial.

Es previsible que el actual escenario en el que se ubican las empresas
y sus trabajadores venga marcado por el desarrollo de las tecnologías
de la información y de la comunicación (TIC), que ya está incidiendo
en los mercados de trabajo de las sociedades avanzadas.

Los datos más recientes indican que en estos momentos un 3 por 100
de la población ocupada española (3) ya lo está en sectores relacionados
con las tecnologías de la información.

Resulta patente que la innovación ha aumentado la demanda de tra-
bajadores cualificados y está creando nuevos empleos en el ámbito de
la sociedad de la información. Al mismo tiempo, hay que destacar que
también ha modificado las cualificaciones requeridas en otros ámbitos
y ha aumentado los requerimientos en competencias tecnológicas fuera
del propio sector de las tecnologías de la información y la comunicación.

En la Cumbre de Lisboa (marzo 2000), además de remarcar los objetivos
de creación de empleo, señalando indicadores, se promovió un grupo de
alto nivel para que evaluara las oportunidades y los desafíos de las rela-
ciones laborales en un entorno cambiante, prever su evolución e identificar
los factores fundamentales de éxito en la gestión del cambio y la mejora
de la calidad. Este grupo, presentó su informe en enero de 2002 y, en
concreto, en el apartado dedicado al cambio tecnológico y la economía
del conocimiento, afirma que las nuevas tecnologías y la aparición de
una sociedad del conocimiento son elementos clave del cambio en la UE
y la prosperidad económica dependerá, en gran medida, de la capacidad
de desarrollar y de aplicar recursos de conocimiento en apoyo de su ren-
dimiento económico y social.

3 Datos correspondientes al tercer trimestre de 2002.
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Nuestro país no puede quedarse al margen del desarrollo de la sociedad
de la información y resulta imprescindible aprovechar las ventajas que
ofrecen las herramientas propias de la nueva revolución tecnológica.

Una de las formas innovadoras de organización y ejecución de la pres-
tación laboral derivada del propio avance de las nuevas tecnologías es
el teletrabajo, que permite la realización de la actividad laboral fuera de
las instalaciones de la empresa.

Aunque se trata de una práctica aún muy incipiente en España, existen
ya experiencias iniciadas por diversas empresas y sectores que ofrecen
una respuesta a las peculiaridades de esta forma de organización o desarro-
llo del trabajo.

El grado de acierto de cualquier iniciativa que se emprenda en este
ámbito dependerá de la receptividad que muestre a esas experiencias y
a los elementos que configuran el Acuerdo Marco Europeo sobre el Tele-
trabajo (4).

Dicho acuerdo parte del reconocimiento por los interlocutores sociales
del teletrabajo como un medio de modernizar la organización del trabajo
para las empresas y conciliar vida profesional y personal para los tra-
bajadores, permitiendo una mayor autonomía en la realización de sus
tareas.

Las organizaciones firmantes compartimos en su totalidad el Acuerdo
Marco Europeo sobre Teletrabajo ya que es un instrumento especialmente
útil para facilitar y extender la introducción del teletrabajo en las empresas
y resolver algunas dudas que venían surgiendo en determinados aspectos
del campo laboral en relación con el teletrabajo.

Consideramos oportuno destacar especialmente algunos de los criterios
del Acuerdo Marco Europeo que pueden ser utilizados por las empresas
y por los trabajadores y sus representantes como base para mantener
el equilibrio necesario entre flexibilidad y seguridad, así como para mejorar
la productividad de las empresas. Dichas orientaciones están relacionadas
con el concepto del teletrabajo, su carácter voluntario y la igualdad de
derechos del teletrabajador respecto a los restantes trabajadores.

En relación con el primer punto, el acuerdo europeo viene referido
a una forma de organizar o realizar un trabajo, utilizando las tecnologías
de la información, en el marco de una relación laboral por cuenta ajena
en la que un trabajo, que también hubiera podido ser realizado en las
instalaciones de la empresa, se realiza fuera de esas instalaciones de mane-
ra regular.

Por otra parte, es también destacable el carácter voluntario del tele-
trabajo, tanto para el trabajador como para la empresa. El teletrabajo
puede formar parte de la descripción inicial del puesto de trabajo o se
puede iniciar de manera voluntaria posteriormente.

Si el teletrabajo no forma parte de la descripción inicial del puesto,
y si el empresario presenta una oferta de teletrabajo, el trabajador puede
aceptar o rechazar dicha oferta. Si el trabajador expresa el deseo de pasar
al teletrabajo, el empresario puede aceptar o rechazar esta petición.

Como sólo modifica la manera de realizar el trabajo, el paso al tele-
trabajo en sí no modifica el estatuto laboral del teletrabajador. En ese
caso el rechazo por parte del trabajador a prestar sus servicios en régimen
de teletrabajo no es en sí motivo de rescisión de la relación laboral ni
de modificación de las condiciones de empleo de este trabajador.

Si el teletrabajo no forma parte de la descripción inicial del puesto,
la decisión de pasar al teletrabajo es reversible por acuerdo individual
o colectivo. La reversibilidad puede implicar una vuelta al trabajo en los
locales del empresario a petición del trabajador o del empresario. Las
modalidades de dicha reversibilidad se establecen por acuerdo individual
o colectivo.

En lo que se refiere a las condiciones de empleo, los teletrabajadores
tendrán los mismos derechos, garantizados por la legislación y los Con-
venios Colectivos aplicables, que los trabajadores comparables que trabajan
en las instalaciones de la empresa. No obstante, dadas las peculiaridades
del teletrabajo, podrán ser necesarios acuerdos específicos complemen-
tarios, colectivos o individuales.

Más allá de estas orientaciones básicas, la introducción del teletrabajo
puede, en su caso, traer consigo la conveniencia de que se pacten, si se
considera oportuno, situaciones más específicas relacionadas con distintos
aspectos (privacidad, confidencialidad, prevención de riesgos, instalacio-
nes, formación e información al teletrabajador, etc) sobre las que el Acuerdo
Marco Europeo, que figura como anexo de este ANC, contiene unas pautas
que pueden resultar de utilidad.

Igualmente, será necesario realizar un esfuerzo de difusión de este
Acuerdo Marco Europeo por las organizaciones firmantes, así como en
la sociedad a través de debates, seminarios, etc.

4 Suscrito el 16 de julio de 2002 por UNICE/UEAPME, CEEP y CES (incluyendo
representantes del Comité de Enlace CEC/Eurocuadros).

Las organizaciones empresariales y sindicales firmantes nos compro-
metemos durante la vigencia de este acuerdo a promover la adaptación
y el desarrollo de su contenido a la realidad española, teniendo espe-
cialmente en cuenta aquellos ámbitos en los que puede existir más interés,
de manera que se impulse una mayor y adecuada utilización del teletrabajo,
favorable tanto a las empresas como a los trabajadores.

CAPÍTULO VIII

Criterios en materia de seguridad y salud en el trabajo

Como reiteradamente hemos puesto de manifiesto, y se destacó con
motivo del ANC 2002, CC. OO, UGT, CEOE y CEPYME compartimos la
preocupación por la situación de la siniestralidad laboral en España y
manifestamos nuestro compromiso y disposición para contribuir con
mayor eficacia a la prevención de riesgos laborales.

En esta línea entendemos que se debe fomentar la cultura preventiva
y el cumplimiento de las normas como elementos centrales de una estra-
tegia a corto, medio y largo plazo, para una constante mejora de la seguridad
y la salud en el trabajo.

El objetivo, por tanto, debe ser facilitar su aplicación concreta, espe-
cialmente, en las pequeñas y medianas empresas.

En consonancia con lo anterior, creemos que los sujetos colectivos
públicos y privados deben colaborar entre sí, de acuerdo con sus capa-
cidades y potencialidades, en la transmisión de las actitudes preventivas,
incluso más allá del centro de trabajo en donde son exigibles, es decir,
en el conjunto de la sociedad.

Así consideramos que es necesario adoptar un criterio común en deter-
minadas áreas para coadyuvar a los objetivos antes definidos.

En tal sentido, estimamos que la actuación de prevención de riesgos
laborales en la empresa debe estar integrada y poder ser llevada a cabo
de forma programada, es decir, por fases, permitiendo iniciar, aplicar y
mantener las actividades preventivas que sea necesario realizar a lo largo
del tiempo, conforme a un plan preestablecido.

Asimismo, conscientes de la problemática que encierra la obligación
de los empresarios de garantizar la vigilancia periódica del estado de salud
de los trabajadores a su servicio, nos comprometemos a promover los
principios generales y criterios de aplicación práctica, elaborados de común
acuerdo para la Mesa de Diálogo Social en Materia de Prevención de Riesgos
Laborales, con el fin de hacer efectiva la vigilancia y control de la salud
de los trabajadores en el trabajo.

Por lo que hace al contexto concreto de la negociación colectiva,
se ofrecen en este Acuerdo Interconfederal de Negociación Colectiva
para 2003 los siguientes criterios sobre seguridad y salud en el trabajo:

En materia de vigilancia de la salud:

Aunque entre las pautas para vigilar el estado de salud de un trabajador
se incluya el reconocimiento médico, convendría que, a efectos de dife-
renciar la obligación empresarial de garantizar la vigilancia periódica del
estado de salud de los trabajadores a su servicio (en función de los factores
de riesgo no eliminados), se utilizasen los términos vigilancia de la salud,
así como los de exámenes de salud, para así diferenciarlos de los reco-
nocimientos médicos generales o inespecíficos que no sustituyen, ni deben
confundirse, con los antedichos exámenes de salud.

Además, la Orden del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales
de 31 de enero de 2002, determinó la exclusividad para dicho año de
efectuar, con cargo a cuotas, reconocimientos médicos de carácter general
o inespecíficos, que suelen conllevar escaso valor preventivo en relación
con los riesgos laborales.

Por ello, en los Convenios Colectivos, debe avanzarse en la paulatina
sustitución de los mismos por exámenes de salud específicos, dirigidos
a un cumplimiento adecuado de la normativa vigente en esta materia,
articulando fórmulas de transitoriedad, en los casos que proceda.

El ámbito idóneo para pactar estas cuestiones es el sectorial más amplio
posible, sin perjuicio de la conveniencia de la revisión sobre reconoci-
mientos médicos inespecíficos que pudieran existir en ámbitos inferiores.

En materia de formación:

La formación sobre los riesgos presentes en sus puestos de trabajo
se demuestra como una de las herramientas más adecuadas para fomentar
la cultura preventiva y los cambios actitudinales. Por ello, en los Convenios
Colectivos de ámbito sectorial o inferior, es recomendable incluir, de forma
orientativa, el contenido de la formación específica según los riesgos de
cada puesto de trabajo o función, agrupando así los criterios formativos,
y el número de horas de formación o, en su caso, de adiestramiento, de
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manera homogénea, por riesgos y puestos de trabajo de cada sector; y
con independencia de la formación acorde con los factores de riesgo de
cada puesto de trabajo concreto en cada empresa individualmente con-
siderada.

En otro orden de cosas, en la negociación colectiva, de cualquier ámbito,
pero preferentemente sectorial, se puede concretar el número de horas
de formación de los Delegados de Prevención en función de la peligrosidad
de la actividad.

Otras materias:

Igualmente, es recomendable que el crédito horario de los Delegados
de Prevención y la constitución en los Convenios Colectivos de Comisiones
Paritarias que tengan como fin primordial el análisis, estudio y propuesta
de soluciones en materia de prevención de riesgos laborales, se incluya
en Convenios Colectivos del ámbito sectorial y territorial más amplio
posible.

Asimismo, resulta de utilidad que, desde el ámbito sectorial, se iden-
tifiquen los déficit y necesidades en materia de prevención de riesgos
laborales a partir de un diagnóstico de la situación de la definición de
objetivos generales y específicos y, eventualmente, de programas de actua-
ción y seguimiento de la integración y desarrollo de la prevención de
riesgos laborales en las empresas.

Lo anterior puede facilitar y orientar la actuación preventiva en las
empresas mediante la elaboración de su correspondiente plan de preven-
ción de riesgos.

También pueden negociarse en los ámbitos sectoriales otras formas
de designación de los Delegados de Prevención y los criterios de coo-
peración de éstos en la aplicación y fomento de las medidas de prevención
y de protección adoptadas en las empresas.

Por otro lado, en los Convenios Colectivos es conveniente abordar las
cuestiones sobre los procedimientos de consulta relativos al proceso de
identificación, análisis y evaluación de riesgos en las empresas, y pla-
nificación de la actividad preventiva.

Dicho proceso, clave en la actuación preventiva, es continuo incluyendo,
llegado el caso, su revisión y actualización en función de diversas cir-
cunstancias (la siniestralidad, la introducción de nuevas tecnologías o pro-
cesos productivos, los riesgos durante el embarazo o maternidad de la
mujer trabajadora, la reproducción, etc.).

CAPÍTULO IX

Criterios generales del procedimiento negociador

El presente acuerdo debe contribuir a facilitar la negociación de los
Convenios Colectivos, para lo cual consideramos necesario impulsar el
deber de negociar en los términos legalmente previstos, así como la uti-
lización de los diferentes procedimientos de autocomposición de conflictos.

A la vez manifestamos nuestra voluntad de favorecer una aplicación
y administración de los Convenios lo más fluida posible.

En relación con lo anterior, deben ser tenidas en cuenta determinadas
recomendaciones, enmarcadas en el principio de buena fe, tales como:

Iniciar de inmediato los procesos de negociación una vez producida
la denuncia de los Convenios, e intercambiar la información que facilite
la interlocución en el proceso de negociación y una mayor correspon-
sabilidad en la aplicación de lo pactado.

Mantener la negociación abierta por ambas partes hasta el límite de
lo razonable.

Formular propuestas y alternativas por escrito, en especial ante situa-
ciones de dificultad en la negociación.

De acuerdo con lo previsto en los sistemas de autocomposición de
los conflictos de carácter estatal (Segundo Acuerdo sobre Solución Extra-
judicial de Conflictos Laborales) o de Comunidad Autónoma, acudir a
ellos sin dilación cuando existan diferencias sustanciales, debidamente
constatadas, que conlleven el bloqueo de la negociación correspondiente.

De conformidad con lo previsto en el ASEC, fomentar la utilización
de estos servicios para la solución de las discrepancias surgidas en los
períodos de consultas regulados en los artículos 40, 41, 47 y 51 del ET
(movilidad geográfica, modificación sustancial de condiciones de trabajo,
suspensión y despidos colectivos).

Impulsar fórmulas y procedimientos que posibiliten un funcionamiento
más eficaz de las Comisiones Paritarias o Mixtas de los Convenios y una
mejor y más completa regulación de las mismas con vistas al efectivo
seguimiento y cumplimiento de los compromisos adquiridos.

Fomentar la adhesión de sectores y empresas a los acuerdos sobre
solución extrajudicial de conflictos, para conseguir una mayor eficacia

y utilización de los instrumentos de mediación y arbitraje y para reforzar
la autonomía colectiva.

El Acuerdo Interconfederal sobre Cobertura de Vacíos finalizó su vigen-
cia el 31 de diciembre de 2002, por lo que las partes consideran que
se deben analizar las diferentes situaciones derivadas de la caducidad
de dicho Acuerdo con el objeto de tomar, en los supuestos de vacíos que
todavía persistan, las medidas oportunas en orden a favorecer la nego-
ciación o acudir al procedimiento de extensión de Convenios.

En atención al tiempo transcurrido desde la reforma del artículo 92.2
del Estatuto de los Trabajadores relativo a la extensión de Convenios Colec-
tivos, y a que el Gobierno no ha aprobado el Reglamento a que alude
dicho precepto, las partes consideran oportuno dirigirse de manera inme-
diata al Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales con el fin de conocer
los motivos que han llevado a la no aprobación de la propuesta formulada
conjuntamente por los firmantes y adoptar las iniciativas que procedan.

ANEXO AL ACUERDO INTERCONFEDERAL PARA LA NEGOCIACIÓN
COLECTIVA 2003 (ANC 2003)

Acuerdo Marco Europeo sobre el Teletrabajo

Acuerdo Marco sobre el Teletrabajo (1)

1. Consideraciones generales.—En el marco de la Estrategia Europea
para el Empleo, el Consejo Europeo invitó a los interlocutores sociales
a negociar acuerdos para modernizar la organización del trabajo, inclu-
yendo acuerdos de trabajo flexible, con el objetivo de mejorar la produc-
tividad y la competitividad de las empresas y de conseguir el equilibrio
necesario entre flexibilidad y seguridad.

La Comisión Europea, en la segunda fase de consultas a los inter-
locutores sociales sobre la modernización y la mejora de las relaciones
de trabajo, invitó a los interlocutores sociales a iniciar las negociaciones
sobre teletrabajo. El 20 de septiembre de 2001, la CES (y el Comité de
enlace EUROCADRES/CEC), la UNICE/UEAPME y la CEEP anunciaron
su intención de comenzar las negociaciones para lograr un acuerdo que
fuera puesto en práctica por las organizaciones miembros de las partes
firmantes en los Estados miembros y en los países del Espacio Económico
Europeo. Mediante estas negociaciones querían contribuir a preparar la
transición a una economía y una sociedad basadas en el conocimiento,
tal como se acordó en el Consejo Europeo de Lisboa.

El teletrabajo cubre un amplio abanico de situaciones y prácticas sujetas
a cambios rápidos. Por esa razón, los interlocutores sociales han elegido
una definición de teletrabajo que permita cubrir las diferentes formas
de teletrabajo regular.

Los interlocutores sociales consideran que el teletrabajo es tanto un
medio para que las empresas y organizaciones de servicios públicos moder-
nicen la organización del trabajo, como un medio para que los trabajadores
concilien vida profesional y vida social y gocen de una mayor autonomía
en el cumplimiento de sus tareas. Si Europa desea conseguir el mejor
provecho de la sociedad de la información, debe promover esta nueva
forma de organización del trabajo, de forma que la flexibilidad y la segu-
ridad vayan juntas, que se favorezca la calidad de los empleos y que se
incrementen las oportunidades de las personas con discapacidad en el
mercado de trabajo.

Este acuerdo voluntario tiene por objeto establecer un marco general
a nivel europeo, que sea de aplicación para las organizaciones miembros
de las partes firmantes según los procedimientos y las prácticas nacionales
específicas para los interlocutores sociales. Las partes firmantes invitan
también a sus organizaciones miembros en los países candidatos a poner
en práctica este acuerdo.

La aplicación de este acuerdo no constituye una razón válida para
reducir el nivel general de protección debida a los trabajadores en el campo
del presente acuerdo. Con la aplicación de este acuerdo, las organizaciones
miembros de las partes firmantes evitan imponer cargas innecesarias sobre
las PYME.

Este acuerdo no prejuzga el derecho de los interlocutores sociales a
lograr, al nivel adecuado, incluso a nivel europeo, acuerdos que adapten
y/o complementen este acuerdo de una forma que tenga en cuenta las
necesidades específicas de los interlocutores sociales afectados.

2. Definición y ámbito.—El teletrabajo es una forma de organización
y/o de realización del trabajo, con el uso de las tecnologías de la infor-

(1) La versión oficial de este Acuerdo está en lengua inglesa.
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mación, en el marco de un contrato o de una relación de trabajo, en la
que un trabajo, que hubiera podido ser realizado igualmente en los locales
del empleador, se efectúa fuera de estos locales de manera regular.

El presente acuerdo afecta a los teletrabajadores. Se entiende por tele-
trabajador toda persona que efectúa un teletrabajo tal como se ha definido
en el párrafo anterior.

3. Carácter voluntario.—El teletrabajo es voluntario para el trabajador
y el empleador afectados. El teletrabajo puede formar parte de una des-
cripción inicial del puesto de trabajo, o puede ser acordado de manera
voluntaria posteriormente.

En ambos casos, el empleador proporciona al teletrabajador las infor-
maciones escritas pertinentes, conforme a la directiva 91/533/CEE, que
incluye la información sobre los Convenios Colectivos aplicables, una des-
cripción del trabajo que hay que realizar, etc. Las peculiaridades del tele-
trabajo requieren normalmente información escrita complementaria sobre
cuestiones como el departamento de la empresa al que el trabajador está
adscrito, su inmediato superior u otras personas a las que puede dirigir
preguntas de naturaleza profesional o personal, modalidades de entrega
de informes, etc.

Si el teletrabajo no forma parte de la descripción inicial del puesto
de trabajo, y el empleador hace una oferta de teletrabajo, el trabajador
puede aceptar o rechazar la oferta. Si un trabajador expresa su deseo
de optar a un teletrabajo, el empleador puede aceptar o rechazar la petición.

El paso al teletrabajo como tal, puesto que sólo modifica la forma
en que se realiza el trabajo, no modifica el estatuto laboral del teletra-
bajador. El rechazo del trabajador a una oferta de teletrabajo no es, en
sí misma, una razón para resolver la relación de empleo o cambiar los
términos y condiciones de empleo de ese trabajador.

Si el teletrabajo no forma parte de la descripción inicial del puesto,
la decisión de pasar a teletrabajo es reversible por acuerdo individual
y/o colectivo. La reversibilidad puede implicar una vuelta al trabajo en
los locales del empleador a petición del trabajador o del empleador. Las
modalidades de esta reversibilidad se establecen mediante acuerdo indi-
vidual y/o colectivo.

4. Condiciones de empleo.—En lo que se refiere a las condiciones
de empleo, los teletrabajadores tienen los mismos derechos, garantizados
por la legislación y los Convenios Colectivos aplicables, que los trabajadores
comparables en los locales de la empresa. No obstante, para tener en
cuenta las particularidades del teletrabajo, pueden ser necesarios acuerdos
específicos complementarios colectivos y/o individuales.

5. Protección de datos.—El empleador es responsable de adoptar las
medidas adecuadas, especialmente respecto al software, para garantizar
la protección de los datos usados y procesados por el teletrabajador con
fines profesionales.

El empleador informa al teletrabajador de toda la legislación y normas
de la empresa pertinentes sobre la protección de datos.

Es responsabilidad del teletrabajador cumplir estas normas.
El empleador informa al teletrabajador, en especial de:

Todas las restricciones sobre el uso de los equipos o útiles informáticos
tales como Internet.

Las sanciones en caso de no respetarlo.

6. Vida privada.—El empleador respeta la vida privada del teletra-
bajador.

Si se coloca cualquier tipo de sistema de control, ha de ser proporcional
al objetivo e introducido conforme a la Directiva 90/270, sobre pantallas
de visualización de datos.

7. Equipos.—Todas las cuestiones relativas a los equipos de trabajo,
a la responsabilidad y a los costes están definidas claramente antes de
comenzar el teletrabajo.

Como regla general, el empleador está encargado de proporcionar, ins-
talar y mantener los equipos necesarios para el teletrabajo regular, excepto
si el teletrabajador utiliza su propio equipo.

Si el teletrabajo se realiza de manera regular, el empleador compensa
o cubre los costes causados directamente por el trabajo, en particular
los relativos a las comunicaciones.

El empleador proporciona al teletrabajador un servicio adecuado de
apoyo técnico.

El empleador es responsable, de acuerdo con la legislación nacional
y los Convenios Colectivos, de los costes debidos a la pérdida o daño
del equipo y los datos utilizados por el teletrabajador.

El teletrabajador tiene que cuidar adecuadamente el equipo que se
le proporciona y no recoger o difundir material ilícito mediante Internet.

8. Salud y Seguridad.—El empleador es responsable de la protección
de la salud y seguridad profesional del teletrabajador, conforme a la Direc-
tiva 89/391 y a otras Directivas específicas, la legislación nacional y los
Convenios Colectivos pertinentes.

El empleador informa al teletrabajador sobre la política de la empresa
en materia de salud y seguridad en el trabajo, en particular sobre las
exigencias relativas a las pantallas de visualización. El trabajador aplica
estas políticas de seguridad correctamente.

Con el fin de verificar la aplicación correcta de las disposiciones per-
tinentes en materia de salud y seguridad, el empleador, los representantes
de los trabajadores y/o las autoridades competentes tienen acceso al lugar
de teletrabajo, dentro de los límites de la legislación y los Convenios Colec-
tivos nacionales. Si el teletrabajador trabaja en el domicilio, dicho acceso
está sujeto a notificación previa y al acuerdo de éste. El teletrabajador
tiene derecho a solicitar visitas de inspección.

9. Organización del trabajo.—En el marco de la legislación, los Con-
venios Colectivos y las reglas de empresa aplicables, el teletrabajador ges-
tiona la organización de su tiempo de trabajo.

La carga de trabajo y los criterios de resultados del teletrabajador
son equivalentes a los de los trabajadores comparables en los locales del
empleador.

El empleador garantiza que se tomen medidas para prevenir el ais-
lamiento del teletrabajador con respecto a los demás trabajadores de la
empresa, dándole oportunidad de reunirse regularmente con sus compa-
ñeros de trabajo y de acceder a las informaciones de la empresa.

10. Formación.—Los teletrabajadores tienen el mismo acceso a la for-
mación y a las oportunidades para desarrollar su carrera que los tra-
bajadores comparables en los locales del empleador y están sujetos a las
mismas políticas de evaluación que los otros trabajadores.

Los teletrabajadores reciben una formación adecuada, orientada hacia
el equipo técnico a su disposición y a las características de esta forma
de organización del trabajo. El supervisor y los compañeros directos del
teletrabajador pueden necesitar también formación sobre esta forma de
trabajo y su gestión.

11. Derechos colectivos.—Los teletrabajadores tienen los mismos dere-
chos colectivos que los trabajadores en los locales del empleador. No se
ponen obstáculos a la comunicación con los representantes de los tra-
bajadores.

Los teletrabajadores están sujetos a las mismas condiciones de par-
ticipación y de elegibilidad en las elecciones para las instancias repre-
sentativas de los trabajadores o que prevén una representación de los
trabajadores. Los teletrabajadores están incluidos en los cálculos para
determinar los límites para los órganos con representación de los tra-
bajadores, conforme a las legislaciones europeas y nacionales, los Con-
venios Colectivos y las prácticas nacionales. El centro de trabajo al que
el teletrabajador estará adscrito para ejercer sus derechos colectivos se
precisa desde el principio.

Los representantes de los trabajadores son informados y consultados
sobre la introducción del teletrabajo, de conformidad con las legislaciones
europeas y nacionales, los Convenios Colectivos y las prácticas nacionales.

12. Aplicación y seguimiento.—En el marco del artículo 139 del Tra-
tado, este acuerdo marco europeo será aplicado por los miembros de UNI-
CE/UEAPME, CEEP y CES (y el Comité de enlace EUROCADRES/CEC)
según los procedimientos y prácticas específicas de los interlocutores socia-
les en los Estados miembros.

Esta puesta en práctica se realizará en los tres años siguientes a la
fecha de firma de este acuerdo.

Las organizaciones miembros informarán sobre la aplicación de este
acuerdo a un grupo «ad hoc» creado por las partes firmantes bajo res-
ponsabilidad del comité de diálogo social. Este grupo «ad hoc» preparará
un informe conjunto sobre las acciones de aplicación emprendidas. Este
informe se preparará en los cuatro años siguientes a la fecha de firma
de este acuerdo.

En el caso de que surjan cuestiones sobre el contenido de este acuerdo,
las organizaciones miembros implicadas pueden acudir de forma conjunta
o separada a las partes firmantes del acuerdo.

Las partes firmantes revisarán el acuerdo cinco años después de la
fecha de firma, si así lo solicita una de ellas.
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29. Nombre del proyecto: Plan de fomento, orientación, formación y
coordinación del voluntariado (Médicos
del Mundo).

Ámbito territorial: Avilés, Gijón y Oviedo.

30. Nombre del proyecto: «Pueblos Solidarios» (Asociación El
Prial-Infiesto).

Ámbito territorial: Piloña, Parres, Cangas de Onís, Ponga,
Amieva Onís, Cabrales, Las Peñamelle-
ras, Ribadedeva, Llanes, Ribadesella y
Colunga.

Total aportación de la Comu-
nidad Autónoma: 207.439,79 euros.

Total aportación del Minis-
terio de Trabajo y Asuntos
Sociales: 99.076,64 euros.

3901 RESOLUCIÓN de 10 de febrero de 2003, de la Dirección
General de Trabajo, por la que se dispone la inscripción
en el Registro y publicación del Acuerdo sobre complemento
salarial correspondiente a la Comunidad Autónoma de
Castilla y León del IV Convenio Colectivo de Empresas de
Enseñanza Sostenidas Total o Parcialmente con Fondos
Públicos.

Visto el texto del Acuerdo sobre complemento salarial correspondiente
a la Comunidad Autónoma de Castilla y León remitido por la Comisión
Paritaria del IV Convenio Colectivo de Empresas de Enseñanza Sostenidas
Total o Parcialmente con Fondos Públicos, dando cumplimiento a lo pre-
visto en la disposición adicional sexta del Convenio (publicado en el «Bo-
letín Oficial del Estado» de 17 octubre de 2000) (código Convenio núme-
ro 9908725) que fue suscrito con fecha 11 de julio de 2002, de una parte
por Educación y Gestión de Castilla y León, en representación de las empre-
sas del sector, y, de otra, por las centrales sindicales FSIE y USO de Castilla
y León, en representación de los trabajadores del sector, y de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 90, apartados 2 y 3, del Real Decreto Legis-
lativo 1/1995, de 24 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido
de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, y en el Real Decre-
to 1040/1981, de 22 de mayo, sobre registro y depósito de Convenios Colec-
tivos de Trabajo,

Esta Dirección General de Trabajo resuelve:

Primero.—Ordenar la inscripción del citado Acuerdo en el correspon-
diente Registro de este centro directivo, con notificación a la Comisión
Negociadora.

Segundo.—Disponer su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 10 de febrero de 2003.—La Directora general, Soledad Córdova
Garrido.

ACUERDO DE 11 DE JULIO DE 2002 ENTRE LAS ORGANIZACIONES
PATRONALES Y LOS SINDICATOS ABAJO FIRMANTES EN EL ÁMBITO
DE LA ENSEÑANZA PRIVADA CONCERTADA EN CASTILLA Y LEÓN

ACUERDAN

Suscribir un acuerdo con el objetivo de regular:

a) La extensión del complemento salarial autonómico existente en
el segundo ciclo de ESO para el personal docente de Bachillerato no con-
certado en centros integrados que tengan segundo ciclo de Educación Infan-
til concertado.

b) El aumento del salario del personal no docente por encima de
lo previsto en la LPGE en función del incremento superior de la partida
de otros gastos.

Tal objetivo quedó subordinado a preacuerdos anteriores, así como
a la concertación en el ámbito de Castilla y León de un número de unidades
nuevas sobre las ya concertadas en Educación Infantil, en número superior
a trescientas de entre las solicitadas por los centros educativos conforme
a la Orden de la Consejería de Educación de la Junta de Castilla y León
de enero de 2001.

En este contexto, las organizaciones firmantes manifestan su deseo
común de promover el aumento en la partida de otros gastos por encima

de lo previsto en la LPGE, la generalización de la gratuidad en el ámbito
de la Educación Infantil y Bachillerato, y la estabilidad estructural de
los centros educativos, en orden a conseguir una paridad racional entre
todas las líneas concertadas.

En desarrollo a los expresados objetivos, las partes firmantes consi-
deran positivo y conveniente suscribir un compromiso general entre las
organizaciones sociales y empresariales de la enseñanza privada concer-
tada en Castilla y León, que tendrá naturaleza obligatoria y eficacia general
para todo el sector, no obstante no tener naturaleza de Convenio Colectivo,
en base a los siguientes términos:

Primero.—La retribución salarial del personal de administración y
servicios que preste sus servicios en centros regulados por el Convenio
Colectivo de Enseñanza Privada Sostenida Total o Parcialmente con Fondos
Públicos se incrementará, sobre la cuantía prevista en dicho Convenio
Colectivo, cuando la partida de otros gastos del concierto educativo del
centro afectado experimente un incremento superior a lo fijado en la corres-
pondiente Ley de Presupuestos Generales del Estado. El porcentaje de
dicho incremento salarial se pactará por las partes firmantes de este
Acuerdo.

Segundo.—Los docentes que impartan sus servicios, total o parcialmen-
te, en niveles no concertados de Bachillerato percibirán directamente de
la empresa un complemento económico por una cuantía igual a la que la
Junta de Castilla y León abone a los docentes del segundo ciclo de la
Educación Secundaria Obligatoria en concepto de «complemento autonó-
mico», en proporción al número de horas semanales trabajadas en los
niveles no concertados. En todo caso la retribución bruta de los Profesores
de Bachillerato no concertado, exceptuando complementos de antigüedad,
no podrá exceder de la correspondiente a un docente del segundo ciclo
de Educación Secundaria Obligatoria.

A dicho complemento salarial, que se denominará «complemento auto-
nómico», no le serán de aplicación las subidas salariales determinadas
en las tablas del Convenio Colectivo.

Tercero.—El complemento autonómico de los docentes en Bachillerato
no concertado absorberá las retribuciones que el centro voluntariamente
viene dando a sus trabajadores.

Igualmente, en caso de que el centro de Bachillerato acceda a concierto
educativo en dichas enseñanzas, el complemento autonómico retribuido
por la Consejería de Educación y Cultura absorberá al complemento auto-
nómico abonado directamente por el titular del centro.

Cuarto.—La extensión del complemento salarial autonómico tendrá efi-
cacia a partir del 1 de septiembre de 2002.

Cláusula de descuelgue: No vendrán obligados a abonar los comple-
mentos autonómicos previstos para el nivel de Bachillerato no concertado
aquellos centros en los que las aportaciones económicas establecidas gene-
ralizadamente a los alumnos en concepto de enseñanza reglada de Bachi-
llerato no superen el 75 por 100 del coste correspondiente al salario total
de todos los profesores que imparten docencia (enseñanza reglada) en
dicho nivel educativo, según Convenio Colectivo, así como las cuotas empre-
sariales a la Seguridad Social. Para este cálculo habrá que atender a la
situación individualizada de cada centro. Igualmente, tampoco vendrán
obligados al pago aquellos centros que sufran la pérdida del concierto
en Educación Infantil, en un porcentaje superior al 34 por 100 de las
unidades concertadas a fecha 1 de septiembre de 2002.

El procedimiento se iniciará mediante comunicación a los represen-
tantes de los trabajadores (o, en su defecto, a los profesores que imparten
docencia en las aulas afectadas) su intención de acogerse a la cláusula
de descuelgue, utilizando el modelo 2, adjuntando una certificación del
Director titular del centro en la que conste que las aportaciones económicas
de los alumnos no superan el 75 por 100 del salario total y de las cargas
sociales de los profesores de Bachillerato de su centro, conforme al mode-
lo 3, o una certificación del Director titular del centro en la que conste
que se ha sufrido una pérdida de concierto educativo en Educación Infantil
en porcentaje superior al 34 por 100, conforme al modelo 4.

En caso de incrementarse los ingresos económicos en conceptos de
cuotas por enseñanza reglada de Bachillerato aportadas por las familias,
dejará de tener eficacia inmediata el descuelgue interesado (modelo 1B).

La documentación que figura en el segundo apartado de este punto
se remitirá, junto con el modelo 1 A, a la Comisión de Seguimiento del
presente Acuerdo en el mes de octubre de cada curso.

La Comisión de Seguimiento aceptará el descuelgue si la documentación
presentada es la prevista en este punto, constando el visto bueno de los
representantes de los trabajadores o los profesores de las aulas concer-
tadas, en su defecto. En otro caso, se concederá el descuelgue o bien
se solicitará al peticionario la documentación que se considere de interés.

Remisión a la Comisión Paritaria: Las organizaciones patronales y sin-
dicales firmantes del presente Acuerdo lo enviarán a la Comisión Paritaria
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del IV Convenio Colectivo de Empresas de Enseñanza Privada Sostenidas
Total o Parcialmente con Fondos Públicos, para que proceda a depositarlo
ante el organismo competente y su posterior publicación en el «Boletín
Oficial del Estado», conforme establece la disposición adicional sexta del
mentado Convenio.

MODELO 1A
(Descuelgue)

Sr/a. Presidente/a:
Comisión de seguimiento del Acuerdo de ...............................
C/
...............................

En .................., a ...... de .................. de 200......

D/Dña: .............................................................., con documento nacional de
identidad número ........................., representante de la entidad titular del
Centro: ..............................., comunica que procede a aplicar la cláusula de
descuelgue prevista en el Acuerdo de ......................... entre las organiza-
ciones sindicales y empresariales de 11 de julio de 2002, en el ámbito
de la enseñanza privada concertada de Castilla y León.

En cumplimiento de lo previsto, les acompaño copia de la comunicación
remitida, a los representantes de los trabajadores, del listado de los alum-
nos matriculados y del coste del profesorado.

Atentamente,
(Firma y sello)

MODELO 1B
(Incorporación)

A la representación de los trabajadores
Colegio: ...............................
...............................

En .................., a ...... de .................. de 200......

D/Dña: .............................................................., con documento nacional de
identidad número ........................., representante de la entidad titular del
centro: ..............................., comunica que procede a aplicar la cláusula de
descuelgue prevista en el Acuerdo de ......................... entre las organiza-
ciones sindicales y empresariales de 11 de julio de 2002, en el ámbito
de la enseñanza privada concertada de Castilla y León.

En cumplimiento de lo previsto, les manifiesto que, cumplidos los requi-
sitos económicos establecidos en el anteriormente citado acuerdo, desde
el día ............ de ......................... de 200......, se procederá a establecer a
abonar el complemento autonómico a los docentes de Bachillerato con-
certado en las mismas condiciones que a sus homólogos de segundo ciclo
de ESO.

Atentamente
(Firma y sello)

MODELO 2

A la representación de los trabajadores
Colegio: ...............................
...............................

En .................., a ...... de .................. de 200......

D/Dña: .............................................................., con documento nacional de
identidad número ........................., representante de la entidad titular del
centro: ..............................., comunica que procede a aplicar la cláusula de
descuelgue prevista en el Acuerdo de ......................... entre las organiza-
ciones sindicales y empresariales de 11 de julio de 2002, en el ámbito
de la enseñanza privada concertada de Castilla y León.

En cumplimiento de lo previsto, les acompaño el listado de los alumnos
matriculados y del coste del profesorado para que aporte su conformidad
a los mismos, con el fin de remitirla a la Comisión de seguimiento.

Recibí, El representante de la titularidad,
(Firma y DNI) (Firma y sello)

MODELO 3

A los efectos de aplicación de la cláusula de descuelgue prevista en
el Acuerdo de ......................... entre las organizaciones sindicales y empre-
sariales, de 11 de julio de 2002, en el ámbito de la enseñanza privada
concertada de Castilla y León, se le adjunta:

Relación de alumnado y profesorado a fecha 1 de octubre de 200.....
de los niveles de Bachillerato.

Número de alumnos
matriculados

(1)

Mensualidad
ordinaria

(2)

Número
de

meses
TotalCurso

Ingresos anuales

(1) Se computarán todos los alumnos matriculados independientemente de cualquier tipo
de bonificación o gratuidad que el alumno posea.

(2) Se especificará la mensualidad que abone un alumno sin ningún tipo de bonificación.

DNI del
profesor

N.o de
horas

Salario
base Antigüedad Costes

sociales Bonificaciones TotalCurso

Vo Bo

Representante de los trabajadores, El representante de la entidad titular,

MODELO 4

A la representación de los trabajadores

Colegio: ...............................

...............................

En .................., a ...... de .................. de 200......

D/Dña: .............................................................., con documento nacional de
identidad número ........................., representante de la entidad titular del
centro: ..............................., comunica que procede a aplicar la cláusula de
descuelgue prevista en el Acuerdo de ......................... entre las organiza-
ciones sindicales y empresariales de 11 de julio de 2002, en el ámbito
de la enseñanza privada concertada de Castilla y León.

En cumplimiento de lo previsto, les acompaño copia del «Boletín Oficial
de Castilla y León» en el que se especifica el número de unidades con-
certadas en Educación Infantil a 1 de septiembre de 2001 y resolución
definitiva a día de la fecha sobre el número de unidades concertadas en
el mismo nivel, por lo que se desprende que en el centro se ha perdido
un porcentaje superior al 34 por 100 de unidades concertadas en Educación
Infantil, con el fin de remitirla a la Comisión de Seguimiento para solicitar
el preceptivo descuelgue en el complemento autonómico en Bachillerato
no concertado.

Recibí, El representante de la titularidad,
(Firma y DNI) (Firma y sello)
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6)  Programa de Orientación y Terapia Familiar en Molina 
de Segura.  
Aportación Comunidad Autónoma y Corporación 

Local . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 5.170,98
Aportación M.T.A.S.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2.842,51

7)  Programa de Orientación Familiar en el Municipio de 
Murcia.  
Aportación Comunidad Autónoma y Corporación 

Local . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 13.184,47
Aportación M.T.A.S.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 10.856,01

8)  Servicio de Mediación en casos de conflicto intergene-
racional y Servicio de Punto de Encuentro Familiar en 
Murcia (ámbito regional).  
Aportación Comunidad Autónoma  . . . . . . . . . . . . . . . 86.680,91.
Aportación M.T.A.S.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 56.681,09
Total aportación Comunidad Autónoma y Corporacio-

nes Locales  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 141.485,26
Aportación Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales . 86.685,09

3. Aportación de la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia y del Ministerio de Trabajo y Asun-
tos Sociales para la realización del programa de 
apoyo a familias en cuyo seno se produce violencia 

familiar. 2006

 
1)  Programa de intervención multidisciplinar con fami-

lias en cuyo seno se produce violencia familiar, en 
Alcantarilla.  
Aportación Comunidad Autónoma y Corporación 

Local . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 7.047,54
Aportación M.T.A.S.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 6.010,12

2)  Programa de apoyo a familias en cuyo seno se produce 
violencia familiar, en Alguazas.  
Aportación Comunidad Autónoma y Corporación 

Local . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 5.711,62
Aportación M.T.A.S.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 3.425,77

3)  Proyecto de intervención con familias con riesgo de 
padecer situaciones de violencia familiar, en Cieza.  
Aportación Comunidad Autónoma y Corporación 

Local . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 11.111,14
Aportación M.T.A.S.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 6.611,14

4)  Programa de apoyo a familias en situaciones de crisis 
que pueden originar violencia intrafamiliar, en Jumi-
lla.  
Aportación Comunidad Autónoma y Corporación 

Local . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 3.974,99
Aportación M.T.A.S.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2.691,67

5)  Programa de Apoyo a familias con violencia o con 
riesgo de poder producirse («VESTA») en Lorca.  
Aportación Comunidad Autónoma y Corporación 

Local . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 19.460,50
Aportación M.T.A.S.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 12.020,24

6)  Programa de prevención, detección y tratamiento de la 
violencia familiar, en Los Alcázares.  
Aportación Comunidad Autónoma y Corporación 

Local . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1.397,30
Aportación M.T.A.S.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1.114,06

7)  Programa de sensibilización e intervención con fami-
lias en cuyo seno se produce violencia familiar, en 
Puerto Lumbreras.  
Aportación Comunidad Autónoma y Corporación 

Local . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 12.274,45
Aportación M.T.A.S.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2.691,67

8)  Programa de intervención y prevención en familias en 
las cuales se genera cualquier tipo de violencia, en S. 
Pedro del Pinatar.  
Aportación Comunidad Autónoma y Corporación 

Local . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  2.681,63
Aportación M.T.A.S.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1.869,28

9)  Programa de prevención, detección y tratamiento de la 
violencia familiar, en el municipio de San Javier.  
Aportación Comunidad Autónoma y Corporación 

Local . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  2.975,99
Aportación M.T.A.S.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2.372,75

10)  Programa de intervención con familias en cuyo seno 
se produce violencia familiar, en la Mancomunidad 
del Sureste.

 
Aportación Comunidad Autónoma y Corporación 

Local . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 5.333,33
Aportación M.T.A.S.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 4.000,00

11)  Programa de Atención y Prevención de Conflictos y 
Violencia Familiar, en Yecla.  

Aportación Comunidad Autónoma y Corporación 
Local . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 12.621,25

Aportación M.T.A.S.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  7.512,65
Total aportación Comunidad Autónoma y Corporacio-

nes Locales  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 84.589,74
Aportación Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales . 50.319,35

Total de las aportaciones para los programas de 
apoyo a las familias en situaciones especiales

 
Total aportación Comunidad Autónoma y Corporacio-

nes Locales  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 563.957,00
Aportación Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales . 404.135,52

 3985 RESOLUCIÓN de 9 de febrero de 2007, de la Dirección Gene-
ral de Trabajo, por la que se registra y publica el Acuerdo 
Interconfederal para la negociación colectiva 2007.

Visto el texto del Acuerdo Interconfederal para la negociación colec-
tiva 2007 (ANC 2007), que fue suscrito con fecha 6 de febrero de 2007, de 
una parte por la Confederación Española de Organizaciones Empresaria-
les (CEOE) y la Confederación Española de la Pequeña y Mediana 
Empresa (CEPYME), y de otra parte por la Confederación Sindical de 
Comisiones Obreras (CC.OO.) y la Unión General de Trabajadores (UGT), 
y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 83.2 en relación con el 
artículo 90, apartados 2 y 3, del Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de 
marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de 
los Trabajadores y en el Real Decreto 1040/1981, de 22 de mayo, sobre 
registro y depósito de Convenios Colectivos de trabajo, 

Esta Dirección General de Trabajo  resuelve:

Primero: Ordenar la inscripción del citado Acuerdo Interconfederal en 
el correspondiente Registro de este Centro Directivo.

Segundo: Disponer su publicación en el Boletín Oficial del Estado.

Madrid, 9 de febrero de 2007.–El Director General de Trabajo, Raúl 
Riesco Roche.

ACUERDO INTERCONFEDERAL PARA LA NEGOCIACIÓN 
COLECTIVA 2007

CAPÍTULO I

 Balance y consideraciones generales

La negociación colectiva es el espacio natural del ejercicio de la auto-
nomía colectiva de las Organizaciones Empresariales y Sindicales y el 
ámbito apropiado para facilitar la capacidad de adaptación de las empre-
sas, fijar las condiciones de trabajo y modelos que permitan mejorar la 
productividad, crear más riqueza, aumentar el empleo, mejorar su calidad 
y contribuir a la cohesión social.

El establecimiento de criterios y orientaciones para acometer los pro-
cesos de negociación colectiva ha contribuido a afrontar en mejores 
condiciones la situación de incertidumbre económica que se viene produ-
ciendo durante los últimos años y que posiblemente tendrá su continui-
dad en el año 2007. Con tal finalidad, desde 2002, las Organizaciones Sin-

Euros Euros
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dicales, UGT Y CC.OO. y Empresariales, CEOE y CEPYME, suscribimos 
sucesivos Acuerdos Interconfederales para la Negociación Colectiva.

Nuestro objetivo ha sido incidir sobre las materias que, en muchos 
casos, ya configuraban la negociación colectiva para conseguir afrontar 
los cambios y las diferentes coyunturas de la economía y el empleo. Dicho 
de otro modo, conscientes de la complejidad de la negociación colectiva 
y de la necesidad de adaptarse a un marco cambiante que tienen empre-
sas y trabajadores, nuestro propósito fue orientar la negociación de los 
convenios colectivos en dichos ejercicios, partiendo del reconocimiento 
de la madurez alcanzada en los ámbitos sectoriales y en las empresas.

La confianza que ha generado la asunción de las responsabilidades 
contenidas en los Acuerdos ha contribuido a mantener el crecimiento de 
la economía española, a mejorar el poder adquisitivo de los salarios en un 
contexto de moderación y a mantener y crear empleo.

Los principales problemas registrados por la economía española 
en 2006 han sido la desfavorable evolución de la inflación, la aportación 
negativa del sector exterior, y la inestabilidad que implica el endeuda-
miento de las familias, sobre el que se sustenta el crecimiento del con-
sumo y de la construcción.

No obstante, a lo largo del último tramo del año 2006 se ha producido 
una desaceleración de la inflación debida al descenso de los precios de 
los productos energéticos, así como un mejor comportamiento del sector 
exterior.

Frente a estos datos más alentadores, se mantienen algunos proble-
mas para 2007: elementos de incertidumbre que pudieran dificultar el 
crecimiento económico y la creación de empleo, tales como una desace-
leración del ritmo inversor del sector de construcción, un previsible 
aumento del precio del dinero y unas expectativas a la baja sobre el creci-
miento económico del conjunto de la UE. En sentido positivo cabe espe-
rar la consolidación de un mayor aporte al crecimiento del sector exterior 
y un mejor comportamiento de los precios de las materias primas, en 
particular los productos energéticos.

Por otra parte, en 2007 entrará en vigor el nuevo escenario de aplica-
ción y distribución de los Fondos estructurales y de cohesión, en el nuevo 
contexto de la ampliación de la Unión Europea a 27 miembros.

La previsión u objetivo de inflación cifrada en el 2% por el Gobierno 
para 2007 contenida en los Presupuestos Generales del Estado constituye 
un referente necesario para homologar el crecimiento de los precios con 
los de nuestros socios comunitarios, para la competitividad de las empre-
sas y para la mejora del poder adquisitivo de los salarios.

A la vista del escenario previsto para 2007 debemos persistir en los 
objetivos de Acuerdos anteriores, al tiempo que incorporamos al mismo 
los resultados del proceso de Diálogo Social desarrollado desde la Decla-
ración de 2004, y dar continuidad a compromisos que incluyan seguridad 
para los trabajadores y flexibilidad para las empresas. Eso justifica la 
conveniencia de suscribir un nuevo Acuerdo Interconfederal para la 
Negociación Colectiva del año 2007.

Creemos que el Diálogo Social y la negociación colectiva son los méto-
dos de trabajo más apropiados para el buen funcionamiento del sistema 
de relaciones laborales en todos los niveles y para abordar reformas, 
cambios y adaptaciones en los sectores productivos y empresas.

La Declaración para el Diálogo Social 2004 sobre Competitividad, 
Empleo Estable y Cohesión Social, suscrita entre el Gobierno y las Confe-
deraciones Sindicales y Empresariales, recoge como objetivo común de 
los firmantes el que la sociedad española alcance unos mayores niveles de 
desarrollo económico, de calidad en el empleo, de bienestar social, de 
cohesión territorial y de sostenibilidad ambiental. Para el logro de este 
objetivo es preciso apostar por un modelo de crecimiento económico 
equilibrado y duradero basado en la mejora de la competitividad de las 
empresas y en el incremento de la productividad.

Con dicha Declaración se procedió a la apertura del proceso de Diá-
logo, que, desarrollado en diversos escenarios de negociación, incluye 
una amplia relación de materias, habiéndose alcanzado acuerdos en gran 
parte de ellas. Algunos de los mismos hacen remisiones a la negociación 
de los convenios colectivos.

También en el marco del diálogo social está previsto a lo largo de 2007 
iniciar un proceso de diálogo tripartito sobre el conjunto de las políticas 
de inserción laboral de las personas con discapacidad.

Como en años anteriores, el principal objetivo del ANC 2007 es dar una 
visión compartida por las Organizaciones firmantes sobre la necesidad de 
impulsar la competitividad de la economía española, que le permita afron-
tar en mejores condiciones los cambios producidos por la ampliación 
europea, los procesos de liberalización del comercio mundial, la coyun-
tura económica y sus efectos en el empleo.

El ANC 2007, equilibrando los intereses en juego de los distintos acto-
res que participan en la negociación colectiva, aborda un conjunto de 
cuestiones y criterios interrelacionados, que deben tener fiel reflejo en su 
traslación a los convenios colectivos.

Así, hemos establecido criterios en materia salarial que contribuyan al 
control de la inflación, al crecimiento del empleo, al aumento de las inver-
siones productivas, y a la mejora de la capacidad adquisitiva de los sala-

rios y de la situación de las empresas. Al igual que en otros Acuerdos 
hemos dedicado un apartado a previsión social complementaria en el que 
se introducen algunos criterios y orientaciones al respecto.

Hemos articulado también criterios sobre mantenimiento y creación 
de empleo, así como sobre su estabilidad en correspondencia con los 
acuerdos alcanzados en el ámbito del Diálogo Social. El desarrollo de 
mecanismos de flexibilidad interna, siempre preferibles a la externa y a 
los ajustes de empleo; la formación permanente y la mejora de las compe-
tencias y cualificaciones, adecuándolas a los términos de los recientes 
acuerdos en esta materia; el impulso de la contratación indefinida, el uso 
adecuado de la contratación temporal, la transparencia en la subcontrata-
ción; la información, consulta y negociación con la representación de los 
trabajadores; y el fomento de la igualdad de trato y de oportunidades. 
Todos ellos son elementos de respuesta a los requerimientos del cambio 
a tener en cuenta en la negociación colectiva.

Una vez más, las Organizaciones firmantes manifestamos nuestro 
compromiso para reducir la siniestralidad laboral en España también en 
el marco de la negociación colectiva, fomentando la cultura preventiva y 
el cumplimiento de las normas y llamando a la colaboración de todos los 
sujetos implicados en su ámbito de responsabilidad.

En los últimos años se ha venido produciendo un amplio debate en el 
ámbito internacional sobre la llamada responsabilidad social, como pone 
de manifiesto el Libro verde de la Comisión Europea titulado «Fomentar 
un marco europeo para la responsabilidad social de las empresas» (1) y 
las posteriores Comunicaciones (2) de la Comisión.

De un lado, las Organizaciones Sindicales y Empresariales queremos 
contribuir a despejar algunas confusiones que se vienen observando alre-
dedor de este concepto y sobre el carácter voluntario de su ejercicio. De 
otro, queremos formular algunas aportaciones sobre una materia en la 
que reclamamos un protagonismo más intenso de las empresas, los traba-
jadores y sus organizaciones representativas, estando previsto abordarlo 
en el Diálogo Tripartito en 2007.

Este acuerdo también incorpora unas consideraciones relacionadas 
con el desarrollo del teletrabajo y el Acuerdo Marco Europeo sobre tele-
trabajo resultado del diálogo social.

El desarrollo y aplicación de los compromisos y objetivos que acaban 
de señalarse no sería posible sin un procedimiento ágil de negociación de 
los convenios y de resolución de las posibles discrepancias; y sin una 
adecuada vertebración y articulación en los distintos ámbitos negociales.

Como conclusión, el ANC 2007 aborda el tratamiento de este conjunto 
de materias con el objetivo de orientar la negociación de los convenios 
colectivos durante la vigencia del mismo.

CAPÍTULO II

 Naturaleza jurídica y ámbitos del Acuerdo Interconfederal

Naturaleza jurídica y ámbito funcional

Las Organizaciones signatarias asumen directamente los compromi-
sos del presente Acuerdo y se obligan, por tanto, a ajustar su comporta-
miento y acciones a lo pactado, pudiendo cada una de ellas reclamar de la 
otra el cumplimiento de las tareas o cometidos acordados.

Asimismo, consideran que las materias del Acuerdo constituyen ele-
mentos interrelacionados y el tratamiento de las distintas materias en los 
convenios colectivos puede favorecer la actividad empresarial y el 
empleo.

Las Confederaciones firmantes, que tienen la condición de más repre-
sentativas a nivel estatal, deberán intensificar los esfuerzos para estable-
cer con sus respectivas Organizaciones en los sectores o ramas de activi-
dad, sin menoscabo de la autonomía colectiva de las partes, los 
mecanismos y cauces más adecuados que les permitan asumir y ajustar sus 
comportamientos para la aplicación de los criterios, orientaciones y reco-
mendaciones contenidas en este Acuerdo cuya naturaleza es obligacional.

Ámbito temporal

El Acuerdo estará vigente durante el año 2007.
En el supuesto de que se mantengan las principales variables de la econo-

mía en materia de crecimiento y empleo, las partes signatarias procederán a 
la prórroga del presente Acuerdo para 2008 en sus propios términos. Las 
Organizaciones firmantes se reunirán tres meses antes de la finalización del 
año 2007, al objeto de constatar la evolución de dichas variables.

Comisión de seguimiento

Se constituye una Comisión de Seguimiento integrada por tres repre-
sentantes de cada una de las Organizaciones signatarias de este 
Acuerdo.
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Dicha Comisión tendrá encomendada la interpretación, aplicación y 
seguimiento de lo pactado.

A requerimiento de parte, formulado a través de alguna de las Organiza-
ciones signatarias, esta Comisión podrá interponer sus buenos oficios a fin 
de resolver cuantas discrepancias se manifiesten en la interpretación y apli-
cación de lo aquí previsto en la negociación de los convenios colectivos.

Durante la vigencia del Acuerdo la Comisión de Seguimiento tendrá 
encomendadas las tareas que de común acuerdo estimen las partes.

La Comisión de Seguimiento aprobará sus normas de funcionamiento 
en la primera reunión que celebre.

CAPÍTULO III

 Consideraciones sobre la competitividad y el empleo

Contexto internacional

En contra de las previsiones iniciales, el año 2006 se podría configurar 
como uno de los mejores ejercicios de esta década. El crecimiento mun-
dial ha sido mayor de lo esperado y más homogéneo entre las diferentes 
áreas económicas. Además, a pesar del incremento del precio de las mate-
rias primas, en las principales economías de la OCDE la inflación se ha 
visto contenida, lo que, junto con cierta moderación salarial, ha permitido 
un importante repunte de la creación de empleo. No obstante, continúan 
agudizándose los desequilibrios mundiales, incrementando los riesgos a 
la baja para el crecimiento futuro.

Si la primera mitad del ejercicio se caracterizó por un fuerte creci-
miento en términos de actividad y una aceleración de la inflación, durante 
los últimos meses se ha producido una contención del crecimiento de los 
precios, en parte por un efecto comparación con el año anterior, y una 
cierta desaceleración de la actividad en determinadas zonas económicas, 
que aunque de momento se concentra principalmente en los Estados Uni-
dos, parece que será el preludio de un menor ritmo de avance en la prác-
tica totalidad de las economías en 2007.

La ralentización sufrida en el tercer trimestre por la economía ameri-
cana no se ha debido exclusivamente a la contracción registrada en el 
mercado residencial sino que ha sido reflejo de ciertas presiones inflacio-
nistas y de la desaceleración del empleo, que han incidido sobre el ritmo 
de crecimiento del consumo privado. En 2007 continuará el deterioro de 
la inversión en vivienda lo que supondrá una significativa aportación 
negativa al crecimiento del país. Además, el retroceso en la inversión 
residencial incidirá negativamente en la producción de otros sectores, en 
el empleo generado durante la última expansión inmobiliaria y, sobre 
todo, en el efecto riqueza de las familias, limitando el crecimiento del 
consumo privado. Serán, entonces, la inversión productiva y las exporta-
ciones, las que sostendrán el crecimiento de la economía americana a lo 
largo de 2007, para el que se estima un recorte de un punto porcentual.

Por su parte, en 2006 la economía de la UE ha dado signos de recupe-
ración. El repunte de la actividad ha superado las previsiones iniciales, 
esperándose un crecimiento en la zona euro del 2,6% para el conjunto 
del ejercicio que, sin embargo, se vería suavemente desacelerado hasta 
el 2,1-2,2% en 2007, según las últimas previsiones de la OCDE y de la 
Comisión Europea. El crecimiento europeo en este ejercicio se ha fun-
damentado en la expansión de la demanda interna y en el considerable 
repunte de las exportaciones, que han venido acompañados de una favo-
rable evolución del empleo y una mayor inflación. El mantenimiento del 
nivel de inflación por encima de su objetivo, unido a la mejora del creci-
miento y a la elevada liquidez, ha llevado al Banco Central Europeo a 
seguir una política monetaria más restrictiva, elevando el tipo de interés 
de referencia de forma gradual a lo largo de 2006 y situándolo, tras la 
reunión del mes de diciembre, en el 3,5%.

En 2007, el endurecimiento de la política monetaria y fiscal (incre-
mento del IVA en Alemania), a lo que previsiblemente se verá añadido un 
deterioro de las expectativas de los consumidores, puede pesar sobre el 
ritmo de avance de la demanda interna. Por otra parte, la apreciación del 
euro con respecto al dólar encarecerá las exportaciones europeas en un 
contexto de desaceleración de la demanda internacional, limitando el 
crecimiento de las economías europeas también desde el punto de vista 
del sector exterior.

El entorno internacional presenta para 2007 un marco de crecimiento 
favorable, si bien menos intenso que el registrado en el año previo. No 
obstante, permanecen ciertas dudas y riesgos de carácter estructural, 
destacando los que se podrían derivar de un ajuste abrupto de los dos 
principales desequilibrios de la economía norteamericana, el déficit de la 
balanza de pagos por cuenta corriente y el déficit fiscal. Asimismo, un 
nuevo repunte de los precios del petróleo desviaría la inflación al alza con 
respecto a las previsiones e impulsaría a las autoridades monetarias a 
endurecer de forma adicional su política monetaria. Por último, existen 
incertidumbres sobre la consolidación de la recuperación de las econo-
mías centrales de la UE.

La economía española

La economía española sigue inmersa desde hace más de una década en 
una etapa de crecimiento económico superior al registrado en las econo-
mías centrales de la Unión Europea, lo que ha permitido reducir la brecha 
entre los niveles de renta per cápita. El año 2005 se cerró con un creci-
miento del 3,5% del PIB y, según el Ministerio de Economía, la previsión 
de resultados para 2006 es todavía mejor, con un crecimiento esperado 
del 3,8% para el conjunto del año.

Este largo ciclo de bonanza y el mayor crecimiento con respecto a 
Europa se explican por muchos factores. Entre ellos destacan algunos por 
novedosos para la economía española, aunque tradicionales para las eco-
nomías centrales de la UE, de ahí el impulso diferencial que han generado.

Uno de estos elementos es la llegada de mano de obra de origen inmi-
grante que ha impulsado el aumento de la actividad por varias vías, pero 
sobre todo mediante el abastecimiento a los sectores intensivos en mano 
de obra que han sido protagonistas del crecimiento económico más 
reciente.

Otro elemento son las condiciones generadas por la unión monetaria 
que han permitido a la economía española disfrutar simultáneamente de 
financiación favorable (negativa incluso en términos reales) y un tipo de 
cambio estable y elevado para comprar en el exterior materias primas, 
energía y tecnología, a un precio competitivo.

La buena coyuntura que atraviesa la economía española está acompa-
ñada, sin embargo, de una serie de desequilibrios cuya corrección debe 
abordarse ahora que el ciclo es favorable y, en particular, vistas las pers-
pectivas que dibujan los organismos internacionales para la economía 
española, donde el año 2006 aparece como techo de la actual etapa de 
crecimiento.

Se aprecia un modelo de crecimiento que va acompañado en buena 
medida de puestos de trabajo que generan un menor componente de valor 
añadido y un menor peso de las rentas del trabajo sobre el conjunto de la 
riqueza, y que, a su vez, manifiestan una mayor sensibilidad ante cambios 
que se produzcan en el ciclo de la actividad, lo que puede repercutir a 
medio plazo sobre la eficiencia económica y plantear incertidumbres 
sobre la sostenibilidad del crecimiento y la cohesión social.

En este sentido, y desde el punto de vista de la oferta, el incremento de 
la población procedente del exterior obedece a este proceso significativo 
de creación de empleo, especialmente en aquella estructura de la activi-
dad sobre la que descansa en mayor medida el aumento de la demanda.

Estos puestos de trabajo han sido cubiertos en gran medida por la 
población inmigrante, un colectivo especialmente vulnerable a la econo-
mía sumergida y con mayor riesgo de exclusión del ámbito de protección 
del Estado de Bienestar en ausencia de rentas. Todo lo cual indica la nece-
sidad de políticas y recursos públicos para ordenar los flujos migratorios 
y garantizar los derechos de estos trabajadores, contribuyendo a fomentar 
la regularidad de su empleo y los efectos positivos sobre la economía.

La deseada evolución de la economía española hacia un patrón de 
crecimiento más productivo, donde la demanda interna ceda protago-
nismo a la demanda externa, y donde los sectores intensivos en capital 
ganen peso frente a los sectores intensivos en mano de obra, parece con-
dicionada por la evolución de las economías centrales de la UE, que este 
año dieron signos de recuperación, pero cuyas perspectivas para el año 
que viene están por confirmarse.

El elevado precio que ha alcanzado en España la vivienda en propiedad 
ha dificultado el acceso de muchas familias a este bien básico y elevado su 
endeudamiento, situándolo en un nivel que unido al previsible aumento de 
los tipos de interés, puede terminar afectando a las decisiones de consumo 
de las familias y en consecuencia al ciclo de crecimiento.

Otros de los desequilibrios más importantes de la economía española 
son sus problemas de competitividad, que se reflejan en su cada vez más 
abultado déficit comercial y en el permanente diferencial de crecimiento 
de los precios. La mejora de la productividad es el factor más relevante 
para el sostenimiento del crecimiento económico y del empleo en el 
medio y largo plazo.

Inflación y competitividad

Uno de los desequilibrios básicos que ha seguido registrando la econo-
mía española en 2006 ha sido una inflación elevada en términos relativos, 
que además de erosionar la capacidad de compra de la población, perju-
dica la capacidad competitiva de la economía española. La tasa anual 
media del IPC ha sido del 3,5%, lejos del entorno del 2% que establece el 
Banco Central Europeo como referencia de estabilidad de precios.

En línea con lo sucedido desde 2004, la incidencia de los precios del 
petróleo ha sido en buena medida causante de esas tensiones inflacionis-
tas, reflejando también la elevada dependencia y exposición de nuestra 
economía ante las perturbaciones del mercado energético. Del mismo 
modo, la moderación del petróleo en el segundo semestre del año se ha 
traducido en una desaceleración de los precios de consumo en el último 
cuatrimestre, hasta situar la tasa anual en el mes de diciembre en el 2,7%.
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No obstante, la evolución de los precios energéticos no explica total-
mente los aumentos del nivel general de precios. Estos tienen también su 
origen en el fuerte crecimiento de la demanda, así como en las disfuncio-
nes en la formación de precios de algunos mercados internos, que son en 
último término las responsables de la persistencia de los problemas de 
inflación en nuestra economía y del diferencial existente respecto a la 
media de los países de la eurozona.

Mientras los precios de los bienes industriales no energéticos, que 
sufren la competencia exterior, vienen creciendo a un ritmo inferior 
al 1,5% desde hace tres años, los aumentos de precios en otras activi-
dades, que denotan un cierto poder de mercado y están menos 
expuestos a la concurrencia internacional, siguen siendo importan-
tes. Así, los precios de los servicios, que ponderan un tercio en la 
cesta de la compra de las familias, crecen a un ritmo cercano al 4% 
que no se explica sólo por la fortaleza del consumo.

Por su parte, el deflactor del PIB, que incluye el precio de todos los 
bienes y servicios generados dentro de nuestras fronteras, continúa regis-
trando aumentos cercanos al 4%, a pesar de que los costes laborales uni-
tarios están creciendo a un ritmo inferior en más de un punto al propio 
deflactor.

Lo cierto es que, pese a la mejoría apuntada por el IPC a finales 
de 2006, la inflación sigue lastrando la competitividad de nuestra econo-
mía. La mayoría de los indicadores sobre la posición competitiva de nues-
tro país reflejan un continuo deterioro desde hace años, debido a la peor 
evolución relativa de los precios (agravada además, para el caso del 
comercio con los países de fuera del área del euro, por la fortaleza del 
euro respecto al dólar) y a la menor inversión en investigación, desarro-
llo, innovación y capital humano.

Estas carencias dificultan las exportaciones españolas y, sobre todo, 
impulsan las importaciones para satisfacer el vigoroso crecimiento de la 
demanda interna, lo que está provocando una pérdida de cuota de mer-
cado nacional para las empresas españolas y un rápido aumento de la 
posición deudora de nuestro país respecto al resto del mundo.

El empeoramiento progresivo de la competitividad es, por tanto, el 
factor explicativo básico del elevado y creciente déficit comercial de la 
economía española, que supone ya el 8,7% del PIB, el nivel más elevado 
del mundo en términos relativos, y que plantea riesgos a medio plazo para 
las inversiones y la creación de empleo.

Las expectativas de inflación para 2007 apuntan a un mejor comporta-
miento que en el pasado año, gracias esencialmente a la moderación de 
los precios de la energía. Pero, para situar la tasa general de inflación en 
un nivel en el entorno del 2% de forma permanente no basta con la 
influencia favorable de factores externos, sino que será preciso un mayor 
compromiso por parte de todos.

En este sentido, cabe señalar que el moderado incremento de los sala-
rios, que han propiciado los sucesivos ANC firmados por los interlocuto-
res sociales, ha sido un factor coadyuvante en la consecución de las 
importantes tasas de creación de empleo que viene registrando la econo-
mía española.

Por ello, consideramos necesario insistir de nuevo en la importancia 
de contribuir, desde los sectores público y privado, a lograr la estabilidad 
de precios, eliminando comportamientos que aprovechen de cualquier 
forma la moderación general de costes que promueve el presente acuerdo 
para obtener aumentos adicionales de ingresos a través de la elevación de 
los precios, lo que provocaría un grave deterioro a empresas, a trabajado-
res y al conjunto del país.

Empleo y estabilidad

La evolución del empleo durante 2006 se ha caracterizado, en términos 
generales, por mantener un ritmo de crecimiento notable, aunque ligera-
mente inferior al registrado el año anterior. Esta evolución, unida al 
menor avance de la población activa, ha supuesto un descenso adicional 
del número de desempleados y de la tasa de paro en porcentaje de la 
población activa que se sitúa en el tercer trimestre en el 8,2%.

Al contrario que en 2005, la variación de la ocupación ha seguido 
durante 2006 una senda de desaceleración. A pesar de los avances regis-
trados en términos de actividad en la práctica totalidad de las ramas eco-
nómicas, el menor crecimiento de la ocupación ha tenido lugar en todas 
ellas a excepción de la construcción donde se registra una aceleración 
adicional a los ya notables incrementos registrados el año anterior. No 
obstante, el incremento acumulado de la ocupación hasta el tercer trimes-
tre según la Contabilidad Nacional Trimestral se eleva hasta el 3,1%.

Los crecimientos más importantes de la ocupación continúan concen-
trándose en la construcción y en los servicios, en línea con el fuerte dina-
mismo mostrado por la actividad de estos sectores y con el manteni-
miento de la demanda de consumo e inversión residencial.

En lo que respecta a la contratación, el número de contratos regis-
trado en 2006 se incrementó en un 7,9% con relación al año anterior. De 
acuerdo con la duración del contrato cabe destacar el fuerte repunte de la 
contratación indefinida en la segunda parte del ejercicio que ha elevado 

su peso dentro de la contratación total en el mes de diciembre hasta el 17%, 
gracias al impulso del Acuerdo para la Mejora del Crecimiento y del Empleo 
suscrito por los interlocutores sociales.

No obstante, la tasa de temporalidad se mantiene elevada, y será difícil 
que flexione a la baja significativamente mientras los protagonistas de la 
creación de empleo sean los sectores intensivos en mano de obra, lo que 
reafirma la necesidad de transitar hacia un modelo productivo donde los 
sectores intensivos en capital y que requieren trabajo más cualificado 
ganen peso.

Asimismo, el crecimiento del empleo entre las mujeres está siendo 
más intenso que entre los hombres, reduciéndose gradualmente la brecha 
existente tanto en tasa de ocupación como en tasa de actividad entre 
hombres y mujeres.

En cuanto a la evolución del desempleo, éste ha mostrado una reduc-
ción adicional, si bien algo inferior, a la registrada en 2005, debido a la 
desaceleración de la ocupación al tiempo que el incremento de la activi-
dad se mantenía.

Aunque la evolución de la actividad y la ocupación muestran una 
senda favorable a lo largo de 2006, sus niveles se encuentran aún lejos de 
los registrados en media en la UE-15, diferencias que se explican y con-
centran por entero en el grupo de las mujeres, mientras que la situación 
de los hombres parece ya homologada. Por ello, se hace necesario refor-
zar aún más las medidas realizadas estos últimos años de cara a incremen-
tar la actividad y la ocupación con la vista puesta en alcanzar los objetivos 
marcados por la Estrategia de Lisboa.

En este sentido, el ANC 2007 contribuye a establecer un marco de 
referencia que ayuda a mejorar la situación del empleo en la economía 
española, reforzando su evolución tendencial frente a las características 
fluctuaciones de la actividad económica.

Inversión y productividad

En el año 2005 la inversión registró una alta tasa de crecimiento (7%), 
que se desacelera en 2006, pero manteniendo un ritmo vigoroso, por 
encima del 6% de aumento interanual. Este incremento de la inversión 
total ha venido acompañado en 2005 y 2006 por un intenso crecimiento de 
la inversión en bienes de equipo, que a finales de año aumentaba a un 
ritmo superior al 9% interanual.

La inversión asegura la sostenibilidad futura del crecimiento, en tanto 
que aumenta el potencial de crecimiento de la economía y mejora su com-
petitividad mediante el cambio tecnológico que introducen los nuevos 
bienes de equipo.

Sin embargo, una parte cada vez más significativa de la inversión se ha 
ido concentrando en la construcción de viviendas en los últimos años, lo 
cual no aumenta la base productiva de la economía, aunque sí puede 
incrementar el bienestar social si supone una mejora en el acceso a este 
bien básico.

Si el peso de la inversión en vivienda sobre la inversión total se movía 
en el entorno del 22%, a partir del año 2001 su presencia empieza a aumen-
tar hasta situarse en el 30% en el primer trimestre de 2006. De hecho, entre 
el año 2001 y 2005, el 44% de la inversión se ha destinado a la construcción 
de viviendas.

Paralelamente, la productividad ha tenido unos registros pobres a lo 
largo de los últimos años, aunque en 2006 se observa un ligero aumento 
(0,7% hasta el tercer trimestre del año) gracias al mejor registro del sector 
industrial, que se alcanza por el repunte de su actividad y, en parte, por el 
ajuste del empleo. El bajo crecimiento de la productividad se explica, 
entre otros factores, por un ciclo de crecimiento cuyo motor son sectores 
intensivos en mano de obra, donde muchos de los puestos de trabajo que 
crean son poco productivos, no requieren cualificación y su remunera-
ción es baja.

No obstante, el ciclo también ha generado empleo de calidad que ha 
sido atendido con mano de obra cualificada, aunque su productividad no 
ha sido suficiente para compensar el peso que han ganado los trabajos no 
cualificados en la estructura del empleo.

Por otro lado, la evolución de la productividad no sólo está condicio-
nada por el protagonismo de un determinado tipo de sectores sobre el 
crecimiento económico, sino por las características de los puestos de 
trabajo que se generan en cada sector y la capacidad de la oferta de 
empleo para atenderlos. Desde esta perspectiva, la sociedad española 
está avanzando –aunque con dificultades– en la mejora de su oferta edu-
cativa y formativa, mientras que una parte significativa del empleo gene-
rado en los últimos años requiere muy poca cualificación. Esta falta de 
sintonía entre lo que se ofrece y demanda en el mercado de trabajo es 
objeto de reflexión por los agentes sociales y debe serlo también para los 
poderes públicos.

Junto al esfuerzo permanente en materia de educación, formación y 
cualificación profesional, es imprescindible reforzar la inversión en aque-
llos factores capaces de propiciar un cambio en el modelo de competitivi-
dad que incida más en la mejora del valor añadido y menos en el ajuste 
permanente de los costes. Un progresivo cambio en el modelo de desarro-
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llo sobre bases más equilibradas y sólidas, que pasa por redoblar los 
esfuerzos en nuevas tecnologías, calidad de productos y servicios, actividades 
investigadoras e innovadoras y difusión de la sociedad del conocimiento.

En este sentido, las políticas públicas tienen la capacidad de incidir de 
forma determinante sobre los grandes ejes que determinan las ganancias 
duraderas de competitividad y el incremento de la productividad, pero 
también los agentes sociales deben implicarse activamente para lograr 
que el esfuerzo colectivo que se precisa sea equilibrado.

CAPÍTULO IV

 Criterios en materia salarial

Las Organizaciones firmantes del ANC 2007 declaramos la intención 
de llevar a cabo, durante la vigencia del presente Acuerdo, una política de 
crecimiento moderado de los salarios que permita adaptarse al contexto 
económico, apoyar el descenso de la inflación y la mejora de la competi-
tividad, potenciar las inversiones productivas y favorecer el empleo esta-
ble y seguro.

El análisis de la situación económica y social española permite consta-
tar la necesidad de mejorar la productividad. El incremento de ésta y la 
mejora de la competitividad son objetivos estrechamente vinculados, a 
los que han de coadyuvar tanto los trabajadores como las empresas, y a 
cuya consecución contribuirá, entre otros:

Inscribir nuestro aparato productivo en un modelo de competencia que 
se base en la mejora del valor añadido y no exclusivamente en el ajuste de 
los costes, así como contribuir a erradicar la economía sumergida.

Efectuar una llamada de atención a los poderes públicos, a las empre-
sas, a los trabajadores y a la sociedad española en general sobre la nece-
sidad de redoblar el esfuerzo en materia educativa, y en actividades de investi-
gación, desarrollo e innovación. Sería deseable la generalización de nuevas 
tecnologías como instrumentos para mejorar la capacidad productiva.

Contribuir, desde los sectores públicos y privados, a lograr la estabili-
dad de precios, eliminando comportamientos que aprovechen la modera-
ción general de costes para obtener aumentos de ingresos a través de la 
elevación de los precios.

Favorecer la estabilidad en el empleo y la cualificación profesional, sin 
perjuicio de mantener un marco de contratación temporal que permita 
responder a necesidades coyunturales.

Favorecer la adaptación de las empresas mediante cambios organiza-
tivos que permitan una mayor competitividad.

La mejora de la productividad general de la economía española y de 
los sectores y empresas ha de favorecer, entre otros factores, el incre-
mento de las rentas salariales.

Las Organizaciones Sindicales y Empresariales consideramos que la 
credibilidad del objetivo o previsión de inflación es una base necesaria 
para el modelo de negociación salarial, evitando que éste se vea sometido 
a tensiones derivadas de una sustancial desviación entre el dato previsto 
y el dato real registrado, lo que perjudica a las rentas y genera también 
incertidumbre de costes para las empresas.

A partir de las consideraciones anteriores, y por lo que respecta a los 
criterios salariales, los negociadores de convenio deberán tener en cuenta 
lo siguiente:

Criterios para la determinación de los incrementos salariales

1) La negociación salarial debe tomar como primera referencia el 
objetivo o previsión de inflación del Gobierno, fijado para el año 2007 en 
el 2 por ciento.

Consideramos oportuno recomendar que no se utilicen otras previsio-
nes de inflación distintas de las oficiales, desaconsejándose, en conse-
cuencia, la identificación de otros parámetros ya sea en un ámbito secto-
rial específico, ya sea en un ámbito territorial determinado.

2) En segundo lugar, puede haber incrementos superiores a la infla-
ción prevista dentro de los límites derivados del incremento de la produc-
tividad. La negociación salarial debe tener en cuenta los criterios pro-
puestos para apoyar el mantenimiento o, en su caso, el crecimiento del 
empleo en las empresas, favoreciendo sus inversiones productivas, y para 
sostener la mejora del poder adquisitivo de los salarios sobre el que, en 
buena medida, se soporta el crecimiento económico y del empleo a través 
del aumento del consumo.

Cláusula de revisión salarial

Los convenios colectivos así negociados incorporarán una cláusula de 
revisión salarial, sin que ello trunque el objetivo de moderación salarial. A 
tal fin, tomarán como referencia el objetivo o previsión de inflación, 
el IPC real y el incremento salarial pactado en el convenio colectivo.

La determinación de los salarios en la negociación colectiva basada en 
esta política de moderado crecimiento de los salarios, tomando como 
referencia la inflación prevista, la productividad y la cláusula de revisión 
salarial, en los términos señalados, constituye un modelo apropiado para 
evitar espirales inflacionistas nada deseables.

Otros aspectos a considerar

Debe tenerse en cuenta que el crecimiento de los salarios en convenio 
debería también tomar como referencia los costes laborales unitarios, de 
forma tal que la cifra resultante permita a las empresas, en particular las 
abiertas a la competencia internacional, mantener, al menos, su posición 
actual y no verse perjudicadas respecto a sus competidores.

En este sentido, es preciso señalar que la evolución de los costes labo-
rales unitarios no depende en exclusiva de los salarios, sino que también 
se ve afectada por la incidencia de otros factores que los determinan y que 
tienen que ver con la evolución, tanto de los costes laborales no salariales 
(cotizaciones a la Seguridad Social, prestaciones sociales pagadas por la 
empresa, etc.), como de los aspectos que afectan al grado y forma de uti-
lización del factor trabajo (distribución de la jornada, organización del 
trabajo, absentismo injustificado, inversión productiva, etc.).

En una economía abierta a la competencia internacional, se hace pre-
ciso afrontar cambios en las actuales estructuras salariales, avanzando en 
una mayor relación entre retribución y productividad.

En tal sentido, la negociación colectiva constituye un instrumento 
adecuado para establecer la definición y criterios de una estructura sala-
rial (conceptos fijos y variables, salarios mínimos, complementos u otros) 
adecuada a la realidad sectorial y empresarial, teniendo en cuenta su 
directa relación con los nuevos sistemas de organización del trabajo y los 
incentivos a la producción, la calidad o los resultados, entre otros.

A tal fin, en la definición de los conceptos variables deberían tomarse 
en consideración criterios de objetividad y claridad en su implantación; la 
delimitación de porcentajes de retribución variable sobre la retribución 
total; los derechos de información y participación en la empresa de los 
representantes de los trabajadores y la consideración de las realidades 
específicas de cada sector o empresa.

Diversidad de situaciones

No pueden tratarse de manera uniforme las distintas situaciones, por 
lo que los negociadores deberán, en cada caso, tener en cuenta las cir-
cunstancias específicas de su ámbito para fijar las condiciones salariales, 
todo ello dentro de los criterios señalados anteriormente.

Cláusula de inaplicación salarial

La inclusión de la llamada cláusula de inaplicación del régimen salarial 
forma parte del contenido mínimo de los convenios colectivos de ámbito 
superior al de empresa.

En tal sentido, consideramos necesario que en dichos convenios se 
establezcan las condiciones y procedimientos por los que podría no apli-
carse el régimen salarial a las empresas cuya estabilidad económica 
pudiera verse dañada como consecuencia de tal aplicación. La reincorpo-
ración, en su caso, al régimen salarial objeto del descuelgue se debería 
adoptar en el mismo ámbito que el del acuerdo correspondiente.

Previsión social complementaria

Las Organizaciones firmantes de este Acuerdo hemos compartido una 
valoración positiva sobre los sistemas de Previsión Social Complementa-
ria y considerado conveniente analizar conjuntamente los problemas que 
dificultan el desarrollo de los mismos en el marco de la negociación 
colectiva, que es un ámbito adecuado para la promoción de nuevos com-
promisos por pensiones.

Este análisis deberá abordar la integridad de aspectos que afectan al 
desarrollo de sistemas de previsión social complementaria, incluido entre 
ellos el vigente marco regulador.

Por otra parte, hay que recordar que el Real Decreto 16/2005, de 30 de 
diciembre (BOE 31.12), aprobó una nueva y última prórroga del plazo 
inicialmente fijado para exteriorizar los compromisos por pensiones con-
templados en convenios colectivos sectoriales de ámbito supraempresa-
rial conocidos como premios de jubilación. Dicho plazo finalizó el día 31 
de diciembre de 2006.

A efectos de la realización de dicho proceso, el BOE de 9 de noviembre 
de 2006, publicó la Orden EHA 3433/2006, de 2 de noviembre, sobre con-
diciones técnicas especiales aplicables a contratos de seguro y planes de 
pensiones que instrumenten determinados compromisos por pensiones 
vinculados a la jubilación. Esta norma constituye una alternativa adicio-
nal de financiación del proceso de exteriorización ya que facilita la finan-
ciación a futuro de los compromisos por servicios pasados.
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La finalización del plazo legal de exteriorización supone que aquellas 
empresas con compromisos por pensiones derivados de su convenio sec-
torial que, a la fecha referida, pudieran no haber concluido el proceso de 
exteriorización de los mismos, deberán hacerlo para hacer efectiva la 
obligación y evitar el riesgo del procedimiento sancionador que pudiera 
derivarse del incumplimiento de la obligación legal.

La normativa vigente regula los instrumentos para la exteriorización: 
plan de pensiones de empleo (de empresa o de promoción conjunta para 
el ámbito supraempresarial) y seguros colectivos de empresa.

CAPÍTULO V

 Empleo. Formación. Flexibilidad y seguridad. Derechos
 de información y consulta

La negociación colectiva del año 2007 deberá tener en cuenta el con-
junto de normas y de nuevos criterios derivados del amplio proceso de 
negociación desarrollado en los dos últimos años, en cumplimiento de la 
Declaración para el Diálogo Social 2004 suscrita por el Gobierno y los 
Interlocutores Sociales.

Algunos de los acuerdos tripartitos alcanzados afectan de manera signi-
ficativa a las materias que se tratan en este Capítulo y, en particular: el 
Acuerdo para el nuevo Sistema de Formación para el Empleo que desarro-
lla nuevos aspectos de la formación de los trabajadores y trabajadoras; el 
Acuerdo sobre Medidas en materia de Seguridad Social que afecta, entre 
otras cuestiones, a la jubilación parcial y a los incentivos a la prolongación 
voluntaria de la vida laboral; la Ley 14/2005, de 1 de julio, sobre las cláusulas 
de los convenios colectivos referidas al cumplimiento de la edad ordinaria 
de jubilación que habilita a los convenios colectivos para establecer cláusu-
las que posibiliten la extinción del contrato de trabajo al cumplir el trabaja-
dor la edad ordinaria de jubilación; el Acuerdo para la Mejora del Creci-
miento y del Empleo (AMCE), hoy recogido por la Ley 43/2006, de 29 de 
diciembre, que establece un nuevo programa de bonificaciones al empleo 
estable y nuevas normas en materia de contratación y de subcontratación.

Los contenidos del Acuerdo para la Mejora del Crecimiento y del 
Empleo, en tanto que plasmación del consenso entre las partes firmantes, 
constituye un punto de equilibrio que se orienta en la dirección de apoyar 
y sostener la creación de empleo, así como mejorar el funcionamiento del 
mercado de trabajo y la estabilidad del empleo.

El mencionado Acuerdo refleja el convencimiento de los firmantes de 
que la apuesta por la mejora de la productividad del trabajo y de la com-
petitividad empresarial –que son dos de los grandes desafíos de futuro 
para la economía española– debe pasar por alcanzar un mayor nivel de 
estabilidad en el empleo.

Estos mismos objetivos han estado presentes en los criterios y reco-
mendaciones que han conformado los sucesivos Acuerdos Interconfede-
rales para la Negociación Colectiva suscritos entre las organizaciones 
sindicales y empresariales desde el año 2002.

La estabilidad del empleo debe seguir presente en la negociación 
colectiva, sin perjuicio de mantener un marco de contratación temporal 
que permita responder a las necesidades coyunturales de producción de 
bienes y servicios, y de articular instrumentos de flexibilidad, entre ellos 
las nuevas formas de organización del trabajo, y tener en cuenta que los 
mecanismos de adaptación internos son preferibles a los externos y a los 
ajustes de empleo. En este contexto se debe perseguir el adecuado equili-
brio entre flexibilidad para las empresas y seguridad para los trabajadores.

Para contribuir al mejor tratamiento de todos estos aspectos conside-
ramos que los convenios colectivos de 2007 deben tener en cuenta los 
siguientes criterios generales:

El mantenimiento del empleo y la promoción del mismo, especial-
mente entre quienes tienen mayor riesgo de desempleo.

El establecimiento de marcos que permitan a las empresas mejorar su 
posición en el mercado y su productividad, y adaptarse internamente ante 
circunstancias cambiantes, manteniendo el adecuado equilibrio entre 
flexibilidad y seguridad.

El fomento de la estabilidad del empleo como garantía de competitivi-
dad para las empresas y de seguridad para los trabajadores.

El desarrollo permanente de las competencias y la cualificación profe-
sional.

El cumplimiento del principio de igualdad de trato y no discriminación 
en el empleo y en las condiciones de trabajo, así como la promoción de la 
igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres.

El desarrollo de instrumentos de información y de análisis para favo-
recer la adecuada adaptación a los cambios productivos, así como para el 
seguimiento de lo pactado en la negociación colectiva.

La incidencia de las tecnologías de la información y de la comunica-
ción en el desarrollo productivo general y en las relaciones laborales.

1. Empleo y contratación

Los convenios colectivos deberán seguir avanzando en la asunción de 
las competencias que la legislación laboral traslada a la negociación colec-
tiva en materia de contratación, de acuerdo a los siguientes criterios:

a) La promoción de la contratación indefinida inicial, la transforma-
ción de contratos temporales en contratos fijos, el mantenimiento del 
empleo y la igualdad de oportunidades, teniendo para ello en cuenta las 
nuevas normas e instrumentos vigentes:

El nuevo programa de bonificaciones a la contratación indefinida de 
determinados grupos de trabajadores y trabajadoras con mayores dificul-
tades de inserción laboral y personas desempleadas: las mujeres, los 
jóvenes, las personas mayores de 45 años, quienes llevan más de 6 meses 
en paro, las personas con discapacidad, las personas víctimas de violen-
cia de género o doméstica, y los que se encuentren en situación de exclu-
sión social.

Una vez finalizado el programa extraordinario de incentivos para la 
conversión de empleo temporal en fijo el día 31 de diciembre de 2006, las 
bonificaciones se destinarán a la contratación indefinida inicial.

La reducción de 0,25 puntos porcentuales en la cotización empresarial 
por la contingencia de desempleo a todos los contratos indefinidos desde 
el 1 de julio de 2006 y de otros 0,25 puntos adicionales a partir del 1 de 
julio de 2008.

La reducción del tipo de cotización empresarial al FOGASA, quedando 
establecido en el 0,20 desde el 1 de julio de 2006.

La posibilidad de transformar los contratos temporales, incluidos los 
formativos, celebrados antes del 31 de diciembre de 2007 en el contrato 
para el fomento de la contratación indefinida.

b) El fomento del uso adecuado de las modalidades contractuales de 
forma tal que las necesidades permanentes de la empresa se atiendan con 
contratos indefinidos y las necesidades coyunturales, cuando existan, 
puedan atenderse con contratos temporales causales, directamente o a 
través de ETT.

c) La adopción de fórmulas que eviten el encadenamiento injustifi-
cado de sucesivos contratos temporales, con el objetivo de prevenir abu-
sos, teniendo en cuenta la nueva regulación:

Los trabajadores que en un periodo de 30 meses hubieran estado con-
tratados durante un plazo superior a 24 meses, con o sin solución de 
continuidad, para el mismo puesto de trabajo con la misma empresa, 
mediante dos o más contratos temporales (de las modalidades de obra y 
servicio y eventual por circunstancias de la producción), sea directa-
mente o a través de ETT, adquirirán la condición de trabajadores fijos.

Esta medida afecta a los contratos realizados con posterioridad al 15 de 
junio de 2006, y respecto a los contratos suscritos con anterioridad, a los 
efectos del cómputo del número de contratos y del periodo y plazo previsto, 
se tomará en consideración el contrato vigente el 15 de junio de 2006.

Además, la norma prevé que, atendiendo a las peculiaridades de cada 
actividad y a las características del puesto de trabajo, la negociación 
colectiva establecerá requisitos dirigidos a prevenir la utilización abusiva 
de contratos de duración determinada con distintos trabajadores para des-
empeñar el mismo puesto de trabajo cubierto anteriormente con contratos 
de ese carácter, incluidos los de puesta a disposición realizados con ETT.

Este segundo supuesto ha sido remitido por la Ley a la negociación 
colectiva, dejando a ésta distintas posibilidades de actuación, dado que la 
pluralidad de situaciones no permite una solución homogénea, convir-
tiendo a la negociación colectiva en el cauce adecuado para instrumentar 
fórmulas y procedimientos dirigidos a evitar el encadenamiento injustifi-
cado de contratos temporales atendiendo a las peculiaridades de la activi-
dad y de los puestos de trabajo a cubrir.

d) El fomento de los contratos formativos, como vía de inserción 
laboral y cualificación de los jóvenes. La incorporación definitiva en la 
empresa de estos trabajadores, una vez finalizado el contrato formativo, 
contribuye a la estabilidad del empleo.

La negociación colectiva deberá tener presente las modificaciones 
introducidas en los límites de edad de los trabajadores con los que se 
puede suscribir el contrato para la formación. Debe recordarse que el 
límite general –trabajadores mayores de 16 y menores de 21 años– ha sido 
repuesto para colectivos antes excluidos del mismo (extranjeros durante 
la vigencia de su primera autorización de trabajo, parados que lleven más 
de 3 años en situación de desempleo y personas en situación de exclusión 
social), quedando como únicas excepciones a dicho límite las personas 
con discapacidad y alumnos-trabajadores de escuelas taller, casas de ofi-
cios y talleres de empleo.

e) La desaparición del contrato de inserción, cuya utilización estaba 
reservada a la gestión de programas públicos de empleo por parte de las 
Administraciones Públicas y entidades sin ánimo de lucro.

f) El fomento de los contratos a tiempo parcial indefinidos que pue-
den ser una alternativa a la contratación temporal o a la realización de 
horas extraordinarias en determinados supuestos, así como de los contra-
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tos fijos discontinuos en las actividades discontinuas o estacionales, 
teniendo en cuenta que ambas modalidades están bonificadas en las cuo-
tas empresariales a la Seguridad Social proporcionalmente al volumen de 
jornada contratado.

g) La utilización de las posibilidades que para el mantenimiento del 
empleo y el rejuvenecimiento de plantillas presentan la jubilación parcial 
y el contrato de relevo.

A estos efectos, la negociación colectiva deberá tener en cuenta las 
modificaciones derivadas del Acuerdo tripartito sobre Medidas en mate-
ria de Seguridad Social, que tendrán traslación normativa a lo largo 
de 2007 y que afectan a la edad, los años de cotización, la antigüedad en la 
empresa y el volumen máximo de jornada reducida del trabajador rele-
vado. Según el citado Acuerdo, de forma transitoria, los convenios y 
acuerdos colectivos que estén vigentes a la entrada en vigor de la disposi-
ción que apruebe las medidas pactadas sobre jubilación parcial, seguirán 
rigiéndose, en lo que se refiere a los compromisos sobre jubilación parcial 
y hasta la finalización de su vigencia y, en todo caso, hasta el 31 de diciem-
bre de 2009, por las previsiones contenidas en el Real Decreto 1131/2002, 
de 31 de octubre, por el que se regula la Seguridad Social de los trabajado-
res contratados a tiempo parcial, así como la jubilación parcial.

También deberá tenerse en cuenta la Ley 14/2005, de 1 de julio, sobre 
las cláusulas de los convenios colectivos referidas al cumplimiento de la 
edad ordinaria de jubilación, que responde a un acuerdo alcanzado entre 
el Gobierno y las Organizaciones Empresariales y Sindicales en el marco 
de la Declaración para el Diálogo Social 2004.

Dicha Ley contempla la habilitación a los convenios para el estableci-
miento de cláusulas que posibiliten la extinción del contrato de trabajo al 
cumplir el trabajador la edad ordinaria de jubilación, siempre que se cum-
plan los supuestos y requisitos siguientes:

Podrá pactarse la jubilación obligatoria a partir del momento en que el 
trabajador alcance la edad ordinaria de jubilación, debiendo el trabajador 
afectado por la medida cumplir los requisitos exigidos para causar dere-
cho a la pensión de jubilación en su modalidad contributiva.

Los objetivos de política de empleo que justificarán la utilización de la 
jubilación obligatoria deberán expresarse en el convenio colectivo, dado 
que la Ley recoge algunos de tales objetivos, como la mejora de la estabi-
lidad en el empleo, la transformación de contratos temporales en indefini-
dos, el sostenimiento del empleo, la contratación de nuevos trabajadores 
o cualesquiera otros que se dirijan a favorecer la calidad del empleo.

2. Formación y cualificación profesional

La formación y el desarrollo de las competencias profesionales es un 
objetivo compartido por trabajadores y empresas para responder conjun-
tamente a las necesidades de mejorar la capacidad de adaptación y la 
empleabilidad, y constituye un objetivo estratégico para los firmantes de 
este Acuerdo.

En este sentido, resulta imprescindible intensificar el esfuerzo que 
iniciamos en 1992 para conseguir el objetivo común de actualizar y mejo-
rar la cualificación de la población activa e incrementar la productividad 
y competitividad de las empresas, llegando a un mayor volumen de traba-
jadores e incrementando los niveles de inversión en formación, en cohe-
rencia con la Agenda de Lisboa.

En el año 2006, las Organizaciones Empresariales y Sindicales Euro-
peas hemos evaluado conjuntamente el «Marco de acción para el desarro-
llo permanente de las competencias y cualificaciones» (3) que habíamos 
suscrito en 2002, comprometiéndonos a promover una serie de priorida-
des que siguen hoy vigentes:

La identificación y anticipación de las necesidades de competencias y 
cualificaciones.

El reconocimiento y validación de las competencias y cualificaciones.
La necesidad de informar, apoyar y orientar a empleados y empresas 

en todo el proceso de desarrollo de sus competencias.
La movilización de los recursos a este fin.

A este respecto, debemos tener presente también el marco previsto por 
la Ley Orgánica de Cualificaciones y Formación Profesional (Ley 5/2002) en 
cuanto establece el Sistema Nacional de Cualificaciones. El desarrollo de 
esta Ley ha continuado, en 2005, con el Real Decreto referido a la crea-
ción de Centros Integrados de Formación Profesional (RD 1558/2005) y, 
en 2006, con el de ordenación de la Formación Profesional en el Sistema 
Educativo (RD 1538/2006), al tiempo que se ha avanzado en la elaboración 
del Catálogo Nacional de Cualificaciones que constituye la base para una 
oferta integrada de formación. La Ley continuará desarrollándose en el 
presente año, durante el que se prevé la regulación de Centros de Referen-
cia Nacional, que tendrán una especialización sectorial y contarán con un 
órgano de participación de los interlocutores sociales. Igualmente está 
previsto el desarrollo normativo en materia de evaluación y reconoci-

miento de los aprendizajes adquiridos mediante la experiencia laboral y 
otras vías no formales de formación.

Por otro lado, resulta importante facilitar la transición de los jóvenes 
al mercado de trabajo. A este fin, la legislación laboral contempla los 
contratos de trabajo en prácticas y para la formación. Además de los ante-
riores, en las empresas se realizan otras prácticas formativas que no revis-
ten carácter laboral (con desempleados, y con estudiantes de FP y univer-
sitarios). Las Organizaciones Empresariales y Sindicales compartimos el 
objetivo de optimizar el carácter formativo de todos estos instrumentos.

En febrero de 2006, el Gobierno y las Organizaciones Empresariales y 
Sindicales suscribimos los Acuerdos de Formación Profesional para el 
Empleo, estableciendo los fines, principios y ejes para la reforma de los 
antiguos sistemas de formación continua y ocupacional.

Se configura, de este modo, un nuevo sistema de formación para el 
empleo dirigido a todos los trabajadores y empresas, que se verá recogido 
próximamente en un nuevo Real Decreto, y que mantiene entre sus prin-
cipios la vinculación con el Diálogo Social y la negociación colectiva 
sectorial. El Acuerdo también prevé que la Administración articule un 
sistema integral de orientación que preste atención también a los trabaja-
dores ocupados.

La nueva regulación introducirá novedades en la formación de los 
trabajadores y trabajadoras para responder más adecuadamente a sus 
necesidades y a los cambios del entorno productivo, y hacerlo de manera 
más efectiva al integrar la formación de ocupados y parados.

La negociación colectiva debe contribuir a facilitar el aprovecha-
miento de las oportunidades que ofrece este marco en el nivel que corres-
ponda, sector o empresa.

En este sentido, debe recordarse que la norma, con algunas noveda-
des, atribuye una serie de funciones en el ámbito de este sistema de for-
mación a las Comisiones Paritarias que se constituyan por la negociación 
colectiva sectorial de ámbito estatal.

El Acuerdo de Formación señala que las Organizaciones Empresaria-
les y Sindicales más representativas, y las representativas en los distintos 
sectores, desarrollarán con el impulso de los Órganos del Sistema las 
tareas necesarias para simplificar y racionalizar la actual ordenación y 
composición de dichas Comisiones Paritarias Sectoriales. El mapa secto-
rial resultante, que se aprobará en su momento por los órganos del Sis-
tema, debe ser transparente para la estructura del Sistema de Cualifica-
ciones.

La negociación colectiva, en el nivel que corresponda, contribuirá a 
alcanzar los objetivos de formación, mediante la definición de criterios y 
prioridades en cuestiones como:

Las iniciativas a desarrollar, en función de las necesidades de forma-
ción, y los colectivos prioritarios, en particular en lo referido a las accio-
nes formativas, sobre todo las dirigidas a los colectivos con mayor riesgo 
de perder el empleo y los de menor nivel de cualificación.

El desarrollo de la formación teórica en los contratos para la formación.
Los derechos y obligaciones en relación con la formación.
Facilitar la aplicación de las bonificaciones de las empresas y los Per-

misos Individuales de Formación previstos en el Acuerdo de Formación.
La asistencia a la formación, su aprovechamiento y el tiempo en que se 

realiza.
La evaluación y, en su caso, la acreditación de la competencia profe-

sional.
La orientación a los trabajadores y el desarrollo de itinerarios de for-

mación coherentes con las necesidades de empresas y trabajadores, con-
siderando los que puedan conducir a acreditaciones en el marco del Sis-
tema Nacional de Cualificaciones u otros ámbitos de certificación.

Las referencias formativas en relación con la clasificación, movilidad, 
promoción y planificación de carreras.

La mejora de la calidad de las acciones formativas.

3. Flexibilidad y seguridad. Reestructuraciones. Observatorios. 
Absentismo

Flexibilidad y seguridad. Teletrabajo.–Potenciar un empleo más pro-
ductivo, a través de la cualificación de los trabajadores, de la innovación 
y desarrollo tecnológico y del impulso de mecanismos de flexibilidad 
interna de la empresa, preferibles a los ajustes externos, así como de la iden-
tificación de instrumentos y dispositivos de análisis y diálogo, constituye un 
elemento esencial para responder a los requerimientos del cambio.

Los convenios colectivos permiten tratar un conjunto de aspectos que 
avanzan en dicha dirección, como son:

La clasificación profesional y las estructuras profesionales basadas en 
grupos y, cuando proceda dentro de éstos, en áreas funcionales, estable-
ciendo los procedimientos adecuados de adaptación entre los sistemas 
tradicionales y los nuevos.

Sin perjuicio de la autonomía de las partes para determinar la estruc-
tura que mejor se adecue en cada ámbito, pueden servir como referentes 
orientadores a la hora de fijar la clasificación profesional los niveles de 
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cualificación en que se articula el Sistema Nacional de Cualificacio-
nes (4), los del Marco Europeo de Cualificaciones (5) o los grupos que 
fijaba el Acuerdo sobre Cobertura de Vacíos (6).

La movilidad funcional, como instrumento de adaptación interna, vincu-
lada a la clasificación profesional y los procesos formativos correspondientes.

Las modificaciones en la organización del trabajo derivadas de proce-
sos de innovación y de cambios tecnológicos.

La gestión del tiempo de trabajo; la duración y redistribución de la 
jornada, incluso su cómputo anual y su distribución flexible; la limitación 
de las horas extraordinarias que no sean estrictamente necesarias; la uti-
lización de sistemas flexibles de jornada, acompañada de los correspon-
dientes procesos de negociación y de las condiciones para su realización, 
con el objetivo compartido de conciliar las necesidades de las empresas 
con las de los trabajadores y trabajadoras.

La utilización de sistemas flexibles de jornada puede facilitar los des-
plazamientos al inicio y final de la jornada laboral, especialmente la movi-
lidad en los grandes núcleos urbanos.

El desarrollo de la formación continua de los trabajadores y trabajado-
ras como mecanismo para hacer frente a los mayores requerimientos de 
cualificación y polivalencia.

Una de las formas innovadoras de organización y ejecución de la pres-
tación laboral derivada del propio avance de las nuevas tecnologías es el 
teletrabajo, que permite la realización de la actividad laboral fuera de las 
instalaciones de la empresa.

Partiendo del reconocimiento por los interlocutores sociales del tele-
trabajo como un medio de modernizar la organización del trabajo para 
hacer compatible la flexibilidad para las empresas y la seguridad para los 
trabajadores, consideramos oportuno establecer algunos criterios que 
pueden ser utilizados por las empresas y por los trabajadores y sus repre-
sentantes:

El carácter voluntario y reversible del teletrabajo, tanto para el traba-
jador como para la empresa.

La igualdad de derechos, legales y convencionales, de los teletrabaja-
dores respecto a los trabajadores comparables que trabajan en las instala-
ciones de la empresa.

La conveniencia de que se regulen aspectos como la privacidad, la 
confidencialidad, la prevención de riesgos, las instalaciones, la forma-
ción, etc.

Más allá de esos criterios, las Organizaciones empresariales y sindica-
les vuelven a recordar el contenido del Acuerdo Marco Europeo sobre 
Teletrabajo, suscrito por los interlocutores sociales europeos en julio 
de 2002, en el que se recogen pautas que pueden resultar de utilidad en el 
desarrollo del teletrabajo.

Procesos de reestructuración.–Las situaciones de dificultad deben ser 
abordadas teniendo en cuenta, cuando sea posible, la anticipación y valo-
ración de las consecuencias sociales.

En este sentido, cabe recordar la Declaración suscrita en el ámbito 
europeo por la Organización Sindical CES y las Organizaciones Empresa-
riales UNICE/UEAPME y CEEP, el 16 de octubre de 2003, en la que se 
recogen una serie de orientaciones, extraídas del estudio de casos con-
cretos, que pueden servir de referencia para los procesos de reestructura-
ciones y que en síntesis son, entre otras, las siguientes:

La explicación y justificación de los cambios. Una adecuada informa-
ción a tiempo, explicando y justificando los cambios a los trabajadores y 
sus representantes favorece un clima de confianza para el proceso de 
discusión posterior.

El desarrollo de la empleabilidad favorece la movilidad interna y 
externa y asegura el éxito de la reestructuración.

La dimensión territorial, dadas las repercusiones que los cambios eco-
nómicos y sociales tienen sobre el conjunto de una región o territorio.

La situación específica de las pequeñas y medianas empresas, tomando en 
consideración su especial situación en zonas o sectores en reestructuración.

La gestión de las reestructuraciones, teniendo en cuenta las conse-
cuencias sociales relativas a los condicionantes de la empresa, el régimen 
fiscal, la legislación nacional, los convenios colectivos y las necesidades 
y elección de los trabajadores, y abordando posibles alternativas, tales 
como la reclasificación interna o externa, la formación, la reconversión, 
el apoyo a la creación de empresas, las jubilaciones, los planes personales 
para los trabajadores o los acuerdos para diversificar las formas de 
empleo y un acompañamiento personalizado de los asalariados.

Observatorios sectoriales.–Un análisis de la situación competitiva de 
la economía española en general, y en particular de los sectores concre-
tos, debe permitir identificar los puntos fuertes, las debilidades, y las 
condiciones marco que deben mejorarse.

Los observatorios sectoriales son instrumentos en los que se puede 
desarrollar ese trabajo y pueden contribuir a definir las medidas que per-
mitan anticiparse a los cambios estructurales.

Además de los observatorios sectoriales estatales de carácter tripar-
tito constituidos vinculados a los Presupuestos Generales del Estado, 
CC.OO., UGT, CEOE y CEPYME, consideramos necesario seguir mante-
niendo, como hemos hecho en los anteriores ANC, una apuesta decidida 
por el desarrollo de observatorios sectoriales bilaterales, especialmente 
en el ámbito sectorial estatal, que permita el análisis conjunto de las pers-
pectivas futuras en materias tales como la posición de las empresas en el 
mercado, la ampliación de la Unión Europea, el desarrollo tecnológico, 
las cuestiones medioambientales, la evolución de la productividad y el 
empleo, las necesidades formativas, la igualdad de oportunidades, etc., 
con especial atención a las pequeñas y medianas empresas.

A su vez, la mejora de la gestión del medio ambiente en las empresas 
resulta cada vez más importante. En este marco se inscribe también la 
Declaración para el Diálogo Social 2004 a la hora de acometer los com-
promisos y las consecuencias que sobre la actividad productiva y el 
empleo puede tener el Protocolo de Kyoto y los compromisos adquiridos 
por la Unión Europea y nuestro país en esta materia. En este marco se 
inscribe también el establecimiento de las Mesa General y Sectoriales de 
los sectores industriales afectados por la Directiva de Comercio de Emi-
siones de CO2

 y los Planes Nacionales de Asignación.
El objetivo prioritario es prevenir, evitar o reducir los posibles efectos 

negativos que los retos medioambientales pudieran tener sobre la compe-
titividad y el empleo.

Es preciso abordar las cuestiones relacionadas con el medio ambiente 
desde diversas perspectivas, entre ellas la mejora tecnológica de las 
empresas económicamente viable, lo que supone situarse en una posición 
más favorable de competitividad y superar los impactos que pudieran 
derivarse de la normativa medioambiental. La información a los represen-
tantes de los trabajadores sobre actuaciones medioambientales que ten-
gan directa repercusión en el empleo, cooperará con la consecución de 
este objetivo.

Absentismo injustificado.–El absentismo injustificado conlleva una 
pérdida de productividad e incide de manera negativa en los costes labo-
rales, perjudicando con ello la competitividad de las empresas y la posibi-
lidad de mejorar los niveles de empleo y renta de los trabajadores.

La reducción del absentismo injustificado en el ámbito sectorial o de 
empresa debe ser un objetivo compartido por la representación sindical y 
empresarial, dado que se proyecta sobre las condiciones de trabajo, el 
clima laboral, la productividad y la salud de los trabajadores.

Para poder abordarlo, la empresa debe tener un conocimiento rigu-
roso de su absentismo: sus causas, las circunstancias que lo rodean, su 
coste, etc. Cualquier solución requiere de un acertado diagnóstico com-
partido, así como el desarrollo de metodologías sencillas y adecuadas a la 
realidad.

A tal fin, los convenios colectivos deberían:

Identificar las causas del absentismo y sus efectos, y cuantificar su 
dimensión, analizando la situación así como su evolución en el ámbito 
correspondiente.

Establecer criterios para la reducción del absentismo injustificado, 
definir mecanismos de seguimiento y de información a los representantes 
de los trabajadores y, en su caso, medidas correctoras y de control posibi-
litando llevar a cabo planes concretos a nivel de empresa de acuerdo con 
sus circunstancias.

Difundir la información sobre la situación existente y las medidas 
adoptadas.

4. Derechos de información y consulta. Subcontratación
 de actividades

Información, consulta y participación.–Con carácter general, la regula-
ción legal actual, y su concreción y desarrollo a través de la negociación 
colectiva, establecen un conjunto de materias que deben ser objeto de 
información y, en su caso, de consulta a los representantes de los trabaja-
dores. Tales materias son las relativas a la situación económica del sector 
o ámbito negocial correspondiente; las previsiones sobre el volumen y 
tipo de empleo, así como la evolución prevista en el inmediato futuro; las 
modalidades de contratación, los contratos de puesta a disposición y los 
supuestos de subcontratación; los procesos de reconversión y reestructu-
ración de empleo; los despidos objetivos y, en su caso, las medidas alter-
nativas a los mismos.

A su vez puede ser útil posibilitar la interlocución, a efectos del desa-
rrollo del convenio colectivo, de las federaciones de los sindicatos más 
representativos firmantes del mismo.

La incidencia de las tecnologías de la información y de la comunica-
ción (TIC) en las relaciones laborales también debería ser objeto de trata-
miento en los convenios colectivos para garantizar los derechos indivi-
duales y colectivos de los trabajadores.

Habrá, también, que tener en cuenta en su momento la regulación 
contenida en el Proyecto de Ley que modifica el Texto Refundido de la 
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Ley del Estatuto de los Trabajadores, en materia de información y con-
sulta a los trabajadores y en materia de protección de los trabajadores 
asalariados en caso de insolvencia del empresario, que transpone el con-
tenido de la Directiva 2002/814/CE.

Con carácter específico, en los supuestos de Sociedades Anónimas 
Europeas o Cooperativas Europeas, deben tenerse en cuenta los mecanis-
mos de información, consulta y participación que prevé la Ley 31/2006, 
de 18 de octubre, que regula la implicación de sus trabajadores.

Contratación y subcontratación de actividades.–La importancia y 
extensión de nuevas formas de organización productiva y societaria, en 
un contexto de externalización creciente de las actividades por parte de 
las empresas, ha dado lugar a regulaciones legales que establecen dere-
chos de información para la representación de los trabajadores, siendo 
necesario:

Facilitar la información por parte de las empresas principal y contra-
tista a sus trabajadores y a la representación legal de los mismos sobre los 
procesos de subcontratación, según lo establecido en el artículo 42 del 
Estatuto de los Trabajadores, lo que contribuirá a la seguridad del empleo 
y al cumplimiento de las condiciones laborales establecidas legal y con-
vencionalmente.

Facilitar información por parte de la empresa usuaria a los represen-
tantes de los trabajadores sobre los contratos de puesta a disposición con 
las ETT, entregándoles una copia básica del contrato de trabajo o de la 
orden de servicio.

Informar a los trabajadores sobre los medios de coordinación fijados 
para proteger y prevenir los riesgos laborales en el centro de trabajo, en 
los términos previstos en el artículo 24 de la Ley de Prevención de Riesgos 
Laborales, desarrollado por el Real Decreto 171/2004.

Dichas regulaciones en el ámbito de la subcontratación de actividades 
han sido también objeto de tratamiento en el Acuerdo para la Mejora del 
Crecimiento y del Empleo (AMCE). La Ley 43/2006, de 29 de diciembre, 
para la mejora del crecimiento y del empleo incorpora algunas medidas 
nuevas en materia de información y de coordinación en las empresas 
principal y contratistas cuando comparten un mismo centro de trabajo. 
Así, es necesario tener en cuenta:

Cuando las empresas, principal, contratista y subcontratista, compar-
tan de forma continuada un mismo centro de trabajo, la primera deberá 
disponer de un libro de registro en el que se refleje la información mencio-
nada en el artículo 42.4 del Estatuto de los Trabajadores respecto de todas 
las empresas citadas. Dicho libro estará a disposición de los representan-
tes legales de los trabajadores.

Los trabajadores de las empresas contratistas y subcontratistas ten-
drán derecho a formular a los representantes de los trabajadores de la 
empresa principal cuestiones relativas a las condiciones de ejecución de 
la actividad laboral, mientras compartan centro de trabajo y carezcan de 
representación legal.

Los representantes legales de los trabajadores de la empresa principal 
y de las empresas contratistas y subcontratistas, cuando compartan de 
forma continuada centro de trabajo, podrán reunirse a efectos de coordi-
nación entre ellos y en relación con las condiciones de ejecución de la 
actividad laboral en los términos previstos en el artículo 81 del Estatuto 
de los Trabajadores.

La capacidad de representación y ámbito de actuación de los repre-
sentantes de los trabajadores, así como su crédito horario, serán los 
establecidos en la legislación vigente y, en su caso, en los convenios 
colectivos de aplicación.

Las Organizaciones Empresariales y Sindicales compartimos que las 
nuevas modalidades de organización productiva y societaria, que en oca-
siones revisten una notable complejidad, no deben suponer la inaplica-
ción de la regulación convencional correspondiente, o cesión ilegal de 
trabajadores. La citada Ley 43/2006 incluye una nueva redacción del 
número 2 del artículo 43 del Estatuto de los Trabajadores referido a la 
cesión ilegal.

CAPÍTULO VI

Igualdad de trato y oportunidades

A pesar de los avances registrados en los últimos años, determinados 
colectivos, como las personas con discapacidad y los mayores de 45 años, 
encuentran aún dificultades para su incorporación al mercado de trabajo o 
para hacerlo en términos de igualdad con el resto de los trabajadores. A estos 
grupos se suma más recientemente la población trabajadora inmigrante.

Hay otros colectivos como las mujeres y los jóvenes que en los últimos 
años se han beneficiado mayoritariamente del proceso sostenido de crea-
ción de empleo. Sin embargo, su situación laboral en el mercado refleja 
todavía algunos de los problemas estructurales del mismo (menores tasas 
de actividad y empleo, mayor desempleo, mayores tasas de temporalidad).

Aunque algunas de las dificultades y problemas señalados para la 
incorporación y mantenimiento en el empleo de los colectivos citados 
proceden del ámbito familiar o sociocultural, carencias e ineficiencias del 
sistema formativo y de la intermediación laboral, etc., las Organizaciones 
firmantes creemos que la negociación colectiva puede contribuir a la 
corrección de posibles fenómenos de desigualdad, promoviendo asi-
mismo actuaciones concretas dirigidas a eliminar discriminaciones direc-
tas e indirectas. Por ello, debe ser un criterio de la negociación colectiva 
reconocer la diversidad y facilitar la igualdad de trato y la no discrimina-
ción en las condiciones laborales.

En este sentido UGT, CC.OO., CEOE Y CEPYME consideramos adecua-
dos para su tratamiento por la negociación colectiva los siguientes aspectos:

La adopción de cláusulas declarativas antidiscriminatorias, que pue-
den incluirse como principio general o de manera específica en apartados 
concretos del convenio.

La adecuación del contenido de los convenios colectivos a la norma-
tiva vigente o, en su caso, la mejora de la misma, eliminando aquellas 
cláusulas que estén superadas por modificaciones normativas en materia 
de no discriminación y reconocimiento de igualdad de trato. Esta adecua-
ción se extiende también a los contenidos en materia de prevención de 
riesgos laborales para la maternidad, la lactancia y la reproducción, así 
como el tratamiento del acoso sexual.

Contemplar la promoción de la estabilidad laboral de los jóvenes y una 
formación adecuada a su actividad.

Aplicar las mismas condiciones laborales para los inmigrantes que para el 
resto de los trabajadores en formas y tipos de contratación, retribuciones, 
prevención y seguridad, clasificación y promoción, formación y derecho a 
prestaciones sociales, teniendo en cuenta, con la suficiente flexibilidad, aque-
llas situaciones específicas y excepcionales que puedan surgir con ocasión 
de la aplicación del régimen de permisos por acontecimientos familiares, 
cuando éstos conlleven la necesidad de largos desplazamientos.

La igualdad de derechos de los trabajadores contratados a tiempo 
parcial y con contratos temporales con quienes son contratados a jornada 
completa y con contratos indefinidos, respectivamente.

Evitar la discriminación de los trabajadores de más edad en el acceso 
y mantenimiento del empleo.

Contribuir al establecimiento de un marco equitativo para el desarro-
llo de las condiciones de trabajo de hombres y mujeres, propiciando 
aquellas actuaciones que eliminen los obstáculos para tal equidad, y, en su 
caso, acudiendo a la inclusión de acciones positivas, cuando se constate 
la existencia de situaciones desiguales de partida vinculadas a las condi-
ciones laborales.

Inserción laboral de personas con discapacidad.–Las Organizaciones 
Sindicales y Empresariales hemos venido trabajando, desde hace tiempo, 
en diversas direcciones con el fin de facilitar la incorporación al empleo 
de los trabajadores con discapacidad.

Una de las actuaciones llevadas a cabo es la promoción de la inserción 
laboral de dicho colectivo a través de la negociación colectiva, para lo 
cual se han incluido diversas recomendaciones en los sucesivos ANC.

Asimismo, el pasado 26 de enero de 2006 la Comisión de Seguimiento 
del ANC aprobó el Informe «Negociación Colectiva e Inserción Laboral de 
Personas con Discapacidad» (7).

En dicho Informe se recogen una serie de propuestas y buenas prácti-
cas que tienen incidencia en la negociación colectiva.

De un lado, se propone promover la modificación de la normativa 
vigente de tal forma que se contemple la posibilidad de actuación de la 
negociación colectiva a través de la modulación de la cuota para aquellas 
empresas que por las características de su actividad tengan dificultades 
para su cumplimiento.

De otro, se recogen algunas propuestas específicas:

En relación al empleo ordinario: la cuota de reserva.–Promover en los 
procesos de negociación colectiva el cumplimiento de la cuota de reserva 
del 2% en las empresas de más de 50 trabajadores. Para facilitar este obje-
tivo, debemos establecer cláusulas específicas de cumplimiento, identifi-
cando las actividades y los puestos de trabajo que pueden tener menos 
dificultades para su cobertura por personas con discapacidad.

En relación al empleo protegido.–La negociación colectiva debe ser un pilar 
básico en la regulación de las relaciones laborales en el empleo protegido.

Por lo que se refiere a los Centros Especiales de Empleo, la negocia-
ción colectiva facilitará la transición de los trabajadores desde este 
ámbito a la integración en el empleo ordinario.

En relación a los enclaves laborales.–Garantizar que las empresas 
colaboradoras que tengan un enclave laboral adecuan sus instalaciones y 
los puestos de trabajo a las necesidades de los trabajadores del Centro 
Especial de Empleo, en los términos señalados en la normativa de preven-
ción de riesgos laborales.

Igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres.–En los sucesivos 
Acuerdos sobre Negociación Colectiva desde el año 2002, las Organiza-
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ciones Empresariales y Sindicales hemos venido considerando adecua-
dos para su tratamiento por la negociación colectiva criterios generales 
en materia de igualdad de oportunidades:

La inclusión de cláusulas de acción positiva para fomentar el acceso 
de las mujeres, en igualdad de condiciones, a sectores y ocupaciones en 
los que se encuentren subrepresentadas.

La fijación de criterios de conversión de contratos temporales a fijos 
que favorezcan a las mujeres cuando, en igualdad de condiciones y méri-
tos, se encuentren afectadas en mayor medida que los hombres por el 
nivel de temporalidad.

El estudio y, en su caso, el establecimiento de sistemas de selección, 
clasificación, promoción y formación, sobre la base de criterios técnicos, 
objetivos y neutros por razón de género.

La eliminación de denominaciones sexistas en la clasificación profe-
sional (categorías, funciones, tareas).

La subsanación de las diferencias retributivas que pudieran existir por 
una inadecuada aplicación del principio de igualdad de retribución por 
trabajos de igual valor.

A estos efectos, resultaría de utilidad el análisis y aplicación, en su 
caso, de sistemas de valoración de los puestos de trabajo que permitan 
evaluar periódicamente el encuadramiento profesional.

Un tratamiento de la jornada laboral, vacaciones, programación de la 
formación, etc. que permita conciliar las necesidades productivas y las de 
índole personal o familiar.

La evaluación de la aplicación del convenio desde la perspectiva de 
género, a través del seguimiento realizado por la Comisión Paritaria que 
se dotará, en su caso, del correspondiente asesoramiento. Si se considera 
oportuno, tal tarea se delegará en comisiones de trabajo específicas.

Estos criterios (8) mantienen su vigencia y actualidad y se adecuan a 
los contenidos previstos para la negociación colectiva en el Proyecto de 
Ley Orgánica para la Igualdad efectiva de Mujeres y Hombres, actual-
mente en fase de tramitación parlamentaria.

A este respecto, las Organizaciones firmantes se comprometen a ana-
lizar, en el seno de la Comisión de Seguimiento de este Acuerdo, la aplica-
ción de los contenidos de dicha Ley.

Por otra parte, se considera adecuado recordar algunas de las disposi-
ciones contenidas en la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de medi-
das de protección integral contra la violencia de género que tienen inci-
dencia en las relaciones laborales.

En concreto, el artículo 21 contiene el núcleo de las disposiciones 
laborales de la Ley que incluyen, entre otros, el derecho de las trabajado-
ras a la reordenación de su tiempo de trabajo, a través de la adaptación 
del horario o de la aplicación del horario flexible, a la reducción de su 
jornada, con disminución proporcional del salario, a la movilidad geográ-
fica, al cambio de centro de trabajo, a la suspensión de la relación laboral 
con reserva de puesto de trabajo y a la extinción del contrato de trabajo. 
Estas disposiciones se concretan en los nuevos términos en los que se 
recogen diferentes artículos del Estatuto de los Trabajadores que han sido 
modificados por la Disposición Adicional Séptima de la citada Ley.

Serán titulares de los nuevos derechos las mujeres trabajadoras que en 
su vida privada padezcan situaciones de violencia, acreditada conforme a 
lo dispuesto en esta Ley, ejercida por parte de quienes sean o hayan sido 
sus cónyuges o de quienes estén o hayan estado ligados a ellas por rela-
ciones similares de afectividad, aun sin convivencia.

Las Organizaciones Empresariales y Sindicales consideramos que la 
negociación colectiva es un cauce adecuado para facilitar el ejercicio 
efectivo de estos derechos.

CAPÍTULO VII

 Seguridad y salud en el trabajo

Seguridad y Salud en el Trabajo

Como reiteradamente hemos puesto de manifiesto, CEOE, CEPYME, 
CC.OO. y UGT compartimos el compromiso de contribuir con mayor efi-
cacia a la prevención de riesgos laborales y reducir la siniestralidad labo-
ral en España.

A pesar de que en el año 2003 se inició una tendencia de reducción de 
los índices de siniestralidad laboral, que se ha consolidado en los últimos 
años, es imprescindible continuar realizando un esfuerzo conjunto de 
empresas, trabajadores, Administraciones Públicas, Organizaciones Sin-
dicales y Empresariales para fomentar la cultura preventiva y favorecer la 
aplicación concreta de la normativa, sobre todo en las pequeñas y media-
nas empresas, en materia de integración de la prevención y vigilancia de 
la salud.

En el contexto concreto de la negociación colectiva, queremos reite-
rar algunos criterios sobre seguridad y salud en el trabajo:

Integración de la Prevención.–Hay que recordar que la actividad pre-
ventiva a desarrollar en la empresa debe estar integrada a través de la implan-
tación de un Plan de Prevención de Riesgos Laborales documentado.

La actividad preventiva planificada podrá llevarse a cabo de forma 
programada, es decir, por fases, permitiendo iniciar, aplicar y mantener 
las actividades preventivas que sea necesario realizar a lo largo del tiempo 
conforme a la planificación preestablecida.

En materia de vigilancia de la salud:

Desde diciembre de 2002, fecha en la que finalizó la posibilidad de 
efectuar, con cargo a cuotas, reconocimientos médicos de carácter gene-
ral o inespecíficos, venimos recomendando que en los convenios colecti-
vos se avance en la paulatina sustitución de los mismos por exámenes de 
salud específicos dirigidos a un cumplimiento adecuado de la normativa. 
Esta recomendación mantiene plenamente su vigencia.

Las implicaciones preventivas de dichos reconocimientos específicos 
deben traducirse en medidas concretas en los puestos de trabajo que 
eviten nuevas enfermedades profesionales.

El efecto sobre la salud, derivada de la exposición a riesgos, debe 
tenerse en cuenta y servir para la revisión, ajuste y corrección de la eva-
luación de riesgos, y de las condiciones de trabajo.

La aplicación de la vigilancia específica de la salud de los trabajadores 
y trabajadoras en relación con su puesto de trabajo debe favorecer la 
detección de enfermedades profesionales.

El nuevo sistema de declaración de Enfermedades Profesionales 
queda establecido por el Real Decreto 1299/2006, de 10 de noviembre, que 
adecua la lista a la Recomendación Europea. Se modifica el sistema de 
notificación con la finalidad de mejorar la declaración, y se define la nece-
saria colaboración entre las administraciones sanitarias, seguridad social 
y los servicios de prevención.

La Ley 42/2006, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del 
Estado para el año 2007 (BOE 29 de diciembre de 2006) contempla en su 
disposición adicional cuarta la nueva regulación de la tarifa de primas para 
la cotización a la Seguridad Social por accidentes de trabajo y enfermeda-
des profesionales, dando con ello cumplimiento al compromiso adoptado 
en el Acuerdo sobre medidas en materia de Seguridad Social de 13 de julio 
de 2006. Los objetivos de esta nueva regulación son la adecuación de la 
tarifa a la realidad productiva actual, la simplificación de la tarificación y de 
la gestión, buscando una mayor aproximación de la cotización con el riesgo 
correspondiente a la actividad realizada.

En materia de formación:

La formación sobre los riesgos presentes en los puestos de trabajo se 
demuestra como una de las herramientas más adecuadas para fomentar la 
cultura preventiva y los cambios actitudinales. Por ello, en los convenios 
colectivos de ámbito sectorial o inferior es recomendable incluir, de 
forma orientativa, el contenido de la formación específica según los ries-
gos de cada puesto de trabajo o función, agrupando así los criterios for-
mativos y el número de horas de formación o, en su caso, de adiestra-
miento, de manera homogénea por riesgos y puestos de trabajo de cada 
sector; y con independencia de la formación acorde con los factores de 
riesgo de cada puesto de trabajo concreto en cada empresa individual-
mente considerada.

En otro orden de cosas, en la negociación colectiva, de cualquier 
ámbito, pero preferentemente sectorial, se puede concretar el número de 
horas de formación de los Delegados de Prevención en función de la peli-
grosidad de la actividad.

Otras materias:

Igualmente es recomendable que el crédito horario de los Delegados de 
Prevención y la constitución en los convenios colectivos de Comisiones Pari-
tarias que tengan como fin primordial el análisis, estudio y propuesta de 
soluciones en materia de prevención de riesgos laborales, se incluya en con-
venios colectivos del ámbito sectorial y territorial más amplio posible.

Respecto a la designación de los Delegados de Prevención, en los 
ámbitos sectoriales, podrá negociarse el establecimiento de procedimien-
tos distintos de los previstos legalmente, siempre que se garantice que la 
facultad de designación corresponde a los representantes de los trabaja-
dores o a los propios trabajadores.

También podrá negociarse la inclusión de los criterios y las formas en 
las que los Delegados de Prevención han de colaborar con la Dirección de 
la empresa en la mejora de la acción preventiva, a través de la formación 
e información para la aplicación, promoción y fomento de la cooperación 
de los trabajadores en la ejecución de las normas y medidas de preven-
ción y protección de riesgos laborales adoptadas en las empresas.

Por otra parte, se considera que la negociación colectiva sectorial 
estatal constituye un ámbito adecuado para la promoción, desarrollo y 
aplicación del efectivo cumplimiento de las obligaciones y responsabili-
dades de empresarios y trabajadores en materia de Seguridad y Salud en 
el trabajo.
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Asimismo, podrán abordarse en los convenios colectivos los procedi-
mientos de información y consulta relativos a la elaboración de los planes 
de prevención, y a las evaluaciones de riesgos, incluyendo los riesgos 
para la reproducción y maternidad.

Igualmente, sería conveniente establecer procedimientos para anali-
zar la incidencia y los efectos de la dependencia del alcohol y de otras 
sustancias sobre la salud y la seguridad en el trabajo, tanto individual 
como colectivo y, en su caso, adoptar medidas preventivas y de apoyo en 
el marco de las políticas sociosanitarias.

En consonancia con la coordinación de actividades empresariales 
marcada por el artículo 24 de la LPRL y desarrollada por el RD 171/2004 
podrán incluirse, disposiciones relativas a los procedimientos de informa-
ción y consulta, tanto sobre los riesgos derivados de la concurrencia de 
actividades empresariales como sobre los medios de coordinación esta-
blecidos en tales supuestos.

Estrés laboral.–El estrés laboral constituye una preocupación creciente de 
empresarios y trabajadores que ha tenido reflejo a nivel europeo con la suscrip-
ción por UNICE, UEAPME, CEEP y la Confederación Europea de Sindicatos 
(incluyendo representantes del Comité de Enlace CEC/ Eurocuadros) de un 
Acuerdo Marco sobre esta materia (9).

Al igual que hicimos en el ANC 2003 en relación con el Acuerdo Marco Euro-
peo sobre teletrabajo, las Organizaciones Empresariales y Sindicales firmantes 
compartimos el Acuerdo sobre estrés en el lugar de trabajo. Consideramos el 
Acuerdo Europeo un instrumento especialmente útil, ya que proporciona pautas 
de referencia y criterios de actuación que pueden resultar de utilidad tanto para 
crear una sensibilización y mayor comprensión de esta materia como para preve-
nir, eliminar o reducir el problema del estrés laboral.

CC.OO., UGT, CEPYME y CEOE, en aplicación del Acuerdo Europeo, 
transmitimos a los negociadores y a los distintos representantes empresa-
riales y sindicales su contenido, adaptándolo de esta manera a la realidad 
española, de forma que sirva para favorecer la mejora de las condiciones 
de trabajo y el buen funcionamiento de las empresas.

CAPÍTULO VIII

Responsabilidad social de las empresas

La introducción de prácticas de responsabilidad social en las estrate-
gias de las empresas constituye para las Organizaciones Empresariales y 
Sindicales un serio compromiso y un esfuerzo complejo que ha de contar 
con el mayor grado de implicación y de consenso.

Los compromisos y las prácticas que bajo la rúbrica de responsabili-
dad social se acometan deben contribuir a modernizar, favorecer y mejo-
rar la eficiencia y la competitividad de nuestro tejido productivo sin 
cuestionar la función de la empresa de crear riqueza y empleo.

El objetivo común es alcanzar unos mayores niveles de desarrollo 
económico, de calidad en el empleo, de bienestar social, de cohesión 
territorial y de sostenibilidad ambiental, en línea con el Libro Verde sobre 
Responsabilidad Social de las Empresas y las Comunicaciones posterio-
res de la Comisión Europea.

Las Organizaciones sindicales y empresariales expresan su intención 
de desarrollar las tareas fijadas sobre este tema, en el marco del Diálogo 
Social con el Gobierno.

No obstante lo anterior, y dando continuidad a los compromisos con-
traídos en el pasado ANC, se considera necesario:

Identificar y promover ámbitos de interlocución entre las Organizacio-
nes Empresariales y Sindicales en esta materia.

Compartir experiencias y difundir buenas prácticas.
Orientar contenidos esenciales susceptibles de integrarse en las prác-

ticas de responsabilidad social de las empresas en el ámbito de las rela-
ciones laborales.

Impulsar la cooperación y los compromisos sobre responsabilidad social.

CAPÍTULO IX

Estructura de la negociación colectiva y procedimiento
 negociador

Las Organizaciones firmantes consideramos oportuno recomendar, en 
relación con la articulación y vertebración de la negociación colectiva, 
que los negociadores en sus ámbitos y con pleno respeto a la autonomía 
de las partes procedan a:

Analizar la estructura de la negociación colectiva del sector corres-
pondiente, estatal o de ámbito inferior, así como la articulación de mate-
rias entre los distintos ámbitos negociales.

Adoptar las decisiones que correspondan respecto al ámbito apro-
piado para el tratamiento de las materias que integran el convenio colec-

tivo, de forma tal que una posible articulación de las mismas incida en una 
mejor aplicación y eficacia de lo pactado.

Por lo que respecta al procedimiento negociador, el presente Acuerdo 
debe contribuir a facilitar la negociación de los convenios colectivos, 
para lo cual consideramos necesario impulsar el deber de negociar en los 
términos legalmente previstos, así como la utilización de los diferentes 
procedimientos de autocomposición de conflictos.

A la vez manifestamos nuestra voluntad de favorecer una aplicación y 
administración de los convenios lo más fluida posible. Además, es conve-
niente favorecer la comunicación de las iniciativas destinadas a la crea-
ción de nuevos ámbitos de negociación, a través de la Comisión de Segui-
miento del ANC 2007.

En relación con lo anterior, deben ser tenidas en cuenta determinadas 
recomendaciones, enmarcadas en el principio de buena fe, tales como:

Iniciar de inmediato los procesos de negociación una vez producida la 
denuncia de los convenios, e intercambiar la información que facilite la 
interlocución en el proceso de negociación y una mayor corresponsabili-
dad en la aplicación de lo pactado.

Mantener la negociación abierta por ambas partes hasta el límite de lo 
razonable.

Formular propuestas y alternativas por escrito, en especial ante situa-
ciones de dificultad en la negociación.

De acuerdo con lo previsto en los sistemas de autocomposición de los 
conflictos de carácter estatal (Tercer Acuerdo sobre Solución Extrajudi-
cial de Conflictos Laborales) o de Comunidad Autónoma, acudir a ellos 
sin dilación cuando existan diferencias sustanciales que conlleven el blo-
queo de la negociación correspondiente.

De conformidad con lo previsto en el ASEC, fomentar la utilización de 
estos servicios para la solución de las discrepancias surgidas en los perio-
dos de consultas regulados en los artículos 40, 41, 47 y 51 del ET (movili-
dad geográfica, modificación sustancial de condiciones de trabajo, sus-
pensión y despidos colectivos).

Impulsar fórmulas y procedimientos que posibiliten un funciona-
miento más eficaz de las Comisiones Paritarias o Mixtas de los convenios 
y una mejor y más completa regulación de las mismas con vistas al efec-
tivo seguimiento y cumplimiento de los compromisos adquiridos.

Fomentar la adhesión de sectores y empresas a los acuerdos sobre 
solución extrajudicial de conflictos, para conseguir una mayor eficacia y 
utilización de los instrumentos de mediación y arbitraje y para reforzar la 
autonomía colectiva.

En este sentido es preciso señalar que con fecha 29 de diciembre de 2004 
CEOE, CEPYME, CCOO y UGT firmamos el Tercer Acuerdo sobre Solu-
ción Extrajudicial de Conflictos Laborales en el que se ha procedido a 
unificar el texto del anterior Acuerdo y su Reglamento, con el fin de evitar 
duplicidades y al que se han incorporado algunas mejoras técnicas con el 
fin hacerlo más operativo.

En relación con este Tercer Acuerdo debemos recordar que introduce 
la posibilidad de que los convenios sectoriales estatales prevean el some-
timiento al ASEC de aquellos conflictos de empresa o centro de trabajo 
radicados en una Comunidad Autónoma e incluidos en el ámbito de apli-
cación de un convenio sectorial estatal, cuando de la resolución del con-
flicto puedan derivarse consecuencias para empresas y centros de trabajo 
radicados en otras Comunidades Autónomas.

Finalmente señalar que, en el marco del proceso de Diálogo Social 
abierto tras la firma de la Declaración para el Diálogo Social 2004, el 
Gobierno y las Organizaciones Empresariales y Sindicales consensuaron el 
texto del Reglamento del procedimiento de extensión de convenios colec-
tivos, que desarrolla el artículo 92.2 del Estatuto de los Trabajadores.

Por UGT: El Secretario Confederal de Acción Sindical, Antonio A. 
Ferrer Sais.–Por CC.OO.: El Secretario Confederal de Acción Sindical, 
Ignacio Fernández Toxo.–Por CEOE: El Secretario General, Juan Jiménez 
de Aguilar.–Por CEPYME: El Secretario General, Elías Aparicio Bravo.

(1) Libro Verde de la Comisión Europea. COM 2001/366.
(2) Comunicación «Contribución empresarial a un desarrollo sostenible», COM 2002/397 

final. Comunicación «Poner en práctica la asociación para el crecimiento y el empleo: hacer de 
Europa un polo de excelencia de Responsabilidad Social Empresarial. COM 2006/136 final.

(3) Suscrito por UNICE/UEAPME, CEEP y CES (incluyendo representantes del Comité de 
Enlace CEC/Eurocuadros).

(4) El RD 1128/2003 por el que se regula el Catálogo Nacional de Cualificaciones establece 
5 niveles de cualificación (BOE 17-9-2003).

(5) La propuesta de recomendación del Marco Europeo de Cualificaciones (aprobada el 
5-9-06, COM 2006 497 final), se estructura en 8 niveles.

(6) El Acuerdo, suscrito por CEOE, CEPYME, CC.OO. y UGT el 28-4-97 (BOE 9-6-97), con 
una vigencia de 5 años, establecía 8 grupos profesionales.

(7) Publicado por la Comisión Consultiva Nacional de Convenios Colectivos (MTAS). Colec-
ción Informes y Estudios. Serie Relaciones Laborales n.º 75. http/publicaciones.administracion.es

(8) Ver el documento «Consideraciones generales y buenas prácticas sobre igualdad de 
oportunidades entre hombres y mujeres en la negociación colectiva», adoptado por las Organi-
zaciones empresariales y sindicales en 2003.

(9) Acuerdo Marco Europeo sobre el estrés ligado al trabajo, de fecha 8 de octubre de 2004. 
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 4382 RESOLUCIÓN de 7 de marzo de 2005, de la Dirección 
General de Trabajo, por la que se dispone la inscripción 
en el registro y publicación del Acuerdo Interconfederal 
para la negociación colectiva 2005 (ANC 2005).

Visto el texto del Acuerdo Interconfederal para la negociación colec-
tiva 2005 (ANC 2005), que ha sido suscrito con fecha 4 de marzo de 2005, 
de una parte por la Confederación Española de Organizaciones Empresa-
riales (CEOE) y la Confederación Española de la Pequeña y Mediana 
Empresa (CEPYME), y de otra parte por la Confederación Sindical de 
Comisiones Obreras (CC.OO.) y la Unión General de Trabajadores (UGT), 
y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 83.2 en relación con el 
artículo 90, apartados 2 y 3, del Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de 
marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de 
los Trabajadores y en el Real Decreto 1040/1981, de 22 de mayo, sobre 
registro y depósito de Convenios Colectivos de trabajo,

Esta Dirección General de Trabajo resuelve:

Primero.–Ordenar la inscripción del citado Acuerdo Interconfederal 
en el correspondiente Registro de este Centro Directivo.

Segundo.–Disponer su publicación en el Boletín Oficial del Estado.

Madrid, 7 de marzo de 2005.–El Director general, Esteban Rodríguez 
Vera.

ACUERDO INTERCONFEDERAL PARA LA NEGOCIACIÓN 
COLECTIVA 2005 (ANC 2005)

CAPÍTULO I

Balance y consideraciones generales

La negociación colectiva es el espacio natural del ejercicio de la auto-
nomía colectiva de las Organizaciones Empresariales y Sindicales y el 
ámbito apropiado para facilitar la capacidad de adaptación de las empre-
sas, fijar las condiciones de trabajo y modelos que permitan mejorar la 
productividad, crear más riqueza, aumentar el empleo y mejorar su cali-
dad y contribuir a la cohesión social.

El establecimiento de criterios y orientaciones para acometer los proce-
sos de negociación colectiva ha contribuido a afrontar en mejores condicio-
nes la situación de incertidumbre económica que se viene produciendo 
durante los últimos años y que posiblemente tendrá su continuidad en el 
año 2005. Con tal finalidad, en los años 2002, 2003 y 2004 las Organizaciones 
Sindicales, UGT Y CCOO y Empresariales, CEOE y CEPYME, suscribimos 
sendos Acuerdos Interconfederales para la Negociación Colectiva.

Nuestro objetivo ha sido incidir sobre las materias que, en muchos 
casos, ya configuraban la negociación colectiva para conseguir afrontar 
en mejores condiciones los cambios y las diferentes coyunturas de la 
economía y el empleo. Dicho de otro modo, conscientes de la compleji-
dad de la negociación colectiva y de la necesidad de adaptarse a un marco 
cambiante que tienen empresas y trabajadores, nuestro propósito fue 
orientar la negociación de los convenios colectivos en dichos ejercicios, 
partiendo del reconocimiento de la madurez alcanzada en los ámbitos 
sectoriales y en las empresas.

La confianza que quisimos generar con la asunción de las responsabi-
lidades contenidas en los Acuerdos ha colaborado en una mayor resisten-
cia a la desaceleración de la economía española, a la moderación salarial 
y al mantenimiento y creación de empleo.

Los principales problemas registrados por la economía española en 
2004 han sido la desfavorable evolución de la inflación, la aportación 
negativa del sector exterior, y la inestabilidad que implica el endeuda-
miento de las familias, sobre el que se sustenta el crecimiento del con-
sumo y de la construcción.

En 2005 existen elementos de incertidumbre que pudieran dificultar el 
crecimiento tales como la negativa aportación del sector exterior al creci-
miento nacional, el elevado grado de endeudamiento de las familias y la 
repercusión en el aparato productivo de los precios de las materias pri-
mas, en particular las energéticas.

La previsión u objetivo de inflación cifrada en el 2% por el Gobierno 
para 2005 y contenida en los Presupuestos Generales del Estado consti-
tuye un referente necesario para homologar el crecimiento de los precios 
con los de nuestros socios comunitarios, para la competitividad de las 
empresas y para la mejora del poder adquisitivo de los salarios.

A la vista de los elementos de incertidumbre debemos persistir, con 
mayor énfasis aún, en los objetivos de Acuerdos anteriores, al tiempo que 
incorporamos nuevos contenidos, y dar continuidad a compromisos que 
incluyan seguridad para los trabajadores y flexibilidad para las empresas. 
Eso justifica la conveniencia de suscribir un nuevo Acuerdo Interconfede-
ral para la Negociación Colectiva del año 2005.

Creemos que el diálogo social y la negociación colectiva son los méto-
dos de trabajo más apropiados para el buen funcionamiento del sistema 
de relaciones laborales en todos los niveles y para abordar reformas, 
cambios y adaptaciones en los sectores productivos y empresas.

La Declaración para el Diálogo Social 2004 sobre Competitividad, 
Empleo Estable y Cohesión Social, suscrita el pasado 8 de julio entre el 
Gobierno y las Confederaciones Sindicales y Empresariales, recoge como 
objetivo común de los firmantes el que la sociedad española alcance unos 
mayores niveles de desarrollo económico, de calidad en el empleo, de 
bienestar social, de cohesión territorial y de sostenibilidad ambiental. 
Para el logro de este objetivo es preciso apostar por un modelo de creci-
miento económico equilibrado y duradero basado en la mejora de la 
competitividad de las empresas y en el incremento de la productividad.

Dicha Declaración, que incluye una amplia relación de materias y 
orientaciones para el desarrollo de una nueva etapa de diálogo social, 
reconoce que la negociación colectiva constituye materia del diálogo 
social autónomo entre las Organizaciones Empresariales y Sindicales e 
incluye el compromiso de poner en marcha políticas que respondan a los 
grandes retos del mercado de trabajo y de la economía española, tanto 
para el sector privado como para el público.

En este contexto, el principal objetivo del ANC 2005 es dar una visión 
compartida por las Organizaciones firmantes sobre la necesidad de 
impulsar la competitividad de la economía española, que le permita afron-
tar en mejores condiciones los cambios producidos por la ampliación 
europea, los procesos de liberalización del comercio mundial, la coyun-
tura económica y sus efectos en el empleo.

El ANC 2005, equilibrando los intereses en juego de los distintos acto-
res que participan en la negociación colectiva, aborda un conjunto de 
cuestiones y criterios interrelacionados, que deben tener fiel reflejo en su 
traslación a los convenios colectivos.

Así, hemos establecido criterios en materia salarial que contribuyan al 
control de la inflación, al crecimiento del empleo, al aumento de las inver-
siones productivas, y a la mejora de la capacidad adquisitiva de los sala-
rios y de la situación de las empresas.

Hemos articulado también criterios sobre mantenimiento y creación de 
empleo, así como sobre su estabilidad; el desarrollo de mecanismos de fle-
xibilidad interna, siempre preferibles a la externa y a los ajustes de empleo; 
la formación permanente y la mejora de las competencias y cualificaciones; 
el uso adecuado de la contratación; la información, consulta y negociación 
con la representación de los trabajadores; y el fomento de la igualdad de 
trato y de oportunidades. Todos ellos son elementos de respuesta a los 
requerimientos del cambio a tener en cuenta en la negociación colectiva.

Una vez más, las Organizaciones firmantes manifestamos nuestro 
compromiso para reducir la siniestralidad laboral en España también en 
el marco de la negociación colectiva, fomentando la cultura preventiva y 
el cumplimiento de las normas y llamando a la colaboración de todos los 
sujetos implicados en su ámbito de responsabilidad.

En los últimos años se ha venido produciendo un amplio debate en el 
ámbito internacional sobre la llamada responsabilidad social, como pone 
de manifiesto el Libro verde de la Comisión Europea titulado «Fomentar 
un marco europeo para la responsabilidad social de las empresas» y la 
Comunicación de dicha Comisión relativa a la responsabilidad social de 
las empresas: una contribución empresarial al desarrollo sostenible, de 2001 
y 2002, respectivamente. Dicho debate ha tenido su reflejo en España 
mediante distintas iniciativas y propuestas.

Es ésta una materia que, con carácter de novedad, se incorpora al 
Acuerdo. De un lado, las Organizaciones Sindicales y Empresariales que-
remos contribuir a despejar algunas confusiones que se vienen obser-
vando alrededor de este concepto y sobre el carácter voluntario de su 
ejercicio. De otro, queremos formular algunas aportaciones, que tendrán 
su continuidad en el diálogo tripartito con el Gobierno, sobre una materia 
en la que reclamamos un protagonismo más intenso de las empresas, los 
trabajadores y sus organizaciones representativas.

El desarrollo y aplicación de los compromisos y objetivos que acaban de 
señalarse no sería posible sin un procedimiento ágil de negociación de los 
convenios y de resolución de las posibles discrepancias; y sin una adecuada 
vertebración y articulación en los distintos ámbitos negociales.

Como conclusión, el ANC 2005 aborda el tratamiento de este conjunto 
de materias con el objetivo de orientar la negociación de los convenios 
colectivos durante la vigencia del mismo.

CAPÍTULO II

Naturaleza jurídica y ámbitos del Acuerdo Interconfederal

Naturaleza jurídica y ámbito funcional

Las Organizaciones signatarias asumen directamente los compromi-
sos del presente Acuerdo y se obligan, por tanto, a ajustar su comporta-
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miento y acciones a lo pactado, pudiendo cada una de ellas reclamar de la 
otra el cumplimiento de las tareas o cometidos acordados.

Asimismo, consideran que las materias del Acuerdo constituyen ele-
mentos interrelacionados y el tratamiento de las distintas materias en los 
convenios colectivos puede favorecer la actividad empresarial y el 
empleo.

Las Confederaciones firmantes, que tienen la condición de más repre-
sentativas a nivel estatal, deberán intensificar los esfuerzos para establecer 
con sus respectivas Organizaciones en los sectores o ramas de actividad, 
sin menoscabo de la autonomía colectiva de las partes, los mecanismos y 
cauces más adecuados que les permitan asumir y ajustar sus comporta-
mientos para la aplicación de los criterios, orientaciones y recomendacio-
nes contenidas en este Acuerdo cuya naturaleza es obligacional.

Ámbito temporal

El Acuerdo estará vigente durante el año 2005.
En el supuesto de que se mantengan las principales variables de la eco-

nomía en materia de crecimiento y empleo, las partes signatarias procede-
rán a la prórroga del presente Acuerdo para 2006 en sus propios términos. 
Las Organizaciones firmantes se reunirán tres meses antes de la finaliza-
ción del año 2005, al objeto de constatar la evolución de dichas variables.

Comisión de Seguimiento

Se constituye una Comisión de Seguimiento integrada por tres repre-
sentantes de cada una de las Organizaciones signatarias de este 
Acuerdo.

Dicha Comisión tendrá encomendada la interpretación, aplicación y 
seguimiento de lo pactado.

A requerimiento de parte, formulado a través de alguna de las Organi-
zaciones signatarias, esta Comisión podrá interponer sus buenos oficios a 
fin de resolver cuantas discrepancias se manifiesten en la interpretación 
y aplicación de lo aquí previsto en la negociación de los convenios colec-
tivos.

Durante la vigencia del Acuerdo la Comisión de Seguimiento tendrá 
encomendadas las tareas que de común acuerdo estimen las partes.

La Comisión de Seguimiento elaborará sus normas de funcionamiento 
en la primera reunión que celebre.

CAPÍTULO III

Consideraciones sobre la competitividad y el empleo

Contexto internacional

El año 2004 va a suponer un crecimiento económico mundial del orden 
del 5 por ciento. Cifras de crecimiento mundial superiores no se alcanza-
ban desde la segunda mitad de la década de los años 70. Esto ha supuesto 
una consolidación de la recuperación económica, que los países con el 
ciclo más avanzado iniciaron ya en el año 2002. El crecimiento de la pro-
ducción mundial ha llevado aparejado una aceleración del comercio 
internacional hasta cifras cercanas al 10 por ciento, de la que algunas 
economías han sabido aprovecharse para impulsar su crecimiento y 
afianzar el ritmo de la recuperación. Entre éstas debemos destacar el 
papel de países asiáticos como China, con fuertes avances del ritmo de 
incremento de la actividad en su interior y una cada vez mayor presencia 
internacional, convirtiéndose en actores principales del escenario econó-
mico global.

La favorable evolución económica no ha sido homogénea entre las 
principales economías internacionales. Si bien destaca el buen comporta-
miento de algunas economías de Asia, como China, que en 2004 registró 
un crecimiento superior al 9 por ciento, o Japón con el 4 por ciento, junto 
con el dinamismo mostrado por la economía de los EE.UU., con un 
avance del PIB que probablemente acabará alcanzando la cifra del 4,4 por 
ciento, las economías europeas no han aprovechado de la misma forma el 
contexto económico internacional y han registrado cifras de crecimiento 
de la actividad significativamente menores. Así, el crecimiento del PIB de 
la Zona Euro se aceleró significativamente, pero se situará en torno al 2 
por ciento, mientras que el crecimiento de la UE -25 alcanzará el 2,5 por 
ciento.

A priori, y en líneas generales, 2005 no presenta unos rasgos tan favo-
rables como los que hemos visto en 2004. El escenario de previsiones 
adelanta una desaceleración tanto del crecimiento del PIB mundial 
cuanto del comercio internacional. La maduración del ciclo económico, 
un entorno dominado por la incertidumbre y el crecimiento de los precios 
del petróleo harán que en 2005 el crecimiento no vaya a ser tan elevado 
como en los primeros meses de 2004. No obstante, y a pesar de la desace-

leración, es probable que el crecimiento económico mundial se sitúe por 
encima del 4 por ciento, gracias a la inercia del ciclo económico, las aún 
favorables condiciones monetarias, la menor presión al alza de los pre-
cios del petróleo y unos favorables resultados empresariales que han 
permitido incrementar las tasas de inversión.

La ralentización económica se verá reflejada en las cifras de creci-
miento de las principales economías, aunque no de manera homogénea. 
Se espera que EE.UU. reduzca su ritmo de crecimiento 1,5 puntos porcen-
tuales hasta el entorno del 3 por ciento, Japón frenará su ritmo de avance 
hasta la mitad del registrado en 2004. Asia en conjunto reducirá sus tasas 
de crecimiento de forma menos acusada (0,5 puntos porcentuales hasta 
cerca del 7 por ciento).

En las economías europeas, con unas cifras de crecimiento de partida 
más modestas, la desaceleración será menor gracias a cierta recupera-
ción de la demanda interna, a la vez que se recorta el avance de la 
demanda externa debido a la moderación del comercio internacional. Se 
espera que el PIB crezca en el entorno del 2 por ciento, si bien la evolu-
ción de la paridad euro-dólar podría suponer una fuente de riesgos.

Pero con la vista en el medio plazo, aunque el entorno internacional 
presenta para 2005 un marco de crecimiento favorable, si bien menos 
intenso que el registrado en el año previo, permanecen ciertas dudas y 
riesgos de carácter estructural. Destacamos los que se podrían derivar de 
un ajuste abrupto de los dos principales desequilibrios de la economía 
norteamericana, el déficit de la balanza de pagos por cuenta corriente y el 
déficit fiscal. Asimismo, un nuevo repunte de los precios del petróleo 
desviaría la inflación respecto de su senda prevista e impulsaría a las 
autoridades monetarias a elevar más rápidamente de lo previsto los tipos 
de interés.

La economía española

El año 2004 se ha caracterizado por un importante crecimiento de la 
actividad y del comercio mundial. Sin embargo, la magnitud del creci-
miento no ha sido homogénea en todas las áreas geográficas, quedando 
limitado al entorno del 2 por ciento para el conjunto de la Zona Euro.

Por su parte, la economía española ha mantenido ritmos de creci-
miento sostenidos y superiores a los de la media de sus socios comunita-
rios gracias a la fortaleza de su demanda interna que ha podido compen-
sar la desfavorable evolución del sector exterior. De este modo, en el 
pasado año nuestro crecimiento económico continuó con el modelo 
seguido desde 1998 en el que el consumo y la inversión en construcción se 
han establecido como motores de la actividad nacional, fundamentados 
todavía en unas condiciones de financiación expansivas para nuestros 
niveles de precios, lo que ha situado el endeudamiento de las familias en 
máximos históricos.

El débil crecimiento de la demanda interna en las economías de nues-
tros principales socios comerciales unido a nuestro diferencial de infla-
ción y a la entrada de nuevos competidores en los mercados internaciona-
les, factores que han deteriorado nuestra capacidad competitiva, han 
limitado la recuperación de nuestras exportaciones en el último ejercicio, 
acumulando hasta el tercer trimestre un 4,4 por ciento de crecimiento. 
Del otro lado, las importaciones, impulsadas por la fortaleza del consumo 
privado y la recuperación experimentada por la inversión en bienes de 
equipo en los últimos trimestres, han alcanzado crecimientos muy impor-
tantes, despegándose claramente de la trayectoria de las exportaciones y 
abriendo una brecha en nuestro déficit comercial. Así, el sector exterior 
ha ido progresivamente acelerando su aportación negativa al crecimiento 
de la economía hasta detraer en el cuarto trimestre 1,9 puntos porcentua-
les del crecimiento nacional.

Hay que tener en cuenta que el proceso de globalización económica 
incorpora una creciente presión competitiva internacional sobre los teji-
dos productivos, en muchas ocasiones derivadas de la actuación de paí-
ses caracterizados por marcos regulatorios de las relaciones laborales 
menos desarrollados y sistemas de protección social lejanos a los están-
dares europeos.

El intenso proceso de apertura exterior ha sido uno de los hechos 
clave para el desarrollo de la economía española en los últimos 30 años. 
Esta dinámica, sostenida en la actualidad, resulta en términos globales 
muy beneficiosa, pero ha puesto de relieve las limitaciones de nuestro 
tejido productivo para satisfacer las necesidades internas de consumo e 
inversión de familias y empresas y para competir en los mercados exterio-
res. Como consecuencia de estas deficiencias, el déficit con el exterior 
viene creciendo constantemente y ha alcanzado un nivel que se sitúa 
entre los más elevados del mundo industrializado (7,6 por ciento del PIB 
de déficit comercial).

Resumiendo, la desfavorable evolución de la inflación, la aportación 
negativa del sector exterior y la inestabilidad que implica fundamentar el 
crecimiento del consumo y de la construcción en el endeudamiento de las 
familias pueden configurarse como los principales problemas registrados 
por la economía española en 2004.
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De ahí que consideremos necesario el desarrollo de unas políticas 
monetaria y fiscal que sitúen la prioridad en la recuperación de un creci-
miento económico equilibrado y sostenible que pueda verse acompañado 
de estabilidad en precios.

Inflación y competitividad

Entre los problemas que aquejan a la economía española destaca la 
insuficiente moderación del crecimiento de los precios. La superior infla-
ción española, en términos comparados respecto a nuestros socios de la 
Zona Euro, se ha convertido en una característica endémica de nuestra 
economía, no justificable únicamente por la incidencia de factores coyun-
turales. En 2004 la evolución de los precios del petróleo ha tenido cierta-
mente una influencia muy negativa en el índice de precios al consumo, 
pero tan solo ha agravado una situación recurrente, que denota la existen-
cia de disfunciones en la formación de precios de algunos mercados 
internos.

El deflactor del PIB, que incluye el precio de los bienes de consumo y 
de los bienes de inversión soportados por los hogares y las empresas, 
refleja bien estas tensiones que mantiene el sistema productivo, puesto 
que lleva cuatro años registrando aumentos en el entorno del 4 por ciento 
en una situación favorable de costes laborales y financieros.

Estas tensiones inflacionistas, si bien no están generalizadas, tienen 
un peso determinante sobre la evolución del nivel general de precios. 
Mientras los precios de las exportaciones, que sufren la fuerte competen-
cia exterior, vienen creciendo a un ritmo inferior al 1 por ciento desde 
hace dos años, otras actividades registran aumentos de precios elevados 
que denotan un cierto poder de mercado, eludiendo la concurrencia inter-
nacional.

Los precios han subido en España a pesar del menor crecimiento res-
pecto al año anterior de los costes laborales y de los bajos costes financie-
ros, impulsados por la aceleración del consumo privado y la evolución de 
los precios de los productos petrolíferos.

El repunte de los precios ha supuesto un inconveniente para el pleno 
desarrollo de la prórroga en 2004 del ANC 2003. La previsión y objetivo de 
inflación del 2 por ciento, efectuada por el Gobierno, quedó pronto supe-
rada y la progresiva aceleración de los precios ha provocado que el ejerci-
cio finalice con una tasa del 3,2 por ciento en el mes de diciembre.

Al tiempo, la inflación se ha visto contenida en las principales econo-
mías europeas, lo que ha mantenido nuestro diferencial con ellas. Este 
hecho es preocupante puesto que, de persistir, acabará afectando a las 
posibilidades de competir de las empresas españolas y, en consecuencia, 
a las inversiones y al ritmo de creación de empleo.

La insuficiencia de resultados positivos en 2004 no debilita, sin 
embargo, el compromiso por parte de las Confederaciones firmantes de 
lucha contra la inflación y a favor de la competitividad, para lo cual reite-
ramos el llamamiento a la máxima prudencia a la hora de fijar y revisar 
precios, y reafirmamos además la voluntad de mantener el diseño de polí-
tica salarial antiinflacionista que suscribimos en el pasado ANC.

La previsión u objetivo de inflación del Gobierno para 2005 contenida 
en los Presupuestos Generales del Estado se cifra en el 2 por ciento, 
debiendo realizarse un esfuerzo para homologar el crecimiento de los 
precios con el de nuestros socios comunitarios. Esta previsión constituye 
uno de los elementos de la política salarial que hemos acordado. Esto es 
necesario para la competitividad de las empresas y también para la 
mejora del poder adquisitivo de los asalariados. Hay que tener en cuenta 
también que los precios en España no deben desviarse por encima de la 
media prevista de precios para nuestros socios de la Unión, para no per-
der competitividad y empleo.

En todo caso, consideramos necesario insistir, una vez más, en la 
importancia de contribuir desde los sectores público y privado a lograr la 
estabilidad de precios, eliminando comportamientos que aprovechen de 
cualquier forma la moderación general de costes para obtener aumentos 
de ingresos a través de la elevación de los precios, lo que provocaría un 
grave deterioro a empresas, a trabajadores y al conjunto del país.

Empleo y estabilidad

La evolución del empleo durante 2004 se ha caracterizado, en términos 
generales, por mantener un ritmo de crecimiento moderado, aunque sos-
tenido, conforme a los registros alcanzados el año anterior. Este proceso, 
junto al menor avance de la población activa, ha incidido en la reducción 
del número de desempleados en dicho periodo.

El incremento de la ocupación no conservó en 2004 la tendencia cre-
ciente que caracterizó el comportamiento de esta variable durante el año 
anterior. El impulso de la ocupación en actividades relacionadas con el 
sector de la construcción, así como la recuperación de registros positivos 
del empleo en el sector industrial en el cuarto trimestre marcaron la ace-
leración del crecimiento de la ocupación en el segundo semestre de 2004. 
Se ha de resaltar que en el cómputo anual se mantuvo, por tercer año 

consecutivo, un registro negativo de la variación del empleo en el sector 
industrial, pese a la favorable situación acaecida en los mercados interna-
cionales.

Asimismo, el crecimiento del empleo entre las mujeres está siendo 
más intenso que entre los hombres, aunque se mantiene una inferior tasa 
de ocupación y actividad femenina. En 2004 no se mantuvo el intenso 
crecimiento de la contratación indefinida que desaceleró su variación 
media anual con respecto al año anterior, mientras que por su parte se 
incrementó la de los asalariados con contrato temporal, aumentándose 
ligeramente de esta forma la tasa de temporalidad. No obstante sigue 
siendo importante la creación de empleo estable.

Esta caracterización del proceso de crecimiento de la ocupación mos-
traría, por tanto, una fuerte correlación con la dinámica de la demanda 
interna de la economía en cuanto al consumo privado y la inversión resi-
dencial se refiere, reflejándose ésta, a su vez, en la evolución de las activi-
dades de la construcción y de los servicios. La continuidad de este patrón 
de crecimiento de la economía española durante los próximos años con-
dicionaría de esta forma la evolución del empleo en este periodo, mos-
trándose en la actualidad cierto proceso de ralentización del crecimiento 
de la ocupación en estos sectores y en especial en aquéllas actividades 
relacionadas con los servicios de mercado.

En cuanto a la evolución del desempleo, éste ha mostrado una dismi-
nución en el cómputo anual, la primera vez que se produce en los tres 
últimos años. En este sentido la tendencia reciente que se está experimen-
tando en el crecimiento de la actividad laboral, caracterizada por una 
desaceleración de sus tasas de variación, ha incidido de forma positiva 
sobre la dinámica del desempleo. En 2004, la tasa de paro se ha reducido 
de forma más pronunciada que en el año anterior, proceso al que ha con-
tribuido la disminución que se ha producido en esta tasa entre las mujeres 
en dicho periodo.

Si bien se han mostrado registros positivos en cuanto a la tasa de ocu-
pación y desempleo se refiere, sus niveles se encuentran aún lejos de los 
experimentados en media en la UE-15, diferencias que se acentúan aún 
más entre mujeres y jóvenes. A su vez, para que se alcancen los objetivos 
marcados por la Estrategia de Lisboa, es necesario reforzar los esfuerzos 
realizados en estos últimos años, en términos de incremento de la activi-
dad y de la ocupación.

En este sentido, el ANC 2005 contribuye a establecer un marco de 
referencia que ayuda a mejorar la situación del empleo en la economía 
española, reforzando su evolución tendencial frente a las características 
fluctuaciones de la actividad económica.

Inversión y productividad

El crecimiento de la inversión en España en 2004 se ha ido acelerando 
progresivamente a lo largo del ejercicio, acumulando un crecimiento 
hasta el tercer trimestre del 4,2 por ciento. Gran parte de su evolución se 
ha basado en los importantes crecimientos registrados en la construcción 
que ha continuado, un año más, presentando una importante actividad 
tanto en lo referido a la obra civil generada desde las Administraciones 
Públicas como a la construcción residencial, donde la demanda todavía 
se mantiene elevada. Los indicadores disponibles de licitación y visados 
avanzan todavía ritmos de actividad elevados en el próximo año.

Por su parte, la inversión en bienes de equipo tras los importantes 
recortes experimentados en 2002 sufrió a lo largo del ejercicio 2003 una 
nueva recaída que se prolongó hasta el primer trimestre de 2004, momento 
a partir del cual comenzó una progresiva recuperación. Resulta necesario 
que a lo largo de los próximos trimestres esta trayectoria se vea conti-
nuada y reforzada ya que la inversión productiva supone renovación y 
cambio tecnológico y, en consecuencia, mejora de la productividad y de la 
situación competitiva de las empresas.

La libre apertura a nuevos mercados, y frente a sistemas productivos 
más competitivos en precios, hace ineludible que nuestro aparato produc-
tivo se inscriba dentro de un modelo de competencia moderno, esto es, 
capaz de competir sobre la base de la mejora del valor añadido y no exclu-
sivamente a través del ajuste constante de los costes.

Debemos recordar que tal modelo debe contemplar los costes salaria-
les y la flexibilidad interna, en especial ante situaciones de dificultades de 
las empresas que pudieran dañar el empleo, junto al esfuerzo permanente 
para acortar la diferencia que aún nos separa de la Unión Europea en las 
cuestiones relativas a la cualificación profesional, la formación, la inver-
sión en nuevas tecnologías y la mejora continua en la calidad de produc-
tos y servicios.

La capacidad de competir de nuestra economía ha estado condicio-
nada por los modestos avances de la productividad del trabajo en estos 
últimos años, no explicados tan solo por el notable ritmo de creación de 
empleo experimentado, sino también por las carencias importantes en 
factores con fuerte incidencia en la misma (inversiones físicas, tecnológi-
cas y humanas).

La evolución de los costes tiene que corresponderse con las mejoras 
en la productividad, pero ello no puede hacer olvidar que los productos 
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españoles deben ser capaces de diferenciarse en el mercado nacional e 
internacional, al objeto de ser atractivos para el consumidor europeo.

En la actualidad, la productividad por hora trabajada en España equi-
vale tan solo al 84 por ciento de la media de la Unión Europea, lastrando 
la capacidad de crecimiento sostenible a largo plazo y su compatibilidad 
con la mejora del bienestar colectivo. La Comisión Europea ha destacado 
acertadamente los déficit que presenta España en aquellos factores que 
inciden de forma directa sobre la productividad y que hacen referencia a 
una elevada temporalidad del empleo e insuficientes dotaciones de capi-
tal humano (educación y formación) y físico (infraestructuras, desarrollo 
tecnológico y difusión de nuevas tecnologías).

La mejora del nivel de convergencia real de la economía española 
dependerá de nuestra capacidad para solventar las carencias estructura-
les que aquejan al sistema productivo y que están mermando la 
competitividad de la economía.

La necesidad de mejorar estos factores supone establecer las bases de 
un nuevo modelo de crecimiento económico, que sin duda requiere de un 
esfuerzo colectivo equilibrado. En este sentido, la Declaración para el 
Diálogo Social 2004 recoge esta apuesta por un progresivo cambio en el 
modelo de desarrollo sobre bases más equilibradas y duraderas, de 
manera que se pueda transitar desde el actual modelo hacia uno con 
mayor valor añadido de los bienes y servicios españoles. Las políticas 
públicas tienen la posibilidad de actuar de manera prioritaria sobre los 
grandes ejes que determinan las ganancias duraderas de competitividad y 
el incremento de la productividad, pero también los agentes sociales 
deben participar activamente para lograr un marco de estabilidad que la 
experiencia en los últimos años ha refrendado como un factor determi-
nante en la creación de riqueza.

Las Organizaciones Empresariales y Sindicales queremos hacer una 
llamada de atención a los poderes públicos y a la sociedad española sobre 
la necesidad de redoblar el esfuerzo en actividades de investigación, desa-
rrollo e innovación. Igualmente sería deseable la generalización de las 
nuevas tecnologías como instrumento para mejorar la capacidad produc-
tiva.

CAPÍTULO IV

Criterios en materia salarial

Las Organizaciones firmantes del ANC 2005 declaramos la intención 
de llevar a cabo, durante la vigencia del presente Acuerdo, una política de 
moderado crecimiento de los salarios que permita adaptarse al contexto 
económico, apoyar el descenso de la inflación y la mejora de la 
competitividad, potenciar las inversiones productivas y favorecer el 
empleo estable y seguro.

El análisis de la situación económica y social española permite consta-
tar la necesidad de mejorar la productividad. El incremento de ésta y la 
mejora de la competitividad son objetivos estrechamente vinculados, a 
los que han de coadyuvar tanto los trabajadores como las empresas, y a 
cuya consecución contribuirá, entre otros:

Inscribir nuestro aparato productivo en un modelo de competencia 
que se base en la mejora del valor añadido y no exclusivamente en el 
ajuste de los costes.

Efectuar una llamada de atención a los poderes públicos, a las empre-
sas, a los trabajadores y a la sociedad española en general sobre la nece-
sidad de redoblar el esfuerzo en materia educativa, y en actividades de 
investigación, desarrollo e innovación. Sería deseable la generalización 
de nuevas tecnologías como instrumentos para mejorar la capacidad pro-
ductiva.

Contribuir, desde los sectores públicos y privados, a lograr la estabili-
dad de precios, eliminando comportamientos que aprovechen la modera-
ción general de costes para obtener aumentos de ingresos a través de la 
elevación de los precios.

Favorecer la estabilidad en el empleo y la cualificación profesional, sin 
perjuicio de mantener un marco de contratación temporal que permita 
responder a necesidades coyunturales.

Favorecer la adaptación de las empresas mediante cambios organiza-
tivos que permitan una mayor competitividad.

Las Organizaciones Sindicales y Empresariales consideramos que la 
credibilidad del objetivo o previsión de inflación es una base necesaria 
para el modelo de negociación salarial, evitando que éste se vea sometido 
a tensiones derivadas de una sustancial desviación entre el dato previsto 
y el dato real registrado, lo que perjudica a las rentas y genera también 
incertidumbre de costes para las empresas.

A partir de las consideraciones anteriores, y por lo que respecta a los 
criterios salariales, los negociadores de convenio deberán tener en cuenta 
lo siguiente:

Criterios para la determinación de los incrementos salariales

1) La negociación salarial debe tomar como primera referencia el 
objetivo o previsión de inflación del Gobierno, fijado para el año 2005 en 
el 2 por ciento.

Consideramos oportuno recomendar que no se utilicen otras previsio-
nes de inflación distintas de las oficiales, desaconsejándose, en conse-
cuencia, la identificación de otros parámetros ya sea en un ámbito secto-
rial específico, ya sea en un ámbito territorial determinado.

2) En segundo lugar, puede haber incrementos superiores a la infla-
ción prevista dentro de los límites derivados del incremento de la produc-
tividad. La negociación salarial debe tener en cuenta los criterios pro-
puestos para apoyar el mantenimiento o, en su caso, el crecimiento del 
empleo en las empresas, favoreciendo sus inversiones productivas, y para 
sostener la mejora del poder adquisitivo de los salarios sobre el que, en 
buena medida, se soporta el crecimiento económico y del empleo a través 
del aumento del consumo.

Cláusula de revisión salarial

Los convenios colectivos así negociados incorporarán una cláusula de 
revisión salarial, sin que ello trunque el objetivo de moderación salarial. A 
tal fin, tomarán como referencia el objetivo o previsión de inflación, el 
IPC real y el incremento salarial pactado en el convenio colectivo.

La determinación de los salarios en la negociación colectiva basada en 
esta política de moderado crecimiento de los salarios, tomando como 
referencia la inflación prevista, la productividad y la cláusula de revisión 
salarial, en los términos señalados, constituye un modelo apropiado para 
evitar espirales inflacionistas nada deseables.

Otros aspectos a considerar

Debe tenerse en cuenta que el crecimiento de los salarios en convenio 
debería también tener como referencia los costes laborales unitarios, de 
forma tal que la cifra resultante permita a las empresas, en particular las 
abiertas a la competencia internacional, mantener, al menos, su posición 
actual y no verse perjudicadas respecto a sus competidores.

En este sentido, es preciso señalar que la evolución de los costes labo-
rales unitarios no depende en exclusiva de los salarios, sino que también 
se ve afectada por la incidencia de otros factores que los determinan y que 
tienen que ver con la evolución, tanto de los costes laborales no salariales 
(cotizaciones a la Seguridad Social, prestaciones sociales pagadas por la 
empresa, etc.), como de los aspectos que afectan al grado y forma de uti-
lización del factor trabajo (distribución de la jornada, organización del 
trabajo, absentismo injustificado, inversión productiva, etc.).

En una economía abierta a la competencia internacional, se hace pre-
ciso, afrontar cambios en las actuales estructuras salariales, avanzando 
en una mayor relación entre retribución y productividad.

En tal sentido, la negociación colectiva constituye un instrumento 
adecuado para establecer la definición y criterios de una estructura sala-
rial (conceptos fijos y variables) adecuada a la realidad sectorial y empre-
sarial, teniendo en cuenta su directa relación con los nuevos sistemas de 
organización del trabajo y los incentivos a la producción, la calidad o los 
resultados, entre otros.

A tal fin, en la definición de los conceptos variables deberían tomarse 
en consideración criterios de objetividad y claridad en su implantación; la 
delimitación de porcentajes de retribución variable sobre la retribución 
total; los derechos de información y participación en la empresa de los 
representantes de los trabajadores y la consideración de las realidades 
específicas de cada sector o empresa.

Diversidad de situaciones

No pueden tratarse de manera uniforme las distintas situaciones, por 
lo que los negociadores deberán, en cada caso, tener en cuenta las cir-
cunstancias específicas de su ámbito para fijar las condiciones salariales, 
todo ello dentro de los objetivos señalados anteriormente.

Cláusula de inaplicación salarial

La inclusión de la llamada cláusula de inaplicación del régimen salarial 
forma parte del contenido mínimo de los convenios colectivos de ámbito 
superior al de empresa.

En tal sentido, consideramos necesario que en dichos convenios se 
establezcan las condiciones y procedimientos por los que podría no apli-
carse el régimen salarial a las empresas cuya estabilidad económica 
pudiera verse dañada como consecuencia de tal aplicación.



9358 Miércoles 16 marzo 2005 BOE núm. 64

Previsión social complementaria

En relación con la previsión social complementaria es preciso recor-
dar que la Disposición adicional tercera de la Ley 4/2004, de Modificación 
de tasas y de beneficios fiscales de acontecimientos de excepcional inte-
rés público ha ampliado por un año más, hasta el 31 de diciembre de 2005, 
el plazo de adaptación de los compromisos por pensiones de las empresas 
pactados en convenios colectivos de ámbito supraempresarial. Asimismo, 
el Real Decreto Ley 10/2004 ha ampliado en un año el plazo de adaptación 
de las Comisiones de Control de los Planes y Fondos de Pensiones de 
Empleo.

No obstante lo anterior, la previsión social complementaria es otra de 
las materias sometidas a negociación en el marco de la Declaración de 
Diálogo Social 2004.

CAPÍTULO V

Empleo, flexibilidad interna y cualificación profesional

Como ya se ha señalado, el pasado el 8 de julio, el Gobierno y las Orga-
nizaciones Sindicales y Empresariales suscribimos la Declaración para el 
Diálogo Social 2004. En dicha Declaración se contienen una serie de 
materias que deberán ser objeto de tratamiento, tanto tripartito como 
bipartito, a lo largo de esta legislatura. Entre ellas se encuentran las refe-
ridas al mercado de trabajo, las políticas de empleo y servicios públicos 
de empleo y la formación permanente a lo largo de la vida laboral.

No obstante lo anterior, las Organizaciones firmantes hemos incorpo-
rado en este capítulo, de forma resumida y actualizada, los criterios sobre 
estas materias contemplados en los últimos Acuerdos de negociación 
colectiva que siguen teniendo plena vigencia en el contexto económico y 
laboral actual.

Empleo

La Declaración para el Diálogo Social 2004 señala un doble problema 
en el mercado de trabajo español, insuficiente volumen de empleo y alto 
nivel de temporalidad.

La creación y mantenimiento de empleo es un objetivo compartido por 
CEOE, CEPYME, CCOO y UGT, al que puede contribuir la negociación 
colectiva, particularmente en una coyuntura que plantea desafíos para la 
competitividad de nuestro sistema productivo.

La estabilidad del empleo favorece la capacidad de planificación de las 
empresas, la seguridad de los trabajadores y trabajadoras, así como su 
cualificación. El objetivo de estabilidad debe seguir presente en la nego-
ciación colectiva, sin perjuicio de mantener un marco de contratación 
temporal que permita responder a las necesidades coyunturales de pro-
ducción de bienes y servicios.

Ambos objetivos, el crecimiento del empleo y la estabilidad en el 
mismo, deben desarrollarse en una economía como la española abierta a 
la competencia exterior, lo que exige articular instrumentos de flexibili-
dad, entre ellos las nuevas formas de organización del trabajo, y tener en 
cuenta que los mecanismos de adaptación internos son preferibles a los 
externos y a los ajustes de empleo. En este contexto debe seguir siendo 
un objetivo conseguir el adecuado equilibrio entre flexibilidad para las 
empresas y seguridad para los trabajadores.

Para contribuir al mejor tratamiento de todos estos aspectos desde la 
negociación colectiva consideramos que los convenios colectivos de 2005 
deben tener en cuenta los siguientes criterios generales en materia de 
empleo y formación:

El mantenimiento del empleo y la promoción del mismo, especial-
mente entre los colectivos con mayor riesgo de desempleo.

El establecimiento de marcos que permitan a las empresas mejorar su 
posición en el mercado y su productividad, y adaptarse internamente ante 
circunstancias cambiantes, manteniendo el adecuado equilibrio entre 
flexibilidad y seguridad.

El fomento de la estabilidad del empleo como garantía de 
competitividad para las empresas y de seguridad para los trabajadores.

El desarrollo permanente de las competencias y la cualificación profe-
sional de los trabajadores y trabajadoras.

El cumplimiento del principio de igualdad de trato y no discriminación 
en el empleo y en las condiciones de trabajo, así como la promoción de la 
igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres.

El desarrollo de instrumentos de información y de análisis para favo-
recer la adecuada adaptación a los cambios productivos, así como para el 
seguimiento de lo pactado en la negociación colectiva.

La incidencia de las tecnologías de la información y de la comunica-
ción en el desarrollo productivo general y en las relaciones laborales.

Contratación

Los convenios colectivos deberán seguir avanzando en la asunción de 
las competencias que la legislación laboral traslada a la negociación colec-
tiva en materia de contratación, de acuerdo a los siguientes criterios:

La promoción de la contratación indefinida, la conversión de contra-
tos temporales en contratos fijos, así como la adopción de fórmulas que 
eviten el encadenamiento injustificado de sucesivos contratos tempora-
les, todo ello con el objetivo de reducir la contratación temporal injustifi-
cada.

El fomento del uso adecuado de las modalidades contractuales de 
forma tal que las necesidades permanentes de la empresa se atiendan con 
contratos indefinidos y las necesidades coyunturales, cuando existan, 
puedan atenderse con contratos temporales causales, directamente o a 
través de ETT.

El fomento de los contratos formativos, como vía de inserción laboral 
y cualificación de los jóvenes. La incorporación definitiva en la empresa 
de estos trabajadores, una vez finalizado el contrato formativo, contri-
buye a la estabilidad del empleo.

El fomento de los contratos a tiempo parcial indefinidos que pueden 
ser una alternativa a la contratación temporal o a la realización de horas 
extraordinarias en determinados supuestos, así como de los contratos 
fijos discontinuos en las actividades discontinuas o estacionales.

La utilización de las posibilidades que para el mantenimiento del 
empleo y el rejuvenecimiento de plantillas presentan la jubilación parcial 
y el contrato de relevo, así como las cláusulas de jubilación según lo que 
establezca la Disposición adicional décima del TRET.

A esta finalidad se encauza el reciente Proyecto de Ley sobre las cláu-
sulas de los convenios colectivos referidas al cumplimiento de la edad 
ordinaria de jubilación, que responde a un acuerdo alcanzado entre el 
Gobierno y las Organizaciones Empresariales y Sindicales en el marco de 
la Declaración para el Diálogo Social 2004.

El texto del Proyecto de Ley, actualmente en tramitación parlamenta-
ria, contempla la habilitación a los convenios para el establecimiento de 
cláusulas que posibiliten la extinción del contrato de trabajo al cumplir el 
trabajador la edad ordinaria de jubilación, siempre que se cumplan los 
supuestos y requisitos siguientes:

Podrá pactarse la jubilación obligatoria a partir del momento en que el 
trabajador alcance la edad ordinaria de jubilación, debiendo el trabajador 
afectado por la medida cumplir los requisitos exigidos para causar dere-
cho a la pensión de jubilación en su modalidad contributiva.

Los objetivos de política de empleo que justificarán la utilización de la 
jubilación obligatoria deberán expresarse en el convenio colectivo, enu-
merando el Proyecto de Ley algunos de tales objetivos, como la mejora de 
la estabilidad en el empleo, la transformación de contratos temporales en 
indefinidos, el sostenimiento del empleo, las nuevas contrataciones o 
cualesquiera otros que se dirijan a favorecer la calidad del empleo.

La importancia y extensión de nuevas formas de organización produc-
tiva y societaria, en un contexto de externalización creciente de las activi-
dades por parte de las empresas, ha dado lugar a regulaciones legales que 
establecen derechos de información para la representación de los traba-
jadores, siendo necesario:

Facilitar la información por parte de las empresas principal y contra-
tista a sus trabajadores y a la representación legal de los mismos sobre los 
procesos de subcontratación, según lo establecido en el art. 42 del ET, lo 
que contribuirá a la seguridad del empleo y al cumplimiento de las condi-
ciones laborales establecidas legal y convencionalmente.

Facilitar información por parte de la empresa usuaria a los represen-
tantes de los trabajadores sobre los contratos de puesta a disposición con 
las ETT, entregándoles una copia básica del contrato de trabajo o de la 
orden de servicio.

Informar a los trabajadores sobre los medios de coordinación fijados 
para proteger y prevenir los riesgos laborales en el centro de trabajo, en 
los términos previstos en el artículo 24 de la Ley de Prevención de Riesgos 
Laborales, desarrollado por el Real Decreto 171/2004.

Estas nuevas modalidades de organización productiva y societaria, 
que en ocasiones revisten una notable complejidad, no deben suponer la 
inaplicación de la regulación convencional correspondiente, o cesión ile-
gal de trabajadores.

Una de las formas innovadoras de organización y ejecución de la pres-
tación laboral derivada del propio avance de las nuevas tecnologías es el 
teletrabajo, que permite la realización de la actividad laboral fuera de las 
instalaciones de la empresa.

Partiendo del reconocimiento por los interlocutores sociales del tele-
trabajo como un medio de modernizar la organización del trabajo para las 
empresas y conciliar vida profesional y personal para los trabajadores, 
consideramos oportuno establecer algunos criterios que pueden ser utili-
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zados por las empresas y por los trabajadores y sus representantes como 
base para mantener el equilibrio necesario entre flexibilidad y seguridad, 
así como para mejorar la productividad de las empresas:

El carácter voluntario y reversible del teletrabajo, tanto para el traba-
jador como para la empresa.

La igualdad de derechos, legales y convencionales, de los teletrabaja-
dores respecto a los trabajadores comparables que trabajan en las instala-
ciones de la empresa.

La conveniencia de que se regulen aspectos como la privacidad, la 
confidencialidad, la prevención de riesgos, las instalaciones, la forma-
ción, etc.

Flexibilidad y seguridad en el empleo

Potenciar un empleo más productivo, a través de la cualificación de 
los trabajadores, de la innovación y desarrollo tecnológico y del impulso 
de mecanismos de flexibilidad interna de la empresa, preferibles a los 
ajustes externos, así como de la identificación de instrumentos y disposi-
tivos de análisis y diálogo, constituye un elemento esencial para respon-
der a los requerimientos del cambio.

Los convenios colectivos permiten tratar un conjunto de aspectos que 
avanzan en dicha dirección, como son:

La clasificación profesional y las estructuras profesionales basadas en 
grupos y, cuando proceda dentro de éstos, en áreas funcionales, estable-
ciendo los procedimientos adecuados de adaptación entre los sistemas 
tradicionales y los nuevos.

La movilidad funcional, como instrumento de adaptación interna, vin-
culada a la clasificación profesional y los procesos formativos correspon-
dientes.

Las modificaciones en la organización del trabajo derivadas de proce-
sos de innovación y de cambios tecnológicos.

La gestión del tiempo de trabajo; la duración y redistribución de la 
jornada, incluso su cómputo anual y su distribución flexible; la limitación 
de las horas extraordinarias que no sean estrictamente necesarias; la uti-
lización de sistemas flexibles de jornada, acompañada de los correspon-
dientes procesos de negociación y de las condiciones para su realización, 
con el objetivo compartido de conciliar las necesidades de las empresas 
con las de los trabajadores y trabajadoras.

El desarrollo de la formación continua de los trabajadores y trabajado-
ras como mecanismo para hacer frente a los mayores requerimientos de 
cualificación y polivalencia.

Por otro lado, las situaciones de dificultad deben ser abordadas 
teniendo en cuenta, cuando sea posible, la anticipación y valoración de 
las consecuencias sociales.

En este sentido cabe recordar la Declaración suscrita en el ámbito 
europeo por la Organización Sindical CES y las Organizaciones Empresa-
riales UNICE/UEAPME y CEEP, el 16 de Octubre de 2003, en la que se 
recogen una serie de orientaciones, extraídas del estudio de casos con-
cretos, que pueden servir de referencia para los procesos de reestructura-
ciones y que en síntesis son, entre otras, las siguientes:

La explicación y justificación de los cambios. Una adecuada informa-
ción a tiempo, explicando y justificando los cambios a los trabajadores y 
sus representantes favorece un clima de confianza para el proceso de 
discusión posterior.

El desarrollo de la empleabilidad favorece la movilidad interna y 
externa y asegura el éxito de la reestructuración.

La dimensión territorial, dadas las repercusiones que los cambios eco-
nómicos y sociales tienen sobre el conjunto de una región o territorio.

La situación especifica de las PYME, tomando en consideración su 
especial situación en zonas o sectores en reestructuración.

La gestión de las reestructuraciones, teniendo en cuenta las conse-
cuencias sociales relativas a los condicionantes de la empresa, el régimen 
fiscal, la legislación nacional, los convenios colectivos y las necesidades 
y elección de los trabajadores, y abordando posibles alternativas, tales 
como la reclasificación interna o externa, la formación, la reconversión, 
el apoyo a la creación de empresas, las jubilaciones, los planes personales 
para los trabajadores o los acuerdos para diversificar las formas de 
empleo y un acompañamiento personalizado de los asalariados.

De otro lado, la regulación legal actual, y su concreción y desarrollo a 
través de la negociación colectiva, establecen un conjunto de materias 
que deben ser objeto de información y, en su caso, de consulta, a los 
representantes de los trabajadores, si bien debe tenerse en cuenta que 
está previsto transponer la Directiva comunitaria sobre derechos de 
información y consulta (COM 2002/14/CE).

Tales materias son las relativas a la situación económica del sector o 
ámbito negocial correspondiente; las previsiones sobre el volumen y tipo 
de empleo, así como la evolución prevista en el inmediato futuro; las 
modalidades de contratación, los contratos de puesta a disposición y los 

supuestos de subcontratación; los procesos de reconversión y reestructu-
ración de empleo; los despidos objetivos y, en su caso, las medidas alter-
nativas a los mismos.

A su vez, puede ser útil posibilitar la interlocución, a efectos del desa-
rrollo del convenio colectivo, de las federaciones de los sindicatos más 
representativos firmantes del mismo.

La incidencia de las tecnologías de la información y de la comunica-
ción (TIC) en las relaciones laborales también debería ser objeto de trata-
miento en los convenios colectivos para garantizar los derechos indivi-
duales y colectivos de los trabajadores.

Absentismo injustificado

El absentismo injustificado conlleva una pérdida de productividad e 
incide de manera negativa en los costes laborales, perjudicando con ello 
la competitividad de las empresas y la posibilidad de mejorar los niveles 
de empleo y renta de los trabajadores.

La reducción del absentismo injustificado en el ámbito sectorial o de 
empresa debe ser un objetivo compartido por la representación sindical y 
empresarial, dado que se proyecta sobre las condiciones de trabajo, el 
clima laboral, la productividad y la salud de los empleados.

A tal fin, los convenios colectivos deberían:

Identificar las causas del absentismo, analizando la situación así como 
su evolución en el ámbito correspondiente.

Establecer criterios para la reducción del absentismo injustificado, así 
como mecanismos de seguimiento y, en su caso, medidas correctoras.

Difundir la información sobre la situación existente y las medidas 
adoptadas.

La formación permanente

La formación continua es un instrumento de gran utilidad para el desa-
rrollo de las competencias profesionales, que favorece la capacidad de 
adaptación de trabajadores y empresas, contribuye al mantenimiento y 
mejora del empleo y responde conjuntamente a las necesidades de 
ambos.

En el año 2002 las Organizaciones Empresariales y Sindicales Euro-
peas nos comprometimos a promover en el «Marco de acción para el 
desarrollo permanente de las competencias y cualificaciones» (1) una 
serie de prioridades que hoy siguen vigentes:

La identificación y anticipación a las necesidades de competencias y 
cualificaciones.

El reconocimiento y validación de las competencias y cualificaciones.
La necesidad de informar, apoyar y orientar a empleados y empresas 

en todo el proceso de desarrollo de sus competencias.
La movilización de los recursos a este fin.

La identificación y anticipación en materia de competencias y cualifi-
caciones, así como su reconocimiento y validación, tienen relevancia 
tanto en la empresa como en el ámbito sectorial, en cooperación con las 
instituciones de educación, formación y empleo.

A este respecto, hemos de recordar el marco previsto por la Ley Orgá-
nica de Cualificaciones y Formación Profesional en cuanto establece el 
Sistema Nacional de Cualificaciones.

De otra parte, en los próximos meses se analizará por el Gobierno y las 
Organizaciones Sindicales y Empresariales, en función de lo previsto en 
la Declaración para el Diálogo Social, las adaptaciones necesarias del 
actual modelo de formación continua regulado por el Real Decreto 1046/2003, 
de 1 de agosto.

No obstante lo anterior, la negociación colectiva puede contribuir a 
facilitar el aprovechamiento de las oportunidades que ofrece el actual 
marco regulador de la formación continua y contribuir, en el nivel que 
corresponda, sector o empresa, definiendo criterios respecto a:

Las acciones formativas, sobre todo las dirigidas a aquellos colectivos 
con mayor riesgo de perder el empleo y a quienes tienen un menor nivel 
de cualificación.

Las iniciativas y colectivos prioritarios.
El desarrollo de la formación teórica en los contratos para la for-

mación.
Las referencias formativas en relación con la clasificación y movilidad, o
La mejora de la calidad de las acciones formativas, entre otras cues-

tiones.

Los observatorios sectoriales

Un análisis de la situación competitiva de la economía española en 
general, y en particular de los sectores concretos, debe permitir identifi-

(1) Suscrito por UNICE/UEAPME, CEEP y CES (incluyendo representantes del 
Comité de Enlace CEC/Eurocuadros).
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car los puntos fuertes, las debilidades, y las condiciones marco que 
deben mejorarse.

Los observatorios sectoriales son instrumentos en los que se puede 
desarrollar ese trabajo y pueden contribuir a definir las medidas que per-
mitan anticiparse a los cambios estructurales.

Además de los observatorios sectoriales estatales de carácter tripar-
tito constituidos recientemente y vinculados a los Presupuestos Genera-
les del Estado, CCOO, UGT, CEOE y CEPYME, consideramos necesario 
seguir manteniendo, como hemos hecho en los anteriores ANC, una 
apuesta decidida por el desarrollo de observatorios sectoriales bilatera-
les, especialmente en el ámbito sectorial estatal, que permita el análisis 
conjunto de las perspectivas futuras en materias tales como la posición 
de las empresas en el mercado, la ampliación de la Unión Europea, el 
desarrollo tecnológico, las cuestiones medioambientales, la evolución de 
la productividad y el empleo, las necesidades formativas, la igualdad de 
oportunidades, etc., con especial atención a las Pymes.

A su vez, la mejora de la gestión del medio ambiente en las empresas 
resulta cada vez más importante. En este marco se inscribe también la 
Declaración para el Diálogo Social 2004 a la hora de acometer los com-
promisos y las consecuencias que sobre la actividad productiva y el 
empleo puede tener el Protocolo de Kioto y los compromisos adquiridos 
por la Unión Europea y nuestro país en esta materia.

El objetivo prioritario es prevenir, evitar o reducir los posibles efectos 
negativos que pudieran derivarse sobre la competitividad y el empleo de 
los retos medioambientales que nuestro país, las empresas y los ciudada-
nos hemos comprometido.

Es preciso abordar las cuestiones relacionadas con el medio ambiente 
desde diversas perspectivas, entre ellas la mejora tecnológica de las 
empresas económicamente viable, lo que supone situarse en una posición 
más favorable de competitividad y superar los impactos que pudieran 
derivarse de la normativa medioambiental.

CAPÍTULO VI

Igualdad de trato y oportunidades

A pesar de los avances registrados en los últimos años, determinados 
colectivos como las personas con discapacidad y los mayores de 45 años, 
encuentran aún dificultades para su incorporación al mercado de trabajo 
o para hacerlo en términos de igualdad con el resto de los trabajadores. A 
estos grupos se suma más recientemente la población trabajadora inmi-
grante.

Hay otros colectivos como las mujeres y los jóvenes que en los últimos 
años se han beneficiado mayoritariamente del proceso sostenido de crea-
ción de empleo. Sin embargo, su situación laboral en el mercado refleja 
todavía algunos de los problemas estructurales del mismo (menores tasas 
de actividad y empleo, mayor desempleo, mayores tasas de temporalidad).

Aunque algunas de las dificultades y problemas señalados para la 
incorporación y mantenimiento en el empleo de los colectivos citados 
proceden del ámbito familiar o sociocultural, carencias e ineficiencias del 
sistema formativo y de la intermediación laboral, etc., las Organizaciones 
firmantes creemos que la negociación colectiva puede contribuir a la 
corrección de posibles fenómenos de desigualdad, promoviendo asi-
mismo actuaciones concretas dirigidas a eliminar discriminaciones direc-
tas e indirectas. Por ello, debe ser un criterio de la negociación colectiva 
reconocer la diversidad y facilitar la igualdad de trato y la no discrimina-
ción en las condiciones laborales.

En este sentido, UGT, CCOO, CEOE Y CEPYME consideramos adecua-
dos para su tratamiento por la negociación colectiva los siguientes aspectos:

La adopción de cláusulas declarativas antidiscriminatorias, que pue-
den incluirse como principio general o de manera específica en apartados 
concretos del convenio.

La adecuación del contenido de los convenios colectivos a la norma-
tiva vigente, o en su caso, la mejora de la misma, eliminando aquellas 
cláusulas que estén superadas por modificaciones normativas en materia 
de no discriminación y reconocimiento de igualdad de trato. Esta adecua-
ción se extiende también a los contenidos en materia de prevención de 
riesgos laborales para la maternidad, la lactancia y la reproducción, así 
como el tratamiento del acoso sexual.

Contemplar la promoción de la estabilidad laboral de los jóvenes y una 
formación adecuada a su actividad.

Aplicar las mismas condiciones laborales para los inmigrantes que 
para el resto de los trabajadores en formas y tipos de contratación, retri-
buciones, prevención y seguridad, clasificación y promoción, formación y 
derecho a prestaciones sociales.

Favorecer la incorporación al empleo de los trabajadores con discapa-
cidad, atendiendo a factores tales como: las características de los secto-
res y de las empresas, las capacidades y las aptitudes de los trabajadores 
y la posible adaptación de los puestos de trabajo.

La igualdad de derechos de los trabajadores contratados a tiempo 
parcial y con contratos temporales con quienes son contratados a jornada 
completa y con contratos indefinidos, respectivamente.

Evitar la discriminación de los trabajadores de más edad en el acceso 
y mantenimiento del empleo.

Contribuir al establecimiento de un marco equitativo para el desarro-
llo de las condiciones de trabajo de hombres y mujeres, propiciando 
aquellas actuaciones que eliminen los obstáculos para tal equidad, y, en su 
caso, acudiendo a la inclusión de acciones positivas, cuando se constate 
la existencia de situaciones desiguales de partida vinculadas a las condi-
ciones laborales.

Igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres

Las Organizaciones firmantes, en esta materia consideramos adecua-
dos para su tratamiento por la negociación colectiva los siguientes crite-
rios generales en materia de igualdad de oportunidades:

La inclusión de cláusulas de acción positiva para fomentar el acceso 
de las mujeres, en igualdad de condiciones, a sectores y ocupaciones en 
los que se encuentren subrepresentadas.

En la conversión de contratos temporales a contratos fijos la fijación 
de criterios que favorezcan a las mujeres que, en igualdad de condiciones 
y méritos, se encuentren afectadas en mayor medida que los hombres por 
el nivel de temporalidad.

El estudio y, en su caso, el establecimiento de sistemas de selección, 
clasificación, promoción y formación, sobre la base de criterios técnicos, 
objetivos y neutros por razón de género.

La eliminación de denominaciones sexistas en la clasificación profe-
sional (categorías, funciones, tareas).

La subsanación de las diferencias retributivas que pudieran existir por 
una inadecuada aplicación del principio de igualdad de retribución por 
trabajos de igual valor.

A efectos de lo anterior, resultaría de utilidad el análisis y aplicación, 
en su caso, de sistemas de valoración de los puestos de trabajo que permi-
tan evaluar periódicamente el encuadramiento profesional:

Un tratamiento de la jornada laboral, vacaciones, programación de la 
formación, etc. que permita conciliar las necesidades productivas y las de 
índole personal o familiar.

La evaluación de la aplicación del convenio desde la perspectiva de 
género, a través del seguimiento realizado por la Comisión Paritaria que 
se dotará, en su caso, del correspondiente asesoramiento. Si se considera 
oportuno, tal tarea se delegará en comisiones de trabajo específicas.

Como guía para avanzar en la aplicación de estos criterios, las Organi-
zaciones Empresariales y Sindicales adoptaron en 2003 el documento 
«Consideraciones generales y buenas prácticas sobre igualdad de oportu-
nidades entre hombres y mujeres en la negociación colectiva», que man-
tiene su vigencia y utilidad.

Por otra parte, se considera adecuado recordar en este Capítulo que el 
día 29 de diciembre de 2004 se publicó en el Boletín Oficial del Estado la 
Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Inte-
gral contra la Violencia de Género, cuyo ámbito abarca aspectos preven-
tivos, educativos, sociales, asistenciales, civiles, penales y judiciales en 
relación con la violencia de género.

Es preciso destacar que algunas de sus disposiciones tienen incidencia 
en las relaciones laborales. En concreto, el artículo 21 contiene el núcleo 
de las disposiciones laborales de la Ley que incluyen, entre otros, el dere-
cho de las trabajadoras a la a la reordenación de su tiempo de trabajo a 
través de la adaptación del horario o de la aplicación del horario flexible, 
a la reducción de su jornada, con disminución proporcional del salario, a 
la movilidad geográfica, al cambio de centro de trabajo, a la suspensión 
de la relación laboral con reserva de puesto de trabajo y a la extinción del 
contrato de trabajo. Estas disposiciones se concretan en los nuevos tér-
minos en los que se recogen diferentes artículos del Estatuto de los Tra-
bajadores que han sido modificados por la Disposición Adicional Séptima 
de la citada Ley.

Serán titulares de los nuevos derechos las mujeres trabajadoras que en 
su vida privada padezcan situaciones de violencia, acreditada conforme a 
lo dispuesto en esta Ley, ejercida por parte de quienes sean o hayan sido 
sus cónyuges o de quienes estén o hayan estado ligados a ellas por rela-
ciones similares de afectividad, aun sin convivencia.

Las Organizaciones Empresariales y Sindicales consideramos que la 
negociación colectiva es un cauce adecuado para facilitar el ejercicio 
efectivo de estos derechos.
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CAPÍTULO VII

Seguridad y salud en el trabajo

Seguridad y Salud en el Trabajo

Como reiteradamente hemos puesto de manifiesto, CEOE, CEPYME, 
CCOO y UGT compartimos el compromiso de contribuir con mayor efica-
cia a la prevención de riesgos laborales y reducir la siniestralidad laboral 
en España.

A pesar de que en el año 2003 se inició una tendencia de reducción de 
los índices de siniestralidad laboral, que se ha consolidado en el año 2004, 
es imprescindible continuar realizando un esfuerzo conjunto de empre-
sas, trabajadores, Administraciones Públicas, Organizaciones Sindicales 
y Empresariales para fomentar la cultura preventiva y favorecer la aplica-
ción concreta de la normativa, sobre todo en las Pymes, en materia de 
integración de la prevención y vigilancia de la salud.

En el contexto concreto de la negociación colectiva queremos reiterar 
algunos criterios sobre seguridad y salud en el trabajo:

Integración de la Prevención:

Hay que recordar que la actividad preventiva a desarrollar en la 
empresa debe estar integrada a través de la implantación de un Plan de 
Prevención de Riesgos Laborales documentado.

La actividad preventiva planificada podrá llevarse a cabo de forma 
programada, es decir, por fases, permitiendo iniciar, aplicar y mantener 
las actividades preventivas que sea necesario realizar a lo largo del tiempo 
conforme a la planificación preestablecida.

En materia de vigilancia de la salud:

Desde Diciembre de 2002, fecha en la que finalizó la posibilidad de 
efectuar, con cargo a cuotas, reconocimientos médicos de carácter gene-
ral o inespecíficos, venimos recomendando que en los convenios colecti-
vos se avance en la paulatina sustitución de los mismos por exámenes de 
salud específicos dirigidos a un cumplimiento adecuado de la normativa. 
Esta recomendación mantiene plenamente su vigencia.

En materia de formación:

La formación sobre los riesgos presentes en los puestos de trabajo se 
demuestra como una de las herramientas más adecuadas para fomentar la 
cultura preventiva y los cambios actitudinales. Por ello, en los convenios 
colectivos de ámbito sectorial o inferior es recomendable incluir, de 
forma orientativa, el contenido de la formación específica según los ries-
gos de cada puesto de trabajo o función, agrupando así los criterios for-
mativos y el número de horas de formación o, en su caso, de adiestra-
miento, de manera homogénea por riesgos y puestos de trabajo de cada 
sector; y con independencia de la formación acorde con los factores de 
riesgo de cada puesto de trabajo concreto en cada empresa individual-
mente considerada.

En otro orden de cosas, en la negociación colectiva, de cualquier 
ámbito, pero preferentemente sectorial, se puede concretar el número de 
horas de formación de los Delegados de Prevención en función de la peli-
grosidad de la actividad.

Otras materias:

Igualmente, es recomendable que el crédito horario de los Delegados 
de Prevención y la constitución en los convenios colectivos de Comisio-
nes Paritarias que tengan como fin primordial el análisis, estudio y pro-
puesta de soluciones en materia de prevención de riesgos laborales, se 
incluya en convenios colectivos del ámbito sectorial y territorial más 
amplio posible.

Respecto a la designación de los Delegados de Prevención, en los 
ámbitos sectoriales, podrá negociarse el establecimiento de procedimien-
tos distintos de los previstos legalmente, siempre que se garantice que la 
facultad de designación corresponde a los representantes de los trabaja-
dores o a los propios trabajadores.

También podrá negociarse la inclusión de los criterios y las formas en 
las que los Delegados de Prevención han de colaborar con la Dirección de 
la empresa en la mejora de la acción preventiva, a través de la aplicación, 
promoción y fomento de la cooperación de los trabajadores en la ejecu-
ción de las normas y medidas de prevención y protección de riesgos 
laborales adoptadas en las empresas.

Por otra parte, se considera que la negociación colectiva sectorial 
estatal constituye un ámbito adecuado para la promoción, desarrollo y 
aplicación del efectivo cumplimiento de las obligaciones y responsabili-
dades de empresarios y trabajadores en materia de Seguridad y Salud en 
el trabajo.

Asimismo, podrán abordarse en los convenios colectivos los procedi-
mientos de información y consulta relativos a la elaboración de los planes 

de prevención, y a las evaluaciones de riesgos, incluyendo los riesgos 
para la reproducción y maternidad.

Igualmente, sería conveniente establecer procedimientos para anali-
zar la incidencia y los efectos de la dependencia del alcohol y de otras 
sustancias sobre la salud y la seguridad en el trabajo, tanto individual 
como colectivo y, en su caso, adoptar medidas preventivas y de apoyo en 
el marco de las políticas sociosanitarias.

En consonancia con la coordinación de actividades empresariales 
marcada por el artículo 24 de la LPRL y desarrollada por el RD 171/2004, 
podrán incluirse, disposiciones relativas a los procedimientos de informa-
ción y consulta, tanto sobre los riesgos derivados de la concurrencia de 
actividades empresariales como sobre los medios de coordinación esta-
blecidos en tales supuestos.

Estrés laboral

El estrés laboral constituye una preocupación creciente de empresa-
rios y trabajadores que ha tenido reflejo a nivel europeo con la suscrip-
ción por UNICE, UEAPME, CEEP y la Confederación Europea de Sindica-
tos (incluyendo representantes del Comité de Enlace CEC/ Eurocuadros) 
de un Acuerdo Marco sobre esta materia.

Al igual que hicimos en el ANC 2003 en relación con el Acuerdo Marco 
Europeo sobre teletrabajo, las Organizaciones Empresariales y Sindicales 
firmantes compartimos el Acuerdo sobre estrés en el lugar de trabajo, 
cuyo texto se incorpora como anexo a este Acuerdo. Consideramos el 
Acuerdo Europeo un instrumento especialmente útil, ya que proporciona 
pautas de referencia y criterios de actuación que pueden resultar de utili-
dad tanto para crear una sensibilización y mayor comprensión de esta 
materia como para prevenir, eliminar o reducir el problema del estrés 
laboral.

CCOO, UGT, CEPYME y CEOE, en aplicación del Acuerdo Europeo, 
transmitimos a los negociadores y a los distintos representantes empresa-
riales y sindicales su contenido, adaptándolo de esta manera a la realidad 
española, de forma que sirva para favorecer la mejora de las condiciones 
de trabajo y el buen funcionamiento de las empresas.

CAPÍTULO VIII

Responsabilidad social de las empresas

La introducción de prácticas de responsabilidad social en las estrate-
gias de las empresas constituye para las Organizaciones Empresariales y 
Sindicales un serio compromiso y un esfuerzo complejo que ha de contar 
con el mayor grado de implicación y de consenso.

Habitualmente bajo este concepto se engloban aquellos comporta-
mientos de las organizaciones que de forma voluntaria, y adicional al 
cumplimiento de la legalidad, reflejan un compromiso por asumir deter-
minados valores que existen en el ámbito social, económico o medioam-
biental.

El objetivo común es alcanzar unos mayores niveles de desarrollo 
económico, de calidad en el empleo, de bienestar social, de cohesión 
territorial y de sostenibilidad ambiental, en línea con el Libro Verde y la 
Comunicación del Comisión Europea, de los años 2001 y 2002, respectiva-
mente.

La profusión de iniciativas en este ámbito ha producido en ocasiones 
un grado de confusión con otras actuaciones de distinta naturaleza. Por 
esta razón, UGT, CCOO, CEOE, CEPYME y el Gobierno han decidido 
introducir esta cuestión como un tema a tratar dentro del diálogo social, 
en el marco de la Declaración para el Diálogo Social 2004, habida cuenta 
del protagonismo especial que deben tener a la hora de abordar esta cues-
tión.

Teniendo en cuenta que la responsabilidad social de las empresas per-
sigue la integración de las dimensiones económica, social y medioam-
biental en las actividades y estrategias empresariales, se considera nece-
sario:

Identificar y promover ámbitos de interlocución entre las Organizacio-
nes Empresariales y Sindicales en esta materia.

Compartir experiencias y difundir buenas prácticas.
Impulsar compromisos sobre responsabilidad social.

CAPÍTULO IX

Estructura de la negociación colectiva y procedimiento negociador

Las Organizaciones firmantes consideramos oportuno recomendar, en 
relación con la articulación y vertebración de la negociación colectiva, 
que los negociadores en sus ámbitos y con pleno respeto a la autonomía 
de las partes procedan a:
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Analizar la estructura de la negociación colectiva del sector corres-
pondiente, estatal o de ámbito inferior, así como la articulación de mate-
rias entre los distintos ámbitos negociales.

Adoptar las decisiones que correspondan respecto al ámbito apro-
piado para el tratamiento de las materias que integran el convenio colec-
tivo, de forma tal que una posible articulación de las mismas incida en una 
mejor aplicación y eficacia de lo pactado.

Por lo que respecta al procedimiento negociador, el presente Acuerdo 
debe contribuir a facilitar la negociación de los convenios colectivos, 
para lo cual consideramos necesario impulsar el deber de negociar en los 
términos legalmente previstos, así como la utilización de los diferentes 
procedimientos de autocomposición de conflictos.

A la vez manifestamos nuestra voluntad de favorecer una aplicación y 
administración de los convenios lo más fluida posible.

En relación con lo anterior, deben ser tenidas en cuenta determinadas 
recomendaciones, enmarcadas en el principio de buena fe, tales como:

Iniciar de inmediato los procesos de negociación una vez producida la 
denuncia de los convenios, e intercambiar la información que facilite la 
interlocución en el proceso de negociación y una mayor corresponsabili-
dad en la aplicación de lo pactado.

Mantener la negociación abierta por ambas partes hasta el límite de lo 
razonable.

Formular propuestas y alternativas por escrito, en especial ante situa-
ciones de dificultad en la negociación.

De acuerdo con lo previsto en los sistemas de autocomposición de los 
conflictos de carácter estatal (Tercer Acuerdo sobre Solución Extrajudi-
cial de Conflictos Laborales) o de Comunidad Autónoma, acudir a ellos 
sin dilación cuando existan diferencias sustanciales que conlleven el blo-
queo de la negociación correspondiente.

De conformidad con lo previsto en el ASEC, fomentar la utilización de 
estos servicios para la solución de las discrepancias surgidas en los perio-
dos de consultas regulados en los artículos 40, 41, 47 y 51 del ET (movili-
dad geográfica, modificación sustancial de condiciones de trabajo, sus-
pensión y despidos colectivos).

Impulsar fórmulas y procedimientos que posibiliten un funciona-
miento más eficaz de las Comisiones Paritarias o Mixtas de los convenios 
y una mejor y más completa regulación de las mismas con vistas al efec-
tivo seguimiento y cumplimiento de los compromisos adquiridos.

Fomentar la adhesión de sectores y empresas a los acuerdos sobre 
solución extrajudicial de conflictos, para conseguir una mayor eficacia y 
utilización de los instrumentos de mediación y arbitraje y para reforzar la 
autonomía colectiva.

En este sentido es preciso señalar que con fecha 29 de diciembre de 2004 
CEOE, CEPYME, CCOO y UGT firmamos el Tercer Acuerdo sobre Solu-
ción Extrajudicial de Conflictos Laborales en el que se ha procedido a 
unificar el texto del anterior Acuerdo y su Reglamento, con el fin de evitar 
duplicidades y al que se han incorporado algunas mejoras técnicas con el 
fin hacerlo más operativo.

En relación con este Tercer Acuerdo debemos recordar que introduce 
la posibilidad de que los convenios sectoriales estatales prevean el some-
timiento al ASEC de aquellos conflictos de empresa o centro de trabajo 
radicados en una Comunidad Autónoma e incluidos en el ámbito de apli-
cación de un convenio sectorial estatal, cuando de la resolución del con-
flicto puedan derivarse consecuencias para empresas y centros de trabajo 
radicados en otras Comunidades Autónomas.

Finalmente, señalar que, en el marco del proceso de diálogo social 
abierto tras la firma de la Declaración para el Diálogo Social 2004, el 
Gobierno y las Organizaciones Empresariales y Sindicales consensuaron el 
texto del Reglamento del procedimiento de extensión de convenios colec-
tivos, que desarrolla el artículo 92.2 del Estatuto de los Trabajadores.

Por UGT, el Secretario de Acción Sindical, Antonio A. Ferrer Sais.–Por 
CC. OO., el Secretario Confederal de Acción Sindical, Ignacio Fernández 
Toxo.–Por CEOE, el Secretario general, Juan Jiménez de Aguilar.–Por 
CEPYME, el Secretario general, Elías Aparicio Bravo.

ANEXO AL ACUERDO INTERCONFEDERAL 
PARA LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA 2005 (ANC 2005)

Acuerdo Marco Europeo sobre el Estrés Ligado al Trabajo

Acuerdo marco sobre el estrés ligado al trabajo (1) 

1. Introducción.

El estrés ligado al trabajo ha sido reconocido a escala internacional, 
europea y nacional como una preocupación tanto para los empleadores 
como para los trabajadores. Habiendo identificado la necesidad de una 
acción específica en este asunto y anticipando una consulta de la Comi-
sión sobre el estrés, los interlocutores sociales europeos han incluido 
este tema en el programa de trabajo del Diálogo Social 2003-2005.

(1) La versión oficial de este Acuerdo está en lengua inglesa.

El estrés puede, potencialmente, afectar a cualquier lugar de trabajo y 
a cualquier trabajador, independientemente del tamaño de la empresa, de 
su ámbito de actividad o del tipo de contrato o relación laboral. En la 
práctica, no todos los lugares de trabajo ni todos los trabajadores están 
necesariamente afectados.

Tratar la cuestión del estrés ligado al trabajo puede conducir a una 
mayor eficacia y mejora de la salud y de la seguridad en el trabajo, con los 
correspondientes beneficios económicos y sociales para las empresas, 
los trabajadores y la sociedad en su conjunto. Es importante considerar la 
diversidad de la mano de obra cuando se tratan problemas de estrés 
ligado al trabajo.

2. Objetivo.

El objetivo de este Acuerdo es incrementar la sensibilización y la com-
prensión de los empleadores, los trabajadores y de sus representantes 
acerca de la cuestión del estrés relacionado con el trabajo, atraer su aten-
ción respecto a los signos que pueden indicar los problemas de estrés 
ligado al trabajo.

El objetivo de este Acuerdo es proporcionar un marco a los empleado-
res y a los trabajadores para identificar y prevenir o manejar los proble-
mas del estrés relacionado con el trabajo. No se trata de culpabilizar a los 
individuos respecto al estrés.

Reconociendo que el acoso y la violencia en el lugar de trabajo son 
factores potenciales de estrés y dado que el programa de trabajo 2003-
2005 de los interlocutores sociales europeos prevé la posibilidad de una 
negociación específica sobre estas cuestiones, el presente Acuerdo no 
trata la violencia en el trabajo, ni el acoso y el estrés postraumático.

3. Descripción del estrés y del estrés ligado al trabajo.

El estrés es un estado que se acompaña de quejas o disfunciones físi-
cas, psicológicas o sociales y que es resultado de la incapacidad de los 
individuos de estar a la altura de las exigencias o las expectativas puestas 
en ellos.

El individuo es capaz de manejar la tensión a corto plazo, lo que puede 
ser considerado como positivo, pero tiene dificultades en resistir una 
exposición prolongada a una presión intensa. Además, individuos diferen-
tes pueden reaccionar de manera distinta a situaciones similares y un 
mismo individuo puede reaccionar de manera diferente a una misma 
situación en momentos diferentes de su vida.

El estrés no es una enfermedad, pero una exposición prolongada al 
estrés puede reducir la eficacia en el trabajo y causar problemas de 
salud.

El estrés originado fuera del entorno de trabajo puede entrañar cam-
bios de comportamiento y reducir la eficacia en el trabajo. No todas las 
manifestaciones de estrés en el trabajo pueden ser consideradas como 
estrés ligado al trabajo. El estrés ligado al trabajo puede ser provocado 
por diferentes factores tales como el contenido del trabajo, su organiza-
ción, su entorno, la falta de comunicación, etc.

4. Identificación de los problemas de estrés relacionado con el trabajo.

Dada la complejidad del fenómeno del estrés, el presente Acuerdo no 
pretende proporcionar una lista exhaustiva de indicadores de estrés 
potencial. Sin embargo, un alto nivel de absentismo, de rotación de perso-
nal, de frecuentes conflictos o quejas de los trabajadores, constituyen 
signos que pueden indicar un problema de estrés ligado al trabajo.

La identificación de un problema de estrés ligado al trabajo puede 
implicar un análisis de elementos tales como la organización del trabajo y 
los procesos (acuerdos de tiempo de trabajo, grado de autonomía, ade-
cuación de las capacidades del trabajador a las necesidades del trabajo, 
cantidad de trabajo etc.), las condiciones y el entorno de trabajo (exposi-
ción a comportamientos abusivos, ruido, temperatura, sustancias peligro-
sas, etc.), la comunicación (incertidumbre respecto a lo que se espera en 
el trabajo, perspectivas de empleo, próximos cambios, etc.) así como 
factores subjetivos (presiones emocionales y sociales, sentimiento de no 
ser capaz de hacer frente, impresión de no ser apoyado, etc.).

Si se identifica un problema de estrés ligado al trabajo, se deben tomar 
medidas para prevenirlo, eliminarlo o reducirlo. La determinación de las 
medidas adecuadas es responsabilidad del empleador. Estas medidas 
serán aplicadas con la participación y colaboración de los trabajadores 
y/o de sus representantes.

5. Responsabilidades de los empleadores y de los trabajadores.

Conforme a la Directiva marco 89/391, todos los empleadores tienen la 
obligación legal de proteger la seguridad y la salud de los trabajadores. 
Esta obligación se aplica igualmente a los problemas de estrés ligado al 
trabajo en la medida en que presenten un riesgo para la salud y la seguri-
dad. Todos los trabajadores tienen el deber general de respetar las medi-
das de protección definidas por el empleador.

Los problemas relativos al estrés ligado al trabajo pueden ser aborda-
dos en el marco de una evaluación general de los riesgos profesionales, 
mediante la definición de una política sobre el estrés diferenciada y/o 
mediante medidas específicas que apunten a los factores de estrés identi-
ficados.
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6. Prevenir, eliminar o reducir los problemas de estrés ligado al tra-
bajo.

Se pueden tomar diferentes medidas para prevenir, eliminar o reducir 
los problemas de estrés ligado al trabajo. Estas medidas pueden ser colec-
tivas, individuales o ambas. Pueden ser introducidas en forma de medidas 
específicas que apunten a factores de estrés identificados o en el marco 
de una política antiestrés de orden general que incluya medidas de pre-
vención y de acción.

Si las competencias requeridas en la empresa son insuficientes, es posi-
ble recurrir a expertos exteriores, conforme a la legislación europea así 
como a la reglamentación, convenios colectivos y prácticas nacionales.

Una vez establecidas, las medidas contra el estrés deberán ser revisadas 
periódicamente con el fin de evaluar su eficacia, comprobar si se utilizan de 
forma óptima los recursos y si todavía son adecuadas o necesarias.

Estas medidas pueden incluir, por ejemplo:

medidas de gestión y comunicación tales como aclarar los objetivos 
de la empresa, así como el papel de los trabajadores individuales, asegu-
rar un apoyo adecuado de la gestión a los individuos y a los equipos, ase-
gurar una buena adecuación entre el nivel de responsabilidad y de control 
sobre su trabajo, mejorar la organización, los procesos, las condiciones y 
el entorno de trabajo,

formar a la dirección y a los trabajadores con el fin de llamar la aten-
ción acerca del estrés y su comprensión, sus posibles causas y la manera 
de hacerle frente y/o de adaptarse al cambio,

la información y la consulta de los trabajadores y/o de sus represen-
tantes, conforme a la legislación europea así como a la reglamentación, 
convenios colectivos y prácticas nacionales.

7. Aplicación y seguimiento.

En el marco del artículo 139 del Tratado, este Acuerdo marco europeo 
voluntario compromete a los miembros de UNICE/UEAPME, del CEEP y 
de la CES (y del Comité de Enlace EUROCADRES/CEC) a desarrollarlo 
conforme a los procedimientos y prácticas propias de los interlocutores 
sociales en los Estados miembros y en los países del Espacio Económico 
Europeo.

Las partes signatarias invitan asimismo a sus organizaciones miembro 
en los países candidatos a aplicar este Acuerdo.

El desarrollo de este Acuerdo se llevará a cabo durante los tres años 
siguientes a la fecha de firma del mismo.

Las organizaciones miembro informarán acerca del desarrollo de este 
Acuerdo al Comité de Diálogo Social. Durante los tres primeros años tras 
la firma del presente Acuerdo, el Comité de Diálogo Social preparará un 
cuadro anual resumiendo el desarrollo del Acuerdo. El Comité de Diálogo 
Social elaborará, en el cuarto año, un informe completo sobre las accio-
nes de desarrollo tomadas.

Las partes signatarias evaluarán y revisarán el Acuerdo en cualquier 
momento, pasados cinco años tras la firma, si así lo solicitara una las 
partes signatarias.

En caso de cuestiones sobre el contenido del Acuerdo, las organizacio-
nes miembro implicadas, podrán dirigirse conjunta o separadamente a las 
partes signatarias, que responderán conjunta o separadamente.

En el desarrollo de este Acuerdo, los miembros de las organizaciones 
signatarias evitarán cargas innecesarias a las PYME.

El desarrollo de este Acuerdo no constituye una razón válida para 
reducir el nivel general de protección otorgada a los trabajadores en el 
campo del presente Acuerdo.

El presente Acuerdo no perjudica el derecho de los interlocutores 
sociales a concluir, en el nivel apropiado, incluido el europeo, acuerdos 
que lo adapten y/o completen de manera que tengan en cuenta las necesi-
dades específicas de los interlocutores sociales implicados. 

 4383 ORDEN TAS/641/2005, de 28 de febrero, por la que se esta-
blecen las bases reguladoras de la concesión de subvencio-
nes destinadas a financiar las acciones de mediación y 
arbitraje a realizar por la Fundación del Servicio Inter-
confederal de Mediación y Arbitraje.

La Fundación del Servicio Interconfederal de Mediación y Arbitraje 
(SIMA), fundación laboral de carácter público tutelada por el Ministerio 
de Trabajo y Asuntos Sociales, en el III Acuerdo Tripartito de Solución 
Extrajudicial de Conflictos Laborales (ASEC-III), suscrito el día 29 de 
diciembre de 2004, de una parte por la Unión General de Trabajadores 
(UGT) y la Confederación Sindical de Comisiones Obreras (CC.OO.), y de 
otra, por la Confederación Española de Organizaciones Empresariales 
(CEOE), y la Confederación Española de la Pequeña y Mediana Empresa 
(CEPYME), mantiene la misma línea que los anteriores Acuerdos, en el 
sentido de contar con la colaboración del Gobierno en la forma adecuada, 

para llevar a buen fin los objetivos perseguidos en el Acuerdo, que no son 
otros que la mediación y el arbitraje.

A tal fin, el Gobierno, y en su nombre el Ministerio de Trabajo y Asuntos 
Sociales presta su apoyo a la cooperación planteada por los agentes sociales 
a través del ASEC-III subvencionando a la Fundación del Servicio Intercon-
federal de Mediación y Arbitraje adquiriendo el compromiso de apoyar las 
funciones y cometidos pactadas por las organizaciones citadas, tal y como 
se desprende del Acuerdo suscrito el día 3 de abril de 2001.

La concesión de estas subvenciones corresponde a la Administración 
General del Estado, rigiéndose por lo dispuesto en la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones y en el Reglamento de Procedi-
miento para la Concesión de Subvenciones Públicas, aprobado por Real 
Decreto 2225/1993, de 17 de diciembre, y en la presente Orden.

Con cargo a los Presupuestos Generales del Estado de cada ejercicio y 
dentro de los programas presupuestarios del Ministerio de Trabajo y 
Asuntos Sociales, se contemplará la subvención para que la Fundación 
del Servicio Interconfederal de Mediación y Arbitraje pueda ser beneficia-
ria de las ayudas destinadas a la remuneración de las actividades de 
mediación y arbitraje, como instrumentos de solución de conflictos labo-
rales, así como para el funcionamiento de la propia Fundación.

Con la presente Orden se da cumplimiento a lo dispuesto en el artícu-lo 17.1 
de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, sobre el esta-
blecimiento de bases reguladoras de la concesión de subvenciones públicas.

En su virtud, previo informe de la Abogacía del Estado y de la Inter-
vención Delegada de la Intervención General de la Administración del 
Estado en el Departamento, dispongo:

Artículo 1. Objeto.

La presente Orden tiene por objeto establecer las bases reguladoras 
para la concesión de subvenciones dirigidas a sufragar las remuneracio-
nes de las actividades de Mediación y Arbitraje para la Solución Extraju-
dicial de Conflictos Laborales, así como los gastos de funcionamiento de 
la Fundación del Servicio Interconfederal de Mediación y Arbitraje.

Artículo 2. Beneficiarios.

La beneficiaria de las subvenciones reguladas por la presente Orden 
será, en todo caso, la Fundación del Servicio Interconfederal de Media-
ción y Arbitraje.

Artículo 3. Solicitud de las Subvenciones: requisitos del beneficiario, 
forma y plazo de presentación.

La Fundación debe presentar, ante la Dirección General de Trabajo, en 
el primer mes de cada uno de los ejercicios presupuestarios solicitud 
motivada de concesión de la subvención.

Dicha solicitud deberá presentarse acompañada de los siguientes 
documentos originales, o copia de los mismos que tenga el carácter de 
auténtica, conforme a la legislación vigente, que acrediten la concurren-
cia de los requisitos exigidos:

1. Certificación del Registro de Fundaciones de Competencia Esta-
tal, comprensiva de la inscripción en el Registro de la Fundación del 
Servicio Interconfederal de Mediación y Arbitraje y del depósito de sus 
Estatutos, o, en su defecto, cualquier otro que acredite dicha inscripción 
y el depósito de los Estatutos.

2. Tarjeta de identificación fiscal de la Fundación.
3. Documento nacional de identidad o, aquel que, legal o reglamentariamente, 

le sustituya, del representante de la Fundación, así como poder bastante en Dere-
cho para solicitar, en nombre de la Fundación, la concesión de la subvención.

4. Memoria de las actividades para la consecución de los fines pro-
pios de la Fundación.

5. Aquellos que acrediten el cumplimiento por la Fundación de sus 
obligaciones tributarias, conforme a lo dispuesto en la Orden del Ministe-
rio de Economía y Hacienda de 28 de abril de 1986 y en la Resolución de 
la Secretaria General de Hacienda de 28 de abril de 1986, y para con la 
Seguridad Social, de acuerdo con la Orden del Ministerio de Economía y 
Hacienda de 25 de noviembre de 1987.

6. Estatutos de la Fundación

No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, no se exigirán, en su 
caso, aquellos documentos que ya estuvieran en poder de cualquier 
órgano de la Administración actuante, en cuya circunstancia los solicitan-
tes podrán acogerse a lo establecido en el apartado f) del artículo 35 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, debiendo así 
hacer constar la fecha y el órgano o dependencia en que fueron presenta-
dos los documentos o, en su caso, emitidos, siempre que no hayan trans-
currido cinco años desde la finalización del procedimiento al que corres-
pondan.

Artículo 4. Obligaciones del beneficiario.

La Fundación, en tanto que es la beneficiaria de las subvenciones, 
tendrá las siguientes obligaciones:
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